La eficacia del incidente de reparación integral frente a las víctimas del tipo penal de trata de personas en Colombia by Bernal Montenegro, Gerardo
i 
 
LA EFICACIA DEL INCIDENTE DE REPARACIÓN INTEGRAL FRENTE A LAS 









Tesis para optar al título de 




David Andrés Murillo Cruz 
 
 
UNIVERSIDAD LIBRE DE COLOMBIA 
FACULTAD DE DERECHO 







A mi familia,  
a mi hijo Juan Sebastián Bernal Díaz, 
a mi compañera y amiga Ana Cortez,  
al Semillero del Colegio de Abogados de Risaralda,  





La presente investigación doctoral se centra en la trata de personas. El énfasis recae en la 
problemática asociada al incidente de reparación integral-IRI de víctimas con respecto a este delito 
entre 2015 y 2020 en el Eje Cafetero colombiano. Desde un enfoque cualitativo, fundamentado en 
la teoría crítico-social habermasiana, se explora, describe y explica el fenómeno de la trata de 
personas como flagelo social, cuyos múltiples rostros y complejidad criminal lo convierten en el 
segundo negocio ilícito de mayor trascendencia global por sus preocupantes dimensiones para la 
comunidad internacional, sus impactos negativos en la violación de derechos humanos, los daños 
y perjuicios a las víctimas.  
Anualmente, Colombia provee a las redes criminales del delito una cantidad importante de 
víctimas. En este trabajo, se realiza el estudio con énfasis en el Eje Cafetero. Se consultaron 
expertos y organizaciones que atendieron víctimas entre los años 2015 y 2020, con el propósito de 
analizar si existe eficacia en los procesos de reparación e indemnización. Tras una cuidadosa 
revisión documental, se estudia la información obtenida de un grupo de víctimas, identificando 
puntos críticos y posibles impactos de los procesos de reparación integral, posterior a las sentencias 
condenatorias de los responsables del delito de trata de personas, así como los mecanismos de 
cooperación internacional vigentes que, valga decirlo, representan el componente estratégico más 
álgido para hacer justicia.  
En las conclusiones, se establece una posición respecto a las causas y consecuencias de la 
ineficacia del proceso IRI, de los convenios de cooperación internacional y del reto que tiene el 
Estado colombiano para extender los brazos de la justicia mediante procesos eficaces de extinción 
de dominio en beneficio de la reparación integral de las víctimas. El aporte de esta investigación 
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consiste en la creación de un mecanismo, desde la Comunidad Andina de Naciones (CAN), para 
la cooperación judicial regional en Latinoamérica que garantice la eficacia de la justicia y la 
reparación integral de las víctimas. 
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The present doctoral research focuses on human trafficking. The emphasis falls on the problems 
associated with the incident of integral reparation-IRI of victims with respect to this crime between 
2015 and 2020 in the Colombian Coffee Axis. From a qualitative approach based on Habermasian 
critical-social theory, the phenomenon of human trafficking is explored, described and explained 
as a social scourge, whose multiple faces and criminal complexity make it the second illicit 
business of greater global significance due to its worrying dimensions for the international 
community, its negative impacts on the violation of human rights and damages to the victims.  
Annually, Colombia provides criminal crime networks with a significant number of victims. In 
this work, the study is carried out with an emphasis on the Coffee Region, consulting experts and 
organizations that attended to victims between 2015 and 2020, mainly analyzing whether there is 
efficacy in the reparation and compensation processes. After a careful documentary review, the 
information obtained from a group of victims is studied, identifying critical points and possible 
impacts of the comprehensive reparation processes, after the convictions of those responsible for 
the crime of trafficking in persons, as well as international cooperation mechanisms that, it is worth 
saying, represent the most critical strategic component to do justice.  
In the conclusions, a position is established regarding the causes and consequences of the 
ineffectiveness of the IRI process, the international cooperation agreements and the challenge that 
the Colombian State has to extend the arms of justice through effective processes of extinction of 
domain in benefit of comprehensive reparation for the victims. The contribution of this 
investigation consists of the creation of a mechanism from the Andean Community of Nations 
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(CAN) for regional judicial cooperation in Latin America that guarantees the effectiveness of 
justice and comprehensive reparation of the victims 
Keywords: Trafficking of people, integral repair incident, judicial cooperation, domain 
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Bases comunitarias. Se refiere a las organizaciones que existen dentro de una comunidad y 
que representan a un grupo específico de personas e intereses comunes para canalizar demandas y 
necesidades colectivas. Las bases comunitarias están conformadas por organizaciones de carácter 
social, ambiental o político vinculadas o no a organizaciones nacionales o regionales. Representan 
la célula más pequeña e indivisible de las comunidades organizadas y/o grupos de población, 
abarcando espacios de participación y toma de decisiones que afecten el desarrollo comunitario en 
un área o región determinada. Al respecto, el capital social de una comunidad hace referencia a 
normas de convivencia que promueven la confianza, la autoayuda y la colaboración dentro de las 
comunidades. Como lo ha expresado Durston (2000), “el paradigma del capital social […] plantea 
que las relaciones estables de confianza, reciprocidad y cooperación pueden contribuir a […] 
facilitar la constitución de organizaciones de gestión de base efectivas, de actores sociales y de 
sociedades civiles saludables”. (p.36) 
Delito transnacional. Para los fines de la Convención de las Naciones Unidas Contra la 
Delincuencia Organizada Transnacional-CCDOT del 15 de noviembre del año 2000, un delito es 
de carácter transnacional, según el Art. 3,2 de la Resolución 55/25 de 2000 cuando: 
(a) Se comete en más de un Estado. (b) Se comete dentro de un solo Estado, pero una parte 
sustancial de su preparación, planificación, dirección o control se realiza en otro Estado. 
(c) Se comete dentro de un solo Estado, pero entraña la participación de un grupo delictivo 
organizado que realiza actividades delictivas en más de un Estado. (d) Se comete en un solo 
Estado, pero tiene efectos sustanciales en otro Estado. (Naciones Unidas, 2000b, p.6) 
Esclavitud: Es el “estado o condición de un individuo sobre el cual se ejercitan los atributos 
del derecho de propiedad o algunos de ellos”, según la Convención Sobre la Esclavitud de 1926, 
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enmendada por el Protocolo de 1953 en su artículo 1. La esclavitud se identifica por el ejercicio 
de la propiedad o control sobre la vida de otro[a], la coerción y la restricción de circulación. 
También por el hecho de que la persona de que se trata no es libre de irse o de cambiar de 
empleador[a] (trabajo forzoso, condición de siervo[a], esclavitud con propósitos rituales o 
religiosos). (OIM, 2006). 
Explotación sexual: Práctica por la cual una persona obtiene una gratificación sexual, beneficio 
financiero o promoción, a través del abuso o de la explotación de la sexualidad de una persona, 
afectando su dignidad, autonomía y bienestar físico y mental. En el contexto de la trata, envuelve 
diferentes formas como la prostitución [forzada], la pornografía, el baile erótico, el turismo sexual 
o el matrimonio forzado. (Estes y Weiner, 2001) 
Grupo delictivo organizado transnacional: Este concepto ha sido muy debatido en la doctrina 
penal y criminológica a la luz de revolucionarios avances tecnológicos y sus impactos en la 
economía y la sociedad global. Torres (2013), al referirse a la “proliferación de conductas punibles 
ejecutadas por la delincuencia organizada de tipo transnacional” (p.1), alude lo importante de 
recordar que la Comisión Europea (1998) lo define como una asociación estructurada para cometer 
infracciones punibles y como afirma Durán (2012), como grupo estructurado cuyo fin es el delito 
transnacional para obtener, directa o indirectamente, un beneficio económico u otro beneficio de 
orden material. 
Grupos vulnerables: Grupos o sectores de la sociedad con mayores posibilidades que otros 
grupos dentro del Estado de ser sometidos a prácticas discriminatorias, violencia, desastres 
naturales o ambientales o penuria económica. Cualquier grupo o sector de la sociedad (mujeres, 
niños, ancianos) más vulnerables en período de conflicto o de crisis. (OIM, 2006) 
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Justicia Restaurativa: Es una modalidad de la justicia que permite abordar y solucionar los 
conflictos relativos a hechos delictivos desde una perspectiva participativa de la sociedad en 
general como problemas sociales. Según Marshall (1999): 
Es una forma de enfrentar la resolución de problemas relacionados con la delincuencia, que 
involucra a las propias partes, y la comunidad en general, en una relación activa con los 
organismos sociales. Más que una práctica concreta es un conjunto de principios que 
pueden orientar la práctica general de todo organismo o grupo en relación con la 
delincuencia. (p.5) 
No obstante, Blanco (2004) la define como “toda acción orientada principalmente a hacer 
justicia a través de la restauración o reparación del daño causado por el delito” (p.15). Sin embargo, 
sería más adecuado considerar la definición de Caballero y Rojas (2009), en la que se establece 
que la justicia restaurativa es: 
un sistema particular y alternativo, fundamentado en un conjunto de principios que tienen 
como norte involucrar a los efectivamente afectados por un hecho delictivo para que 
participen de manera directa en la reparación y restauración de los daños que ha dejado el 
delito, en vista a restablecer la paz que aquel ha trastornado. (p.35) 
Para el Consejo Económico y Social de la Organización de las Naciones Unidas (ONU), la 
mejor recomendación es entender la justicia restaurativa como 
una respuesta evolutiva al delito en el que son las personas, y no la institución estatal en sí, 
el eje en torno al cual se desarrolla el proceso destinado a resolver el conflicto, teniendo 
como norte el respeto a la dignidad e igualdad de todas las personas, favoreciendo la 
comprensión y promoviendo la armonía social, a través de la recuperación de las víctimas, 
los delincuentes y las comunidades. (ECOSOC, 2004, p.42) 
Matrimonio forzado: “Es reconocido como una práctica parecida a la esclavitud cuando: una 
mujer, sin que la asista el derecho a oponerse, es prometida o dada en matrimonio a cambio de una 
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contrapartida en dinero o en especie entregada a sus padres, a su tutor, a su familia o a cualquier 
otra persona o grupo de personas; cuando el marido de una mujer, la familia o el clan del marido 
tienen el derecho de cederla a un tercero a título oneroso o de otra manera; o cuando la mujer, a la 
muerte de su marido, puede ser transmitida por herencia a otra persona”, según la Convención 
Suplementaria Sobre la Abolición de la Esclavitud, la Trata de Esclavos y las Instituciones y 
Prácticas Análogas a la Esclavitud del 7 de septiembre de 1956, Artículo 1(c). 
Matrimonio servil: Se da cuando una persona contrae matrimonio con otra persona, con fines 
de explotación laboral o doméstica. Cualquier mujer que se vea privada de los derechos y las 
libertades más elementales y sea sometida a la brutalidad y al control en una relación íntima de 
pareja, se encuentra en una situación de esclavitud. (ECOSOC, 2003) 
Tercero Civilmente Responsable: Esta figura jurídica fundamentada en la responsabilidad 
extracontractual por el hecho ajeno conocida como indirecta o refleja está dispuesta en el Código Civil 
como: “Toda persona es responsable, no sólo de sus propias acciones para el efecto de indemnizar 
el daño sino del hecho de aquellos que estuvieren a su cuidado” (Art. 2347). Expone Saray (2013) 
que “la Ley presume que por los daños que causen tales personas deben responder quienes respecto 
de ellas tenían el deber de ejercer en forma adecuada la vigilancia y control. (p.59). En materia de 
IRI, referido a delitos penales de trata, aplica lo siguiente: 
El tercero civilmente responsable es la persona que civilmente debe responder por el daño 
causado por la conducta del condenado, por lo que su papel es responder por el hecho ajeno 
y en este sentido, resarcir los perjuicios que como consecuencia de la conducta del 
condenado se le han ocasionado a la víctima, razón por la cual la potencialidad de su 
obligación de reparación tan solo nace una vez se ha determinado la generación del daño, 
obligación que surge necesariamente con posterioridad a la sentencia penal de condena, así 
lo concluyó la Corte Constitucional de conformidad con los cambios constitucionales sobre 
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el sistema penal introducidos por el Acto Legislativo 03 de 2002, la ley 906 de 2004 y en 
especial las sentencias C-423 de 2006, C-425 de 2006 y C-717 de 200699 (p.69). 
Trata de personas: La ONU define la trata de personas como: 
[…] el traslado de seres humanos de un lugar a otro dentro de las fronteras de un mismo 
país o hacia el exterior con fines de explotación en su mayoría explotación sexual, laboral 
o en la mendicidad. En la trata de personas, el consentimiento de la víctima es irrelevante 
para que la acción se caracterice como el tráfico. Eso porque, generalmente, este se obtiene 
a través del engaño, la amenaza, el uso de la fuerza u otras formas de coacción como el 
rapto, el fraude, el abuso de poder o una situación de vulnerabilidad (PARES, 2020, p.49)   
En la trata, “el contacto se da bajo engaño y/o abuso y/o coacción. El consentimiento está 
viciado” (Castro, s/f, p.450). Y desde el discurso internacional en el Protocolo de Palermo de la 
ONU para Prevenir, suprimir y castigar la trata de personas, especialmente de mujeres y niños, se 
define como: 
[…] la captación, el transporte, el traslado, la acogida o la recepción de personas, 
recurriendo a la amenaza o al uso de la fuerza u otras formas de coacción, al rapto, al fraude, 
al engaño, al abuso de poder o de una situación de vulnerabilidad, o a la concesión o 
recepción de pagos o beneficios para obtener el consentimiento de una persona que tenga 
autoridad sobre otra, con fines de explotación. (p.448) 
La explotación incluye, como mínimo, la derivada de la prostitución y de otras formas de 
explotación sexual, trabajos o servicios forzados, esclavitud o prácticas similares, servidumbre y 
extracción de órganos. 
Trata externa: Es cuando el delito de trata de personas supone un desplazamiento del lugar de 
residencia o país de origen a otro denominado país de destino, en el cual se lleva a cabo el 
sometimiento de la víctima. Se presenta cuando la captación o reclutamiento, la movilización o 
desplazamiento de la víctima con fines de algún tipo de explotación y esclavitud se sucede a través 
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de varios países cruzando fronteras internacionales. Los arreglos o preparativos incluyen el trámite 
de pasaportes, visas, cartas de invitación, provisión de dinero para el sostenimiento, reservación 
en hoteles y sometimiento. 
Tratante: Se define bajo este término a quien capte, transporte, traslade, acoja o reciba a una 
persona, recurriendo a la amenaza o al uso de la fuerza u otras formas de coacción, al rapto, al 
fraude, al engaño, al abuso de poder o de una situación de vulnerabilidad o a la concesión o 
recepción de pagos o beneficios para obtener el consentimiento de una persona que tenga autoridad 
sobre otra, con fines de explotación. (Instituto Nacional de las Mujeres, 2015) 
Víctimas: Personas que, individual o colectivamente, hayan sufrido daños, inclusive lesiones 
físicas o mentales, sufrimiento emocional, pérdida financiera o menoscabo sustancial de los 
derechos fundamentales, como consecuencia de acciones u omisiones que violen la legislación 
penal. (Instituto Nacional de las Mujeres, 2015). De igual manera, 
[…] podrá considerarse ‘víctima’ a una persona, con arreglo a la presente Declaración, 
independientemente de que se identifique, aprehenda, enjuicie o condene al perpetrador e 
independientemente de la relación familiar entre el perpetrador y la víctima. En la expresión 
‘víctima’ se incluye, además, en su caso, a los familiares o personas a cargo que tengan 
relación inmediata con la víctima directa y a las personas que hayan sufrido daños al 
intervenir para asistir a la víctima en peligro o para prevenir la victimización. (Naciones 
Unidas, 1985) 
Victimización secundaria: Se entenderá la victimización producida no como resultado directo 
del acto delictivo, sino por la respuesta de las instituciones y personas individuales en relación con 




ACCEM Asociación Comisión Católica Española de Migraciones. 
ACNUDH 
Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos. 
ACNUR Agencia de la Naciones Unidas para los Refugiados. 
AI Amnistía Internacional. 
AMERIPOL Comunidad de Policías de América. 
ANIDIP Anuario Iberoamericano de Derecho Internacional Penal. 
APP Alianzas público-privadas. 
CAAM Comités Andinos de Autoridades de Migración. 
CAATUR Comités Andinos de Turismo. 
CADH Convención Americana Sobre Derechos Humanos. Pacto de San José. 
CADP Consejo Andino de Defensores del Pueblo. 
CAIEC Comité Andino de Identificación y Estado Civil. 
CAN Comunidad Andina de Naciones. 
CCDOT 
Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional y sus Protocolos. 
CEDH Corte Europea de Derechos Humanos. 
CEDEAO Comunidad Económica de Estados de África Occidental. 
CIDH Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 
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CIE Centros de internamiento de extranjeros. 
CIM Estatuto de la Comisión Interamericana de Mujeres. 
CLACIP Comunidad Latinoamérica y del Caribe de Inteligencia Policial. 
CONPES Consejo Nacional de Política Económica y Social. 
Corte IDH Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
COAT Centro Operativo Anti-Trata. 
CONFECÁMARAS Confederación Colombiana de Cámaras de Comercio. 
CP Constitución Política. 
CPI Corte Penal Internacional. 
CPP Código de Procedimiento Penal. 
CSJ Corte Suprema de Justicia. 
DANE Departamento Administrativo Nacional de Estadística. 
DDHH Derechos humanos. 
DIH Derecho internacional humanitario. 
DIJIN Dirección de Investigación Criminal e Interpol de la Policía Nacional. 
ECOSOC Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas. 
ECOWAS Economics Community of West African States. 
ELSJ Espacio de libertad, seguridad y justicia. 




European Union Agency for Criminal Justice Cooperation (Agencia de la 
Unión Europea para la Cooperación en Justicia Criminal). 
EUROPOL 
European Union Agency for Law Enforcement Cooperation 
(Oficina Europea de Policía). 
FARC-EP Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia - Ejército Popular. 
FEDEACOL Federación de Colegios de Abogados de Colombia. 
FIO Federación Iberoamericana del Ombudsman. 
FUPAD Fundación Panamericana para el Desarrollo. 
GIZ Gesellschaft für Internationale Zusammenarbeit. 
GRETA Grupo de Expertos en Acción Contra la Trata Personas. 
ICAT 
The inter-agency coordination group against trafficking in persons 
(Grupo interinstitucional de coordinación contra la trata de personas). 
IIDS Instituto Internacional de Derecho y Sociedad. 
IGAD 
Intergovernmental Authority on Development 
(Autoridad Intergubernamental sobre el Desarrollo). 
IIH 
Instituto Iberoamericano de La Haya para la Paz, los Derechos Humanos y la 
Justicia Internacional. 
INTERPOL 
 The International Criminal Police Organization 
(Organización Internacional de Policía Criminal). 
IRI Incidente de reparación integral. 
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JEP Jurisdicción Especial para la Paz. 
LATINJUST 
Agencia Latinoamericana para la Cooperación Judicial Penal Contra la Trata 
de Personas. 
LO Ley orgánica. 
MDGF Fondo para el Logro de los Objetivos de Desarrollo del Milenio. 
NBI Necesidades básicas insatisfechas. 
OCB Organizaciones comunitarias de base. 
OEA Organización de los Estados Americanos. 
OEI Organización de Estados Iberoamericanos. 
OHCHR United Nations Human Rights Office of the High Commissioner 
OIM Organización Internacional para las Migraciones. 
OIT Organización Internacional del Trabajo. 
OLAF Oficina Europea de Lucha Contra el Fraude. 
ONG Organización no gubernamental. 
ONU Organización de las Naciones Unidas. 
OSCE Organización para la Seguridad y la Cooperación en Europa. 
PARES Fundación Paz y Reconciliación. 
PEA Población económicamente activa. 
PROFIO 






RSC Responsabilidad social corporativa. 
RSE Responsabilidad social empresarial. 
SETAM Sistema estadístico de la tarjeta andina de migración. 
SISBEN Sistema de Identificación de Potenciales Beneficiarios de Programas Sociales. 
SLPD Supervisor latinoamericano de protección de datos. 
S.M.L.M.V Salario mínimo legal mensual vigente (salario base). 
TAM Tarjeta Andina de Migración. 
UE Unión Europea. 
UNICEF Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia. 
UNFPA Fondo de Población de las Naciones Unidas. 




El 11 de julio del 2006 falleció violentamente, en la ciudad de Pereira, la joven Mónica María 
Saldarriaga Patiño. Fue asesinada tras haber escapado de una organización criminal transnacional 
que, bajo falsas promesas de trabajo, trasladaba mujeres del Eje Cafetero para prostituirlas en el 
exterior. Como consecuencia de este hecho, se abrió investigación en la que se ordenó interceptar 
unos abonados telefónicos de los cuales se obtuvo información sobre la existencia de un grupo 
delictivo que operó en esta ciudad mediante la captación de mujeres jóvenes para trasladarlas desde 
Pereira y Buenaventura hasta Singapur, país donde eran recibidas, acogidas y sometidas 
inmediatamente a explotación sexual a través de la prostitución. 
En otro caso emblemático, comunicaciones telefónicas y documentos sobre transacciones 
bancarias dieron cuenta de una banda criminal que operó en Pereira. Este grupo delictivo captaba 
y trasladaba mujeres jóvenes a Hong Kong con el fin de explotarlas sexualmente. Al igual que en 
la mayoría de los casos que versan sobre este delito, no hubo apertura en el proceso de reparación 
integral, por lo cual ninguna de las víctimas recibió indemnización por reconocimiento de daños y 
perjuicios. 
La trata de personas es un fenómeno social de incalculable cuantificación, con arraigos 
históricos y culturales en las sociedades humanas. Así mismo, vale resaltar que este tipo de delito 
penal tiene múltiples rostros y modalidades: va más allá de la explotación sexual, la cual es 
comúnmente confundida con la prostitución como ocupación u oficio, entre otras caras del 
comercio sexual (Tirado, 2010). 
La complejidad criminal de este delito lo convierte en el segundo negocio ilícito del planeta, 
detrás del narcotráfico y por delante del tráfico de armas, por sus preocupantes dimensiones para 
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la comunidad internacional (especialmente, los casos de trata de mujeres cuyas raíces son 
profundas y reposan en la historia de la humanidad), sus impactos en la violación de los derechos 
humanos y las dificultades que tienen los brazos de la justicia para garantizar la reparación e 
indemnización de los daños y perjuicios ocasionados a las víctimas. Es preciso señalar que la 
regulación normativa internacional no ha sido suficiente o efectiva para resolver los problemas 
sociales de fondo, frente al tipo penal de trata de personas en la sociedad global. Y, por otra parte, 
pudiese decirse lo mismo con respecto a la ineficacia del derecho internacional penal para la 
reparación integral de las víctimas de trata transnacional. 
Por otro lado, las tensiones y disyuntivas actuales alrededor de este flagelo social y la 
impotencia de los brazos de la justicia penal y civil en su lucha contra este delito son un asunto en 
el cual existe un amplio pluralismo de concepciones y posiciones por parte de los operadores de 
justicia de los diferentes países, puesto que todos son productores de víctimas y/o receptores de 
ellas. 
Estos países, desde 1948, han adoptado compromisos y suscrito convenios y tratados para 
enfrentar e incluso avanzar en dos direcciones: de un lado, desde la perspectiva de los derechos 
humanos, y del otro, desde la prevención y lucha contra este delito. Uno de los logros más loables 
ha sido la Declaración Universal de los Derechos Humanos, promulgada por las Naciones Unidas 
en 1948 “para salvaguardar la dignidad de las personas sobre todas las cosas y ante cualquier 
situación” (Asamblea General de la ONU, 1948).  
No obstante, a pesar de la indudable incidencia de esta declaratoria en la normatividad 
internacional y en el derecho doméstico, hoy en día son innumerables los acontecimientos que, de 
una u otra forma, vulneran los derechos del hombre en un mundo lleno de contradicciones e 
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intereses contrapuestos. Por una parte, está la proliferación de estructuras criminales 
internacionales dedicadas a la trata de personas, y por otra, los esfuerzos de los países para 
enfrentar este fenómeno social definido en el Protocolo de Palermo contra la trata de personas 
como: 
[…] la captación, el transporte, el traslado, la acogida o la recepción de personas, 
recurriendo a la amenaza o al uso de la fuerza u otras formas de coacción, al rapto, al fraude, 
al engaño, al abuso de poder o de una situación de vulnerabilidad o a la concesión o 
recepción de pagos o beneficios para obtener el consentimiento de una persona que tenga 
autoridad sobre otra con fines de explotación. Esa explotación incluirá, como mínimo, la 
explotación de la prostitución ajena u otras formas de explotación sexual, los trabajos o 
servicios forzados, la esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, la servidumbre o 
la extracción de órganos. (Naciones Unidas, 2000-a) 
Es importante resaltar que el comercio ilícito mundial con fines de explotación sexual es la 
dimensión económica más visible entre las diversas formas de esclavitud humana que mayor 
impacto ocasionan a la sociedad global. A esto podría agregarse que su impacto también se genera 
en las estructuras familiares de los grupos más vulnerables en los países de origen (Tirado, 2010). 
Como definición universal, la trata de personas genera beneficio o provecho que terceros 
individuos obtienen del trabajo o sumisión de otras personas, las cuales se encuentran en un estado 
de vulnerabilidad. Es decir, son personas que no pueden ejercer ni defender sus derechos porque 
se encuentran en estado de indefensión, en cautiverio dentro o fuera de su país de origen, o bien, 
porque están en cualquier otra situación que les impide detener la explotación de la cual son 
víctimas.  
Este tipo de situaciones tiene orígenes y arraigos ancestrales en diferentes civilizaciones y 
culturas y ha prevalecido a lo largo de la historia de la humanidad. Legados ancestrales y 
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civilizatorios dan cuenta, a través de la historia, de que este tipo de acontecimientos ocurrieron 
como resultado de las luchas y guerras cuya finalidad era conquistar territorios. Las tribus, los 
clanes y los grupos vencedores se apropiaban de los vencidos y los obligaban a trabajar en 
actividades de combate, trabajos forzados y sexuales, según su género. Esto se infiere del siguiente 
fragmento de Staff (2009): 
El fenómeno de la trata, especialmente de mujeres, tiene raíces profundas en la historia de la humanidad, 
pues desde sus inicios ha estado ligado a las guerras, a la esclavitud y a la consideración de las mujeres 
como objetos sexuales y así fueron traficadas durante el período colonial, especialmente las africanas y las 
indígenas fueron sacadas de sus lugares de origen y comerciadas como mano de obra, servidumbre y/o 
como objetos sexuales. El objetivo sexual siempre estuvo presente y se daba dentro del mercado 
matrimonial o con otras figuras como concubinas, o simplemente mujeres a libre disposición de los 
patrones. (p.1) 
Lo anterior implica una reflexión de corte historicista sobre los antecedentes sociales y políticos 
de este fenómeno global. Es necesario entender que esta problemática se expuso con mucha 
firmeza durante la Primera Guerra Mundial en Europa, entre otras razones porque, debido a la 
hambruna generalizada y la inseguridad, las mujeres inmersas en medio del conflicto bélico se 
desplazaron hacia las fronteras de sus países donde fueron secuestradas y trasladadas a otras 
naciones para ser explotadas en la prostitución contra su voluntad. Estos sucesos, de carácter 
masivo, generaron que los hechos constitutivos de la conducta fuesen conocidos como “trata de 
blancas”. 
En este sentido, la definición del término “trata de blancas” se vinculaba únicamente con 
mujeres europeas de tez blanca. En la actualidad, este concepto se amplió al ser abordado y 
criticado por intelectuales que afirmaron que este término debía incluir a todas las personas, 
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independientemente del género, la edad, el color o el origen étnico. Un ejemplo de ello se aprecia 
en el fragmento de Staff (2009), en el que se explica cómo 
[…] el término trata de blancas cayó en desuso, pues en la trata se ven involucradas 
personas de diferente sexo, edad, culturas, razas y ubicación geográfica, no únicamente 
mujeres blancas y no sólo en la explotación sexual. En la actualidad, esta definición resulta 
extremadamente limitada en tanto no reconoce las diversas manifestaciones de la trata de 
personas en el mundo; así como el hecho de que no sólo las mujeres pueden resultar 
victimizadas, sino también personas menores de edad, cualquiera que sea su sexo, así como 
también hombres adultos. (p. 3) 
Ahora bien, en el derecho penal existen leyes y mecanismos jurídicos para catalogar este tipo 
de actividades como un delito transnacional.  
Un caso concreto es el dispuesto por las Naciones Unidas, en la Resolución 525 del 2000 de la 
Asamblea General del 15 de noviembre del año 2000, adoptada en el marco de la Convención de 
las Naciones Unidas Contra la Delincuencia Organizada Transnacional-CCDOT, en la cual se 
determina que este delito se configura cuando 
[…] se comete en más de un Estado. Se comete dentro de un solo Estado, pero una parte 
sustancial de su preparación, planificación, dirección o control se realiza en otro Estado. Se 
comete dentro de un solo Estado, pero entraña la participación de un grupo delictivo 
organizado que realiza actividades delictivas en más de un Estado. Se comete en un solo 
Estado, pero tiene efectos sustanciales en otro Estado. (Naciones Unidas, 2000-a, p.14)1 
                                                 
1 La Convención de las Naciones Unidas Contra la Delincuencia Organizada Transnacional es un tratado 
multilateral patrocinado por Naciones Unidas en contra del crimen organizado transnacional, adoptado en 
el año 2000. Sus 3 instrumentos (Protocolos de Palermo) son: 1) Protocolo de las Naciones Unidas para 
Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, Especialmente Mujeres y Niños; 2) Protocolo de las 
Naciones Unidas contra el Contrabando de Migrantes por Tierra, Mar y Aire; y 3) Protocolo de las Naciones 
Unidas contra la fabricación y el tráfico ilícito de armas de fuego. Estos 3 instrumentos contienen elementos 
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Por lo tanto, la trata de personas es una actividad contenida en la clasificación de los delitos 
transnacionales y forma parte de un grupo de delitos que se incluyen en el derecho internacional 
penal. Esta clasificación ha sido definida por Cassese (2013) 
[…] como un cuerpo de normas internacionales destinadas a prohibir los crímenes 
internacionales, como a imponer a los Estados la obligación de perseguir y castigar al 
menos algunos de esos crímenes; regulando los procedimientos internacionales para 
procesar y juzgar a las personas acusadas de esos crímenes. (p.15) 
En este orden de ideas, los países que reconocen este delito como crimen transnacional están 
obligados a sancionarlo y someterlo a los procesos penales adecuados, según el impacto o los 
daños ocasionados. Igualmente, la jurisprudencia internacional compromete a las naciones a llevar 
a cabo los procedimientos penales respectivos y las exhorta a asumir la responsabilidad de 
indemnizar los daños y perjuicios de las víctimas de tales delitos.  
Así pues, este tipo de responsabilidad internacional, como los incidentes ocurridos en el Canal 
de Corfú en 1946 entre el Reino Unido y Albania, se genera por acción u omisión de ambos países. 
En otras palabras, si en un país ocurrió un delito, y este no tuvo en el momento los medios o 
mecanismos apropiados para prevenirlo, o si ocurrió y no le hizo el seguimiento necesario, ese 
país está obligado a reparar los daños y perjuicios que sufrió la víctima o las víctimas del delito en 
cuestión (Olmedo, 2018).  
                                                 
de las actuales leyes internacionales sobre trata de personas y tráfico ilegal de armas. La convención y el 
protocolo están bajo la jurisdicción de Oficina de Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC-
United Nations Office on Drugs and Crime). 
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Se consideró que la responsabilidad de Albania fue por omisión porque no intentó ninguna 
acción preventiva para evitar la catástrofe. En consecuencia, su responsabilidad internacional 
obedeció a cuestiones éticas y morales, sin lugar a duda, según García (1949). 
Como caso emblemático en el que surge la obligación de reparar a un Estado, se registra el caso 
de la Fábrica de Chorzow en 1928, aplicándose la reparación como principio del derecho 
internacional, mediante sentencia sobre el fondo por parte del Tribunal Permanente de Justicia 
Internacional. Consistió en la reclamación de Alemania a Polonia para su indemnización. El 
Tribunal cuantificó el daño conocido como “estándar Chorzow”, el cual, como indica Becerra 
(2016), “propone por primera vez la restitución de la situación a las circunstancias que deberían 
existir si no hubiesen ocurrido los hechos contrarios al derecho internacional” (p.1). Esta sentencia 
ratifica las reparaciones a las que tienen derecho quienes sufren los daños por incumplimiento de 
los acuerdos internacionales. La obligación de reparar, por tanto, es un principio del derecho 
internacional ineludible en la actualidad. 
Ya en el ámbito legislativo colombiano, con relación a la temática inherente al reconocimiento 
de perjuicios causados a las víctimas, se tiene como antecedente lo dispuesto en el Código Civil 
colombiano, el cual contempla la aplicación de sus preceptos para estos casos, concretamente en 
los artículos 1.494 y 2.341. En ellos se dispone que quien cometiese un delito, implicándole daño 
a otro, estará obligado a indemnizar a la víctima. 
Es decir, todo detrimento debe ser subsanado proporcionalmente al daño causado. Así mismo, 
la Ley 600 de 2000 dispuso la procedencia del ejercicio de la acción civil para obtener la reparación 
de daños y perjuicios ocasionados por la comisión de un delito, los cuales procedían ante la 
jurisdicción civil. Sin embargo, con la Ley 906 de 2004 y la reforma procedimental penal generada 
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en Colombia, se cambió el anterior sistema y se implementó el nuevo sistema penal oral acusatorio, 
basado en los principios de la justicia restaurativa. En esta se contempla la obligación de reparar 
los daños materiales y morales causados a las víctimas, como fue propuesto por el Grupo de 
Expertos sobre Justicia Restaurativa del Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas -
ECOSOC. 
Quedó, así, incluida dicha obligación dentro del nuevo paradigma de la justicia colombiana, 
estableciendo responsabilidades a las partes implicadas con participación, o no, de mediadores y 
facilitadores afectados, o no, por la comisión del delito. La premisa básica es la siguiente: todo 
delito afecta a la sociedad, y la trata externa, particularmente, es una conducta delictiva que atenta 
contra el orden y la armonía social, al representar violaciones graves a la dignidad humana y 
ocasionar daños a la integridad moral de la familia, las comunidades y los diversos grupos de 
interés de la sociedad. 
Un ejemplo sencillo de afectación a la sociedad es el estigma que se tiene de ciertas localidades 
en los países de origen, por la vulnerabilidad de la población femenina de 18 a 30 años que acepta 
habitualmente ofertas de trabajo engañosas para irse a otro país. Son proclives a ser reclutadas con 
fines de trata para explotación sexual en el extranjero. Más aún, la disposición a migrar por 
voluntad propia por razones inherentes al sustento familiar.  
Sobre este grupo poblacional de mujeres, se ha tejido el estigma de migrantes prostitutas y, por 
tanto, altamente demandadas por sus cualidades físicas en los países de destino. La región cafetera 
es reconocida por lo antes expuesto, de modo que sí existe un daño moral a la sociedad ocasionado 
por las redes de tratantes y sus reclutadores en los países de origen. Estudios de campo han 
recogido testimonios desde el 2006 en los cuales revelan el oscuro panorama de la problemática 
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en la región cafetera y en el norte del Valle del Cauca. Son las dos regiones del país más afectadas 
con énfasis en la trata de mujeres y niñas. Por ejemplo, 
[…] las víctimas de trata que viajan a Singapur son preseleccionadas, tienen que mandar 
incluso un estudio fotográfico, un book de fotos donde se las ve de frente, de lado y de 
cuerpo entero. Una vez los captadores tienen las fotos, éstas son enviadas a Singapur y allí 
son seleccionadas como mercancía. Las mueven primero desde Risaralda a Bogotá, donde 
las tienen ocho días organizando todos los papeles y de ahí van a Panamá y es en ese país 
donde le dan la documentación pertinente para viajar a Singapur. (Women’s Link 
Worldwide, 2013, p.34) 
Así que la participación de terceras partes en los procesos de negociación para lograr justicia 
restaurativa entre víctima y tratante es importante porque permite reparar perjuicios morales, no 
solo a la víctima, sino también al Estado y la sociedad. Con respecto a la trata externa, según la 
doctrina de la justicia restaurativa, se debería vincular a la víctima y al tratante en el proceso oral 
acusatorio. Empero, en la práctica resulta complejo materializar esto cuando la víctima interpone 
la denuncia ante tribunales nacionales por la ausencia física del victimario. Como señalan 
Caballero y Rojas (2009), es posible buscar opciones porque 
[…] la naturaleza flexible de los mecanismos a través de los cuales se puede hacer 
aplicación de la Justicia Restaurativa, queda caracterizada de mejor forma al definirse el 
proceso restitutivo, y establecer que él puede llevarse adelante por medio de distintas 
iniciativas, como la mediación, la conciliación, las conversaciones y la celebración de 
reuniones para decidir condenas. (p.123) 
Al fortalecer la cooperación internacional, es posible la colaboración entre jueces de dos países 
para notificar al victimario del proceso en su contra abierto por denuncia de su víctima ante un 
tribunal nacional que lo condenó con sentencia firme. También para informarle las posibles 
consecuencias si no reconoce y repara el daño. Siempre será posible encontrar formas tras aplicar 
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la extinción de dominio y determinar qué prácticas ordinarias o restaurativas podrán seguirse con 
cada tratante capturado en el extranjero para negociar su reparación.  
El problema es que en estos casos son mafias y estructuras delictivas nada fáciles de atrapar y 
procesar, bajo los principios de la justicia restaurativa. Esta debilidad no garantiza la realización 
del incidente de reparación integral para los delitos de trata externa, sin embargo, con respecto a 
los principios básicos de justicia restaurativa en materia penal, según lo dispuesto en el 11° período 
de sesiones del ECOSOC (2002), se establece que 
[…] hubo acuerdo general entre los expertos en el sentido de que las prácticas de justicia 
restaurativa debían considerarse como complemento de los sistemas de justicia establecidos 
y no como un mecanismo destinado a reemplazarlos. Esto planteaba un segundo reto, a 
saber, encontrar formas de determinar fehacientemente qué prácticas, ordinarias o 
restaurativas, debían seguirse en cada caso concreto. Los expertos convinieron también en 
que era necesario flexibilizar la elaboración y aplicación de las políticas de justicia 
restaurativa. Esto implicaba flexibilidad para adaptar las políticas a los diferentes derechos, 
tradiciones y prácticas que existían en los distintos países, flexibilidad para aplicar la 
justicia restaurativa a cada caso individual apropiado, y flexibilidad para ajustar las 
políticas en materia de justicia restaurativa vigentes a fin de tener en cuenta la evolución 
de los acontecimientos que habría de producirse a medida que se aplicaran medidas 
restaurativas en los diferentes países. (p.6) 
Aunque el grupo de expertos dejó abierta la posibilidad de medidas alternativas para negociar 
acuerdos entre víctimas y tratantes, guarda coherencia lo expuesto por Caballero y Rojas (2009) 
para los casos de trata externa, dado que: 
[…] tanto si no es posible llegar a un acuerdo entre las partes, como si los procesos 
restaurativos no son un recurso apropiado o posible, los casos deberán remitirse a la justicia 
penal ordinaria, debiendo adoptarse lo más pronto posible una decisión sobre la manera de 
proceder. Además, tratándose de esta última situación, los funcionarios de la justicia penal 
deberán esforzarse por alentar al delincuente a que asuma su responsabilidad para con la 
xl 
 
víctima y las comunidades afectadas, y apoyarán la reintegración de la víctima y del 
delincuente en la comunidad. (p.123) 
Cuando el victimario pertenece a una red criminal de trata, es prácticamente imposible llegar a 
los verdaderos culpables del daño a la víctima, ya que conforman un enjambre de personas 
implicadas en el mismo delito que se requiere reparar por la vía de la justicia restaurativa. 
Al respecto, el Grupo de Expertos en Justicia Restaurativa del ECOSOC reiteró que algunos 
resultados podrían devenir de prácticas restaurativas con el fin de solucionar asuntos propios de 
determinados delitos. Entretanto, otros aspectos podrían resolverse conforme a la justicia ordinaria 
(Consejo Económico y Social, 2002, p.5). Este es el caso de la reparación de daños a víctimas de 
trata, de acuerdo con las tablas de indemnizaciones a la salud, por ejemplo, previstas en la 
legislación colombiana. No obstante, es un aporte interesante la posición de estos expertos respecto 
a la ausencia o no captura de un delincuente, como en el caso de mafias y redes criminales 
internacionales, puesto que 
En los casos en que nunca se capturaba al delincuente, la utilización de delincuentes 
sustitutos u otras medidas restaurativas podía ser importante como forma de responder al 
daño sufrido por las víctimas. En todos los casos, se consideraba esencial que quienes 
participaran lo hicieran voluntariamente, pero en algunos casos las respuestas restaurativas 
podrían resultar preferibles a las opciones no restaurativas. Era importante tratar cada caso 
por separado y de manera adecuada, teniendo en cuenta que fuera cual fuera la opción 
aplicada, el elemento común era que debía hacerse justicia. (Consejo Económico y Social, 
2002, p.7) 
En este contexto se expide la Ley 906 de 2004, en sintonía con el mandato del Acto Legislativo 
003 de 2002, que otorga gran relevancia a la víctima como parte del proceso penal, 
independientemente de haber sufrido algún daño directo, como consecuencia de un delito, y sin 
importar la consanguinidad, o no, con el delincuente o el hecho de que se capture o sea condenado. 
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Lo relevante es que el nuevo Código de Procedimiento Penal (CPP) representó un salto 
jurídicamente significativo, desde la invisibilidad de los derechos de la víctima al reconocimiento 
pleno de su derecho a la reparación. Concretamente, es un salto social y jurídico de la noción 
limitada de la parte y la acción civil al enfoque de la reparación integral de daños y perjuicios 
ocasionados por la comisión de un delito, con lo cual se facilita promover el incidente respectivo, 
siempre que la víctima lo desee. 
En el contexto del acuerdo de paz y posconflicto que vive Colombia, se han desarrollado 
importantes esfuerzos en materia legislativa y jurisprudencial para establecer el concepto de 
víctima y su procedencia (concepto que se enlaza con el principio de reparación, el cual es de vital 
importancia en las teorías de justicia transicional). El artículo 3 y los apéndices de la Ley 1448 de 
2011 definen a las víctimas en los siguientes términos: 
[…] se consideran víctimas, para los efectos de esta ley, aquellas personas que individual 
o colectivamente hayan sufrido un daño por hechos ocurridos a partir del 1° de enero de 
1985, como consecuencia de infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de 
violaciones graves y manifiestas a las normas internacionales de derechos humanos, 
ocurridas con ocasión del conflicto armado interno. También son víctimas el cónyuge, 
compañero o compañera permanente, parejas del mismo sexo y familiar en primer grado 
de consanguinidad, primero civil de la víctima directa, cuando a esta (sic) se le hubiere 
dado muerte o estuviere desaparecida. A falta de estas (sic), lo serán los que se encuentren 
en el segundo grado de consanguinidad ascendente. De la misma forma, se consideran 
víctimas las personas que hayan sufrido un daño al intervenir para asistir a la víctima en 
peligro o para prevenir la victimización. La condición de víctima se adquiere con 
independencia de que se individualice, aprehenda, procese o condene al autor de la 
conducta punible y de la relación familiar que pueda existir entre el autor y la víctima. (Ley 
1448, 2011, Art. 3) 
Como indica esta ley, las víctimas no son únicamente las personas que sufren el daño directo, 
sino también todas aquellas personas cuyas vidas se ven afectadas por el delito en sí mismo, es 
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decir, las victimas pueden se directas e indirectas. De igual modo, el Decreto 1069 de 2014, “Por 
el cual se reglamenta parcialmente la Ley 985 de 2005”, define el concepto de víctima de trata de 
personas. Por lo demás, regula lo pertinente a la asistencia que se le debe brindar por parte del 
Estado y sus instituciones a quienes se encuentren en tal condición.  
Trata de Personas. El artículo 188A de la Ley 599 de 2000, adicionado por la Ley 747 de 
2002 y modificado por la Ley 890 de 2004, quedará así: ‘Artículo 188A. Trata de personas. 
El que capte, traslade, acoja o reciba a una persona, dentro del territorio nacional o hacia el 
exterior, con fines de explotación, incurrirá en prisión de trece (13) a veintitrés (23) años y 
una multa de ochocientos (800) a mil quinientos (1.500) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. (Decreto 1069 de 2014, Art.3) 
Efectivamente, el consentimiento dado por una víctima a determinada forma de explotación no 
es causal de exoneración de la responsabilidad penal. En el decreto citado y la Ley 985 de 2005 se 
dispone la obligación que tienen las autoridades gubernamentales de realizar acciones para reparar 
integralmente a las víctimas de trata de personas.  
Sin embargo, para efectuar dichas acciones, la ley no ha dispuesto un trámite especial o 
diferente del IRI, consignado entre los artículos 102 y 108 de la Ley 906 de 2004. Incluso, más 
allá de los topes indemnizatorios fijados por la Sala de lo Contencioso Administrativo en materia 
de perjuicios inmateriales y afectación relevante a bienes o derechos constitucionales y 
convencionalmente protegidos (Consejo de Estado, 2004, p.6). 
Lo anterior enmarca el objeto de estudio y eje central (situación problema) de esta investigación 
que, sobremanera, pretende aportar una solución que lleve a las más altas esferas legislativas una 
propuesta clara y concreta. La propuesta se presentará más adelante y servirá para que Colombia 
promueva un mecanismo de justicia penal regional que extienda los brazos de la justicia hasta la 
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reparación e indemnización de las víctimas, con una eficaz cooperación judicial penal a escala de 
Latinoamérica y El Caribe. 
Según la perspectiva normativa, el delito de trata de personas tiene una connotación 
transnacional y una tipificación sustantiva penal en el artículo 188A del Código Penal colombiano 
—el cual exige la concurrencia de múltiples verbos como captar, trasladar, acoger o recibir—, que 
representa una elevada complejidad para la individualización de sus autores, quienes generalmente 
tienen diferentes nacionalidades. Por esta razón, se hace necesario acudir a los tratados vigentes 
de extradición para el inicio y culminación de un proceso penal que permita ejercer el IRI una vez 
emitido el fallo condenatorio. 
De lo anterior se desprende el interés de investigar qué tan eficaz ha sido la figura jurídica del 
IRI frente a las víctimas del tipo penal de trata de personas en Colombia. El escenario seleccionado 
para hacerlo fue el Eje Cafetero: una de las dos regiones del país, junto al Norte del Valle del 
Cauca, mayormente afectada por el fenómeno de la trata externa e interna y su vinculación con 
otros delitos, según estudios realizados entre 2006 y 2017, por la Women’s Link Worldwide 
(2017). 
Esta organización no gubernamental (ONG) ha constatado en dichos territorios la presencia y 
el auge de este flagelo generador de graves violaciones a los derechos humanos, más aún si se tiene 
en cuenta que Colombia está ubicada en el puesto número dos en Latinoamérica como país de 
origen, tránsito y destino de trata transnacional de personas. 
Para los fines pertinentes de esta investigación, resulta conveniente preguntarse ¿cuál es el 
alcance de la reparación integral de las víctimas como figura jurídica prevista en la Ley 985 de 
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2005 y en el Decreto 1069 de 2014, frente al IRI previsto en la Ley 906 de 2004 por medio de la 
cual se expide el Código de Procedimiento Penal colombiano?  
Diferentes interrogantes surgieron al inicio del proceso reflexivo y a lo largo del camino 
investigativo ante la necesidad de identificar las causas y las consecuencias del problema expuesto, 
problemática que hallará respuesta a través de elementos intrateóricos y extrateóricos que se 
presentan a lo largo del presente trabajo. 
Entre otras, ¿qué tan pertinente es el proceso de reconocimiento de perjuicios materiales o 
inmateriales, directos e indirectos, ocasionados por el delito de trata de personas? ¿Cómo ha 
evolucionado y se operativizado la figura del bloque de constitucionalidad frente a los convenios 
internacionales que regulan los derechos de las víctimas y la forma en que deben repararse los 
daños de esas conductas delictivas con incidencia en el derecho interno colombiano? ¿Cuál es la 
pertinencia y efectividad de las políticas, los tratados y convenios de cooperación internacional 
frente a los procesos de prevención, control y reparación integral a las víctimas de este delito como 
flagelo dentro de una sociedad globalizada? 
Paralelamente, en el desarrollo investigativo surgieron más interrogantes. Por ejemplo, ¿qué 
papel desempeña la figura jurídica de extinción de dominio bajo los actuales convenios de 
cooperación internacional? ¿Es necesario reflexionar en la creación o implementación de otros 
convenios, organismos o mecanismos que garanticen la reparación integral, desde la óptica de los 
derechos humanos, más allá de los procedimientos legales existentes contra el crimen organizado? 
A partir de estos interrogantes, producto de la reflexión, se entiende que el sistema penal 
colombiano cuenta con una regulación normativa respecto al delito de la trata de personas, 
fundamentado en el instrumento jurídico internacional denominado “Protocolo de Palermo Contra 
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la Trata de Personas”, suscrito en el 2000. Con base en esta normativa, Colombia ha materializado 
su compromiso con la Ley 985 de 2005, en la cual se fortalecen las sanciones para los responsables 
de estos delitos. 
La Ley 985 especifica las diferentes modalidades bajo las cuales se puede incurrir en el delito 
de trata de personas. No obstante, los resultados, en cuanto a judicializaciones e imposiciones de 
condenas, parecen ser insuficientes, entre otras, porque no contribuyen con la aplicación de 
políticas públicas integrales que coadyuven a la erradicación de este delito transnacional. 
La reparación en los casos de trata externa es uno de los procedimientos civiles más difíciles 
que se activa una vez emitido el fallo condenatorio de un delito transnacional de tipo penal, 
conocido como IRI, el cual se encuentra estipulado en el CPP, de acuerdo con la Ley 906 de 2004. 
Por lo tanto, es relevante evaluar y determinar si las acciones previstas en el derecho interno 
colombiano, frente a los delitos de trata externa y la reparación de daños y perjuicios a las víctimas, 
se han realizado según lo dispuesto en la ley, en el bloque de constitucionalidad sobre derechos 
humanos y en el bloque de convencionalidad sobre derecho internacional penal, teniendo en cuenta 
estadísticas publicadas consideradas como referentes en estudios más recientes. Cabe resaltar que 
Alrededor de 140.000 víctimas de trata de personas llegan a Europa cada año para ser 
explotadas sexualmente. El 70% de las víctimas de trata de personas han sido objeto de 
promesas de empleo, participación en concursos de belleza y modelaje, planes vacacionales 
de bajo costo o programas de estudio en el extranjero. El 20% de las víctimas de trata de 
personas han sido objeto de promesas de trabajo como bailarinas exóticas, masajistas y 
actividades similares en la industria de entretenimiento adulto. El 13% de las víctimas de 
la trata de personas detectadas en Europa central y occidental provienen de países de 
América del Sur. La Oficina de Naciones Unidas Contra la Droga y el Delito estima que el 
valor del mercado ilícito que se mueve detrás de la trata de personas asciende a los 32.000 
millones de dólares al año. Todos los años, alrededor de 600.000 a 800.000 personas son 
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trasladadas a través de fronteras internacionales para ser sometidas por redes de trata de 
personas. Se calcula que alrededor de una de cada siete mujeres que ejercen la prostitución 
en Europa son víctimas de la trata de personas. Se calcula que 2.5 millones de personas en 
el mundo se encuentran realizando labores en contra de su voluntad incluida la explotación 
sexual, 56% en Asia y el Pacifico y un 10% en Latinoamérica. En el 54% de los casos los 
tratantes o reclutadores de las víctimas son personas extrañas y ajenas. En el 46 % de los 
casos son personas cercanas incluso de la misma familia. La trata de personas es el tercer 
negocio ilícito más rentable para el crimen organizado después del tráfico de 
estupefacientes y el tráfico de armas. En Colombia la trata de personas está prohibida en 
todas sus formas y se castiga con penas de prisión entre 13 y 23 años para quien sea 
encontrado responsable. (Álvarez, 2008) 
Ante esa realidad, la investigación tuvo como hipótesis de trabajo que el proceso IRI no será 
eficaz mientras la cooperación judicial internacional no acceda hasta el responsable del delito y se 
materialice la debida indemnización económica a las víctimas de trata de personas con extinción 
de dominio.  
Esta particularidad es la principal debilidad del proceso IRI, puesto que anula toda posibilidad 
de que el Estado colombiano garantice el ejercicio de los derechos humanos de las víctimas en lo 
relativo a la indemnización económica. Entre otras razones, porque lo que se busca es que el 
proceso IRI sea válido y eficaz para la víctima de trata externa dentro y fuera de Colombia, con la 
cooperación policial y judicial internacional.   
Y para que la validez y eficacia del IRI sea posible, “deben estar presentes los denominados 
presupuestos procesales o condiciones que se requieren para que la relación jurídica procesal 
nazca, se desenvuelva y termine con una sentencia” (Saray Botero, 2013, p.75), siendo que “en 
realidad son también los presupuestos para una decisión de fondo” (Goldschmidt, 1936).  
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En otras palabras, los presupuestos procesales en el incidente de reparación integral para los 
casos de trata externa —en cuanto que delito transnacional de graves violaciones a los derechos 
humanos— igualmente deben cumplir con “los supuestos previos al juicio y requisitos sin los 
cuales el proceso no puede existir o tener validez formal” (Echandía, 2009). 
Concretamente, los presupuestos procesales formales y de fondo “son requisitos ineludibles 
para que se genere una relación jurídica procesal válida y para que, por consiguiente, exista proceso 
válido para resolverse sobre el fondo de lo pretendido” (Saray Botero, 2013, p.75).  
No obstante, las limitaciones de los jueces colombianos por debilidades o falencias en la 
cooperación judicial internacional ven condicionada su legitimidad para obrar al no disponer de 
una jurisdicción internacional que extienda los brazos de la justicia con fines de extinción de 
dominio e indemnización económica de las víctimas. De acuerdo con lo expuesto, se buscó, como 
objetivo central de la investigación, determinar la eficacia de la aplicación del IRI frente a las 
víctimas del tipo penal de trata de personas en el Eje Cafetero colombiano, entre los años 2015 y 
2020.  
A su vez, los objetivos específicos planteados fueron: (i) identificar el alcance de la reparación 
integral de las víctimas, según lo previsto en la Ley 985 de 2005 y en el Decreto 1069 de 2014, 
frente al procedimiento del IRI previsto en la Ley 906 de 2004 y en el CPP colombiano. (ii) 
Analizar la pertinencia del proceso de reconocimiento de daños y perjuicios materiales e 
inmateriales de víctimas, directas e indirectas, del delito de trata de personas en los casos 
denunciados en el Eje Cafetero. Como último objetivo, se buscó (iii) relacionar la figura jurídica 
bloque de constitucionalidad y del bloque de convencionalidad frente a los convenios 
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internacionales que regulan los derechos de las víctimas y la forma en que deben repararse estas 
conductas en el derecho interno colombiano. 
Existen diferentes enfoques para abordar la problemática sobre la reparación integral de las 
víctimas del delito de trata de personas. Unas concepciones devienen de la perspectiva del delito 
transnacional en el marco de la concepción política de la administración de justicia; otras emanan 
de la perspectiva de los derechos humanos.  
Ambos enfoques reconocen que toda persona víctima de trata de personas ha sufrido daños y 
perjuicios que deben ser indemnizados económicamente. Solo que la perspectiva delictiva y de 
lucha contra el crimen organizado no ha sido capaz de llegar hasta los responsables del delito para 
efectos de la reparación integral. 
Sin olvidar que la regulación penal involucra las esencias constitucionales en cuanto incorpora 
la discusión acerca de la protección a la vida y libertad de las víctimas, el enfoque desde los 
derechos humanos constituye la base de los ordenamientos jurídicos que se enmarcan en el modelo 
societal fundamentado en el Estado social y democrático de derecho. 
De ese modo, todas las actuaciones de un Estado social deben estar orientadas a efectivizar el 
ejercicio de los derechos humanos y, por ende, el mismo ha de estar obligado jurídica y moralmente 
a sancionar todo tipo de transgresión y de conductas desviadas de la norma que puedan surgir en 
el marco de su aplicación y vigencia. Bajo esta óptica, la trata de personas como delito 
transnacional representa uno de los más graves hechos punibles violatorio de los derechos 
humanos actualmente reconocidos en tratados y convenios internacionales, celosamente 




Además, este tipo de conductas delictivas vulneran colateralmente otros derechos de las 
víctimas que perturban su derecho al trabajo, a la movilidad, la libertad, la integridad y el derecho 
a una vida sana y digna.     
Por tanto, resulta de vital importancia que los Estados, en cuanto generadores o expulsores y 
receptores de víctimas, armonicen instrumentos jurídicos que agilicen el enjuiciamiento de los 
tratantes y de las redes internacionales del crimen organizado, y dispongan de una normatividad 
idónea para desarrollar, con la mayor celeridad y efectividad posibles, los procesos sancionatorios 
y de reparación integral de las víctimas de trata de personas.  
Una vez individualizadas las responsabilidades penales, se debe proceder a indemnizar a las 
víctimas de acuerdo con el tipo de delito, la magnitud y la intensidad de los perjuicios materiales, 
morales e incluso psicológicos ocasionados por la conducta delictiva. Esto, bajo la consideración 
de que en la perpetración del delito se evidencia una vulneración sistemática y sostenida de los 
derechos humanos de las víctimas. 
La falta de cooperación, en este sentido, es una falencia y, a la vez, un complejo dilema para 
jueces, fiscalías y defensorías latinoamericanos, porque se les dificulta individualizar las 
responsabilidades penales, ya que en este tipo de delitos transnacionales están involucradas 
muchas personas operando en distintos lugares, reclutando y trasladando víctimas hasta su destino 
final o lugar de esclavitud.  
Si tales instrumentos fuesen eficaces, sería factible reparar según la magnitud y la intensidad de 
los perjuicios materiales, morales y psicológicos ocasionados a las víctimas. Se insiste en esto 
porque la conducta delictiva de diferentes individuos que operan coordinadamente desde diferentes 
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países perpetra hechos punibles que individualmente coadyuvan al delito de trata vulnerando 
sistemática y sostenidamente los derechos humanos. 
Así las cosas, es pertinente analizar en el campo jurídico los alcances del proceso IRI frente al 
tipo penal de trata de personas, considerando que, además del elemento de violación de derechos 
humanos que sistemáticamente lo caracteriza, conlleva en su elemento criminal la articulación de 
grupos y redes que en las diferentes etapas del delito se encuentran en ubicaciones geográficas 
diversas, e incluso dispersas. A ello debe agregarse la labor de búsqueda permanente para su 
detección e identificación plena, por parte de las instituciones judiciales y los organismos estatales, 
con el fin de minimizar si no erradicar estas conductas punibles.  
Desde otra perspectiva, la trata de personas, como hecho social fuertemente motivado por el 
comercio sexual, es un fenómeno delictivo que flagela los principios fundamentales de la vida en 
comunidad. Se reproduce a sí mismo en la sociedad y está evidenciado en la proliferación de 
antecedentes y en la visibilización de la violación a los derechos humanos por parte de personas, 
grupos organizados y redes criminales internacionales.  
De hecho, cuando un ser humano es sometido al delito de trata de personas, no solamente 
percibe que le han violado su derecho a la vida, a su integridad personal y a su dignidad, sino que 
también siente que le han afectado su libertad familiar, social y económica. Por consiguiente, la 
víctima es el sujeto-objeto de tratamiento específico del delito. Debido a esto, es relevante entender 
cuáles son las acciones jurídicas aplicables para que exista efectividad en la búsqueda de la verdad, 
la justicia y la reparación. 
Llegados a este punto, el fin último es resarcir a la víctima de un delito transnacional en el cual 
están involucrados diferentes actores por tratarse de un hecho punible configurado, estructurado, 
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organizado y materializado en forma de redes conformadas por diferentes grupos de intereses. 
Todos responsables de proveer servicios y realizar actividades dentro de las distintas etapas de una 
cadena de operaciones delictivas que, poco a poco, va generando encadenamientos delictivos 
altamente rentables conocidos como redes de trata de personas. En algunos casos, conectados con 
redes de narcotráfico y redes de tráfico de personas que ontológica y jurídicamente son distintas.  
Así que, para entender la capacidad organizativa desarrollada por estas estructuras delictivas en 
función de las diversas modalidades de violación de los derechos humanos mediante la trata de 
personas, es preciso conocer la conceptualización interdisciplinar generada por expertos e 
instituciones especializadas en esta materia. Por ejemplo, la Asociación Comisión Católica 
Española de Migraciones-ACCEM promueve la inserción laboral y la reintegración social, así 
como la restitución de los derechos y deberes de todas las personas sin distinción del origen, sexo, 
raza, religión o culto, libertad de conciencia y grupo social2. Esta ONG explicó hace algunos años 
la vulneración de la dignidad humana a través del delito de trata de personas como fenómeno social 
en estos términos: 
[…] según la Organización Internacional del Trabajo, la trata afecta cada año a unas 
2.500.000 personas, especialmente mujeres y niñas en todo el mundo y es un negocio 
transnacional que genera unos 7.000 millones de dólares anuales, situándose en el tercer 
lugar entre los negocios ilícitos más lucrativos, tras el tráfico de drogas y de armas. Suele 
implicar la violación de otros derechos humanos como: el derecho a no sufrir esclavitud o 
servidumbre forzada, derecho a no sufrir prácticas de tortura u otras formas de trato 
inhumano o degradante, derecho a la salud, derecho a una vivienda digna en condiciones 
                                                 
2 ACCEM es una entidad española sin ánimo de lucro especializada en atención de refugiados, migrantes y en situación 
o riesgo de exclusión social. Atiende otros colectivos socialmente vulnerables, como son las víctimas de trata de 
personas. Creada en 1990 como Asociación Comisión Católica Española de Migraciones. 
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de seguridad, derecho a no ser discriminado por razón de género, derecho a un trabajo justo 
y con condiciones favorables, derecho a la vida. El hecho de que la trata sea definida en los 
numerosos mecanismos internacionales como una grave violación de los derechos humanos 
significa que la víctima de trata lo es por haber sufrido una grave violación de sus derechos, 
sin que su reconocimiento como víctima pueda, en ningún caso, estar condicionado a la 
cooperación con las autoridades. (ACCEM, 2008, párr.1-4) 
Observadas las generalidades de este delito en cuanto a su significado y trascendencia para las 
víctimas, resulta indudable la necesidad para la sociedad y el Estado de lograr su control y 
erradicación o minimización al máximo posible. Una vez reconocidas las señales que permiten 
identificar que una persona es víctima del delito de trata y qué hacer para prevenirlo por medio de 
la legislación penal existente en Latinoamérica —ya que esta es considerada la segunda actividad 
ilícita y delictiva más rentable del mundo—, se puede afirmar que la reparación integral para las 
víctimas es uno de los aspectos fundamentales que deben concretarse con claridad a través de los 
operadores de justicia internacional y los ordenamientos jurídicos internos de los países que acusan 
esta práctica delictiva con cifras alarmantes. 
Las cifras latinoamericanas de 2019 y lo corrido de 2020 que están siendo divulgadas a través 
de los medios de comunicación sobre feminicidio, violencia intrafamiliar, maltratos a la mujer, 
casos impresionantes de pederastia en organizaciones religiosas, denuncias de explotación sexual, 
mafias de proxenetismo, desaparición y asesinato de menores de edad y situaciones de esclavitud 
son llamados de alerta a los operadores de justicia y a la cooperación judicial internacional penal. 
En México y Colombia, la situación es alarmante porque muchos de estos delitos guardan relación 
con la trata de niños, niñas, adolescentes y mujeres jóvenes.   
Para defender la tesis propuesta, se tuvieron como referentes los presupuestos de la 
investigación aplicada, al reconocer que, para abordar el fenómeno de la trata de personas en 
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Colombia, es necesario valorar la forma en que se ha configurado el bloque de constitucionalidad 
relativo a los derechos humanos y el bloque de convencionalidad relativo a tratados y convenciones 
internacionales sobre crimen organizado en el país, así como estudiar los procesos de aplicación 
del Estatuto de Roma y el Protocolo de Palermo al corpus del derecho doméstico en materia penal. 
La investigación identificó elementos característicos del problema jurídico analizados a partir 
de los principales referentes teóricos. Tuvo un enfoque cualitativo que se apegó al paradigma de 
la teoría fundamentada en clave interpretativa/comprensiva. Es un trabajo hermenéutico que apela 
a la interpretación de las normas, los discursos y los valores que confluyen en la discusión en torno 
al delito de trata de personas con abogados expertos en el tema y con organizaciones que atendieron 
víctimas entre los años 2015 y 2020 en el Eje Cafetero colombiano. 
Un balance de la situación o estado del conocimiento sobre trata de personas en todas sus 
formas, desde el campo jurídico y judicial nacional e internacional, bajo el enfoque de la teoría 
fundamentada fue generado para la elaboración de los capítulos en los cuales se interpretan los 
resultados de la investigación.  
En función de ello, tras tomar en cuenta los aportes al conocimiento sobre la materia, fue 
necesario realizar una revisión documental selectiva e intencional o de juicio que permitió 
recuperar conocimiento acumulado sobre la trata de personas como objeto de estudio. Igualmente, 
se alcanzó un conocimiento crítico sobre la comprensión de la trata como fenómeno social.  
Fruto de esto, se generaron nuevas comprensiones que orientaron la investigación, así como 
una revisión y análisis crítico de literatura especializada con los principales referentes teórico-
conceptuales asumidos en el desarrollo de la investigación, las conclusiones y las recomendaciones 
finales. Se describieron e interpretaron los contenidos seleccionados por núcleos temáticos para la 
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construcción teórica del estado del arte, el cual fue incorporado en los diferentes capítulos según 
el tópico tratado.  
Fue necesario hacer un recorrido por estudios previos para revisar enfoques y aportes teóricos, 
jurisprudencias, normas jurídicas, principios y conceptos que permitieron conocer los más 
importantes avances de las ciencias jurídicas, la psicología y la sociología respecto a la trata de 
personas como campo de estudio directamente relacionado con el IRI de víctimas y los 
mecanismos de cooperación judicial internacional para enfrentar este delito trasnacional.  
Esta construcción permitió explorar y describir hasta qué punto han evolucionado la 
investigación en el campo del delito de trata de personas y la reparación de víctimas. Además, ha 
brindado el conocimiento necesario para resolver el problema de estudio y ampliar la comprensión 
de este delito como fenómeno social, jurídico y judicial. También ha permitido determinar la 
eficacia de la aplicación del IRI frente a las víctimas del tipo penal de trata de personas en el Eje 
Cafetero colombiano, durante el período 2015-2020. 
Al revisar el estado del arte existente, con énfasis en el incidente de reparación integral como 
proceso frente al tipo penal de trata de personas como delito transnacional, fue posible conocer los 
antecedentes, referentes teóricos y la fundamentación jurídica completa orientando esta 
investigación y una mayor comprensión del objeto de estudio, sus principales aspectos y 
concepciones teóricas, desde las cuales se determinó qué tan eficaz es la justicia colombiana en 
materia de reparación frente a las víctimas del tipo penal de trata de personas, entre los años 2015-
2020. 
También fue posible conocer cuáles han sido los mecanismos de cooperación judicial 
internacional para mitigar o erradicar este delito transnacional, que impacta a la sociedad 
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colombiana, a sus legisladores, a los operadores de justicia y, fundamentalmente, a las familias, ya 
que cualquiera de sus miembros está en riesgo de recibir ofertas engañosas y caer en una red de 
trata de personas. 
En cuanto a otros componentes de la investigación, el fundamento epistemológico se enmarcó 
metodológicamente en la orientación crítico-social de la Escuela de Frankfurt, centrada en la 
relación del sujeto con el objeto, siendo el sujeto cognoscente y pensante parte de la realidad social 
(Osorio, 2007). Esta relación se dio a partir de la pertenencia, la identidad cultural y las condiciones 
sociales similares, las cuales posibilitaron una relación horizontal y de diálogo entre el sujeto y el 
objeto. 
Con respecto a los supuestos teóricos de la investigación, estos se refieren básicamente a dos 
vectores de la teoría critico-social habermasiana sobre el proceso cambiante de la vida en sociedad, 
donde se conjuga una lucha entre el conocimiento y el interés de los elementos extrateóricos e 
intrateóricos (Habermas, 1989) que, desde una perspectiva flexible, fue adaptada al objeto de 
estudio. Efectivamente, conocer objetivamente el fenómeno de la trata como flagelo social, sin 
duda precisa de una mínima comprensión y explicación porque “la realidad aparece siempre como 
algo que hay que interpretar” (Osorio, 2007, p.111). 
Estos factores permitieron interpretar las condiciones específicas y los aspectos axiológicos de 
la problemática social inherente al incidente de reparación integral de víctimas de trata. Tales 
factores fueron registrados en varias matrices de análisis diseñadas por el investigador. En estas se 
incorporaron las variables sugeridas por la metodología de la Escuela de Frankfurt inherentes a 
categorías sociales, económicas y culturales relacionadas con el fenómeno de la trata de personas 
y del proceso IRI de las víctimas. 
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Se plantearon dos alcances. El primero, de carácter exploratorio, y el segundo, de tipo 
explicativo. De acuerdo con Hernández et al (2010), se asume que el alcance exploratorio está 
definido como un tipo de investigación documental enfocado hacia la revisión bibliográfica, cuyo 
fin es indagar referencias de trabajos previos relacionados con el objeto de estudio:  
Los estudios exploratorios se realizan cuando el objetivo es examinar un tema o problema 
de investigación poco estudiado, del cual se tienen muchas dudas o no se ha abordado antes. 
Es decir, cuando la revisión de la literatura reveló que tan sólo hay guías no investigadas e 
ideas vagamente relacionadas con el problema de estudio, o bien, si deseamos indagar sobre 
temas y áreas desde nuevas perspectivas. (p.79) 
Respecto a este alcance, explorar llevó a conocer otras perspectivas desde las cuales ha sido 
abordado el problema de estudio. Por su parte, los hallazgos encontrados contribuyeron a construir 
el estado del arte a partir del cual se hizo el análisis comprensivo/interpretativo de este trabajo. 
Sobre el tópico de esta investigación, el incidente de reparación integral, se encontró muy poca 
bibliografía relacionada con esta temática en Colombia. Y ninguno de los antecedentes 
encontrados sobre trata de personas hace referencia específica al incidente de reparación integral 
de víctimas de trata externa como proceso exitoso. 
A tal efecto, mediante encuesta de opinión tipo flash realizada por el investigador (Anexo C), 
se conoció la opinión de 161 abogados (148 litigantes y 13 no litigantes) más 49 informantes 
claves, para un total de 210 personas. Los resultados sugieren que la aplicación del instrumento 
IRI, en el contexto específico de los delitos de trata externa, no ha sido exitoso para reparar a las 
víctimas. En el punto 3, se muestran los resultados cualitativos de esta encuesta, los cuales 
refuerzan los testimonios y experiencias de expertos y organizaciones del Eje Cafetero que dan 
cuenta y explican la ineficacia del proceso IRI. 
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En cuanto al segundo alcance, se pretendió explicar la eficacia o ineficacia del IRI, habida 
cuenta de que es un proceso inherente a la administración de justicia, consistente en la aplicación 
de medidas para que a las víctimas le sean reconocidas indemnizaciones humanamente justas y 
acordes a la magnitud e intensidad de los daños y perjuicios ocasionados por los tratantes o redes 
de trata.  
Estas medidas se considerarían justas solo cuando, a través de la justicia, se mitiguen los 
impactos negativos directos e indirectos de los daños materiales e inmateriales ocasionados a las 
víctimas. Un supuesto importante es que, con estas medidas, se visibilice este delito de tipo penal 
para erradicar y prevenir el fenómeno de la impunidad.  
En el primer capítulo, se presenta la problemática de la trata de personas, con especial énfasis 
en la vulnerabilidad de los derechos de las víctimas y los efectos que implica en términos sociales. 
A tal efecto, se identifican los principales referentes teóricos conceptuales del discurso sobre la 
trata de personas para tener una mejor comprensión de este fenómeno, como proceso de 
explotación y esclavitud, su tipología, su relación con el tráfico de migrantes, el dilema de la 
explotación sexual frente a la prostitución como actividad lícita y la situación actual del fenómeno 
en el Eje Cafetero colombiano. 
En un segundo capítulo, se abordan las dificultades del incidente de reparación integral-IRI en 
relación con las víctimas de trata de personas, desde una visión crítico social, con la cual se explica 
la ineficiencia de este instrumento en el proceso penal colombiano para reparar a las víctimas de 
trata externa. Se analiza la aplicación del principio de jurisdicción universal en el país, la 
jurisprudencia asociada al tema y los mecanismos de cooperación internacional y regional, 
concretamente, los instrumentos de cooperación andina contra la trata de personas. 
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En el tercer capítulo, se dan a conocer los testimonios y las experiencias sobre la situación de 
la trata de personas en el Eje Cafetero y sus procesos de reparación integral entre los años 2015 y 
2020. Información que se obtuvo de abogados expertos y de organizaciones que atendieron 
víctimas en ese lapso. El capítulo termina con reflexiones sobre el bloque de constitucionalidad, 
la cooperación internacional y la sociedad civil colombiana. 
El cuarto capítulo es propositivo frente al problema de estudio y las nuevas realidades, las cuales 
exigen alternativas de solución para hacer eficaz la aplicación de la justicia en los delitos de trata 
externa. Al revisar el estado de la gestión, se identifica la necesidad de un organismo que sea capaz 
de ejercer coercibilidad de la justicia dentro de los estándares del Estatuto de Roma y el Protocolo 
de Palermo, haciendo eficaz la procedibilidad de la justicia, la extinción de dominio y la reparación 
integral de las víctimas de trata de personas. 
Se propone, así, el Latinjust como mecanismo regional para la cooperación judicial 
internacional contra la trata de personas, el cual puede extender los brazos de la justicia a escala 
hemisférica e interactuar con múltiples actores policiales y judiciales de otros países. En este 
recorrido, se entrelaza lo establecido en el marco normativo, las debilidades y fortalezas de la 
cooperación judicial internacional, así como unas aproximaciones sobre el rol protagónico de la 
sociedad civil y la participación efectiva de las bases comunitarias. 
Estas bases deben estar adecuadamente empoderadas (léase: facultadas, capacitadas y 
organizadas) alrededor de la lucha contra este delito. Las comunidades pueden ser un bastión 
cívico desde los cuales activar mecanismos de prevención e identificación de posibles reclutadores 
con fines de trata externa, quienes ofrecen oportunidades en el extranjero, e incluso, casos de trata 
interna en el vecindario. 
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Cabe resaltar que el cuarto capítulo es propositivo porque contiene el producto que emerge de 
la investigación, generado a la luz del análisis de la problemática descrita y de los resultados 
obtenidos. Representa una alternativa jurídica y organizacional que, sin duda, contribuirá a la lucha 
contra el tipo penal de trata de personas en Colombia y América Latina y que, además, hará eficaz 
la cooperación internacional y equilibrará la balanza de la justicia.  
Se propone un mecanismo articulador de la justicia penal internacional a escala regional 
conformado por países latinoamericanos que ratificaron el Protocolo de Palermo y aunaron 
esfuerzos de cooperación intrarregional en el marco de la Estrategia Regional Defensorial Andina 
para la Protección Integral de las Víctimas Sobrevivientes de Trata de Personas 2015-2020, a 
través de la plataforma de acción creada por las defensorías del pueblo de Bolivia, Colombia, 
Ecuador, Perú y Venezuela, con el apoyo de la Federación Iberoamericana de Ombudsman-FIO.  
Como bien lo indica esta Federación, con las instancias de derechos humanos hemisféricas se 
puede alcanzar la extinción de dominio y la consecuente eficacia de los procesos de reparación 
integral (Federación Iberoamericana del Ombudsman, 2016, p.55).  
En otras palabras, crear un organismo que sea ágil en la aplicación de la justicia, extinción de 
dominio a tratantes, reparación integral de víctimas y desvertebramiento de las redes criminales 
en América Latina y El Caribe. Lo anterior sería, sin duda, un duro golpe al crimen organizado 
transnacional, específicamente a las redes de trata que operan en estos países, las cuales parecieran 
considerar la región como una mina de oro de la cual extraer seres humanos con fines de 
comercialización y esclavitud en pleno siglo XXI. 
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1. La trata de personas. ¿Una cuestión de vulnerabilidad? 
En este capítulo se ofrece un interesante trayecto sobre la trata de personas. El propósito es 
conocer y explicar uno de los más preocupantes flagelos sociales de la actualidad, desde sus 
múltiples rostros encubiertos, profundos daños a la moral social y silenciosas formas de esclavitud 
en pleno siglo XXI. Sus impactos a escala global demandan mayor atención de los órganos de 
justicia penal internacional, los Estados, las sociedades y las familias en su más amplio sentido.  
A lo largo del capítulo, se explica cómo y por qué todas las formas de trata de personas son 
actos de crueldad, unos más inhumanos y criminales que otros, fieles representaciones sociales de 
la injusticia a lo largo de la historia. 
1.1. Cómo comprender el fenómeno de la trata. Un trayecto necesario 
La trata de personas es un fenómeno social complejo que hace referencia a una de las más 
aberrantes formas de sometimiento y violación de los derechos humanos. No es un producto 
originario de las sociedades actuales ni tampoco de una cultura en particular; transversaliza todos 
los estratos sociales y está presente en cualquier actividad humana. No tiene límites ni fronteras 
territoriales y suele ser invisibilizado por las complicidades dentro de las sociedades mismas, 
debido a intereses económicos, culturales e incluso religiosos. Al aceptar que lo único permanente 
en las sociedades humanas es el cambio, la trata de personas presenta distintas modalidades y 
magnitudes mayores a muchos otros delitos relacionados con patologías sociales tipificadas como 
conductas delictivas.  
Algunas interrogantes que carecen de respuestas en la sociedad global son: ¿por qué ha 
evolucionado y diversificado este fenómeno sin poder erradicarse?, ¿cuáles son las motivaciones 
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humanas que lo promueven y multiplican?, ¿cuáles las causas o factores que refuerzan y perpetúan 
estas conductas criminales? y ¿por qué resulta compleja la lucha contra este flagelo social? 
Este fenómeno ha sido explicado desde múltiples factores sociales y culturales estrechamente 
vinculados con actividades delictivas, y no solamente con fines económicos, aunque es 
considerado como una de las tres actividades ilícitas que mayores sumas de dinero moviliza, según 
la Interpol (2019). 
Así las cosas, la trata de personas debe comprenderse como una actividad delictiva de espíritu 
machista con tendencia a la impunidad. Como fenómeno social, es uno de los más invisibilizados, 
pues, como sugieren García y Hernández (2014), autoras que han reflexionado sobre tipologías de 
explotación en pleno siglo XXI, en la humanidad sigue imperando el patriarcado y la hegemonía 
sobre la mujer mediante diferentes formas de trata. 
De acuerdo con lo anterior, se reconoce que la mujer no ha dejado de ser objeto y mercancía 
con fines de servidumbre, diversión sexual y entretenimiento para el hombre. Tal afirmación es 
sustentada por estudiosos de la dominación masculina como fenómeno imperante en la sociedad 
actual, como lo expresan el sociólogo Bourdieu (2008) y estudios recientes realizados en América 
Latina por diversas organizaciones que luchan contra la delincuencia organizada, la trata de 
personas en el marco de la CCDOT (Naciones Unidas, 2000-a) e informes sobre movilidad humana 
y tráfico de personas de la OIM (OIM-Misión Colombia, 2018). 
De no tener las características mencionadas (dominación masculina), estos estudios informan 
que el fenómeno de la trata de personas habría desaparecido o, al menos, disminuido por múltiples 
razones. Entre ellas, las concernientes al mercado. Esto también es afirmado por otros estudios que 
han abordado la oferta-demanda de las mujeres en el comercio sexual mundial (Tirado, 2010). La 
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magnitud de este fenómeno se puede comprender por la gigantesca oferta y demanda de sitios de 
tolerancia y espectáculos rosados, matrimonios y relaciones forzadas, las altas tasas de violencia 
contra la mujer, el feminicidio y tantas formas de opresión y esclavitud contra ellas, en opinión de 
Tirado (2010). 
Al revisar el estado del conocimiento sobre la trata de personas ofrecido por varios autores, 
queda claramente establecido que es un fenómeno delictivo cuyos antecedentes reflejan un notable 
avance de las ciencias jurídicas y sociales sobre la trata de personas como campo de estudio que 
explican este delito transnacional.  
Sin embargo, investigadores del tema acotan que construir el estado del arte sobre la trata de 
personas a nivel internacional no es una tarea sencilla, porque, al ser un delito transnacional, el 
cúmulo de antecedentes, referentes teóricos y fundamentación jurídica son sumamente extensos y 
complejos. Y aunque no ha sido el propósito de esta investigación construir un estado de la gestión 
del conocimiento de forma erudita, sí se hace una aproximación, la cual facilitó la comprensión 
del objeto de estudio, sus principales aspectos y conceptualizaciones, desde las cuales se 
encontraron explicaciones que permitieron determinar la eficacia de la justicia colombiana en 
materia de reparación frente a las víctimas del tipo penal de trata de personas, propósito central de 
este trabajo, y los mecanismos de cooperación judicial para mitigar sus impactos en la sociedad 
colombiana.  
La comprensión del fenómeno de la trata de personas llevó a identificar el alcance de la 
reparación frente al procedimiento previsto en el CPP y a relacionarlo con casos del Eje Cafetero, 
entre el 2015 y 2020. La relación mostró que en este eje geográfico colombiano la vulnerabilidad 
social y económica de las víctimas explicaba la existencia del fenómeno de trata, causas y 
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consecuencias. Además, es una de las dos regiones que mayores víctimas de trata transnacional 
reporta desde el año 2006 hasta el presente, según investigaciones realizadas por la Women’s Link 
Worldwide (2017).  
Esta organización afirma que existe ineficacia de la justicia en el reconocimiento de daños y 
perjuicios de las víctimas, al soslayar las formas como podrían haber sido reparadas. También 
afirma que existen elementos intrateóricos de orden legislativo y extrateóricos —tanto sociales 
como económicos— que explican tal ineficacia.  
En parte, acusan falencias por falta de aplicación de los convenios y mecanismos de 
cooperación judicial internacional para la lucha contra la trata de personas y la reparación. Esta 
organización considera que estos no prosperan por el miedo de las víctimas y sus familiares a 
denunciar y porque hablar de este tema en las bases comunitarias —incluyendo a sus líderes 
sociales— conlleva represalias de los reclutadores de víctimas hacia cualquier denunciante, según 
declara el informe de la Women’s Link Worldwide (2017). 
Tal afirmación ha sido sustentada en antecedentes y referentes teórico-conceptuales que 
corroboran la vulnerabilidad social, la movilización de las víctimas, la trata como proceso y los 
tipos de trata presentes en el Eje Cafetero colombiano, destacando su relación con la prostitución 
y el tráfico de migrantes con fines de trata externa. Y también ha sido sustentada por las bases 
teóricas tomadas en cuenta dentro del marco normativo y político nacional e internacional.  
Tratándose de un estudio cualitativo desarrollado en el Eje Cafetero, los hallazgos sobre trata 
de personas encontrados fueron obtenidos gracias a aportes realizados por abogados y 
organizaciones que atendieron víctimas de trata de personas, entre los años 2015 y 2020, cuyos 
testimonios se exponen en el capítulo tercero.  
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1.2 El discurso sobre la trata de personas 
En general, desde hace algunos años, se viene afirmando que “la trata de personas es una 
problemática compleja y clandestina que afecta a casi todos los países del mundo; ya sea como de 
origen, tránsito y/o destino de las víctimas” (Vargas, et al., 2011). En consecuencia, entre todas las 
modalidades de trata que se han identificado, aquellas que persiguen fines de explotación sexual 
son las más conocidas y socialmente extendidas. Menos visible en la sociedad resulta la trata 
laboral y servidumbre que consiste en mantener a un trabajador en cautiverio, incluso con su 
familia, mientras es explotado desempeñando labores agrícolas u otras tareas propias del medio 
rural. Por ejemplo, las típicas relaciones de crédito-sumisión con familias cuidando tierras y 
propiedades rurales a cambio de manutención contra su voluntad sin permitírseles decidir otro 
destino. 
En la Séptima Conferencia Mundial de Interpol sobre Trata de Personas y Tráfico de Migrantes, 
el discurso de los expertos mundiales estuvo dirigido a la necesidad de desmantelar el modelo de 
negocios de las estructuras criminales que están detrás tanto de la trata de personas como del tráfico 
de migrantes. Se enfocaron en varios asuntos, desde sus modus operanti y unidades funcionales o 
modos de funcionamiento hasta las formas de cooperación operativa e intercambio de información 
policial con el fin de mejorar la lucha contra este flagelo internacional. Destacaron el papel de 
Interpol como nodo mundial para contrarrestar con información clave la delincuencia organizada, 
las nuevas tendencias delictivas, los flujos de lavado de dinero proveniente de estos delitos, la 
ampliación de las capacidades policiales (notificaciones y comunicaciones protegidas) y las 
actividades financieras de las redes criminales, entre otras. 
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En dicho evento, se hizo énfasis en la importancia de “comprender la esencia del delito, no 
solamente para luchar contra los delincuentes, sino también para desarrollar nuestra habilidad para 
devolver la libertad y la tranquilidad a todos los que han sufrido como víctimas” (Bullrich, 2019). 
El discurso internacional sobre la trata de personas, representado por 97 países, insiste en que 
“los modos de funcionamiento de los grupos delictivos ven a las víctimas como un mero producto 
que puede comprarse, trasladarse y venderse para obtener un beneficio económico” (Interpol, 
2019a). 
Sin embargo, sigue siendo un discurso desde la criminalidad y las acciones policiales que no 
incluye la perspectiva de los derechos humanos de las víctimas en materia de indemnización 
económica de los daños y perjuicios. No se aprecia énfasis en la cooperación judicial para la 
articulación con los tribunales penales y civiles de los países, a pesar de que existen alianzas para 
la atención apropiada de las víctimas de trata rescatadas de las manos del crimen organizado. 
Por ese motivo, el discurso se enfoca en un llamado internacional para analizar los procesos de 
captación, logística de traslado, operaciones de flujos de dinero y en la necesidad de intercambiar 
información y tecnología. También se acentúa en la máxima cooperación intersectorial entre las 
fuerzas del orden, alianzas público-privadas, ONG y organismos internacionales para enfrentar un 
enemigo común (Interpol, 2019a). 
Distintas ópticas y disciplinas muestran una panorámica sobre la vulnerabilidad de las personas 
y los grupos en condiciones de trata o esclavitud. Por ejemplo, hace diez años, en México, se 
realizó uno de los trabajos más interesantes que ha abordado la trata de personas como delito en 
ese país. Allí se analizó y describió “la construcción social del padrote y la forma en que en este 
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se sintetizan los factores socioculturales e históricos que permiten su existencia en comunidades 
rurales del estado de Tlaxcala” (Montiel, 2009, p.13). 
Al indagar en la trata de personas, desde la figura patriarcal y machista del padrote —su 
iniciación y modus operandi—, así como en la razón de por qué está tan arraigado en la cultura 
local de Tlaxcala, se busca explicar cómo se forma en el seno social mexicano la identidad del 
padrote y los mecanismos que emplean estos patriarcas proxenetas perpetradores del delito para 
obligar a las mujeres a ser subalternas y explotarlas en la actividad laboral-sexual.  
Sin duda, realizó “un brillante análisis descriptivo de las estrategias o los mecanismos de poder 
que permiten al padrote apropiarse del cuerpo femenino y usufructuar el trabajo sexual de las 
mujeres” (Montiel, 2009, p.13). 
Inspirado en la tesis de Pierre Bourdieu y Loic Wacquant3, en cuanto a que las estructuras 
sociales prescriben conductas a las personas para asumir ciertos roles en la sociedad, afirma que 
el rol de padrote está configurado por un patrón de conducta —socialmente reforzado— que 
facilita a estos individuos mantener y ratificar su identidad machista como elemento de una cultura 
de dominación masculina, hegemónica y patriarcal ante sus víctimas mujeres, familias y 
comunidades. 
El ejemplo de la novia es emblemático de relaciones forzadas con fines de trata. Bajo una 
interpretación etnográfica, es una estrategia sociocultural de dominación donde los valores y 
                                                 
3 Pierre Bourdieu y Loic Wacquant, sociólogos franceses, argumentaron en 1995 que las estructuras sociales 




normas patriarcales que orquestan las pautas del comportamiento padrote son aceptados frente a 
una consideración de la mujer como mercancía dentro de una lógica de supremacía, autoritarismo, 
intransigencia y hostilidad de género.  
Este caso de estudio recuerda la tesis de la cosificación sexual de las mujeres como forma de 
violencia y dominación sexual masculina, porque el daño a las víctimas que infligen estos 
proxenetas está justificado en la arquitectura de la opresión cosificadora de todas las mujeres sin 
distinción alguna. Ya lo advirtió Bourdieu (2000), en términos de complicidad objetiva dentro de 
la sociedad, al afirmar que: 
Solo una acción política que tome realmente en consideración todos los efectos de 
dominación que se ejercen a través de la complicidad objetiva entre las estructuras 
asimiladas (tanto en el caso de las mujeres como en el de los hombres) y las estructuras de 
las grandes instituciones en las que se realiza y se reproduce no sólo el orden masculino, 
sino también todo el orden social (comenzando por el Estado, estructurado alrededor de la 
oposición entre su «mano derecha», masculina, y su «mano izquierda», femenina, y la 
Escuela, responsable de la reproducción efectiva de todos los principios de visión y de 
división fundamentales, y organizada a su vez alrededor de oposiciones homólogas) podrá, 
sin duda a largo plazo, y amparándose en las contradicciones inherentes a los diferentes 
mecanismos o instituciones implicados, contribuir a la extinción progresiva de la 
dominación masculina. (p.83) 
Tal complicidad objetiva se evidenció desde una perspectiva sociocultural en la figura de los 
proxenetas padrotes y sus víctimas mujeres. Un caso relevante, por ejemplo, se encuentra en los 
hallazgos relacionados con el robo de la novia, definido como una tradición en la cual el novio 
entra durante la noche a su casa y se la lleva sin consentimiento de sus padres con aparente 
resistencia de la novia. Esta modalidad es una tradición utilizada por los padrotes como estrategia 
de reclutamiento de mujeres con fines de trata (Montiel, 2009). 
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Por otra parte, se ha determinado que las mujeres en las zonas fronterizas, e incluso en las 
regiones al interior del país, han sido utilizadas como monedas de canje; es decir, tienen un valor 
de cambio al ser usadas como mercancía de intercambio o trueque comercial, a través de 
tradiciones camufladas, como matrimonios arreglados entre padres de la mujer y el padrote, al 
menos en el caso mexicano (Montiel, 2009, p.13).  
En esta dramática realidad, las mujeres jóvenes son vendidas a supuestos esposos. Con dicha 
transacción, son obligadas a renunciar a todos sus derechos y a depender por completo de la 
voluntad de su marido. Cuando el padrote la obliga a prostituirse, la mujer acepta sin resistirse 
porque concibe que es su deber obedecer al esposo. Esto es un asunto de orden cultural más que 
jurídico, muy similar, por cierto, a la convención matrimonial de adultos con niñas en sociedades 
como la iraní, por ejemplo, y en las etnias wayuu de La Guajira colombo-venezolana. Aunque en 
este caso indígena son canjeadas por dinero, mientras que en Irán obedece a preceptos religiosos 
musulmanes. 
En todo caso, los padrotes emplean estrategias persuasivas para convencer a las mujeres sobre 
la necesidad de prostituirse para mantener económicamente a su familia. El padrote, por tanto, les 
hace creer que no es explotación, sino la única forma de ellas garantizar el sustento de sus 
familiares. 
Aunque referido a la realidad mexicana, y a lo cual no escapa el eje fronterizo colombo-
venezolano desde hace varias décadas —hoy más aún con la crisis humanitaria del vecino país y 
profundizada por la pandemia del Covid 19—, es relevante para entender la influencia de 




Es, pues, un fenómeno socialmente complejo arraigado a la cultura de dominación machista en 
las relaciones de poder dentro de la sociedad, como lo ha expresado Bourdieu (2010). Y, además, 
porque en este referente se describe el flagelo a partir de testimonios que ayudan a indagar 
realidades similares en otros espacios, como el Eje Cafetero colombiano y el norte del Valle del 
Cauca. 
De hecho, entre las cadenas de operaciones de trata de personas que se conocen gracias a su 
divulgación en informes y estudios, se encuentra la red que operaba entre Tenancingo y Nueva 
York, la cual fue presentada en un documental galardonado con un premio EMMY como mejor 
investigación periodística del año 2014. Esta producción de la cadena televisiva Discovery 
Channel en español, con la cooperación de Pacha Films y bajo la dirección de Luis Del Valle, 
evidenció que el fenómeno de trata tiene una dimensión social de grandes proporciones en el 
hemisferio con impactos negativos, como son la esclavitud, el secuestro, la extorsión, la amenaza 
familiar y el tráfico de personas, que afecta la dinámica transfronteriza. 
Con este tipo de informaciones periodísticas, se corrobora la necesidad de profundizar la 
cooperación policial y judicial para la aplicación de la justicia, la extinción de dominio a los 
tratantes y sus redes, y también para la reparación integral con un mayor esfuerzo y disposición de 
los países de la región. Debe entenderse en los más altos niveles de gobierno que la práctica de 
este delito transnacional es una suerte de pandemia social caracterizada por cadenas de operaciones 
que van desde la seducción y el reclutamiento de personas hasta el destino final de las víctimas 
con fines de explotación sexual y esclavitud (Del Valle, 2014).  
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Por tal motivo, en el esquema 1 se ilustra este proceso con base en la experiencia vivida por 
víctimas que fueron atendidas por organizaciones del Eje Cafetero colombiano, entre los años 2015 
y 2020, presentado en las conclusiones. 
En el documental mencionado se muestra cómo funciona el traslado de miles de mujeres 
mexicanas hacia los Estados Unidos para trabajar como prostitutas, luego de haber sido engañadas 
u obligadas por padrotes o proxenetas. Enfatiza que la gran mayoría de las mujeres provienen de 
Tenancingo en Tlaxcala-México con destino a Nueva York. Esta región mexicana es considerada 
la capital de la trata de personas con fines de explotación sexual-comercial, según la activista de 
derechos humanos Lydia Cacho Riveiro. Se reitera que este delito superó el tráfico de drogas, 
convirtiéndose en el segundo negocio ilícito más lucrativo del mundo (Del Valle, 2014). 
Lo anterior procede de la UNODC, la cual afirma que este fenómeno es global, aunque 
Latinoamérica y, en especial, Colombia es una región con países de origen, de la cual se proveen 
de víctimas las redes criminales. Insiste este organismo internacional en que este fenómeno global 
acusa una expansión perjudicial en la mayoría de los países del mundo, y que la trata de personas 
se ubica entre los tres negocios ilícitos más lucrativos del crimen organizado por detrás del tráfico 
de drogas y por encima del tráfico de armas, con volúmenes de operación en el orden de los 32.000 
millones de dólares anuales, aproximadamente (UNODC, 2014). 
En todo caso, estas redes criminales internacionales tienen estructuras organizativas con 
tentáculos en todos los países de origen latinoamericano, entre ellos, Colombia. Es decir, tienen 
miembros y conexiones con diferentes perfiles ocupacionales y tareas, desde delincuentes 
comunes hasta funcionarios públicos, personas con altos cargos gubernamentales, organismos 
policiales, judiciales, militares y de seguridad del país.  
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Esta afirmación se recoge en los estudios realizados por diversas organizaciones no 
gubernamentales que atienden víctimas, según la FIO (2016), siendo uno de los más recientes el 
análisis de la situación realizado durante todo el año 2019 en la frontera colombo-venezolana por 
la Fundación Paz y Reconciliación-PARES, con el apoyo de Ford Foundation. Este informe da 
cuenta de la dinámica de la violencia criminal en esta zona de frontera signada de grandes 
mercados ilegales y alrededor de veintiocho estructuras al margen de la ley. Facilita el paso y 
reclutamiento de mujeres venezolanas para comercializarlas en el mercado de trata externa hacia 
otros países y utiliza a Colombia como puente y operaciones de tráfico (Fundación Paz y 
Reconciliación-PARES, 2020). 
Surge el interrogante: ¿cómo se pretende erradicar la trata con fines de explotación sexual si 
quienes compran y vigilan este tipo de negocios son las mismas personas que deberían castigarlo? 
En este orden de ideas, quienes proveen mujeres como mercancía son proxenetas, con o sin grandes 
organizaciones criminales, y quienes compran servicios sexuales están de acuerdo con el negocio. 
Entre estos existen funcionarios públicos que disfrutan de este comercio sexual que, al parecer, no 
tiene límites.  
Resulta común escuchar en bares y sitios de tolerancia expresiones como: “Consígueme una 
niña de tal nacionalidad” y también “Encargué al negocio unas niñas de tal nacionalidad para 
mis clientes exclusivos”, sin importar cómo las entregarán o en qué condiciones son forzadas a la 
explotación sexual, ni su situación migratoria y de salud.  
Es necesario hacer un paréntesis para definir el rol de padrote o proxeneta y del proxenetismo 
como actividad delictiva: este oficio ilícito y criminal consiste en obtener beneficios económicos 
de la explotación sexual y prostitución forzada bajo claras condiciones de esclavitud. En la mayoría 
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de los países, es un delito de tipo penal por la grave vulneración de los derechos humanos. 
Sinónimos populares de proxeneta en diferentes países hispanoparlantes son: “chulapo”, “fiolo”, 
“chulo”, “mayate”, “maipiolo”, “cafiche”, “chichifo”, “caficho”, “caimanque” y “cafiolo”, entre 
otros. Cuando es una mujer, se le llama “madame”, “madrota”, “matrona” o “madama”.  
Un hecho noticioso en el año 2018 fue la captura y condena a veintisiete años de prisión de una 
conocida proxeneta en Cartagena de Indias, quien lideraba una red de trata de mujeres provenientes 
del interior de Colombia y Venezuela con fines de explotación sexual. 
Estos proxenetas les cobran a las mujeres que trabajan en prostitución por proveerles servicios 
de protección, utilizan normalmente la violencia, el engaño, la intimidación, las drogas y amenazas 
de todo tipo para ejercer su dominación. En su mayoría, son hombres que se valen de su fuerza 
física o de otro tipo de ventaja. En todos los casos se aprovechan de una persona en situación de 
vulnerabilidad para prostituirla y explotarla sexualmente. 
En general, los proxenetas son actores claves en el cometido del delito y responsables de la 
esclavitud, ya que la víctima, una vez sometida y prostituida, pasa a estar bajo su control directo, 
además, son los encargados de iniciarla en la prostitución, una vez recibida de otro país, obteniendo 
su consentimiento bajo amenazas o mediante el uso de la fuerza. 
Los medios de comunicación en estas dos últimas décadas han denunciado públicamente casos 
de proxenetismo en connivencia o bajo la mirada cómplice de policías, funcionarios públicos y 
políticos corruptos que permiten a personas de conducta desviada y criminal estas actividades 
ilícitas con impunidad. Se incluye la explotación sexual de adolescentes, niñas y niños. 
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En cuanto a los medios, este tipo de material audiovisual transmitido por TV y reportajes de 
prensa se considera idóneo para denunciar estos delitos, comprender el alcance del modus operandi 
de la trata de personas y socializarlo a la población, como es el caso de las mujeres de Tenancingo, 
donde se muestra cómo son llevadas y explotadas sexualmente, no solo en Nueva York, sino en 
infinidad de destinos en el mundo.  
Sin embargo, a pesar de los esfuerzos de divulgación, llama la atención cómo estas actividades 
se desarrollan bajo la mirada cómplice de las autoridades y las familias de Tenancingo, localidad 
reconocida por la fama de sus padrotes, sin recibir castigos por la sociedad a través de la justicia. 
Se entiende que los factores culturales reproducen estos patrones de comportamiento social. A la 
vez, se entiende por qué estas conductas delictivas son justificadas por las autoridades judiciales 
al ser tolerantes con los hombres responsables de daños y perjuicios a las mujeres, sin derecho a 
la reparación integral. 
Igual se reportan, desde el año 2006, algunas localidades del Eje Cafetero colombiano donde 
está prohibido por las mafias criminales, de manera explícita y bajo amenaza de represalias a los 
habitantes, suministrar información a los medios de comunicación y ONG, mucho menos 
denunciar a los reclutadores y proxenetas, como indica el diagnóstico publicado por Women’s’ 
Link Worldwide al expresar que de la trata y la explotación en Colombia nada se ve y no se puede 
hablar (Tovar y Montáñez, 2013). 
Este tipo de documentales describen el fenómeno de trata desde el testimonio de víctimas 
rescatadas y declaraciones de personas que combaten este flagelo, como Juana Camila Bautista, 
fiscal para delitos de trata en Ciudad de México; Rosi Orozco, presidenta de la Comisión Unidos 
Contra la Trata, y la periodista Lydia Cacho Riveiro, del New York Daily News. 
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En el caso citado, una de las conclusiones a la que se llegó es que la mayoría de las víctimas de 
trata de personas en Tenancingo eran niñas y mujeres jóvenes entre los 14 y 19 años, reclutadas 
con estrategias basadas en falsos matrimonios. A los tres meses, eran llevadas con falsas promesas 
y mentiras a New York para ser sometidas a prostitución forzada y otras formas de esclavitud. Otra 
conclusión es que dentro de las redes de trata existen individuos vinculados con el sector judicial, 
infiltrados en Ministerio Público, a menudo ejerciendo cargos relacionados con la seguridad y la 
justicia (Del Valle, 2014). 
Así mismo, las víctimas testimoniaron haber sido manipuladas mediante amenazas contra ellas 
y sus familias si intentaban escapar de sus tratantes, lo cual parece ser un común denominador en 
el modus operandi de estas redes criminales responsables de la compleja realidad de la trata de 
personas en América Latina.  
Un caso real que aporta elementos extrateóricos de orden social y económico relevantes es el 
documental basado en el libro de la cineasta Mabel Lozano, en el que publica su entrevista a un 
afamado proxeneta, con el propósito de resaltar un hecho público inédito y atípico que fue 
ampliamente divulgado por los medios de comunicación, porque ilustra cómo opera el negocio 
desde el testimonio vivo de un exproxeneta. El reportaje es el siguiente:  
[…] un extraficante de esclavas sexuales protagoniza el documental El Proxeneta y relata 
cómo funciona el negocio de la prostitución en una entrevista con EL PAÍS. El proxeneta 
Miguel el Músico explotó a casi 2.000 mujeres. Las captaba en sus países de origen, las 
compraba, esclavizaba y destruía mentalmente, para que trabajaran sin tregua en sus clubes; 
a veces, las revendía. Y así, durante más de una década y muchos millones de euros. Por 
su carrera criminal, acabó en la cárcel. El fiscal pedía 27 años, pero le condenaron a tres. 
Es decir, media jornada entre rejas por cada víctima. ‘No hay leyes, se hacen triquiñuelas, 
faltan pruebas…’, lo explica él a EL PAÍS. Precisamente esta es una de las denuncias del 
documental El proxeneta. Paso corto, mala leche, de Mabel Lozano, basado en el libro 
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homónimo de la cineasta. En el filme, […] este extraficante de mujeres explica cómo 
funciona el negocio del que él se alejó pero que sufren 14.000 víctimas y que sigue 
generando cinco millones al día, en datos oficiales de 2016. Durante 88 dolorosos minutos, 
Miguel el Músico (nombre ficticio, apodo real) acusa a todos: él mismo, sus excompañeros, 
los clubes, sus clientes, la policía, la justicia, la política y la prensa. No hay filtros en su 
lenguaje. Ni en la película, ni en la conversación con él. Tanto que puede molestar, o 
repugnar. Tal vez por eso agradece las preguntas igual de directas. 
 -¿No le daba asco? 
 -Dormía tranquilo. No pensaba ni que lo que hacía era malo. Me veía como un hombre de 
éxito, no sentía cariño por las otras personas. Las mujeres eran mercancía. Me decía: ‘Qué 
bueno soy que no les pego’. ‘Cuando tu cuerpo vale cinco euros, tu vida no vale nada’. La 
esclavitud del siglo XXI. He aquí una constante de su discurso. Traficaba con seres 
humanos, pero, en sus palabras, se transforman en objetos. Así se lo recomendó también el 
amigo que le introdujo en el sector, cuando él era portero de uno de estos locales. ‘Mi idea 
era montar un club de alterne. Como en otro negocio se venden patatas o Coca-Cola, allí, 
mujeres. Ya que no las teníamos, y no se compran en el supermercado, tuvimos que ir a 
buscarlas a los sitios pobres para traerlas’, relata el Músico. Y describe un proceso de varios 
pasos y muchos cómplices: habló con otros clubes, y prostitutas ya operativas en España; 
logró enlaces locales en los países donde pretendía comprar. ‘Entonces vas, preguntas por 
fulanito y te está esperando, ya se ha organizado por teléfono. Como delincuente, ¿con 
quién te relacionas? Con otros como tú’, explica. Sostiene que a veces las propias familias 
venden a su hija al demonio. Así, miles de chicas, cada vez más jóvenes, llegan a España. 
Buscan un futuro mejor, pero acaban ahogadas por el maltrato y por su deuda: el proxeneta 
les exige un laberinto de pagos del que no hay salida. Y que solo pueden saldar de una 
manera. Con este método, el Músico escaló hasta la cumbre del iceberg criminal. A finales 
de los noventa, ya la dominaba. Abrió cada vez más locales, dice que ‘una mujer podía dar 
hasta 6.000 euros al día’. Ganaba tanto que le pasó lo que a Pablo Escobar: no sabía qué 
hacer con el dinero. Regentó ‘el Estel (en el Vendrell), el Privé (Tarragona), Las Palmeras 
(Castellón), El Venus (Valdepeñas) o El Leidys (Denia)’, por hacer algunos nombres. ‘Para 
ser un tratante y tener éxito hay que ser mala persona. La mujer piensa y sufre. Y debes 
dominarla’, agrega. ‘Lo más importante es que habla de todo ello con una desafección 
impactante. Llegó a referirse a la mujer como ‘basura’, pero lo dejé fuera del montaje. Me 
hacía daño’, defiende Lozano, nominada al Goya en 2016 por Chicas nuevas 24 horas, otro 
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documental sobre la trata. La cineasta pudo dar con el proxeneta gracias a la mediación de 
José Nieto Barroso, inspector jefe de la Unidad Contra Redes de Inmigración Ilegal y 
Falsedad Documental (UCRIF): el Músico dejó el tráfico humano para colaborar con la 
policía, lo que también influyó en la rebaja de su condena. Asegura que lo hizo por amor 
de una de las víctimas, que ahora es la madre de sus hijos. Aunque lo explica a su manera: 
‘No me arrepiento de mi pasado, sí de cómo lo vivía. Si dijera lo contrario, mentiría. Pero 
gracias a ello conocí a la mujer de mi vida. Yo la traje, me pagó la deuda y se la compré a 
mis socios’. Poco a poco, su coraza se había venido abajo. Tras machacar y acosar a sus 
esclavas, se dio cuenta de golpe de que les lanzaba preguntas personales. Tantas cosas 
desagradables hacen mella. Y entonces te dices: ‘Coño, ¿cómo pude ser tan hijo de puta?’. 
‘En el debate sobre la prostitución nunca están los verdugos. Hay que poner a los malos, 
romper el miedo, señalarles. He contado la impunidad con la que trabajan’, reivindica la 
directora. Por ello optó por dejar hablar al proxeneta en la película, sin una voz que le 
rebatiera: ‘Estoy en desacuerdo absoluto con todo lo que ha hecho, pero es él contando su 
vida y es muy valiente’. Aunque la cineasta contrastó sus verdades con sentencias firmes y 
documentos de la UCRIF. También omitió casi del todo la violencia física. Bastaban las 
palabras. ‘El documental es durísimo sin tener imágenes salvajes’, asegura Lozano. La 
única excepción es una grabación de ocho segundos de una paliza a una joven por parte de 
un proxeneta. Aunque, en el fondo, los planos de los transeúntes paseando por Madrid, 
mientras la voz del Músico describe aquel horror, son otro puñetazo. Para todos. (Lozano, 
2018) 
Este reportaje muestra la relación inevitable entre trata de personas y prostitución, sea esta 
forzada u obligada o no, como forma de explotación sexual que, en todo caso, tiene como actores 
a los proxenetas. En muchos casos existe la ilegalidad y complicidad de autoridades permisivas 
que permiten el funcionamiento de establecimientos en los cuales se ejerce la trata con fines de 
prostitución como elemento subyacente en la cultura machista, donde está muy arraigado 
socialmente este tipo de actividad delictiva como elemento de dominación masculina. 
En Holanda y Alemania, por ejemplo, donde la legalización de la prostitución y agremiación 
de trabajadoras sexuales organizadas en asociaciones que defienden su derecho al trabajo, el asunto 
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legal inherente a la ilegalidad de los proxenetas pareciera no representar un problema jurídico. 
Esto no significa que la trata con fines de explotación sexual esté ausente en esas sociedades, por 
el contrario, el destino de innumerables mujeres víctimas de trata étnicamente originaria y 
procedente de Latinoamérica son justamente sociedades con alta demanda, como es el caso de los 
países europeos y asiáticos.  
En el caso del sudeste asiático, como Laos, Myanmar y Tailandia, es donde se produce la mayor 
concentración de trata y tráfico de personas del mundo. Entre otras razones, diferentes al caso de 
los países europeos, porque las víctimas suelen ser niñas que las comprometen a tener relaciones 
sexuales desde muy jóvenes pasando a ser una mercancía propiedad de los hombres. Y, además, 
porque las mujeres y niñas son las responsables de obtener los ingresos familiares. De hecho, “una 
nueva tendencia está surgiendo en los últimos tres años en el sudeste asiático, el mayor mercado 
de prostitución del mundo: el tráfico de novias hacia China” (Manos Unidas, 2020). 
Afirmó Garrido (2020), responsable de proyectos de Manos Unidas en el sudeste asiático, que 
las mujeres “desconocen los mecanismos de ayuda, y las nuevas formas de captación y explotación 
virtual basadas en el uso de las nuevas tecnologías y redes sociales complican la identificación de 
los delincuentes, lo cual dificulta el poder combatir estos crímenes”. En una de sus declaraciones, 
con motivo del Día Mundial Contra la Trata de Personas, celebrado el pasado 30 de julio, también 
señaló que “los hombres chinos pagan entre 10.000 y 20.000 dólares para traer al país mujeres 
extranjeras” (Garrido, 2020). 
En general, desde el 2003, se han reportado 225.000 casos de trata a nivel mundial y se ha 
incrementado cada año en correlación con el aumento de la pobreza y el hambre, según Manos 
Unidas (2020). Sin embargo, persiste la falta de información estadística confiable y comparable 
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no solo porque “las estadísticas nacionales sobre la delincuencia se basan a menudo en definiciones 
diferentes, sino también porque los procedimientos de registro y notificación difieren 
significativamente entre los Estados de la UE” (Comisión Europea, 2020).  
En el sudeste asiático, por ejemplo, y en aras de proteger a las niñas y mujeres, se han activado 
mecanismos que permiten reducir el riesgo de caer en la trata de personas con fines de 
servidumbre, noviazgo servil y explotación sexual en sus múltiples formas. Al respecto, 
Alliance Anti Trafic ha creado e implementado, con la ayuda de Manos Unidas, un sistema 
de detección y notificación de casos de tráfico de personas, que permite identificar a las 
víctimas de abuso sexual o trata y a aquellas en riesgo de serlo. Para ello, forma a ex-
víctimas, para ser agentes del cambio en sus comunidades y que puedan ser testigos fiables 
en los tribunales, así como a voluntarios que conforman una amplia red de detección y 
notificación de casos de tráfico y explotación de personas. (VIDA NUEVA, 28 de julio de 
2020) 
Por otra parte, en estos últimos meses, se han incorporado al discurso sobre trata de personas 
severas recomendaciones, declaratorias y restricciones en el flujo migratorio mundial con motivo 
del surgimiento y la vertiginosa propagación del brote pandémico COVID-19, por sus efectos en 
el comercio sexual y la trata de personas a nivel transnacional, debido a las limitaciones para la 
movilidad humana transfronteriza. 
Al respecto, la Corte IDH emitió una declaración instando a la adopción de medidas en el marco 
de los esfuerzos que los Estados parte de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
vienen realizando para contener esta pandemia global. Entre otras, atendiendo al riesgo de la 
violencia de género y sexual, declaró que: 
Ante las medidas de aislamiento social que pueden redundar en el aumento exponencial de 
la violencia contra las mujeres y niñas en sus hogares, es preciso recalcar el deber estatal 
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de debida diligencia estricta respecto al derecho de las mujeres a vivir una vida libre de 
violencia, por lo que deben adoptarse todas las acciones necesarias para prevenir casos de 
violencia de género y sexual; disponer de mecanismos seguros de denuncia directa e 
inmediata, y reforzar la atención para las víctimas. (Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, 2020) 
Así mismo, en la Resolución 01/2020, la Comisión IDH, con respecto a la pandemia y los 
derechos humanos en las Américas, resolvió, en ejercicio de las funciones que le son conferidas 
por el artículo 106 de la Carta de la Organización de los Estados Americanos y en aplicación del 
artículo 41.b de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el artículo 18.b de su 
Estatuto, las siguientes recomendaciones a los Estados miembros: 
Fortalecer los servicios de respuesta a la violencia de género, en particular la violencia 
intrafamiliar y la violencia sexual en el contexto de confinamiento. Reformular los 
mecanismos tradicionales de respuesta, adoptando canales alternativos de comunicación y 
fortaleciendo las redes comunitarias para ampliar los medios de denuncia y órdenes de 
protección en el marco del periodo de confinamiento. Así como desarrollar protocolos de 
atención y fortalecer la capacidad de los agentes de seguridad y actores de justicia 
involucrados en la investigación y sanción de hechos de violencia intrafamiliar, así como 
llevar a cabo la distribución de materiales de orientación sobre el manejo de dichos casos 
en todas las instituciones estatales. (Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 2020) 
En todo caso, un efecto directo de la pandemia sobre el comercio sexual es el agravamiento de 
la ya compleja situación de las mujeres víctimas de trata que eran explotadas en prostíbulos y/o 
dando servicios de prepago a domicilio. El confinamiento restringió la movilidad humana y, con 
ello, dicha actividad. En consecuencia, se ha multiplicado la migración al mercado de la 
prostitución on line para seguir siendo explotadas a través de las redes sociales. 
Desde esta misma panorámica pandémica global, y habida cuenta de la vulnerabilidad que 
padecen las personas que se encuentran en condiciones de esclavitud, resulta innegable que algún 
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tipo de víctimas requiere protección internacional que garantice sus derechos humanos en el marco 
de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951.  
Es importante el reconocimiento del derecho de las víctimas a la protección con el debido 
tratamiento basado en las directrices internacionales, porque se ha comprobado que: “el 
otorgamiento de la condición de refugiado a víctimas de la trata es un mecanismo de protección 
de gran efectividad, para la defensa y amparo de sus derechos fundamentales” (Porras, 2012). 
En estudios de caracterización de situaciones y casos de trata femenina con fines de explotación 
sexual se ha demostrado que la mayoría de ellas fueron reclutadas con propuestas engañosas de 
trabajos atractivos y bien remunerados. Una vez trasladadas fuera de su país, les quitaron sus 
pasaportes y las obligaron a prostituirse y/o realizar otros oficios en contra de su voluntad sin 
posibilidades de negarse.  
Esto está sustentado en estudios de caracterización de víctimas muy completos donde queda 
demostrada la veracidad de las difíciles condiciones de sobrevivencia en cautiverio de estas 
mujeres, las cuales necesitan ser amparadas, habida cuenta de las crueles presiones psicológicas, 
violencia física, maltrato verbal, escasa alimentación y poca hidratación a las que se ven sometidas 
(Porras, 2012).  
En la mayoría de los casos, proceden de estratos sociales bajos, sin dominio de otro idioma, y, 
por ello, son mantenidas aisladas en habitaciones. Las condiciones de explotación sexual y 
ejercicio de la prostitución, dentro de espacios confinados no expuestos al público, hacen mucho 
más cruel esa forma de esclavitud (Porras, 2012). 
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Países como Ecuador han demostrado que el asilo y amparo a las víctimas de trata configuran 
un proceso efectivo. Viabilizan el apoyo para que estas personas puedan salir adelante con todas 
las garantías sociales que el Estado les ofrece (Porras, 2012). Con base en ello, se considera que el 
asilo y amparo constituyen un mecanismo que contribuye a la protección de las víctimas y facilita 
el proceso IRI para la indemnización de daños y perjuicios.  
Al diferenciar los delitos de trata de los delitos de tráfico de personas, en el marco de tratados 
y convenios internaciones sobre prevención y penalización, resulta importante aclarar que el 
primero es contra las personas y el segundo contra el Estado. En tal sentido, el asilo y amparo 
serían mecanismos efectivos para los casos de víctimas de trata de personas, cuando se encuentran 
fuera de su país natal. 
Con respecto a la explotación sexual de niñas, niños y adolescentes, el asunto del asilo y el 
amparo se torna más delicado al abordar esta forma de esclavitud con dicha población, puesto que 
sistemáticamente viola los derechos fundamentales, “degradando y cosificando al ser humano para 
ser convertido en mercancía”, como afirma Chávez (2014). Por lo tanto, se requieren planes de 
prevención y reparación integral de víctimas de explotación sexual fundamentados en diagnósticos 
para determinar las causas y los factores que coadyuvan a que los niños y adolescentes sean 
víctimas de trata.  
Tanto jueces como fiscales, abogados y organizaciones no gubernamentales han constatado 
casos de víctimas donde una constante era que pertenecían a familias con precariedad o dificultades 
económicas y en sus grupos familiares había poca o ninguna formación académica (Chávez, 2014). 
Podría decirse que la trata de menores de edad con fines de explotación sexual sigue el mismo 
patrón que el de las víctimas mujeres, aunque direccionada hacia la prostitución infantil, trabajos 
82 
 
o servicios forzados y otras prácticas análogas a la esclavitud, la servidumbre o la extracción de 
órganos. Hallazgos en esta materia hacen un llamado a reconocer la vulnerabilidad de los niños 
víctimas de trata, por lo cual recomiendan adaptar los procedimientos en función de su protección 
y amparo, tal como es expuesto por Casillas (2006) al abordar esta problemática de la trata de 
mujeres, adolescentes, niñas y niños en México.  
En Colombia, lo anterior es ratificado en estudios realizados por la Fundación Esperanza 
(2013). Así mismo, su relación directa con la violencia sexual hacia ellos y las mujeres se puede 
elucidar en el balance de situación presentado desde hace años por Galvis (2009). 
En el contexto colombiano, la OIM y la Universidad de Los Andes han profundizado sobre la 
magnitud y complejidad de la trata de personas en el país, aportando conocimientos que hasta el 
año 2003 eran desconocidos, debido a las débiles aproximaciones investigativas hechas al 
respecto. Ambas entidades cruzaron información para cuantificar y caracterizar a la población 
víctima: identificaron los obstáculos y las limitaciones que han tenido. Por su parte, Vargas et.al 
(2011) expone la poca disposición por parte de las víctimas a denunciar con fines de ser 
indemnizadas. 
No obstante, desde el año 2003, los esfuerzos investigativos para abordar esta problemática se 
han realizado desde el enfoque basado en los desarrollos humanos y el enfoque de género. Se ha 
rastreado e intercambiado información de fuentes oficiales y centros de documentación confiables, 
como son: el Centro Operativo Anti Trata-COAT, la Unidad de Derechos Humanos de la Fiscalía, 
los comités departamentales de lucha contra la trata de personas ubicados en Antioquia, Nariño, 
Risaralda y Norte de Santander, además de la participación de los representantes del Comité 
Nacional Interinstitucional de Lucha contra la Trata.  
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Estos esfuerzos investigativos son de corte cualitativo, documental y descriptivo, se enfocan en 
la caracterización de casos concretos, en sus particularidades y en los actores implicados. De los 
resultados obtenidos, vale la pena destacar que no es suficiente socializar e informar a las mujeres, 
familias y comunidades sobre el delito de trata y los riesgos a los cuales se exponen las personas 
cuando aceptan propuestas de trabajo que supone migrar a otra región o país. Esto, en cuanto la 
mayoría de los casos revisados evidenciaron que las víctimas tenían algún conocimiento sobre la 
existencia de estas estrategias de captación y de cómo operan las redes criminales, pero, aun así, 
cayeron en sus tentáculos y sufrieron las crueldades de la trata externa. 
De ahí surge la necesidad de mejorar el sistema judicial y adoptar medidas que les permitan a 
las mujeres y a sus familias materializar y efectivizar sus derechos fundamentales. Las 
investigaciones citadas tienen relación con el presente estudio doctoral por su enfoque cualitativo, 
sustentado en las estadísticas y por la revisión documental elaborada sobre el delito de trata de 
personas, y aunque consideran cifras de víctimas de otros países, hacen énfasis en la situación de 
la problemática en el contexto colombiano.  
Así mismo, estos estudios reiteran la necesidad de revisar y fortalecer los instrumentos jurídicos 
que amparan a las víctimas y penalizan a los victimarios, sobremanera, porque, aun con fallo 
condenatorio, no se alcanza la indemnización para una reparación integral, y mucho menos se 
alcanza la justicia restaurativa prevista en la Ley 906 de 2004. 
En todo caso, se ha demostrado que la vulnerabilidad de género en la trata de mujeres bajo 
régimen de explotación sexual evidencia mecanismos de actuación de los tratantes que permiten a 
las autoridades combatir este delito. Ello se evidencia específicamente en las relaciones de poder 
de género, donde se identifican las condiciones de vulnerabilidad en que se encontraban las 
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víctimas cuando fueron reclutadas. Al respecto, se afirma que: “la vulnerabilidad ha sido referida 
al género, a la edad, al origen social y cultural de las víctimas” (Del Toro, 2012, p.3), considerando 
que la mujer está más expuesta a la trata por la marcada desigualdad social que ha generado la 
construcción cultural de género.  
Efectivamente, la vulnerabilidad social y económica en que se han encontrado las víctimas 
rescatadas y atendidas por autoridades policiales o migratorias explica lo anterior. Esto ha sido 
fundamentado desde los aportes teóricos de Van Dijk (2004) relativos al discurso y la dominación, 
y más tarde por los estudios de Taniguchi (2012), ambos citados por Del Toro (2012) al revisar 
16.000 casos de niños víctima de trata en México y el resto del mundo, caracterizando casos 
concretos por medio de la estrategia de entrevistar víctimas.  
El principal hallazgo de este último fue que, en la mayoría de los casos analizados, los tratantes 
tenían lazos consanguíneos o de filiación con sus víctimas. Es preocupante que la trata surge en 
altas proporciones dentro del círculo más íntimo de la víctima, es decir, familiares o personas del 
entorno familiar. Esta cercanía facilita reclutar a sus víctimas. Es necesario mejorar la formación 
de funcionarios públicos que atienden a personas afectadas por el delito de trata sobre esta realidad, 
así como también pensar que la normativa legal debe fortalecerse para indemnizar y reparar a las 
víctimas. 
Para el año 2012, Colombia ya había incorporado el principio de jurisdicción universal frente a 
la trata en el derecho interno. Existía el Decreto 1974 de 1996, que creó el Comité Interinstitucional 
para la Lucha contra el Tráfico de Mujeres, Niñas y Niños. También estaba vigente la Ley 747 de 




Es necesario abrir un paréntesis para enumerar las evidencias de la incorporación del principio 
de jurisdicción universal en el derecho interno: (i) la actuación de las altas cortes de justicia al 
pronunciarse y considerar este delito dentro de dicho principio. (ii) La sentencia T-629/10 de la 
Corte Constitucional, que determinó las razones por las cuales se debían legalizar algunos tópicos 
del ejercicio de la prostitución. (iii) El proceso No. 14561 de la Sala de Casación Penal de la Corte 
Suprema de Justicia-CSJ (1998-a), donde el juez resaltó en su sentencia la importancia de 
fortalecer la penalización en los casos de trata de personas, con un marco legal más sostenible, y 
(iv) los fallos que impulsaron cambios en la legislación doméstica, los cuales la reforzaron mucho 
antes que la promulgación de la Ley 985 de 2005. 
Según muestran las anteriores evidencias, no fue exagerado el llamado que se hiciera sobre la 
necesidad de robustecer el derecho interno en cuanto a indemnización de daños y perjuicios (Del 
Toro, 2012). Valga decir que dos años más tarde el Consejo de Estado (2014, p.6) decidió 
establecer los actuales topes indemnizatorios de daños y perjuicios que, junto con la Ley 1708 de 
2014 o Código de Extinción de Dominio, significaron un avance importante, aunque son 
insuficientes porque dichos topes indemnizatorios, al menos para el caso de las víctimas de trata 
de personas, no representan una reparación integral desde el punto de vista económico ni una 
verdadera justicia restaurativa. 
De alguna forma, las perspectivas legislativas frente al delito de trata de personas no fueron 
desoladoras en el 2012, aunque fue preciso promover conciencia sobre los cambios requeridos 
para fortalecerla. Por ejemplo, en La lucha contra la trata en la UE: los retos de la cooperación 
judicial penal transfronteriza, se exponen los retos de la Unión Europea para superar dificultades 
y limitaciones en su lucha contra la trata de personas, las cuales vienen afectando la búsqueda, 
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persecución, captura y enjuiciamiento de los involucrados en los distintos tipos de delitos de trata 
transnacional (Jordana, 2015).  
Al respecto de estas limitaciones para perseguir y enjuiciar a los tratantes, Roth (2012) (como 
se citó en Jordana, 2015) recordó que la dimensión multilateral de estos delitos afecta la actuación 
policial y la cooperación judicial europea, porque en muchos casos la persecución y el 
enjuiciamiento son limitados o parciales. Esto ha perpetuado la impunidad por la falta de ayuda 
mutua efectiva entre los mismos países europeos. Estas limitaciones para perseguir y enjuiciar a 
los tratantes afectan a la población inmigración legal en cuanto a que: 
Dichas acciones han supuesto la limitación de oportunidades a la inmigración legal y, 
consecuentemente, las personas se ven forzadas a recurrir a los traficantes que se encargan 
de intermediar entre la oferta y la demanda en la venta de servicios ilegales. (Roth, 2012 
citado por Jordana, 2015, p.58) 
Al abordarse esta problemática, la trata de personas como fenómeno delictivo conlleva la 
comisión de diversos delitos con características particulares, entre otras razones, por las diferencias 
sustantivas y procesales en la legislación de los países afectados. Por ejemplo, la obtención de 
pruebas y requisitos para procesar delitos de trata representa una carga para las autoridades 
judiciales estatales que no se acogen a un enfoque multilateral de los casos y “los resuelven solo 
de forma limitada al optar por la cooperación bilateral” (Jordana, 2015, p.58). 
Lo anterior supone una pérdida de eficacia del sistema penal europeo, porque en muchos de los 
casos no se investigan ni enjuician a todos los involucrados en la cadena delictiva. En este sentido, 
Jordana (2015) opina que “[…] la Unión apuesta por un enfoque integrado de las investigaciones, 
que requiere explorar las potencialidades de la cooperación judicial penal, ámbito en el que 
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Eurojust, la unidad de cooperación judicial penal de la Unión, desempeña un papel relevante” 
(p.1). 
Esta investigación doctoral encuentra un significativo grado de concordancia con lo expuesto 
por la autora, puesto que, para ella, son muchos los retos que tiene la cooperación judicial penal 
transfronteriza, porque desde una concepción de la trata de personas como una acción criminal de 
suma gravedad, de flagrancia y extrema violación a los derechos humanos. En su opinión, son dos 
los motivos o elementos transnacionales por los cuales existe este delito.  
En su opinión, i) la demanda de personas para su explotación laboral y sexual en los países de 
destino y ii) la alta rentabilidad que genera la trata transnacional para los tratantes, las 
organizaciones criminales, mafias y redes de tráfico se suman a la concurrencia de políticas 
públicas y programas de inmigración restrictivos que contribuyen al crecimiento del negocio con 
población migrante, al transversalizar el tráfico de migrantes con la trata de personas.  
Un caso palpable y constatado en pleno desarrollo durante el año 2019 es la frontera colombo-
venezolana, en cuyo contexto geográfico binacional se facilita el paso ilegal y el reclutamiento de 
mujeres venezolanas con fines de comercialización hacia otros países utilizando a Colombia como 
país de tránsito hacia otras naciones de la región (PARES, 2020). 
En general, existen innumerables modus operandi, por lo que no es fácil distinguir la trata de 
otros delitos. La regulación para la protección de las víctimas es efectiva, pero con ciertas 
deficiencias, debido a la discrecionalidad de algunos países. Un diagnóstico social que hace parte 
del estado de arte y, por supuesto, es un referente ineludible en la discusión actual sobre el 
fenómeno de trata en Colombia fue coordinado por Tovar y Montáñez (2013). Dicho estudio es la 
primera aproximación hecha en el Eje Cafetero porque, entre otras precisiones, presentó como 
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hallazgo que esta es una de las dos principales regiones del país “proveedoras” de víctimas de trata 
de personas hacia Europa y Asia, fundamentalmente.  
Las dos autoras de este documento, editado por la organización internacional Women’s Link 
Worldwide4, afirmaron que este fenómeno, del que no se podía hablar, afecta a miles de mujeres 
migrantes colombianas. Este diagnóstico formó parte de una secuencia de estudios realizados por 
dicha organización sobre la realidad colombiana entre los años 2006 y 2013 “[…] documentando 
y visibilizando la realidad de las mujeres migrantes y las violaciones de derechos humanos a que 
se enfrentan estas mujeres, entre ellas, la trata de personas” (Women’s Link Worldwide, 2013, 
p.2). 
Tovar y Montáñez (2013) presentaron los resultados del trabajo de campo realizado en el Eje 
Cafetero y el Norte del Valle. Allí identificaron a estas dos regiones del país mayormente afectadas 
por la trata externa e interna y su vinculación con otros delitos. De hecho, destacaron que 
Colombia, después de Brasil, ocupa el segundo lugar en Latinoamérica como país de origen, 
tránsito y destino de trata transnacional, con predominancia de trata interna de mujeres en un 75% 
de los casos (p.4). 
Al revisar las obligaciones del Estado respecto a la prevención y protección de las víctimas, 
constataron la articulación institucional con organizaciones sociales que atienden víctimas de 
                                                 
4 Esta organización investiga, documenta y visibiliza, desde el año 2006, la realidad que viven las mujeres migrantes 
colombianas en otros países (violaciones a sus DDHH). También incluye la trata de personas en sus múltiples formas. 
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manera directa e indirecta, las cuales aportaron información relevante para el diagnóstico. Incluso, 
trabajan con mujeres víctimas de trata interna.  
La novedad del diagnóstico fue haber levantado información con el apoyo de los líderes 
sociales. En localidades muy sensibles y de alto riesgo, ubicaron a los informantes clave dentro de 
las comunidades e identificaron los factores de vulnerabilidad en los contextos específicos del 
lugar5. 
De acuerdo con este estudio, los principales elementos de diagnóstico que ayudan a comprender 
y explicar el fenómeno de la trata de personas son: i) los factores sociales y económicos de 
vulnerabilidad que son aprovechados por los tratantes para la captación de las víctimas. ii) El 
contexto de la trata y la explotación de personas en el Eje Cafetero y en el Norte del Valle. iii) El 
papel de la familia y el entorno comunitario al facilitar, voluntariamente o no, la captación de algún 
familiar, en cuanto este acepte un empleo o una oportunidad para generar ingresos en el extranjero 
y poder sostener su hogar. iv) Según los testimonios de mujeres víctimas, el modus operandi de 
las redes de trata se vale de artificios indignantes, entre los que se destacan el uso de escopolamina 
o de burundanga, para anular su voluntad y facilitar su traslado. 
Al respecto, Tovar y Montañez (2013) señalan que las organizaciones sociales consultadas en 
el Eje Cafetero y en el Norte del Valle perciben la trata de personas como un problema muy grave. 
Esto, dado que 
                                                 
5 Se refiere específicamente a asociaciones u organizaciones de base cuyos líderes fueron entrevistados porque “[…] 
intervienen en posibles contextos de captación, reclutamiento o explotación de víctimas de trata” (Women’s’ Link 
Worldwide, 2013, p. 9). 
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[…] las mujeres ven como una oportunidad económica y de mejora de su situación social 
las ofertas de trabajo que reciben durante la captación por parte de las redes. ‘Se van por 
sus hijos. Hay mucho engaño, aunque algunas son conscientes de que van para prostitución, 
pero nunca se imaginaron lo que pasaría allí’, declara una lideresa social. (p.85) 
Las organizaciones sociales afirman que la violencia cotidiana y el poder ejercido por las redes 
dedicadas al narcotráfico y a la trata de personas, con mayor presencia en unas localidades que en 
otras, hacen que las comunidades guarden un silencio impuesto y no denuncien, por lo que se 
dificulta recoger información.  
En cuanto a la trata interna y externa con fines de explotación sexual, laboral y matrimonio 
servil, el informe arroja como resultado una grave vulneración de los derechos humanos. Una 
conclusión relevante, en cuanto explica la transversalización de este fenómeno en la dimensión 
social, económica, cultural y de cooperación judicial internacional, es la siguiente: 
[…] la población de esta región, especialmente las mujeres que ejercen como cabeza de 
familia desde la adolescencia, es más propensa a vincularse a actividades laborales 
informales, y en el caso de muchas mujeres, a la prostitución. Así mismo, el contexto lleva 
a que se tomen con mayor facilidad riesgos frente a ofertas laborales para mejorar la 
situación personal y familiar, lo que les expone a convertirse con mayor facilidad en 
víctimas de la trata de personas. Igualmente, debido a la amplia experiencia migratoria de 
los hogares de la zona, y a que existe una idea dentro de la sociedad de que salir del país 
implica mayores oportunidades económicas y un mejor nivel de vida, hay una mayor 
predisposición a aceptar oportunidades de salir de Colombia para cumplir dicho ideal. 
Adicionalmente, como las personas que residen en la zona están habituadas a la movilidad 
interna en el país, se facilita la aceptación de ofertas de trabajo en otras ciudades o el intento 
de la búsqueda de mejores oportunidades en lugares distintos a los de origen, sin que ello 
se asuma como un riesgo extraordinario. (Tovar y Montañez, 2013, p. 42) 
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Al implicar la trata de personas una vulneración de los derechos humanos, el documento hace 
énfasis en las responsabilidades concretas que tiene el Estado y el deber de mínima actuación 
exigible, como bien lo establecen los instrumentos internacionales.  
En este orden de ideas, el Estado tiene como obligaciones: i) identificar y otorgar garantías a 
las víctimas de trata internacional; ii) tipificar y penalizar todas las formas de trata de personas; 
iii) investigar, sancionar y juzgar a los tratantes; iv) dar protección durante el procedimiento penal; 
v) garantizar el acceso a la compensación y reparación; vi) cooperar e intercambiar información 
con otros países, y vii) desarrollar políticas y programas de prevención. 
Así las cosas, dos precisiones son innegables para la comprensión y explicación del fenómeno 
de trata de personas: i) aunque la mayoría de los casos son identificados en múltiples estudios 
como delitos, esencialmente con fines de explotación sexual, como afirman Tovar y Montañez 
(2013), existen otras formas que deben ser objeto de mayor investigación, como la trata laboral o 
la mendicidad ajena asociadas a la trata. ii) La captación de personas para la explotación laboral-
sexual es una de las actividades ilícitas más rentables en el comercio sexual mundial, según lo 
apunta Tirado (2010) en una interesante mirada al tema, desde la sociología jurídica y la sociología 
de la desviación.  
Según lo anterior, la Women’s Link Worldwide (2013), una de las pocas organizaciones 
dedicadas a insistir en esta problemática en Colombia, ha revelado que existe impunidad al ser un 
oficio delictivo altamente lucrativo para los tratantes, principalmente, en las zonas del Eje Cafetero 
y el Norte del Valle, cuyas actividades vox populi gozan de reputación y mantienen intimidadas a 
las comunidades, a través de las estructuras jerárquicas definidas por los reclutadores para la trata 
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externa y por los padrotes en la trata interna. No obstante, no es exclusivo de las redes y las bandas 
criminales que operan en estos territorios del país.  
Vale la pena mencionar que en la zona cafetera la trata de personas es una práctica endémica 
generadora de grandes beneficios económicos. Las familias y personas del entorno comunitario de 
las víctimas se benefician de ella. Esta es la razón para que intervengan en la captación. Sirva de 
ejemplo el siguiente fragmento de Tovar y Montañez (2013): 
[…] es una violación de derechos humanos que sufren personas en diversas situaciones 
socioeconómicas, y no solo ocurre a personas en situación de pobreza o extrema pobreza. 
Los tratantes aprovechan las vulnerabilidades y aspiraciones de cada potencial víctima, 
para captarla, y posteriormente, para ejercer control sobre ella. […] Resulta preocupante 
que, muchas veces, quienes han salido de la situación de explotación y han escapado o han 
sido rescatadas de los tratantes regresan a contextos donde se mantienen las mismas 
condiciones de vulnerabilidad que facilitaron la captación de la persona, y que pueden 
potenciar la retrata. A las condiciones de vulnerabilidad se une la estigmatización de 
quienes han sufrido esta vulneración de derechos, debido a la equivalencia que se hace en 
el imaginario social, entre trata y explotación sexual y entre trata y prostitución, en las 
zonas donde fueron captadas estas personas. Y aunque en otros casos, las familias y la 
comunidad brindan todo el apoyo a quienes fueron víctimas de trata, los recursos para su 
restablecimiento son escasos y es complicado afrontar la recuperación integral y la 
inserción en la sociedad. (p. 34) 
Después de analizar los documentos de la Women’s Link Worldwide, se deduce la importancia 
que tiene la prevención del delito de trata, desde las bases mismas de la sociedad y la familia. Es 
la educación en valores no machistas y de no violencia contra la mujer el elemento extrateórico 
inherente a los factores socioculturales, antropológicos y jurídicos que subyace en las relaciones 
víctima-tratante. Estas relaciones refuerzan la hegemonía patriarcal y de dominación masculina 
imperante en la sociedad y le otorgan impunidad a los delitos de trata, muchas veces no 
denunciados. Las acciones de prevención permiten que los ciudadanos estén informados y eviten 
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que los miembros de su familia caigan en las redes de trata externa por falsos ofrecimientos 
migratorios. 
En Vargas (2016) se encuentra una excelente aproximación conceptual sobre la participación 
masculina en la trata con fines de explotación sexual dentro de los procesos migratorios. Sirve de 
ejemplo el Eje Cafetero como proveedor de víctimas para la trata externa. 
Gran parte de los estudios realizados en materia de trata de personas dan cuenta del 
involucramiento de los hombres como principales promotores, consumidores, agresores y 
generadores de las dinámicas que la activan, sostienen y reproducen. Sin embargo, niños, 
jóvenes y hombres adultos pueden ser también víctimas. Adicionalmente, existen pocas 
evidencias de trabajo preventivo en el tema, cuya base sea la perspectiva de las 
masculinidades y que tenga la intención de transformar la mentalidad machista. (p.131)  
En esta misma línea, Casillas (2006) y Montiel (2009) exponen que “los estudios realizados han 
concluido que los hombres adultos son los principales promotores, consumidores, agresores y 
generadores de las dinámicas que activan los procesos asociados a la trata de personas con fines 
de explotación sexual” (p.133). Luego de analizar la participación masculina en la trata de mujeres, 
se aprecia la necesidad de recuperar las buenas prácticas orientadas a la prevención del fenómeno, 
desde una base que fomente la equidad y el respeto entre los géneros. 
Por su parte, Lozano y Vargas (2012), al igual que Fernández y Vargas (2012), resaltan que los 
menores de edad y los adolescentes jóvenes de ambos sexos son vulnerables y susceptibles de caer 
fácilmente en las manos de los tratantes —incluso pueden ser raptados para la trata con fines de 
extracción de tejidos y órganos. Es aberrante y preocupante la violencia contra las menores de 
edad en Colombia. Existe un contraste notable en las investigaciones sobre trata de personas, 
específicamente, en lo relativo a enfocar teóricamente la perspectiva de las masculinidades y las 
feminidades, esto, con el fin de abolir socialmente las conductas machistas en el imaginario 
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colectivo (Vargas, 2016). Esta consideración se reviste, sobre todo, de alcances psicosociales y 
sociológicos, y no tanto de efectos jurídicos como objeto de estudio. El autor revela que: 
Existen pocas evidencias de trabajo sistemático en el tema de trata de personas basado en 
la perspectiva de las masculinidades y realizado con la intención de transformar la 
mentalidad machista, incluyendo el desarrollo de propuestas de intervención que 
cuestionen los mitos y estereotipos culturales en los cuales se basan estas formas de 
explotación y la aportación de modelos alternativos de masculinidad que, sustentados en la 
equidad e igualdad de género, fomenten y se materialicen en actitudes de respeto de los 
hombres hacia las mujeres y hacia otros hombres. Es necesario diseñar propuestas 
metodológicas dirigidas a hombres de diferentes edades, contextos y situaciones, las cuales 
contribuyan tanto a la prevención como al tratamiento de su participación en el fenómeno 
de la trata de personas. (Vargas, 2016, p.132). 
Este argumento resulta interesante, porque permite ampliar la comprensión de los alcances del 
fenómeno de la trata de personas y determinar la razón por la cual las poblaciones masculinas se 
involucran con la explotación fundamentalmente orientada a la sexualidad (actividad propia del 
macho sobre la hembra). Esta premisa retoma la tesis de la dominación masculina propuesta por 
Bourdieu (2000). Pues es allí donde los factores socioculturales inmersos en la relación hombre-
mujer permiten que el varón se adueñe de la individualidad femenina, sometiéndola a las más bajas 
formas de relacionamiento humano, si es que pudiese llamarse así a las relaciones de esclavitud 
modernas. 
Lo anterior recuerda los procesos migratorios en el contexto latinoamericano, donde Colombia 
ha jugado un papel de país expulsor de mujeres migrantes en búsqueda de trabajo en el extranjero, 




Finalmente, el fenómeno de trata envuelve diferentes situaciones que complejizan la lucha 
mundial contra este flagelo social. Para facilitar su comprensión, como propósito de este capítulo, 
se advierte al lector que existen tres elementos específicos que resumen el proceso global de la 
trata de personas en cualquier espacio territorial. Bien lo sintetiza Vargas (2016) en términos de 
actividades, medios y fines así: 
a) actividades, las cuales incluyen el transporte, el traslado, el alojamiento y la acogida; b) 
medios, que aluden a los mecanismos para forzar a las víctimas: amenaza, fuerza u otras 
formas de coacción, rapto, fraude, engaño, abuso de una situación de vulnerabilidad, oferta 
o aceptación de pagos; y c) fines, que se refieren al propósito de la trata, sea la explotación 
o la intención de explotar la prostitución ajena u otras formas de explotación sexual, pero 
también los trabajos y servicios forzados, la esclavitud y las prácticas análogas a ella, la 
servidumbre y la extracción de órganos. (pp.133-134) 
En este sentido, García y Hernández (2014) hacen una reflexión relevante para la comprensión 
y la explicación de las formas de trata hacia la mujer. Además, ofrecen una tipología de la 
explotación actual, la cual genera debates y dilemas no resueltos. Enfatizan la trata como un 
fenómeno diverso y complejo que presenta rasgos comunes donde la mujer es un objeto de uso, 
abuso y consumo a nivel mundial.  
Al inicio de esta investigación se mencionó que en la humanidad, independientemente de las 
culturas, aún impera el patriarcado y la hegemonía sobre la mujer, quien históricamente no ha 
dejado de ser considerada un objeto y/o una mercancía con valor de cambio para fines de 
servidumbre y diversión sexual del hombre. No obstante, la explotación privada, pública y 
doméstica no solo aplica para las mujeres, también es un fenómeno que se presenta en los hombres 
y menores de edad. Incluso, explotan familias enteras con propósitos laborales. 
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Como bien señalan García y Hernández (2014), la humanidad es testigo de “un fenómeno 
transcultural y trasnacional favorecido por la deslocalización global de la ciudadanía, que hace 
factible el mantenimiento generalizado de las opresiones de género y de sus expresiones más 
brutales, como la trata de mujeres y menores” (p.101). A pesar de ello, las Naciones Unidas insiste 
en la existencia de 2,4 a 3,2 millones de personas víctimas de trata en todo el planeta. En realidad, 
resulta difícil una estimación debido a la naturaleza oculta del delito (p.103). 
Infortunadamente, en pleno siglo XXI, la trata de personas es una problemática cada vez más 
compleja y creciente. No hay investigación que no la estereotipe y/o asocie con la prostitución de 
las mujeres migrantes, vulnerables por su condición de pobreza multidimensional, pues en todas 
las formas de esclavitud está presente la mujer sufriendo abusos relacionados con la desigualdad 
de género y la hegemonía patriarcal en diversas expresiones (Tirado, 2010). Una brillante y lúcida 
reflexión al respecto fue publicada por Lagarde (2011), quien explicó las raíces globales de las 
formas actuales de explotación y cautiverio de las mujeres enfatizando que: 
[…] una cultura proclive a la aceptación y fomento de la violencia fortalece condiciones de 
tolerancia a hombres que tienen el poder legítimo de ser violentos y el poder extraordinario 
de dañar de diversas maneras a las mujeres y, en el extremo, de quitarles violentamente la 
vida. Diversas ideologías cultivan el miedo, la descalificación y la desconfianza contra las 
mujeres y el derecho de los hombres a maltratarlas. A pesar de las evidencias, estimulan el 
descrédito de las mujeres y lo contrastan con el prestigio ideológico y simbólico masculino. 
(p. 26) 
Efectivamente, factores culturales y psicológicos permean todos los estratos de la sociedad 
reforzando actitudes y comportamientos violentos hacia la mujer como símbolo de dominación 
masculina. Por esto se ha justificado e institucionalizado toda una ideología de género a partir del 
principio de la igualdad confrontando la masculinidad y, con ello, el temor de los hombres a perder 
97 
 
espacios y autoridad en las relaciones de poder, porque: “[…] la idea de igualdad genera un enorme 
temor entre quienes se benefician de la desigualdad y nunca quisieran ser objeto de aquello que 
ellos mismos hacen a las mujeres” (Lagarde, 2011, p.33).  
No se pone en duda que el poder que ejerce la dominación masculina ha logrado la lealtad y 
entrega de las mujeres a los demás como su familia y el trabajo como espacios de alta 
responsabilidad. Lagarde (2011) denomina el poder de la individualidad femenina y su derecho a 
ser dueñas de sus propias decisiones e indica que: 
[…] la autonomía como fundamento del poder vital comienza con la individualidad. […] 
lograr que las mujeres de manera individual seamos dueñas de nuestro cuerpo y decidamos 
sobre nuestra sexualidad. Esa apropiación es primordial en la transformación de las mujeres 
como seres-investidas-de-derechos. En ese camino ha sido imprescindible avanzar en la 
intocabilidad del cuerpo y subjetividad de las mujeres y en el derecho inalienable a decidir 
sobre el propio cuerpo y la propia vida. Que nuestros cuerpos dejen de ser el espacio de la 
perversa paradoja de dominación política que cosifica a las mujeres, al cosificar los cuerpos 
de las mujeres y hace convivir en la sexualidad, dicha y violencia, placer y peligro, daño e 
invasión. (p.42). 
Lo anterior lleva a hablar de la trata de personas como un proceso global, un ciclo de esclavitud 
que inicia con la seducción/captación, el uso, abuso y el traslado de personas, muchas veces 
conectado al tráfico de personas, con fines de explotación que, por lo general, es laboral, sexual 
y/o comercial.   
Aunque estas tres categorías están fuertemente interrelacionadas, el comercio de personas va 
más allá de estas. Se incluyen otras formas de mercantilizar seres humanos, por ejemplo, aquellas 
que se dan con fines de extracción de tejidos u órganos. Esta aberrante conducta criminal ocurre 
muchas veces a causa de la complicidad entre los tratantes y profesionales de la salud, al ser los 
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responsables de la extracción, conservación en condiciones controladas y trasplantación con fines 
estéticos o de salud. Ambos participan en su comercialización (Tirado, 2010). 
En todo caso, las expresiones polifacéticas de este delito sumergen a las víctimas en tratos 
crueles y humillantes. Es un problema de arraigo histórico y cultural, cuyas raíces son 
multifactoriales y sus efectos e impactos se encuentran prácticamente en todos los países.  
Indigna constatar que millones de personas de todas las edades, principalmente niños, jóvenes 
y mujeres, se encuentren en este preciso instante sometidas a regímenes de absoluto control, bajo 
el yugo de sus victimarios, sin poder ser escuchadas por la justicia y mucho menos visibilizadas 
por los medios tecnológicos actuales o por las autoridades —en muchos casos cómplices. Los 
Estados son de alguna forma responsables por las fallas u omisiones en la lucha contra la trata de 
personas, la garantía de los derechos humanos y el acceso efectivo a la administración de justicia. 
Mientras las redes criminales (victimarios) son motivadas por las ganancias que les generan la 
explotación de seres humanos, la sociedad se mantiene sorda y cómplice ante el silencio de las 
víctimas. En el caso de la explotación sexual, es innumerable la cantidad de personas que hoy están 
esclavizadas y son vilmente atropelladas en su dignidad, mediante distintas formas de abuso. 
El discurso sobre la trata tiene una dimensión social, política y jurídica de interés para explicar 
este complejo fenómeno. En lo social, incluye todo aquello que se escucha y habla, 
fundamentalmente, a través de los medios de comunicación y otros mecanismos de divulgación de 
la información.  
Por su parte, el político es más objetivo. Se refiere a todo aquello que las instituciones del Estado 
y la sociedad convienen establecer en las leyes y normas que regulan el comportamiento social y 
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penalizan las conductas delictivas de la trata. Por último, el discurso jurídico recoge lo anterior por 
aquello de la validez social del derecho, y agrega la fundamentación teórica proveniente de las 
ciencias jurídicas y de la jurisprudencia sobre el tema. 
Hasta aquí se ha expuesto una visión general del discurso sobre la trata de personas. Acto 
seguido, se complementará con los aportes de los principales referentes teóricos conceptuales del 
discurso jurídico sobre la trata de personas. Todos ellos necesarios para la construcción de las 
explicaciones. 
1.3 Referentes conceptuales del discurso de la trata de personas 
Definiciones y conceptualizaciones básicas caracterizan el discurso jurídico. “Vulnerabilidad”, 
“explotación”, “tráfico y movilización”, “captación”, “traslado y recepción” son términos que 
forman parte del léxico judicial, penal y policial. 
1.3.1 La trata de personas como un asunto de vulnerabilidad 
Para la UNODC (2009-a), una persona se encuentra en estado de vulnerabilidad cuando es 
incapaz de entender el significado del delito cometido o que se comete contra ella. Dentro de esta 
situación, se ubican a los menores de edad y otros individuos que, de una u otra forma, son 
explotados sin que ellos se den cuenta.  
Señala este organismo que el estado de vulnerabilidad se acentúa, aún más, cuando la persona 
no es capaz de liberarse de una situación de explotación por sus propios medios o por la 
imposibilidad de recurrir a otras personas para pedir ayuda. La vulnerabilidad se fortalece en 
condiciones como “la pobreza, el desempleo y la falta de oportunidades, elementos a los que se 
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les otorga la condición de causa y calidad de causas, denominadas como causas estructurales” 
(Llanes, 2009). 
Evidentemente la trata de personas no es un hecho fortuito ni aislado, es el resultado de un 
conjunto de factores sociales, económicos y culturales que no solo facilitan este delito, sino que 
permiten su existencia al margen de la ley. Ocurre bajo la mirada débil de las autoridades y de la 
misma sociedad. Por tanto, es necesario reflexionar sobre los diferentes tipos de complicidades 
que coexisten, refuerzan e incluso legitiman algunos tipos de trata, unos más que otros, sin que por 
ello dejen de ser actividades ilícitas y delictivas.  
Para Vargas et al. (2011), coexisten en la trata de personas distintos procesos, cuyas operaciones 
representan “una cadena de acciones articuladas entre varias personas para quebrantar el espíritu 
de las víctimas y lograr explotarlas” (p.21). Estas acciones son la coerción, seducción, fuerza, 
manipulación y persuasión. La descripción que de estas acciones ofrecen son compartidas por la 
OIM y adoptadas por diferentes investigadores, motivo por lo cual es relevante mencionarlas. 
Coerción. Cuando una persona acepta hacer algo que no desea y que va en contra de sus 
intereses porque alguien la ha llevado a creer que, si no lo hace, le va a imponer una pena 
o sanción (incentivo negativo para la acción). En la coerción es la amenaza de la imposición 
de determinadas penalidades lo que lleva a la persona a actuar en contra de sus propios 
intereses, no la imposición real de la sanción. Las posibles sanciones incluyen el incremento 
de exigencias, deberes o responsabilidades; la pérdida de la salud o la vida; el daño a la 
propiedad privada; la pérdida de oportunidades o privilegios; el cambio negativo de las 
condiciones de vida; el daño a personas queridas; la imposición de sufrimiento o dolor. 
(p.21) 
La coerción es aplicada al objeto de estudio cuando los tratantes someten a sus víctimas con 
amenazas y/o maltratos (físicos y psicológicos). Un elemento común son las intimidaciones 
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dirigidas a los familiares de las víctimas, frecuentemente a los hijos, padres y/o los hermanos, entre 
otros.  
En la descripción del caso 4, relativo a oferta engañosa de empleo a una dama en Panamá, según 
Sentencia 11001-6000099-20I0-00037 del Juzgado Único Penal del Circuito Especializado, quedó 
en evidencia que a la joven Diana Marcela Duque Quintero la sedujeron para trabajar en un 
almacén y al llegar fue amenazada de muerte ella y su familia, como consta en su denuncia ante la 
Fiscalía General de la Nación con testigos. Por este motivo fue incorporada al programa de 
protección de víctimas de esa entidad (ver: Caso 4 en el punto 2.1.1), como consecuencia de la 
seducción entendida en los siguientes términos:  
Seducción. Ocurre cuando la persona que ostenta el poder induce a otra a actuar en contra 
de sus propios intereses haciéndole creer que, a cambio de hacer algo que en otras 
circunstancias no hubiera hecho, se le van a proporcionar consecuencias positivas o se le 
van a remover las consecuencias negativas. (p.21) 
Es decir, consiste en ofrecer premios a las víctimas. Por ejemplo, permitir comunicaciones 
telefónicas vigiladas, mejorar la alimentación y el vestuario. Esto, con la intención de que ellas 
mismas faciliten su proceso de explotación.  
Fuerza significa, para los autores, el uso de la fuerza física, incluso la violencia, para obligar a 
otra persona a hacer algo en contra de su voluntad. Es decir, tras restringir su capacidad para decidir 
actuar de una manera distinta (p.21).  
Efectivamente, los tratantes suelen golpear a sus víctimas para obligarlas a someterse y ser 
explotadas. Otra forma consiste en encerrar a la víctima, sin comida ni agua, hasta que la persona 
en condiciones extremas de hambre, sed y desesperación acepta someterse. El 32% de las mujeres 
víctimas de trata que fueron atendidas por las organizaciones, entre los años 2015 y 2020 en el Eje 
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Cafetero, afirmaron haber sido encerradas y sometidas a situaciones extremas de hambre para que 
ejercieran la prostitución cuando llegaron al lugar de trabajo en otro país bajo una oferta engañosa 
(Bernal, 2020-b. p.20). 
Entretanto, la manipulación es definida como el “[…] conjunto de actitudes y conductas del 
victimario para mantener bajo engaño a su víctima y someterla a su explotación ya en el país de 
destino” (p.21). Esta suele manifestarse como un comportamiento del victimario cuando la víctima 
se encuentra en el lugar de destino que le tenía previsto bajo engaño. Se considera que en este 
momento la víctima descubre que el verdadero propósito de la captación es con fines de trata. 
También “implica llevar a las personas a actuar de cierta forma y en contra de sus propios intereses 
realizando acciones a sus espaldas; por ejemplo, escondiéndole información, tratándola de 
determinada manera” (p.21).  
En otras palabras, consiste en mentir o engañar a las víctimas con información fraudulenta y 
evitar que estas sepan que serán sometidas a tratos crueles y a explotación. Cuando la víctima llega 
al país de destino, le quitan los documentos de identificación (pasaporte) y le informan que deben 
cancelar la deuda adquirida por los trámites, los tiquetes y los traslados mediante explotación 
sexual. Para la víctima, es indignante y traumatizante contraer una deuda de tal magnitud contra 
su voluntad. Deuda que, además, debe cancelar en las condiciones y los términos que el tratante 
determine. 
Lo anterior se constató al conversar con organizaciones del Eje Cafetero que atendieron mujeres 
víctimas de trata entre los años 2015 y 2020, todas oriundas de esta región. Ellos indicaron que las 
mujeres les confesaron que su traslado de Colombia a Europa o Asia costó alrededor de US$70.000 
dólares, unos $210.000.000 en pesos colombianos (Sierra, 2016). Cifra que coincide con el 
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diagnóstico realizado por Women’s Link Worldwide (2013) con mujeres del Eje Cafetero que 
fueron explotadas sexualmente en España y Japón. 
Y, finalmente, la persuasión, entendida también por la OIM como el mecanismo retórico para 
llevar a las personas a creer que es razonable actuar de cierta manera, aunque vaya en contravía de 
sus propios intereses (p.21). De ese modo, la persuasión ocurre cuando a las víctimas se les 
convence que está bien permitir que las exploten, porque así conseguirán su sustento. O bien, 
porque es la mejor decisión que pudieron tomar para salir de dificultades económicas u otros 
problemas similares, tanto personales como familiares. 
1.3.2 La trata de personas y la movilización 
En la trata de personas existen distintas modalidades para movilizar a las víctimas. Según la 
UNODC (2009-a), uno de sus principales objetivos es el desarraigo, separar a la víctima de su 
lugar de origen para anular los lazos afectivos que tiene con sus familiares y/o pareja e hijos por 
medio de la fuerza, la imposición y el engaño. 
El propósito central de las organizaciones de trata o redes de tratantes, a través de este proceso 
de movilización-desarraigo, es evitar que la víctima tenga contacto con personas (familiares, 
amistades y/o vecinos) que la puedan ubicar geográficamente y rescatarla. 
La movilización es una separación forzosa del lugar de origen que refuerza el control físico y 
mental que tiene el tratante sobre la víctima, lo cual les permite debilitar y romper todo vínculo o 
lazo afectivo, afectándola emocionalmente. Para Vargas et.al (2011), este mecanismo es 
considerado como una de las estrategias psicológicas más potentes empleadas por los tratantes que 
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suelen ser reforzadas con dispositivos psicológicos —emocionales y afectivos— negativos 
generadores de miedo y culpa en las víctimas. 
1.3.3 La trata de personas como proceso 
En el planteamiento del problema se definió la trata de personas como un proceso que tiene tres 
momentos: captación o reclutamiento, traslado o movilización y recepción o destino final de las 
víctimas (Naciones Unidas, 2000-a). Es en esta última donde realmente se inicia cualquiera de las 
formas de explotación y esclavitud en beneficio de terceras personas con los más diversos 
propósitos en arreglo a medios y fines. Estas etapas tienen propias especificidades, según como 
actividad económica ilícita: lavado de activos, testaferrato y algunas variantes en el modus 
operandi que ameritan ser explicados por pasos.  
Captación, traslado y recepción son, entonces, los tres pasos cruciales de la trata como proceso 
donde se sumerge a la víctima y es sometida a permanecer en condiciones de esclavitud dentro de 
la lógica económica y sociocultural del delito. Todo ello es un área de actividad económica dentro 
de la cultura del delito, del crimen organizado y del enriquecimiento ilícito, con las siguientes 
particularidades que le son propias con arreglo a los medios y fines de las estructuras criminales.  
La captación. Es el primer momento del proceso de la trata de persona. Quienes se encargan 
de esta tarea son conocidos como captadores o reclutadores. Esta etapa del proceso tiene un 
componente de seducción, incluso subliminal, y se realiza una vez establecido el contacto previo 
con la potencial víctima, la cual responde a los criterios de selección para los fines que se persiguen 
con esa persona. Cabe suponer que las potenciales víctimas se ajustan al perfil sociocultural, 
socioeconómico, educativo, actitudinal y profesiográfico que lleva al reclutador a su escogencia 
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para iniciar su labor de captación. También es denominada la etapa del enganche o captación de la 
posible víctima. De acuerdo con Castro (s/f), 
Puede hacerse de forma directa (anuncios, agencias de viaje que prometen buenos trabajos, 
gratas experiencias, sin muchas exigencias) o de forma directa. El tratante puede ser un 
familiar (que “vende a su hija, sobrina etc. para ofrecerle una “nueva vida” o un conocido 
(persona de confianza que le habla del buen trabajo, de curso, aprender idiomas etc.) o 
también los hay que bajo el señuelo de “agencias de modelo” atraen a las mujeres (jóvenes 
en su mayoría) con falsas promesas de éxito. También existen casos de secuestros, o de 
sometimiento. (p.451) 
Posterior a esto, el reclutador se hace conocer de la víctima y la manipula infiltrándose en su 
entorno familiar para ganarse su confianza y aceptación como persona de buena voluntad y 
credibilidad. El oficio de captador o reclutador requiere, entre otras competencias, ciertas 
habilidades personales en el arte de la seducción, entendida como conductas dirigidas a inducir y 
persuadir a una persona (víctima potencial) con el fin de hacerle adoptar un determinado 
comportamiento o actitud, por ejemplo, aceptar una oferta engañosa o fraudulenta. 
En una connotación negativa de la seducción, se puede decir que conlleva el engaño incluido 
en la acción. Por su parte, el perfil actitudinal del reclutador consiste en presentarse como una 
persona seria, extrovertida y dinámica con atributos que generan confianza. Características que le 
permitirán persuadir, por medio de falsas promesas u oportunidades, y manipular emocional y 
sentimentalmente a su víctima, e incluso a sus familiares. Si sus estrategias no resultan efectivas, 
el reclutador podría recurrir al rapto de la víctima de forma violenta.  
Entretanto, en la conferencia titulada “La trata de personas: delimitación conceptual y marco 
jurídico”, de la Organización Internacional del Trabajo-OIT, Porras (2012) explica que el 
reclutamiento de las víctimas con fines de trata incluye actividades en la localidad de origen e 
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incluso la víctima puede ser trasladada a un lugar de tránsito sin saber que está siendo víctima de 
trata, con la finalidad de persuadirla o generarles más confianza. Luego, el tratante puede seguir 
en contacto con ella hasta que llegue al lugar donde será explotada y dejarla en manos de quienes 
realizan el siguiente paso, el traslado. 
Los participantes en esta etapa de reclutamiento suelen ser personas que se lucran con esta 
actividad realizando esta tarea de forma intencional conscientes de los maltratos y vejaciones que 
va a recibir la persona reclutada por él. Es su trabajo dentro de la cadena delictiva y no le preocupa 
el infortunio que padecerán estas personas. Su interés es monetario y, desde la lógica del mercado, 
es una operación propia del comercio sexual. La persona captada es, para ellos, un bien de 
consumo, una mercancía que tiene demanda en el mercado de la trata de personas. Es de suponer 
que los reclutadores suelen ser individuos sin escrúpulos cuyo único fin es el beneficio económico 
por su trabajo en el país de origen y traslado de la víctima a manos de los tratantes directos. 
b. El traslado. Es el segundo momento o etapa del proceso de trata y consiste en movilizar a la 
víctima desde su lugar de origen hacia su destino de explotación en cualquiera de sus modalidades. 
En palabras de Castro (s/f), 
[…] el traslado: del país de origen hacia el de destino. (puede no ser directo) o también 
puede producirse dentro del propio país (de zonas rurales a urbanas, por ejemplo). Si existe 
cruce de fronteras, el paso de las mismas se puede producir de forma legal, o ilícitamente. 
Durante el traslado la víctima esta siempre acompañada por el delincuente que se ocupara 
de que llegue a su destino para fines de explotación. (p.451) 
Para generar confianza a la víctima, el traslado suele ser en el mismo país o a través de varios 
países, en transporte público o aéreo de manera abierta y amable. Es decir, son desplazadas 
libremente por vía terrestre y aérea o marítima por sus captores sin que las autoridades policiales 
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en aeropuertos y puestos de control fronterizo puedan percatarse de la salida de víctimas a otros 
países. Así, esta etapa del delito se desarrolla a la luz pública y no es fácil detectarlo porque la 
víctima actúa voluntariamente sin despertar sospechas ante las autoridades, pues no sabe que ha 
sido engañada. 
c. La recepción o acogida. Traumática y frustrante resulta esta tercera etapa del proceso para 
las víctimas porque es el momento en el que, llegada a su destino o lugar donde será sometida a 
explotación, es informada del verdadero propósito que se persigue con ella. Es así como se inicia 
el trato previsto mediante todo tipo de humillaciones, vejaciones, amenazas, maltratos físicos y 
psicológicos. Normalmente, es en este momento cuando la víctima adquiere consciencia del 
verdadero propósito del traslado y de la realidad que comienza a vivir y enfrentar. Se le revela lo 
difícil que le resultará salir de esa situación, la cual le es confusa y compleja. Su condición humana 
pasa a ser deplorable y psicológicamente difícil de aceptar y superar. El tipo de lugares donde son 
recibidos para permanecer secuestrados son ambientes de diferentes estilos de acuerdo con el tipo 
o modalidad de explotación prevista para la víctima. Cuando la trata tiene fines de explotación 
sexual, estos ambientes dependerán del género, la edad y otras características de la víctima. 
[…] la recepción se enfoca en el recibimiento de personas, en este caso las víctimas de trata 
de personas. El receptor las oculta en un escondite temporal, en tanto se reanuda el viaje 
hacia el destino final, o las recibe y mantiene en el lugar de explotación. En este caso, la 
normativa sanciona a quien recibe, pero también al propietario del local o la empresa o 
persona que arrienda el lugar; sea este comercial o particular en tanto hayan permitido la 
estadía temporal o permanente de las víctimas con conocimiento del propósito para el que 
se les oculta o utiliza. (Vargas et.al, 2011) 
Para llegar a esta fase, se requiere de la participación simple o compleja de los delincuentes 
involucrados en los diferentes delitos de trata, debido a la capacidad organizativa con la cual 
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cuentan. Todo depende del desarrollo de operaciones nacionales a pequeña escala, subregionales 
a mediana escala o transnacionales a gran escala (UNODC, 2014, p.10). Además, 
los delincuentes que cometen delitos de tata de personas pueden actuar solos, con un socio 
o mediante grupos y redes de diversas índoles. Una sola persona puede llevar a cabo 
fácilmente la trata de seres humanos sin precisar de una gran organización. Esto es 
particularmente cierto si el delito solo afecta a unas pocas víctimas que son objeto de 
explotación a nivel nacional. No obstante, las operaciones de trata también pueden ser 
complejas y muchos delincuentes pueden estar involucrados en ellas, como suele suceder 
en las corrientes de trata transregionales. […] en la mayoría de los casos, las corrientes de 
trata transfronterizas -subregionales y transregionales- están vinculadas con la delincuencia 
organizada. Las corrientes de trata complejas pueden ser gestionadas más fácilmente por 
grupos delictivos grandes y bien organizados. El carácter transnacional de las corrientes, la 
victimización de un mayor número de personas al mismo tiempo y el carácter duradero de 
la actividad delictiva son indicios del nivel de organización de la red de trata que actúa en 
cada corriente. (UNODC, 2014, p.10) 
Por esto, la recepción o acogida depende del tipo de operación y del nivel organizativo del 
tratante o del grupo delictivo que capta, traslada y recibe a la víctima en el lugar de destino. En 
todo caso, es recibida en un sitio específico para su cautiverio y explotación. Ocasionalmente, estos 
lugares poseen medidas de seguridad tales como cercas, cerraduras de seguridad, sistema de 
vigilancia por circuitos cerrados de video, personal de vigilancia y controles de acceso al lugar, 
entre otros dispositivos que le impiden a la víctima huir o pedir auxilio con facilidad. 
Al respecto, se han robustecido las acciones de campo de la Organización Internacional de Policía 
Criminal-INTERPOL con otros actores para la identificación de tratantes y redes de trata de 
personas mediante un trabajo colaborativo donde participan la Oficina Europea de Policía- 
EUROPOL, la Comunidad de Policías de América-AMERIPOL, la OIM, la Organización para la 
Seguridad y la Cooperación en Europa-OSCE, la ONU-Mujeres, la UNODC y distintas 
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organizaciones no gubernamentales para rescatar víctimas en cautiverio, con colaboración de 
entidades financieras, transportistas y servicios en línea como UBER y Western Union. Estos son 
actores claves que aportan información valiosa sobre personas y lugares específicos donde 
pudieran haber acogido y mantener víctimas con fines de explotación (Interpol, 2019-a). 
1.3.4 Tipos de trata de personas 
El Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos de Argentina y el Fondo de las 
Naciones Unidas para la Infancia-UNICEF en Argentina, citados entre otros autores por Vargas 
et.al (2011), consideran que 
[…] la trata de personas es una problemática compleja y clandestina que afecta a casi todos 
los países del mundo; ya sea como de origen, tránsito y/o destino de las víctimas. 
Actualmente, la modalidad de trata con fines de explotación sexual es la más extendida, 
pero también existen otras modalidades, como la trata laboral, que se ocupa de arrastrar a 
trabajadores y trabajadoras, a veces con su familia, para mantenerlos en cautiverio mientras 
son explotados en tareas agrícolas o en talleres, entre otras actividades. (p.20) 
En el caso colombiano, la Ley 985 de 2005 establece que todo aquel que capte, traslade, acoja 
o reciba a una persona dentro del territorio nacional o hacia el exterior con fines de explotación, 
comete un delito llamado “trata de personas”. Este marco jurídico lo caracteriza como una 
transgresión contra las personas solamente cuando se cumplen tres condiciones: i) el traslado, a 
veces confundido con el término tráfico de personas o de migrantes, ii) la limitación o privación 
de la libertad y iii) la explotación en sus distintas modalidades. Este tipo de conducta delictiva 
presenta varias clasificaciones, según la finalidad del delito de trata. La clasificación general es la 
siguiente: 
i. Trata con fines de explotación sexual. 
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ii. Trata con fines de explotación laboral. 
iii. Trata con fines de mendicidad. 
iv. Trata con fines de servidumbre y prácticas análogas a la esclavitud. 
v. Trata con fines de comercialización de órganos, fluidos, tejidos y células. 
vi. Trata con fines de comisión de ilícitos o fines delictivos. 
vii. Tata con fines de matrimonio servil. 
viii. Trata con fines de uso dentro del conflicto armado. 
ix. Trata con fines de tenencia o adopción ilegal. 
En los diferentes espacios de diálogo multilateral, tanto los organismos del sistema de Naciones 
Unidas como las agencias de cooperación, las instancias de justicia y las policías internacionales 
utilizan esta tipología para enmarcar las diferentes actividades delictivas de la trata transnacional 
(Rodríguez, 2010). Para mayor claridad conceptual, se hará una breve referencia de los distintos 
organismos y autores que describen los diferentes tipos de trata. 
i. Trata con fines de explotación sexual  
Este tipo de trata es una de las modalidades más frecuentes que se registran en la sociedad 
global, con o sin fines de prostitución. Se entiende como 
[…] una tipología muy común que se da en todos los países del mundo, ya sea en países de 
origen, tránsito o destino. Las mujeres, niños y niñas, principalmente de países en vías de 
desarrollo y que viven en situación de vulnerabilidad, son captadas bajo la idea de 
desempeñar falsos trabajos, como modelos, bailarinas o camareras. Puede ser también que 
conozcan inicialmente el trabajo y decidan acudir para conseguir dinero para su familia, sin 
imaginar las condiciones finales. (ACCEM, 2008, p. 32) 
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Para esta asociación católica española de migraciones, las víctimas son utilizadas para el 
comercio sexual, en combinación, o no, de tres modalidades de uso, como son la prostitución, el 
turismo sexual y la pornografía. No es difícil suponer que los tratantes controlan todas las 
actividades y movimientos de las víctimas: los desplazamientos, los horarios, las tarifas, los 
clientes y los servicios que deben prestar (p.34). 
La víctima no tiene acceso al dinero que produce y, desde luego, todos sus derechos a una vida 
sexual sana y de carácter reproductivo son vulnerados. A juicio de la OIM, la explotación sexual 
como delito de trata es 
[…] El uso de mujeres, hombres, niñas, niños y adolescentes en trabajos como la 
prostitución, el turismo sexual, la pornografía o el cautiverio para el servicio sexual en 
grupos armados al margen de la ley. Con frecuencia incluye el abuso de los tratantes, la 
tortura y la adquisición de enfermedades de transmisión sexual; así como un escaso pago 
en dinero o en especie a las víctimas, o a una tercera persona o grupo. También hay casos 
en que la víctima no recibe ninguna compensación económica. (OIM-Misión Colombia, 
2018, p.15) 
Tirado (2010) explica la pornografía infantil como el comercio de explotación sexual con 
menores de edad y adolescentes en la producción de videos pornográficos. Esta comercialización 
vulnera todos los derechos humanos, además, conlleva particulares actos de crueldad. Cuando 
estos menores crecen, los tratantes se deshacen de ellos vendiéndolos a otros tratantes, 
abandonándolos en las calles de grandes ciudades o quitándoles la vida (Women’s Link 
Worldwide, 2017). 
La trata con fines de explotación sexual generalmente es una de las formas comercialmente más 
evidentes en la sociedad. Está legitimada por el comportamiento masculino que causa una alta 
demanda de prostitución forzada y trabajo sexual. A su vez, es ejercida directamente entre 
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víctimas-clientes. En una gran cantidad de países, la prostitución se ejerce como un oficio legal 
socialmente aceptado y amparado en el derecho al trabajo sexual. Los establecimientos donde se 
ejerce suelen ser permanentemente visitados por las autoridades policiales y sanitarias con fines 
de control, seguridad ciudadana, orden público, búsqueda de personas solicitadas por la justicia, 
tráfico de drogas, riñas e incluso por motivaciones personales de funcionarios policiales con las 
prostitutas. 
ii. Trata con fines de explotación laboral  
Esta modalidad se da cuando las personas son obligadas a trabajar o realizar actividades 
lucrativas de manera formal o informal, sin un contrato de trabajo, en condiciones desfavorables y 
de explotación o esclavitud. A menudo, dichas actividades suelen representar riesgos a la salud 
física y/o mental de las víctimas. También suelen ser realizadas en largas e intensas jornadas, con 
un pago paupérrimo o sin él, y sin garantías de ley. Según la ACCEM (2008), este tipo de trata 
posee varios matices, entre los cuales se distingue el trabajo por servidumbre y el trabajo forzoso. 
Trabajo por obligación o servidumbre: Es la forma menos conocida de trata, pero la más 
utilizada. En estos casos, las víctimas se ven obligadas a trabajar para pagar una deuda o 
un préstamo sobre el que no se han definido claramente los términos o condiciones. Por lo 
general, las víctimas no se dan cuenta de que es ilegal que los tratantes determinen cómo 
deben pagar su deuda ni la cantidad de la misma. Su trabajo tiene significativamente mayor 
valor que el “préstamo” o la deuda inicial y, en muchos casos, las víctimas quedan atrapadas 
en un cúmulo de deudas, ya que deben pagar por todos los gastos de manutención además 
de los gastos iniciales de transporte. […]. Trabajo forzoso: Ocurre cuando la víctima se 
ve forzada a trabajar contra su propia voluntad, en particular, bajo violencia, amenazas, 
castigos, penalizaciones, “multas”, libertad limitada, etc. (p.35) 
De lo dicho, es evidente que los mecanismos de trata de personas, independientemente del fin, 
poseen similitudes como, por ejemplo, engañar a la víctima y hacerle creer que tiene una deuda 
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prácticamente impagable. Y que la única forma de cancelarla es trabajando casi de forma 
indefinida en las peores condiciones posibles.  
Las víctimas de este tipo de trata suelen recibir amedrentamientos, amenazas, acosos 
psicológicos, humillaciones, vejámenes y maltratos físicos, según reportan estudios realizados en 
diferentes países, incluido Colombia, por la Women’s Link Worldwide (2013). Los tratantes 
recurren a impredecibles artimañas para lograr sus fines y mantener a las víctimas sometidas por 
tiempo indefinido. Su ejercicio de dominación se traduce en la aplicación de multas por no cumplir 
con las cuotas o los montos diarios de servicio o por malos comportamientos. Esto, con el fin de 
aumentar la deuda e incluso prolongar el tiempo de retención. La mayoría de las víctimas, por lo 
general, no ven el dinero que les correspondería por su trabajo sexual, y a menudo desconocen el 
verdadero monto de la supuesta deuda que se les adjudica. 
iii. Trata con fines de mendicidad  
Esta modalidad es definida por la UNODC (2009-a) en los siguientes términos: 
Mendicidad: Situación derivada de la pobreza, generalmente una situación marginal 
extrema en la que el mendigo(a) es receptor de un sentimiento de pena o de lástima por su 
indumentaria o por su apariencia, a través de los cuales busca subsistir pidiendo dinero a 
transeúntes. En materia de trata de personas muchas personas son obligadas a ejercer la 
mendicidad bajo coacción, amenaza, abusando del estado de indefensión de las víctimas, 
utilizándolos como medios para obtener un beneficio. (p.15) 
La trata con fines de mendicidad consiste en someter a un individuo para que pida dinero en las 




[…] una forma de explotación laboral en la que se explota generalmente a niñas, niños, 
mujeres con bebés y ancianos o ancianas, a fin de generar lástima y compasión. Las 
víctimas deben completar una suma de dinero específica que entregan al explotador en cada 
jornada, de lo contrario son castigadas. (Chávez, 2014, p.18) 
Es común la captación de menores de edad y personas de la tercera edad para explotarlas de 
esta forma. La apariencia física, reflejar pobreza y vulnerabilidad, así como la edad, producen 
compasión en personas de buena fe que deciden darles dinero en la calle. Para que las víctimas 
puedan recaudar la cantidad impuesta de dinero diario, los tratantes suelen ubicarlos en lugares 
estratégicos. Es común utilizar mujeres con niños y/o bebés en brazos. Con frecuencia, se los ve 
en las principales ciudades del país con los niños descalzos y en total estado de abandono en cuanto 
a higiene personal, vestuario y alimentación se refiere, con notables síntomas de desnutrición e 
insalubridad. 
Específicamente, en la ciudad de Pereira del Eje Cafetero, se observa con frecuencia la 
presencia de mujeres indígenas de la etnia Embera Chamí en situación de indigencia postradas 
sobre andenes de calles céntricas pidiendo dinero, incluso con niños recién nacidos. No se logró 
obtener información de fuentes confiables que permitieran documentar esta situación como una 
práctica de trata con fines de mendicidad.  
iv. Trata con fines de servidumbre y prácticas análogas a la esclavitud 
Consiste en obligar a una persona a que trabaje para el lucro del tratante, sin brindarle 
condiciones laborales favorables ni una calidad de vida apropiada. Por el contrario, son 
considerados y tratados como esclavos o sirvientes sin derechos ni beneficios. Concretamente, es 
aquella modalidad donde las víctimas son destinadas para 
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[…] trabajos o servicios forzados, servidumbre, esclavitud o prácticas análogas a la 
esclavitud. […] En muchos aspectos es similar a la trata de personas con fines de 
explotación sexual. Por un lado, las víctimas también pertenecen en su mayoría a países en 
vías de desarrollo y son trasladadas a países desarrollados; y, por otro lado, los medios 
empleados para su captación y explotación son también muy similares. La diferencia 
principal radica en el tipo de explotación a la que se somete a las víctimas una vez en el 
país de destino. Este tipo de explotación consiste en trabajos forzosos principalmente en 
sectores como el de la construcción, servicios, servicio doméstico, etc. (ACCEM, 2008, 
p.33) 
Chávez (2014) explica que existen varios tipos de trata con fines de servidumbre y prácticas 
análogas a la esclavitud: 
Estos fines de explotación comprenden: a) servidumbre por deudas en la que la víctima se 
compromete a prestar sus servicios personales o los de alguien sobre quien ejerce autoridad 
—ejemplo, un niño o niña— como garantía de una deuda, en la que no se limita su duración 
ni se define la naturaleza de dichos  servicios; b) cuando la víctima es obligada a vivir y a 
trabajar sobre una tierra que pertenece a otra persona, sin libertad para cambiar su 
condición; c) la práctica en virtud de la cual un niño o un joven menor de dieciocho años 
es entregado por sus padres o uno de ellos, o por su tutor, a otra persona mediante 
remuneración o sin ella; con el propósito de que se explote a la persona o el trabajo del niño 
o del joven. (p.18) 
Este tipo de delito posee matices que van más allá de las condiciones, necesidades o 
vulnerabilidades socioeconómicas de las familias. Sus raíces son culturales. En América Latina es 
una práctica frecuente y aceptada como normal.  
Desde la época colonial hasta el presente siglo XXI, las niñas de zonas rurales, cuando llegan a 
la adolescencia, son enviadas a trabajar en las casas de familias en la ciudad. Estas niñas no reciben 
un sueldo producto de su trabajo, sino una asignación económica que es consignada a su familia.  
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A pesar de que organizaciones como ACCEM y UNODC diferencian la trata para explotación 
laboral de la trata con fines de servidumbre u otras prácticas análogas a la esclavitud, 
categorizándolas como dos formas diferentes, en el presente trabajo se asumen en una sola 
categoría. Es decir, dentro de la trata con fines de explotación laboral se incluye toda actividad 
servil o con fines de servidumbre y otras prácticas análogas a la esclavitud.  
Esta categorización se plantea así porque durante la revisión de fuentes se determinó que en el 
fondo son formas de explotación laboral; las víctimas desempeñan una actividad laboral (trabajos, 
tareas o funciones) con muy poca o ninguna remuneración económica por su desempeño. 
v. Trata con fines de comercialización de órganos, fluidos, tejidos y células 
Este tipo de trata tiene fines estrictamente comerciales de compra y venta. Es definido en los 
siguientes términos: 
Trata de personas para la extracción de órganos: tipología en crecimiento dado que 
determinados grupos de personas han encontrado una forma de lucrarse aprovechándose de 
las largas listas de espera necesarias para recibir un trasplante de órganos, especialmente 
de riñones. Las operaciones son clandestinas y la víctima corre un grave peligro debido a 
las condiciones en las que se practica y a la falta de atención médica posterior a la 
intervención. (ACCEM, 2008, p.32) 
Ocurre cuando la víctima es trasladada con el objetivo de extraerle los órganos, fluidos, tejidos 
o células de manera obligada para destinarlos al comercio, ya sea para ser trasplantados o para 
llevar a cabo procesos relacionados con la fertilidad humana, e incluso con fines de investigación 
o experimentación científica furtiva. Este tipo de trata se caracteriza por ocasionar un daño físico 
permanente del cual las víctimas jamás podrán recuperarse, debido a que la extracción de un 
órgano es una pérdida absoluta.  
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Ahora bien, cuando se hace con fines reproductivos donde se usa a la víctima para servir como 
vientre alquilado o como fuente de fluidos para la producción de óvulos fecundables, su organismo 
es sometido a un proceso biológico que deja secuelas físicas y psicológicas de por vida. La 
UNODC (2009-a) define este tipo de trata en los siguientes términos. 
[…] sustracción de un órgano humano sin aplicar los procedimientos médicos legalmente 
establecidos y sin que medie consentimiento de la víctima, en la mayoría de los casos. 
Algunas legislaciones han integrado la extracción de órganos como parte de los fines de la 
trata de personas. No obstante, el término de tráfico ilícito de órganos parece ajustarse más 
a las conductas que rodean esta actividad delictiva que conlleva la extracción, compra, 
venta, transporte, ocultamiento, etc. de órganos, tejidos, fluidos y células humanas. (p.13) 
Esta modalidad se entiende como el uso del cuerpo humano para fragmentarlo y/o subutilizarlo 
en actividades de índole médico-quirúrgicas, científicas o simplemente para la comercialización 
de los órganos y/o los fluidos corporales, sin autorización del afectado. 
vi. Trata con fines de comisión de ilícitos o fines delictivos 
En esta modalidad, las víctimas son utilizadas por grupos criminales u organizaciones delictivas 
para realizar robos, sicariato, lavado de dinero y/o transporte de sustancias psicoactivas, 
incluyendo el microtráfico. Contempla, entre sus principales víctimas, a niñas, niños, adolescentes 
y mujeres jóvenes. Este tipo de explotación consiste en reclutar a estas personas para que realicen 
todo tipo de actividad criminal. Es importante mencionar que, si son aprehendidos en flagrancia 
cometiendo uno de esos delitos, serán juzgados sin miramiento alguno a su condición de víctima 
de trata. 
vii. Trata con fines de matrimonio servil  
Según la UNODC (2009-a), este tipo de trata se define como: 
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[…] toda institución o práctica en virtud de la cual una mujer, sin que le asista el derecho a 
oponerse, es prometida o dada en matrimonio a cambio de una contrapartida en dinero o en 
especie entregada a sus padres, a su tutor, a su familia o a cualquier otra persona o grupo 
de personas. Es uno de los fines de la trata de personas y aún se practica en diferentes partes 
del mundo. (p.14)  
El matrimonio forzado o servil ocurre cuando una persona contrae nupcias con un individuo sin 
su previo consentimiento. Este compromiso le acarreará beneficios económicos o un bien 
determinado a terceras personas, las mismas que entregan la víctima a su futura pareja. Para la 
víctima, representa ser tratada como esclava o servidora doméstica, a la que podrán abusar 
sexualmente e incluso fecundar y tener hijos con ella, pero que no gozará de ninguno de los 
derechos y beneficios del matrimonio. 
viii. Trata con fines de uso dentro del conflicto armado 
Esta modalidad consiste en utilizar a las víctimas con el fin de ampliar los grupos armados 
irregulares por medio de explotar a las personas realizando labores de servidumbre, vigilancia, 
espionaje o en acciones delictivas directas. Los tratantes reclutan menores de edad para ingresarlos 
a grupos irregulares armados, paramilitares o guerrilleros, con el fin de adoctrinarlos y obligarlos 
a combatir. En el caso colombiano, se atribuye a las FARC-EP haber realizado estas prácticas de 
trata, según testimonios de mujeres, jóvenes y personas que han denunciado este tipo de delitos 
(Castillo y Hurtado, 2015). 
En el 2017 y 2018, tanto en el Congreso de la República de Colombia como en otras instancias 
nacionales e internacionales, la organización de mujeres exguerrilleras de las Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia-Ejército Popular (FARC-EP), a raíz de la firma del Acuerdo de La 
Habana, vienen denunciando que fueron reclutadas contra su voluntad, maltratadas y explotadas 
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sexualmente por los guerrilleros de este grupo subversivo. Incluso, señalan que fueron obligadas 
a abortar. Por tanto, se consideran mujeres víctimas de trata con fines de uso en el conflicto armado.  
Al respecto, cabe mencionar los avances de la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP) en el caso 
abierto por esta jurisdicción, mediante Auto 029 del 01 de marzo de 2019, donde “se avoca al 
conocimiento del reclutamiento y utilización de niñas y niños en el conflicto armado como un caso 
priorizado por la Sala, Caso N° 007”: 
[…] la Corte Constitucional ha señalado, también, que algunos de los delitos específicos 
que afectan a los niños y niñas, cometidos en el marco del conflicto armado, activan ipso 
iure la competencia de la Jurisdicción Especial para la Paz, según se encuentra en la 
sentencia C-080 de 2018. (Jurisdicción Especial para la Paz-JEP, 2019) 
La misma Corte se pronuncia sobre la Ley 1820 de 2016, mediante sentencia C-007 de 2018. 
Reitera la C-579 de 2013 y señala que:  
[…] existe un estado dinámico de definición de las graves violaciones a los derechos 
humanos, pero en términos generales se han admitido como tal, por lo menos, las 
ejecuciones extrajudiciales; desapariciones forzadas; tortura; genocidio; establecimiento o 
mantenimiento de personas en estado de esclavitud, servidumbre o trabajo forzoso; 
detención arbitraria o prolongada; desplazamiento forzado; violencia sexual contra las 
mujeres; y reclutamiento forzado de menores. Agregó que entre estas conductas y las 
infracciones al derecho internacional humanitario [crímenes de lesa humanidad, crímenes 
de guerra y genocidio] existe una estrecha relación. (p.17) 
Estas violaciones a los derechos humanos se enmarcan en la trata de personas. En efecto, la 
trata de niñas, niños y mujeres con fines de uso dentro del conflicto armado es un delito de tipo 
penal de graves violaciones que debe ser investigado, juzgado y sancionado, conforme se deriva 
del bloque de constitucionalidad, como lo ha señalado la jurisprudencia nacional e internacional 
aplicable. Por supuesto, procede la reparación integral de estas víctimas. 
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ix. Trata con fines de tenencia o adopción ilegal  
Consiste en la entrega de menores de edad a familias sin los trámites del sistema regular de 
adopción, aun cuando la familia de acogida ofrezca un ambiente saludable al menor. La entrega se 
realiza al margen de un esquema de protección que garantice el interés superior del niño. Por lo 
general, los niños son sustraídos de sus hogares, sus identidades son suplantadas y entregadas por 
una suma de dinero. Esta situación se agrava cuando el niño es explotado y obligado a realizar 
actividades de mendicidad, servidumbre, actividades de abuso sexual o una combinación de estas, 
incluso con personas del entorno receptor.  
Este tipo de trata consiste en secuestrar infantes, e incluso adolescentes, para venderlos a 
familias que los van a tener en calidad de hijos adoptivos. Si bien es cierto que existen 
innumerables casos donde las familias adoptivas brindan a los menores un ambiente familiar con 
todo el calor de hogar y una crianza adecuada, también lo es que existen situaciones donde los 
maltratan o explotan. En estos casos, los adoptantes se aprovechan del hecho de que la adopción 
se hizo al margen de la ley. Además, se consideran dueños de los pequeños ya que los compraron.  
Preocupa que casi un tercio del total de víctimas de trata de personas a nivel mundial fueran 
niños en el año 2019, ubicando la cifra global en 105.787 personas víctimas de trata en 106 países, 
para el 2018, y un incremento de 20.000 casos respecto al 2019, según la UNODC (2018) y 
Fernández (2020). Ello sugiere que 
[…] el tráfico de menores existe porque es un negocio muy lucrativo y existe en la mayoría 
de los países una enorme impunidad ante estos delitos. […] La maternidad subrogada puede 
ser considerada una nueva modalidad de trata por sus implicaciones científicas y ético 
legales. (Organización Médica Colegial de España-OMC, 2017, p.2) 
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La trata de niños a escala global es alarmante. Existen, al menos, unas 500 rutas de tráfico para 
su movilización transfronteriza con total impunidad ante la demanda del producto “menores de 
edad”, unos intermediarios o mafias y consumidores del producto. Se considera que, de no existir 
estos últimos, no habría tal demanda ni negocio con niños. (p.3) 
1.3.5 Prostitución y trata de personas, un dilema sin solución 
En el discurso social sobre la trata de personas está planteado un dilema sin aparente solución. 
Por una parte, están quienes argumentan que la prostitución es un oficio legal en la sociedad, una 
actividad lícita dentro del comercio sexual. También reconocen que el libre ejercicio de la 
profesión debe estar restringido al género femenino, porque son las mujeres las legalmente 
denominadas “trabajadoras sexuales”, con igualdad de derechos en la legislación. Así es como 
ocurre en muchos países, entre los cuales se destaca Holanda. 
Por otra parte, se encuentran quienes cuestionan toda forma de prostitución y argumentan que 
es un tipo de explotación laboral, voluntaria o no, a la cual se ven forzadas muchas mujeres por 
falta de oportunidades en la sociedad. Al respecto, la Comisión 7 del Congreso ha discutido 
argumentos y propuestas que coadyuvan a dilucidar el dilema de la prostitución como forma de 
explotación sexual, actividad de lícito comercio y libre ejercicio profesional.  
El Proyecto de Ley 079 de 2013 es una evidencia de lo anterior, ante la necesidad de un marco 
jurídico específico que proteja la dignidad y los derechos a ejercer la prostitución. 
Paradójicamente, busca desaparecer el tipo penal de inducción a la prostitución, prevista en el 
artículo 213 del Código Penal colombiano, y garantizar los derechos del Código Sustantivo de 
Trabajo para los trabajadores sexuales y otros beneficios de ley. 
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Este dilema se encuentra presente en la discusión sobre las actividades lícitas e ilícitas relativas 
al comercio sexual. Al respecto, en Colombia la prostitución es legal y no está penalizada, como 
se admite en la sentencia T-629 de 20106. 
La discusión sobre el dilema de la prostitución como forma de explotación sexual, y en 
consecuencia, como forma de trata de personas, voluntaria o no, se encuentra en el hecho de que 
no se cuenta con un marco jurídico específico que proteja los derechos de las personas (masculinas, 
femeninas, transexuales u otro género dentro de la comunidad LGTB) que ejercen la prostitución 
voluntariamente y regule el oficio.  
Sobre este asunto, la Ley 1336 de 20097 es clara en cuanto a los tipos penales de turismo sexual 
con menores de edad y pornografía infantil. Penaliza la conducta de quien ejerza esta forma de 
trata con fines de explotación sexual (Art. 23 y 24). Empero, el énfasis de esta norma se refiere a 
la trata interna, las formas de explotación sexual con menores de 18 años, los perfiles de quienes 
consumen o compran sexo y de los tratantes o quienes se encargan de la intermediación y las 
formas de realización del negocio ilícito o remuneración.  
                                                 
6 En esta sentencia se expone lo siguiente: “La Corte Constitucional amparó los derechos de las trabajadoras sexuales, 
después de revisar el caso de una mujer que fue despedida del establecimiento en el que prestaba sus servicios sexuales 
por haber quedado en embarazo. El alto tribunal amparó los derechos al trabajo, a la igualdad, a la seguridad, al fuero 
materno y al mínimo vital de la demandante y obligó el establecimiento en el que trabajaba a indemnizarla y pagarle 
las 12 semanas de salario por la licencia de maternidad, aunque no ordenó el reintegro por considerar que el trabajo 
va contra principios liberales del derecho. La Corte consideró que, aunque no había un contrato formal, sí había un 
contrato laboral: en los casos en los que la prostitución es ejercida voluntariamente, la trabajadora sexual cumple un 
horario, depende de esa actividad, está subordinada a un jefe y recibe una remuneración periódica, hay un contrato 
de trabajo. La sentencia T-629 de 2010 invoca el principio constitucional que garantiza “la protección de los derechos 
de las personas que pertenecen a un grupo tradicionalmente discriminado”. Tomado de 
www.espaciosdemujer.org/wp-content/uploads/Prostitución_Marco-legal-en-Colombia. pdf 
7 Ley 1336 de 2009 “Por la cual se adiciona y robustece la Ley 679 de 2001, de lucha contra la explotación, la 
pornografía y el turismo sexual con niños, niñas y adolescentes”. Diario Oficial No.47.417 del 21 de julio. 
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En otras palabras, esta ley coadyuva a la prevención de la prostitución infantil en cumplimiento 
de la Ley 679 de 2001 y a la sanción penal de hechos punibles relacionados con el uso o explotación 
sexual de niños y adolescentes. Esto es importante para disminuir los factores de riesgo que 
propician esta forma de trata de personas en conexión con las redes internacionales para el traslado 
de estas víctimas a otros países.  
Por otro lado, con el Proyecto de Ley 079 de 2013, en Senado, se buscaba dignificar el libre 
ejercicio de la prostitución para personas mayores de 18 años en el país, centralizando su atención 
en los establecimientos comerciales o “sitios de tolerancia” donde esta actividad comercial se 
realiza. Es decir, reglamentar el ejercicio de la prostitución en Colombia. Sin embargo, como 
propuesta, no ha presentado avances legislativos más allá del primer debate y plenaria en el 
Congreso Nacional. 
En todo caso, el reconocimiento legal de la prostitución como actividad de lícito comercio y 
como ejercicio profesional ha traído como consecuencia que se reconozcan legalmente las 
actividades que realizan los propietarios, arrendatarios de locales y administradores del negocio. 
Preocupa a la sociedad el hecho de que entre estos se encuentren padrotes y proxenetas como 
actores claves de esta actividad. Aquí está la disyuntiva entre quienes ejercen la prostitución como 
profesión y quienes la ejercen como explotación sexual en condiciones de esclavitud. Esta última 
está definida en el Código Penal, que reconoce como delitos la explotación sexual, el proxenetismo 
con menores de edad y la imposición de la prostitución por la fuerza o amenaza. La Ley 1336 de 
2009 contempla como delitos la explotación sexual, la pornografía infantil y el turismo sexual con 
menores de edad. 
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A pesar de las críticas al Proyecto de Ley 079 de 2013, se reconoce, entre los puntos clave, su 
propuesta de garantizar los derechos del Código Sustantivo de Trabajo para las trabajadoras 
sexuales, su no revictimización, el trato digno y respetuoso sin violencia verbal o física por parte 
de sus empleadores y clientes, las medidas de control sanitario, su desempeño en lugares definidos 
en los Planes de Ordenamiento Territorial y la prohibición expresa de contratar en estos 
establecimientos a personas mayores de edad que estén siendo víctimas de explotación sexual. 
Entre los principales riesgos del Proyecto de Ley 079 de 2013, de ser aprobado, estaría la 
desaparición del tipo penal de inducción a la prostitución, prevista en el artículo 213 del CPP 
colombiano, lo que daría lugar a una ley que sería inconstitucional, por sus implicaciones jurídicas 
en materia de derechos humanos y por las siguientes razones que advierten desde el Centro 
Regional de Derechos Humanos y Justicia de Género.  
1) Desconocería que la práctica de la prostitución se da bajo la concepción histórica que el 
cuerpo de las mujeres es un objeto con el cual se puede comercializar. 2) Legitimaría la 
existencia de un proxeneta (el tercero, empleador) que se enriquece con el cuerpo de las 
mujeres. 3) Haría más exigente la prueba para una víctima del delito de constreñimiento a 
la prostitución, aumentando los riesgos de seguridad de quienes quieren denunciar los 
abusos o delitos conexos. 4) No estaría directamente relacionada con otros delitos como es 
la trata de personas, en donde los proxenetas tienen un rol activo. 5) Sería una garantía para 
los proxenetas, a los cuales se garantizaría insumos para su negocio, mientras que a las 
mujeres se impondría una carga de siempre tener que recurrir a ellos. 6) Generaría 
expectativas en quienes ejercen esta actividad (pensión, salud, prestaciones sociales), sin 
tener en cuenta los contextos en los cuales se da el ejercicio de la prostitución. 7) No tendría 
en consideración circunstancias atadas a la naturaleza del ejercicio de la prostitución, como 
son horarios y descansos, que deben ser tenidas en cuenta para garantizar la protección de 
la trabajadora. (Corporación Humanas, 2013, p.2) 
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Por estas razones, el grupo de trabajo de esta corporación consideró que el proyecto de ley 
mencionado tendría un impacto jurídico y consecuencias simbólicas del tipo penal inducción a la 
prostitución del Código Penal al desconocer 
[…] circunstancias y elementos contextuales que giran en torno a ejercicio de la 
prostitución y que vulneran, especialmente los derechos humanos de las mujeres, tanto de 
quienes ejercen la prostitución como de todas las mujeres en general, las cuales se verían 
agravadas al legitimar el proxenetismo. (p.2) 
Tirado (2010) ofrece una interesante aproximación al dilema de la prostitución como trabajo 
sexual y la trata de personas con fines de explotación sexual. Ambas, como actividad laboral dentro 
del comercio sexual desde la sociología jurídica. No obstante, desde la perspectiva de la trata de 
personas, el discurso global sobre la prostitución tiene dos aristas distintas mucho más amplias. 
La primera posición considera la prostitución como una forma de violencia contra las mujeres. 
La segunda señala los factores sociales, económicos y laborales que la justifican. Por tanto, 
promueven que sea regulada y socialmente aceptada, ya que denominan la prostitución como un 
oficio digno y una forma de trabajo. 
Los argumentos mencionados, según O’Connor y Healy (2006), muestran la prostitución como 
un ejercicio de libre elección, un oficio, una actividad económica que las mujeres, de forma 
autónoma y consciente, deciden realizar porque les representa una fuente de ingresos que, de 
acuerdo con las autoras, en muchos casos representa el sostén de un núcleo familiar, la crianza de 
los hijos y el mantenimiento de los adultos mayores, como los padres y/o abuelos. 
Esta decisión de carácter personal permite catalogar a la prostitución como un derecho al trabajo 
y, socialmente, como un derecho a la asociatividad, ya que existen organizaciones de trabajadoras 
sexuales que defienden sus derechos, buscan mejorar las condiciones laborales y obtener 
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beneficios de ley que les permitan acceder a los sistemas de salud y bienestar social. Es decir, 
demandan su derecho al trabajo sexual como fuente de ingresos —incluso familiares—, en 
condiciones dignas y con reivindicaciones laborales.  
Al convivir dentro del comercio sexual, la trata de mujeres con fines sexuales y la prostitución 
son difíciles de diferenciar. Para hacerlo, se tendría que determinar y diferenciar dos tipos de 
prostitución: una de libre elección y forzada. La de libre elección es permitida bajo controles y 
regulaciones legales (sanitarias y epidemiológicas) que garanticen el oficio de las trabajadoras 
sexuales, a diferencia de la prostitución forzada, la cual es considerada, en muchas sociedades, 
como un delito tipificado en la legislación nacional de los países.  
Lo anterior no es una hipótesis, sino un hecho social reconocido como un problema relevante 
que motivó la firma del Protocolo de Palermo. La diferencia entre estos dos tipos de prostitución 
radica, principalmente, en el consentimiento otorgado por las personas para ejercer este oficio. En 
este orden de ideas, se llamaría prostitución solamente al ejercicio forzado de explotación sexual 
de un individuo para beneficio propio y/o de terceros, en cuanto haría referencia al delito de trata 
de personas. En el caso de ejercerla por autodeterminación, ya no se hablaría de prostitución, sino 
de trabajadoras sexuales.  
De esta forma, reivindicaría socialmente este oficio de alta demanda en la sociedad y se 
reconocería como un servicio al cliente, el cual se practica de manera independiente u organizada 
en forma de empresa privada. 
Tirado (2010) define la prostitución como “la realización de actos sexuales con fines 
exclusivamente lucrativos. […] Se da en ambos sexos y los servicios pueden ser heterosexuales u 
homosexuales” (p.237). Esta concepción es importante porque resalta el significado social que se 
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le atribuye a la prostitución como un servicio al cliente asociado a la satisfacción de una necesidad 
física, económica o de cualquier otra naturaleza para el cliente y para el prestador del servicio. 
En este sentido, cobra relativa legitimidad asumir que el ejercicio de la prostitución tiene validez 
social y jurídica al ser un trabajo que debe ser regulado legalmente y aceptado como un oficio 
digno dentro de la sociedad. Finalmente, el autor ha definido al trabajador sexual como aquella 
“persona adulta que toma una decisión libre, autónoma y auto determinada para ofertarse 
sexualmente” (p. 237). 
1.3.6. La trata internacional o tráfico de migrantes 
Para autoras como Supliguicha, Vásquez y Jácome (2009, p.5), los términos “tráfico de 
migrantes” y “trata internacional” pueden ser usados como sinónimos, dependiendo de la 
perspectiva que asuma el investigador. En la presente investigación, se tomaron como sinónimos 
porque cuando las personas son movilizadas de un país a otro, se considera trata internacional, y 
es, a partir de las características e intereses de la demanda de este delito, que las redes criminales 
definen países de origen, tránsito y destino para desarrollar el proceso de trata.  
En los países de origen, proveedores de víctimas existen condiciones de vida precarias en los 
estratos bajos y económicamente deprimidos. Una gran cantidad de habitantes viven en escenarios 
de pobreza, violencia social y desigualdades, a diferencia de los países de destino, los cuales son 
demandantes de víctimas y los que ofrecen mejores condiciones de vida a los pobres de los países 
de origen y una prosperidad deslumbrante para potenciales víctimas, con el fin de seducirlos y 
persuadirlos a aceptar la propuesta.  
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Lo anterior es relativo para un migrante que acepte trasladarse a un país de destino sin estar 
cualificado profesionalmente, porque llegará a engrosar la fuerza de trabajo inmigrante explotada 
laboralmente en oficios de baja o ninguna cualificación técnica o profesional. 
Así mismo, se asume que la trata de personas es un delito cuyo concierto delictivo es diferente 
al de tráfico de migrantes, en tanto este último consiste en trasladar ilegalmente un grupo de 
personas que le pagan a un individuo para que facilite el acceso ilegal a otro país. 
En el tráfico de migrantes también se puede desencadenar el delito de trata de personas (en el 
cual se capte, traslade y explote a una persona) cuando los sujetos —denominados coyotes— que 
trafican con migrantes se aprovechen de una situación de vulnerabilidad de alguno de los migrantes 
que trasladan para explotarlos. Esto, a través de la venta o el canje por dinero con otro coyote. 
También por medio de obligaciones encaminadas a que desempeñen una actividad contra su 
voluntad, en pos de beneficiarse de ella.   
Colombia es reconocida como uno de los países de origen con mayor número de víctimas 
transnacionales, aunque no se tienen datos confiables de la población actual que se encuentra en 
las distintas formas de esclavitud moderna o que hayan sido víctimas de trata de personas.   
La Organización Internacional para las Migraciones (OIM) (2018) estimó que son unas 70.000 
personas al año. Desde el 2013, “la Fiscalía General de la Nación indica que, en América Latina, 
Colombia ocupa el segundo lugar después de Brasil como país de origen de víctimas de trata” 
(Fundación Esperanza, 2013, p.18). 
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1.3.7. La trata de personas en el Eje Cafetero colombiano 
La problemática de trata de personas no se reduce a un hecho aislado en la sociedad actual, por 
el contrario, conjuga un conjunto de variables estrechamente relacionadas y de factores que 
intervienen para que se mantenga y reproduzca como fenómeno social. En países con una marcada 
desigualdad e inequidad económica, en los cuales prevalecen situaciones sociopolíticas y 
socioeconómicas como conflictos armados, desplazamientos forzados del campo a la ciudad, 
hiperinflación y desempleo estructural, el delito de trata de personas acusa sus propias 
características socioculturales (la pobreza, la falta de oportunidades y los bajos niveles educativos 
en la población), a las cuales se suma el afán migratorio para buscar mejores oportunidades en 
otros países y enviar remesas que ayuden al sostén de las familias. 
Al igual que el resto de los países latinoamericanos, la sociedad colombiana tiene sus 
especificidades, que se ven reflejadas en los indicadores sociales. Además, varían según las 
potencialidades económicas y el nivel de desarrollo de cada región. Por ejemplo, en los principales 
centros poblados de Antioquia, Quindío y Risaralda, el Departamento Administrativo Nacional de 
Estadísticas-DANE (2013) informó que en el periodo marzo a mayo de 2013 la tasa de desempleo 
fue superior al promedio nacional, ubicándose entre el 12.2% y el 15.7%. 
Sin embargo, para diciembre de 2019, descendió a 9.5%, pero aún seguía por encima del 
promedio nacional del 9.4%, lo cual se explica, en parte, por el rol de la mujer como generadora 
de ingresos familiares y su vinculación laboral. De hecho, el 41% de los hogares del país reportó 
en 2018 que ellas eran cabeza de familia. En el 2005, esta cifra era del 30 %, según estimaciones 
del DANE (2019).  
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En el año 2018, el censo nacional demostró que el desempleo fue de 10.5 %. También publicó 
que, de los 45.5 millones de habitantes colombianos, solo el 50 % trabaja de manera informal. El 
ingreso per cápita es de US$ 14.28 diarios (aproximadamente unos $42.000 COP).  
 
La población ubicada en la franja de menores ingresos vive con US$ 4.24 diarios 
(aproximadamente, unos $ 12.000 COP). La tasa de desempleo se ubicó en 51.4 %. En su mayoría, 
son mujeres (DANE, 2018). 
En este orden de ideas, el diario El Tiempo (“Eje Cafetero, en el foco de las redes de trata de 
personas”, 2014) reseñó que la organización internacional de derechos humanos Women’s’ Link 
Worldwide había presentado los resultados de un estudio realizado sobre la trata y explotación de 
personas en Colombia. 
Una de las conclusiones indica que el Eje Cafetero y el Norte del Valle del Cauca son las dos 
regiones del país más afectadas por esta problemática. Se atribuyen como causas el desplazamiento 
forzado, la pobreza y las expectativas de ganar dinero en otro país. Estos factores han sido 




Para la Women’s Link Worldwide (2013), “los agentes sociales y las administraciones públicas 
señalan que la incidencia de este crimen afecta a todos los estratos sociales, desde las personas de 
aquellos estratos más pobres a las de aquellos con gran poder adquisitivo”8 (p.10).  
En relación con los destinos y las características de la trata de personas en el Eje Cafetero, la 
Women’s Link Worldwide (2013) expone: 
[…] Panamá, Chile, Ecuador, Japón y Singapur son los destinos más frecuentemente 
señalados de la trata de víctimas colombianas, tanto por organizaciones, líderes y lideresas 
comunitarias, como por agentes de la administración pública, en el momento de realizar 
esta investigación. Lejos en cifras han quedado otros destinos que fueron tradicionales hace 
una década, como España, Estados Unidos, Holanda y Alemania. Las personas son 
explotadas en estos países en el mercado sexual, aunque con diferencias destacables según 
el destino. En Japón y Singapur se exigen unas características físicas determinadas y edades 
no muy altas, dándose incluso la práctica de exigir books de fotografías a las víctimas, con 
anterioridad a su traslado. Sin embargo, en casos como Ecuador, cualquier niña o mujer 
son consideradas útiles para la explotación, aunque dependiendo de la edad varían las 
tarifas que se les paga a los reclutadores. Según señalaron las organizaciones, en Ecuador 
cuanta más adulta es la mujer, menor precio pagan por ella. (p.14) 
De acuerdo con esta investigación, las mujeres víctimas con edades entre los 18 y 30 años 
provenían principalmente de las ciudades de Pereira, Dosquebradas, Manizales y Armenia 
(independientemente de su nivel socioeconómico). Aunque el estudio no arroja estadísticas sobre 
la distribución de las víctimas por estratos, sí enfatiza que la condición de pobreza y el nivel 
                                                 
8 En Colombia, la capacidad socioeconómica de las personas se define por estratos. Es el valor de las viviendas que 
habitan o de las cuales son propietarios la variable determinante de esta estratificación, la cual es realizada por el 
gobierno para concretar el cobro diferencial de los servicios públicos domiciliarios. El criterio que prevalece es que 
quien tiene mayor capacidad económica, paga más y subsidia los servicios públicos de la población menos favorecida. 
Es así como contribuyen a financiar los subsidios para que los estratos bajos puedan pagar sus tarifas. El concepto de 
estrato se emplea también para categorizar la capacidad económica de las personas independientemente de si poseen 
o no un inmueble. 
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educativo hicieron más vulnerables a las mujeres para que aceptasen las ofertas de empleo y/o 
mejores oportunidades en otros países por parte de los reclutadores.  
Cabe destacar la definición del término “trata de personas” que emplea esta ONG de 
derechos humanos en su investigación —aun cuando ya se ha ofrecido su definición y los tipos de 
trata en los puntos anteriores. Según Women’s Link Worldwide (2013): 
Trata de personas: supone una violación de los derechos humanos a la autonomía, a la 
vida, a la integridad personal, a la salud, a estar libre de violencia, a no sufrir esclavitud ni 
servidumbre forzada, a la libertad, a no sufrir discriminación en razón del género, así como 
de los derechos sexuales y reproductivos. Las vulneraciones de los derechos de las víctimas 
de trata ocurren de forma continua, en las zonas de origen, durante su tránsito y al llegar a 
la zona donde son sometidas a explotación. (p.7) 
Respecto a las redes de trata de personas, esta ONG constató con mujeres víctimas la existencia 
de organizaciones delictivas en el Eje Cafetero y en el Norte del Valle del Cauca, desde hace 
décadas. Diferentes situaciones económicas y sociales vividas en el país han impactado a estas dos 
regiones. Algunos factores de vulnerabilidad se han mantenido en contextos específicos muy 
acentuados y esto ha provocado que la línea que traza la frontera entre la vida cotidiana, las 
diversas formas de prostitución y la trata de mujeres sea muy difusa.  
La Women’s Link Worldwide (2013) explica en su estudio que las rutas de trata externa en las 
regiones colombianas mencionadas son permanentemente cambiantes en función de los diversos 
intereses de los tratantes y el contexto específico donde captan a sus víctimas.  
[…] las rutas de trata transnacional para la explotación sexual cambian continuamente, al 
punto que las mujeres captadas en Valle del Cauca, pasaron de ser explotadas en Aruba y 
Holanda, como destinos principales, a ser trasladadas a distintos puntos en el mundo que 
incluyen Panamá, España, Italia, Japón, Perú, Argentina, Chile, Bolivia, Japón, Indonesia, 
Corea del Sur, Ecuador, y Guatemala. Las mujeres son llevadas a estos países con diferentes 
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modos de operación, por ejemplo, en el caso de Guatemala, son engañadas con la propuesta 
de migrar a Estados Unidos y en la trata participan quienes operan las rutas de la droga. La 
diferencia entre modos de operación de las redes, formas de captación, traslado y 
explotación hace necesario que las autoridades del Estado analicen a profundidad estas 
rutas, para lograr una efectiva prevención de la ocurrencia de la trata, y la atención integral 
a las víctimas. (p.22) 
En el contexto del Eje Cafetero, debe resaltarse como particularidad sociocultural la amplia 
experiencia migratoria de los hogares de la zona, la cual ha contribuido con el alto índice de trata 
de personas. Para los pobladores de la región, desde antaño, salir del país ha implicado mayores 
oportunidades económicas y un mejor nivel de vida. Por lo tanto, hay una tradición familiar y una 
mayor predisposición de aceptar que los miembros de la familia vean con naturalidad 
oportunidades de salir de Colombia, para cumplir con el ideal de ayudar enviando remesas de 
dinero desde otros países. 
Ergo, es comprensible que la población del Eje Cafetero esté habituada a la movilidad interna 
y externa, y que, además, acepten ofertas de trabajo, sin que ello suponga asumir un riesgo 
extraordinario. 
1.4. Estado actual del delito de trata de personas y las perspectivas globales 
Al ser la trata de personas un flagelo de enormes proporciones, la lucha contra este delito 
requiere por parte de la comunidad internacional invertir cuantiosos recursos para las operaciones 
y los tratamientos complejos e integrales que se demandan, ya que es un proceso global de delitos 
transnacionales, caracterizado por múltiples rostros y modus operandi, cuyos responsables son 
organizaciones criminales internacionales.  
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No se debe olvidar que la trata interna y/o externa ha existido y existe con menos capacidad 
organizativa que la empleada por las grandes redes criminales. Al revisar la situación presente y 
los retos planteados, la trata de personas implica una tasa de crecimiento que afecta a muchas 
naciones que son usadas por las redes de tratantes como países de origen, tránsito y destino. 
Según una investigación financiada por el gobierno de los Estados Unidos, en el año 2006, 
alrededor de 800.000 personas fueron víctimas del delito de trata, a través de las fronteras de 
diferentes países. Por ejemplo,  
La OIT estima que hay al menos 12.3 millones de adultos y niños que son explotados 
laboralmente, sexualmente o se encuentra en alguna situación de servidumbre. En el 2005, 
la OIT estimó que el delito de la trata de personas tuvo ganancias económicas de 
aproximadamente $31.6 billones de dólares anualmente. Según el Informe Mundial sobre 
la Trata de Personas 2009 de la UNODC, la explotación sexual es la forma de trata de 
personas más conocida y reportada con un 79%, seguida por el trabajo forzado (18%). La 
DIJIN, para los años 2007-2008, cita las siguientes investigaciones en Colombia: 115 Niños 
identificados como víctimas; 121 Investigaciones por Trata de Personas; 5 hombres 
identificados como víctimas; 87 mujeres identificadas como víctimas. (Amnistía 
Internacional, 2011)  
En el artículo 17 de la Constitución Política de 1991 se ratificó la prohibición de la esclavitud 
y se proscribieron las prácticas análogas, como la servidumbre y la trata de seres humanos en todas 
sus formas. De igual manera, la Ley 985 de 2005, “por medio de la cual se adoptan medidas contra 
la trata de personas y normas para la atención y protección de las víctimas de la misma”, fue 
aprobada por el Congreso de la República y tipifica este delito en los siguientes términos: 
El que capte, traslade, acoja o reciba a una persona, dentro del territorio nacional o hacia el 
exterior, con fines de explotación, incurrirá́ en prisión de trece (13) a veintitrés (23) años y 
una multa de ochocientos (800) a mil quinientos (1.500) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. Para efectos de este artículo, se entenderá́ por explotación el obtener 
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provecho económico o cualquier otro beneficio para sí o para otra persona, mediante la 
explotación de la prostitución ajena u otras formas de explotación sexual, los trabajos o 
servicios forzados, la esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, la servidumbre, la 
explotación de la mendicidad ajena, el matrimonio servil, la extracción de órganos, el 
turismo sexual u otras formas de explotación. El consentimiento dado por la víctima a 
cualquier forma de explotación definida en este artículo no constituirá́ causal de 
exoneración de la responsabilidad penal. (Art. 3)  
En cuanto a los avances legislativos, el Estado colombiano, como garante de los derechos 
humanos de sus ciudadanos, ha hecho esfuerzos notables para salvaguardarlos. Ha establecido 
varias vías para abordar la problemática y la lucha contra la trata de personas. A pesar de ello, 
Colombia sigue ocupando el tercer puesto como país más afectado por este flagelo social ya que 
se presentaron 200 casos de trata de personas, entre los años 2017 y 2018, con 86% de niñas y 
mujeres, según la Fiscalía General de la Nación. Se afirma que el 30% de las víctimas de trata de 
personas son menores de 18 años. Al respecto,  
[…] con el propósito de generar mayor conciencia, promover y proteger los derechos de 
las víctimas de la trata de personas en el mundo, desde 2014 la Asamblea General de las 
Naciones Unidas conmemora cada 30 de julio, el Día Mundial Contra la Trata de Personas, 
un delito que afecta a niñas, niños, adolescentes, mujeres y hombres. Cifras de la 
Organización Internacional del Trabajo-OIT (2014) revelan que 21 millones de personas 
son víctimas de trata de personas en el mundo. La situación es aún más preocupante 
teniendo en cuenta que, según el Informe Global de la Trata de Personas 2018 de la Oficina 
de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito -UNODC, el 30% de las víctimas de 
trata son personas menores de 18 años de edad (23 % niñas y 7 % niños). Existen distintos 
fines de trata, entre las que se encuentran la explotación sexual, los trabajos o servicios 
forzados, el matrimonio servil, la servidumbre doméstica, la mendicidad ajena, el tráfico 
de órganos. Colombia es un país de origen, tránsito y destino de trata de personas, 
principalmente en las modalidades de explotación sexual, trabajo forzado y matrimonio 
servil. Existe un subregistro de datos, entre otras razones, porque existen dificultades en su 
identificación. En 2018, la Fiscalía inició 271 procesos por el delito de trata de personas y, 
entre enero y abril de 2019, se registraron 74 presuntos casos. La Fundación Renacer, 
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UNICEF y Red PaPaz nos unimos a la conmemoración del Día Mundial Contra la Trata de 
Personas, en el marco del proyecto WeProtect Colombia, a través del cual se promueven 
acciones para el fortalecimiento de capacidades para la protección de la niñez frente al 
abuso y la explotación sexual en entornos digitales en Colombia. (Redmas, 2019) 
Las cifras invitan a asumir una postura realista y a expresar que es un delito muchas veces 
visible, palpable, evidente, incluso público y notorio, que cada día presenta miles de víctimas 
alrededor del mundo.  
Por ello, se requieren políticas públicas integrales y articuladas que surjan de investigaciones 
sociojurídicas para definir las estrategias y los mecanismos de implementación asertiva en función 
de la eficacia y efectividad. También es necesario visibilizar aún más este fenómeno, por medio 
de la educación y socialización en aras de evitar la inercia social por el desconocimiento o la falta 
de conciencia colectiva alrededor de este flagelo social.  
Es imprescindible que las autoridades y la población general no continúen con posturas 
cómodas que generen desaciertos en las víctimas de trata. Todos los miembros de la sociedad son 
afectados, directa e indirectamente, por las consecuencias de los problemas y los daños 
ocasionados por las diferentes prácticas de trata de personas. 
1.5. El enfoque y las perspectivas jurídicas de la trata de personas 
La trata de personas como conducta delictiva se incorporó y desarrolló en las legislaciones de 
los países cuando pasó de ser un fenómeno social violatorio de los derechos humanos a un sinfín 
de denuncias que, progresivamente, fueron codificando la imperante necesidad de promover 
espacios jurídicos para el juzgamiento del victimario y la atención de las víctimas. De ese modo, 
y ante la necesidad jurídica de los diferentes países, emergió la legislación universal en materia de 
jurisdicción y tratamiento del delito. Comenzaron a visibilizarse, promoverse y materializarse 
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soluciones frente a la trata de personas como un asunto de derechos humanos impostergable, en 
virtud de las dimensiones sociales y económicas que ha ido alcanzando la complejidad de este 
fenómeno. En este orden de ideas, hay elementos extrateóricos que permiten determinar la relación 
que ha existido en la evolución de este delito. Inicialmente, se destaca la definición de Tirado 
(2010) al expresar que 
[…] dicha actividad ilícita era conocida como trata de blancas, sin embargo, en la actualidad 
esta denominación se considera errónea o simplemente anacrónica, debido a que la práctica 
se origina en un periodo de esclavitud donde la ‘trata de negros/as’ era una situación 
aceptada por la población y por el Estado; en cambio para esa era, la esclavitud de mujeres 
de raza blanca era un delito. Eran trasladadas de su lugar de origen para ser posteriormente 
explotadas como prostitutas o concubinas. (p. 23) 
El autor explica la evolución del concepto “delito de trata de personas” en una breve reseña 
histórica, desde fines del siglo XIX, concebido como un asunto de trata de blancas en la sociedad 
colonial, sin olvidar que en dicha época reinaba aún la comercialización de esclavos negros 
procedentes de África y sus descendientes nacidos en América: 
Durante la época colonial mujeres y niñas, en esencial africanas e indígenas, eran sustraídas 
de sus lugares de origen y explotadas en mano de obra, servidumbre y como objetos 
sexuales. Pero la trata como problema social comenzó a reconocerse a fines del siglo XIX 
e inicios del XX a través de lo que se denominó Trata de Blancas. Así mismo este concepto 
se utilizaba para hacer referencia a la movilidad y comercio de mujeres blancas, europeas 
y americanas, para servir como prostitutas o concubinas generalmente en países árabes, 
africanos o asiáticos. Bajo este supuesto la ONU en su agenda mundial a través de diversos 
acuerdos internacionales para la supresión de la Trata desarrollados desde 1904 y hasta 
1949, año en que la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó el Convenio para la 
represión de la trata de personas y la explotación de la prostitución ajena. Así mismo la 
ONU dice que la incidencia de este fenómeno al darse en casi todas las regiones del mundo 
cambio el concepto de trata de blancas dejándolo en desuso por no corresponder a las 
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realidades de desplazamiento y comercio de personas, cambiando por trata de personas el 
cual se adecua más a la problemática actual. (Tirado, 2010, p. 29) 
Junto a la evolución histórica del término, hay que considerar la trata de personas como un 
fenómeno social complejo presente en las sociedades humanas que ha evolucionado a través de 
diferentes formas de expresión y manifestaciones culturales, aunque actualmente todas sus 
modalidades representan, desde el punto de vista sociológico, una de las más diversas formas de 
esclavitud humana del siglo XXI. 
1.5.1. Una mirada a la trata de personas desde los derechos humanos 
En las últimas décadas, la justicia colombiana ha experimentado profundas transformaciones 
legislativas y ha entrado con mucha fuerza en la dinámica política. Varias reformas normativas e 
institucionales, algunas de ellas ligadas a la expedición de la nueva Constitución de 1991, 
modificaron profundamente el sistema judicial en casi todos sus aspectos.  
Este ámbito ha adquirido un inusitado protagonismo en los medios de comunicación y en la 
opinión pública. El debate sobre la reforma del poder judicial se convirtió en uno de los puntos 
principales de la agenda política. Además, la actuación de algunos jueces en muchos casos 
judiciales ha tenido una importante repercusión en la gobernabilidad y estabilidad democrática del 
país.  
En este contexto, el Congreso de la República de Colombia expidió la Ley 906 de 2004 y dio 
cumplimiento al Acto Legislativo 003 de 2002, al aprobar el 9 de junio de 2004 el nuevo CPP. 
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Entre sus más destacados cambios, le da una mayor relevancia a la víctima9 como parte del proceso 
penal.  
Este nuevo Código dio un salto jurídicamente importante al confrontar la invisibilidad de los 
derechos de la víctima. Por ejemplo, de la noción limitada de la parte y la acción civil se pasó al 
enfoque de la reparación integral de los perjuicios ocasionados por la comisión del delito, lo cual 
permitió promover el incidente respectivo, según el interés. 
Otros avances respecto a las víctimas fueron: i) estipular como deber de la Fiscalía General de 
la Nación el adoptar las medidas necesarias para garantizar la seguridad personal o familiar del 
agraviado o afectado por el delito. ii) Evitar que se incurra en ataques a su integridad física o 
dignidad humana. iii) El deber que tiene el Estado de garantizarle a la víctima el derecho a recibir 
asistencia jurídica y social desde la comisión del delito. iv) Otorgar el derecho de conocer el lugar 
y la forma de presentar una denuncia y el curso del trámite que se le ha dado. v) El especial énfasis 
que recae sobre las organizaciones civiles que prestan asistencia gratuita a las víctimas, 
independientemente del tipo de servicios y asesoría que realicen. vi) Las condiciones para pedir 
protección. vii) Los requisitos para acceder a una indemnización. viii) Ser escuchado por la Fiscalía 
General de la Nación y por el juez de control de garantías. ix) El derecho a conocer la fecha en que 
tendrá lugar el juicio oral, la pena y sentencia.   
En otras palabras, a las víctimas se les reconoció, como sujetos de derecho, el debido proceso 
que incluye la reparación integral de los daños y perjuicios materiales e inmateriales a los que haya 
                                                 
9 Entiéndase como víctima a la persona que ha sufrido algún daño directo como consecuencia de un delito, sin importar 
que exista un grado de consanguinidad con el delincuente o que este sea capturado o condenado. 
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lugar, con el apoyo de los actores y las instancias previstas en el Código de Procedimiento Penal. 
De hecho, en todas las fases de la actuación penal, la víctima tiene la posibilidad de participar 
activamente. Para el ejercicio pleno de sus derechos, no es necesario que cuente con un abogado; 
no obstante, a partir de la audiencia preparatoria, sí debe tener uno o, en su defecto, apoyarse en 
un consultorio jurídico.  
En todo caso, la víctima deberá ser atendida con mucho respeto a su situación o condición 
particular. Solo en casos extremos, el juez podrá decidir si la presencia de la víctima en el juicio 
será de manera privada y no pública. Según la Organización de Estados Americanos-OEA (1969), 
en el caso específico de las víctimas, estas deben conocer el contenido de: 
[…] las declaraciones aprobadas por la Asamblea General de las Naciones Unidas como la 
Declaración Sobre los Principios Fundamentales de Justicia para las Víctimas de Delitos y 
Abuso del Poder; adoptada por la Asamblea General en su Resolución No.40/34 del 29 de 
Noviembre de 1985, así como los distintos tratados relativos a los derechos de las víctimas 
de abusos de poder, entre los cuales se encuentra especialmente el Estatuto de la Corte 
Penal Internacional y el derecho de toda persona a contar con un recurso sencillo que lo 
ampare contra las violaciones a sus derechos humanos. (OEA-CADH, 1969) 
Por otra parte, el Acto Legislativo 03 de 2003 asignó a la Fiscalía y a los jueces, con respecto a 
las víctimas de una conducta delictiva, un conjunto de tareas resumidas en tres obligaciones: 1) 
pedir al juez que ejerza las funciones de control de garantías las medidas necesarias que aseguren 
la comparecencia de los imputados al proceso penal, la conservación de la prueba y la protección 
de las víctimas. 2) Solicitar ante el juez de conocimiento las medidas judiciales necesarias para la 
asistencia a las víctimas, así como disponer el restablecimiento del derecho y la reparación integral 
al afectado por un delito. 3) Velar por la protección de las víctimas, los jurados, testigos y otros 
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intervinientes en el proceso penal. La ley fijará los términos en que podrán intervenir las víctimas 
en el proceso penal y los mecanismos de justicia restaurativa. 
Además del CPP, con fundamento en los criterios de integración normativa que se consagran 
en el actual ordenamiento, Colombia es Estado parte desde el 31 de julio de 1973 de la Convención 
Americana Sobre Derechos Humanos-CADH, la cual es un tratado multilateral mediante el cual 
los países se obligan a garantizar y hacer efectivos los derechos y las libertades previstos en ella. 
También se incluyen las reparaciones que se dispongan10.  
Esta convención es la piedra angular del sistema de garantía de los derechos humanos en 
América. Consta de un nivel nacional que obliga a los Estados a garantizar el desarrollo progresivo 
de los derechos económicos, sociales y culturales previstos en ella y contenidos en la Carta de la 
Organización de los Estados Americanos. También los exhorta a sancionar las infracciones que se 
cometieren.  
Cuando no es posible solucionar un caso concreto en la etapa interna o nacional, la CADH prevé 
su remisión a una instancia internacional, cuyos órganos principales para conocer de los asuntos 
relacionados con la Convención y proteger los derechos y libertades son la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) y la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
(Corte IDH).  
                                                 
10 Para el 21 de junio de 1985, reconoció la competencia contenciosa de la Corte Penal Internacional. 
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A pesar de esta dimensión institucional inherente a los derechos humanos, carece de efectividad 
para otros asuntos relacionados con la protección de la víctima. En todo caso, tal protección 
internacional está fundamentada en el preámbulo de la CADH 
[…] reconociendo que los derechos esenciales del hombre no nacen del hecho de ser 
nacional de determinado Estado, sino que tienen como fundamento los atributos de la 
persona humana, razón por la cual justifican una protección internacional, de naturaleza 
convencional coadyuvante o complementaria de la que ofrece el derecho interno de los 
Estados americanos. (Organización de los Estados Americanos-OEA, 1969, p.1) 
En consecuencia, cuando una cuestión ha sido resuelta definitivamente en el orden interno 
según las cláusulas de la Convención, no es necesario traerla a la Corte IDH para su aprobación o 
confirmación. Además, esta Corte ha manifestado que del 
[…] artículo 8 de la Convención se desprende que las víctimas de las violaciones de los 
derechos humanos, o sus familiares, deben contar con amplias posibilidades de ser oídos y 
actuar en los respectivos procesos, tanto en procura del esclarecimiento de los hechos y del 
castigo de los responsables, como en busca de una debida reparación. (p. 35)  
Así mismo, la Corte IDH ha dicho que el artículo 25.1 de la Convención incorpora el principio 
de la efectividad de los instrumentos o medios procesales destinados a garantizar tales derechos. 
Como ya el tribunal ha señalado, según la Convención, 
[…] los Estados parte se obligan a suministrar recursos judiciales efectivos a las víctimas 
de violación de los derechos humanos (Art.25), recursos que deben ser sustanciados de 
conformidad con las reglas del debido proceso legal (Art.8.1), todo ello dentro de la 
obligación general a cargo de los mismos Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio 
de los derechos reconocidos por la Convención a toda persona que se encuentre bajo su 
jurisdicción. (p.26)  
Colombia ha firmado y ratificado diferentes tratados internacionales. Algunos de estos son 
aplicados cuando la legislación interna no es suficiente o pueda ser ineficaz para resolver 
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determinados asuntos, como ocurre con la trata de personas. Sobre estos tratados prevalecen en 
muchos jueces los criterios de subsidiaridad, los cuales retrasan los procesos penales por agotar 
primero los procedimientos de la legislación doméstica. Cuando la víctima es de trata externa, 
difícilmente se le otorga justicia, dadas las limitaciones jurisdiccionales, aun cuando existen 
convenios internacionales de protección y garantía de los derechos humanos.  
En este orden de ideas, se ha desarrollado ese carácter vinculante innato del derecho 
internacional público en el sistema jurídico colombiano mediante decisiones jurisprudenciales que 
se han traducido en cambios sustantivos dentro del sistema penal colombiano. Es importante 
recordar la secuencia cronológica de los instrumentos multilaterales ratificados por Colombia 
sobre trata de personas y derechos humanos, los cuales deben ser considerados en los procesos 
penales con víctimas de trata de personas porque integran el bloque de constitucionalidad en el 
derecho interno. Esto, a su vez, ya que la periodicidad de su ratificación por parte del Estado 
colombiano y las entradas en vigor de dichos instrumentos abonaron el terreno en el devenir de las 
transformaciones legislativas anteriormente referenciadas11. 
Desde el año 1948, han transcurrido 72 años de esfuerzos hemisféricos, regionales 
iberoamericanos e interamericanos en relación con los derechos humanos a través de los tratados, 
convenios, convenciones, estatutos, protocolos y reglamentos que han sido aprobados y ratificados 
por las naciones durante sus respectivas entradas en vigor. A continuación, la secuencia respectiva.  
                                                 




En 1948, con la Declaración Universal de Derechos Humanos, se inicia una tendencia 
internacional en derecho a la justicia (Artículo XVIII), invocando el desarrollo instrumentos que 
garanticen a todos los seres humanos una tutela judicial efectiva para hacer valer sus derechos 
(Naciones Unidas, 1948-a). 
También en el año 1948 es aprobada por la Declaración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre, primer gran documento regional sobre la materia, durante la IX Conferencia 
Internacional Americana, realizada en Bogotá. Ese mismo año, 1948, nació la Carta de la OEA, 
suscrita en Bogotá y reformada por el Protocolo de Buenos Aires, en 1967, por el Protocolo de 
Cartagena de Indias, en 1985, por el Protocolo de Washington, en 1992, y por el Protocolo de 
Managua, en 1993.  
El 22 de noviembre de 1969, se suscribe la Convención Americana Sobre Derechos Humanos, 
mejor conocido como Pacto de San José, el cual entró en vigor nueve años más tarde, el 18 de julio 
de 1978. En este mismo mes, se aprobó el Convenio de Sede entre el Gobierno de Costa Rica y la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos, según la resolución de la Asamblea General de la 
OEA, aprobada en la 7ª sesión plenaria del 1º de julio.  
En el año 1980, se acogió el Estatuto de la CIDH. Fue aprobado mediante la Resolución N°447, 
adoptada por la Asamblea General de la OEA, en su 9° período de sesiones en La Paz (Bolivia), 
en octubre de 1979, con entrada en vigor el 1° de enero de 1980. En este mismo escenario, se 
aprobó el Estatuto de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, mediante la Resolución 
Nº448, con la misma fecha de entrada en vigor. 
En 1980, la OEA-CIDH aprobó el 8 de junio el Protocolo Adicional a la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos Relativo a la Abolición de la Pena de Muerte en Asunción (Paraguay). 
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En 1985, se adoptó el cuarto documento normativo sobre derechos humanos, el cual es de vital 
importancia y pertinencia en los procesos penales sobre la trata de personas: la Convención 
Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, adoptada por la OEA-CIDH, en Cartagena 
de Indias, el 9 de diciembre de 1985, durante el 15° período ordinario de sesiones de la Asamblea 
General, con entrada en vigor el 28 de febrero de 1987. Cabe destacar que el Estado colombiano 
ratificó y se adhirió el 9 de diciembre de 1985. 
En el año 1988, se firmó el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Protocolo de San Salvador), 
el cual fue adoptado en El Salvador, el 17 de noviembre, durante el décimo octavo período 
ordinario de sesiones de la Asamblea General de la OEA. Entró en vigor el 16 de noviembre de 
1999. A pesar de haber sido ratificado por Colombia nueve años más tarde, lo ratificó dos años 
antes de su entrada en vigor el 22 de octubre de 1997.  
En 1994, se adoptó la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, en 
Belém do Pará (Brasil), el 9 de junio, durante el vigésimo cuarto período ordinario de sesiones de 
la Asamblea General de la OEA. Entró en vigor el 28 de marzo de 1996. Fue ratificada y adherida 
por Colombia el 4 de enero de 2005.  
Para estas mismas calendas, se adoptó la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar 
y Erradicar la Violencia Contra la Mujer o Convención de Belém de Pará. Entró en vigor el 5 de 
marzo de 1995. Colombia la ratificó el 3 de octubre de 1996. 
En 1996, se adoptó, en Caracas (Venezuela), la Convención Interamericana contra la 
Corrupción, la cual entró en vigor el 6 de marzo de 1997, conforme al artículo XXV de la 
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Convención Interamericana Contra la Corrupción. Fue firmada por Colombia el 29 de marzo de 
1996 y ratificada el 25 de noviembre de 1998.  
El Estatuto de la Comisión Interamericana de Mujeres-CIM fue aprobado en la vigésima novena 
Asamblea de Delegadas de esta Comisión, mediante el documento CIM/RES.201(XXIX-O/00), 
del 18 de noviembre de 1998.  
El 7 de junio de 1999, en Guatemala, durante el vigésimo noveno período ordinario de sesiones 
de la Asamblea General de la OEA, se acogió la Convención Interamericana para la Eliminación 
de Todas las Formas de Discriminación Contra las Personas con Discapacidad. Entró en vigor el 
14 de junio de 2001. Fue suscrito por Colombia el 8 de junio de 1999 y ratificada su adhesión el 4 
de diciembre de 2003.  
El 24 de noviembre del año 2000, la Corte IDH aprobó su reglamento. Lo hizo en su 
cuadragésimo noveno período ordinario de sesiones, celebrado en San José de Costa Rica del 16 
al 25 de noviembre. Entró en vigor el 1° de junio de 2001. 
En el 2009, la CIDH aprobó su reglamento durante su 137° período ordinario de sesiones del 
28 de octubre al 13 de noviembre, denominado Reglamento de la CIDH, modificado el 2 de 
septiembre de 2011. Sufrió una segunda modificación durante su 147º período ordinario de 
sesiones del 8 al 22 de marzo de 2013 para su entrada en vigor el 1º de agosto de 2013.  
En aras de honrar el cumplimiento de los compromisos asumidos por el Estado al firmar y 
ratificar estos tratados internacionales, se ha emitido un conjunto de pronunciamientos por parte 
de la Corte Constitucional colombiana. Entre los pronunciamientos, se destaca la sentencia C-228 
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de 2002 para los delitos de trata porque en todas sus modalidades estas conductas delictivas 
vulneran y violan los derechos humanos de sus víctimas. 
Así mismo, la Corte IDH se ha pronunciado contra violaciones graves como la tortura, las 
ejecuciones extrajudiciales y las desapariciones forzadas. Un ejemplo de lo anterior es la sentencia 
del 14 de marzo de 2001, con respecto al caso Barrios Altos (Chumbipuma Aguirre y otros vs. 
Perú). 
De forma similar, se ha pronunciado la Corte Europea de Derechos Humanos (CEDH) respecto 
al caso Aksoy contra Turquía, en la sentencia del 18 de diciembre de 1996, donde se destaca que 
la comunidad internacional rechazó los mecanismos internos que conducen a la impunidad y al 
ocultamiento de la verdad sobre hechos de violación de los derechos humanos. 
Algunos ejemplos se presentan en la tabla 1, en la cual se resaltan los aspectos contenidos en 
los pronunciamientos de las instancias mencionadas como antecedentes importantes de decisiones 
bajo la perspectiva del bloque de constitucionalidad y del bloque de convencionalidad relativos a 
la garantía de los derechos humanos.  
Es importante recordar la conceptualización del principio o control de convencionalidad, el cual 
se deriva de la firma por parte del Estado colombiano de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos para salvaguardar los derechos esenciales de los colombianos. 
De todos estos ejemplos, se deducirá que los derechos humanos son componentes básicos de 
máxima jerarquía en el ordenamiento jurídico colombiano. Se apreciará una nueva dogmática en 
materia de derechos fundamentales, más allá de lo estrictamente normativo, al aceptarse la 
existencia simultánea de derechos fundamentales supranacionales acogidos por extensión en la 
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Constitución Política. Por esta razón, queda a juicio del operador de justicia interpretar la 
dimensión en que debe aplicarse dicha dogmática. En la Tabla 1 se resaltan aspectos relevantes en 
tres decisiones o pronunciamientos como sigue: 
Decisión 1: El derecho de justicia en la Sentencia C-228 de 2002 de la Corte Constitucional de 
Colombia, 
Decisión 2: El derecho de toda persona a un recurso judicial efectivo en la Sentencia del 14 de 
marzo de 2001 (Caso Barrios Altos) de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, y 
Decisión 3: El consenso sobre las violaciones graves contra los derechos humanos en la 
Sentencia del 18 de diciembre de 1996 (Caso Aksoy Vs Turquía) de la Corte Europea de Derechos 
Humanos. 
Tabla 1. Tres pronunciamientos de la Corte Constitucional, Corte Interamericana de 
Derechos Humanos y Corte Europea de Derechos Humanos. 













La Declaración Americana de los Derechos del Hombre como la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, OAS Resolución XXX, aprobada 
en la 9ª Conferencia Internacional Americana (1948), reimpresa en: 
Documentos Básicos Concernientes a los Derechos Humanos en el Sistema 
Interamericano. OEA/Ser.L.V/IL82 doc.6 rev.1 p. 17 (1992). 
 
Artículo XVIII. Derecho de justicia: 
Toda persona puede acudir a los tribunales para hacer valer sus derechos. Así mismo, 
debe disponer de un procedimiento sencillo y breve por medio del cual la justicia lo 
ampare contra actos de la autoridad que violen, en perjuicio suyo, alguno de los 
derechos fundamentales consagrados constitucionalmente como la Declaración 
Universal de Derechos Humanos. Declaración Universal de Derechos Humanos, A.G. 
res. 217 A (III), ONU Doc. A/810 p. 71 (1948). 
Artículo 8:  
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Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo, ante los tribunales nacionales 
competentes, que la ampare contra los actos que violen sus derechos fundamentales 
reconocidos por la constitución o por la ley.  
Marcan el inicio de una tendencia internacional por desarrollar instrumentos que 
garanticen a todas las personas una tutela judicial efectiva de sus derechos, a través 
de la cual obtengan reparación por el daño sufrido y les garanticen sus derechos a la 
verdad y justicia. 
 



























Aguirre y otros 
vs. Perú) 
 
Esta Corte considera que son inadmisibles las disposiciones de amnistía, las 
disposiciones de prescripción y el establecimiento de excluyentes de responsabilidad 
que pretendan impedir la investigación y sanción de los responsables de las 
violaciones graves de los derechos humanos, tales como la tortura, las ejecuciones 
sumarias, extralegales o arbitrarias y las desapariciones forzadas. Todas ellas 
prohibidas por contravenir derechos inderogables reconocidos por el derecho 
internacional humanitario. 
 
Punto 42. La Corte, “[...] considera que las leyes de amnistía adoptadas por el Perú 
impidieron que los familiares de las víctimas y los sobrevivientes en el presente caso 
fueran oídas por un juez, conforme a lo señalado en el artículo 8.1 de la Convención. 
Violaron el derecho a la protección judicial consagrado en el art. 25 de la Convención; 
impidieron la investigación, persecución, captura, enjuiciamiento y sanción de los 
responsables de los hechos ocurridos en Barrios Altos, incumpliendo el artículo 1.1 
de la Convención, y obstruyeron el esclarecimiento de los hechos del caso [...]”. 
 
Punto 43. La Corte estima necesario enfatizar que, a la luz de las obligaciones 
generales consagradas en los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana, los 
Estados parte tienen el deber de tomar las providencias de toda índole para que nadie 
sea sustraído de la protección judicial y del ejercicio del derecho a un recurso sencillo 
y eficaz, en los términos del art. 8 y art. 25 de la Convención.  
Es por ello que los Estados partes en la Convención que adopten leyes que tengan 
este efecto, como lo son las leyes de auto amnistía, incurren en una violación de los 
artículos 8 y 25 en concordancia con los artículos 1.1 y 2 de la Convención (CIDH, 
2001). Las leyes de auto amnistía conducen a la indefensión de las víctimas y a la 
perpetuación de la impunidad, por lo que son manifiestamente incompatibles con la 
letra y el espíritu de la Convención Americana. Este tipo de leyes impide identificar 
a los responsables de violar derechos humanos ya que “se obstaculiza la investigación 
y el acceso a la justicia e impide a las víctimas y sus familiares conocer la verdad y 
recibir la reparación correspondiente." [énfasis fuera de texto]. 
Este derecho es desarrollado en múltiples instrumentos internacionales. Así, por 
ejemplo, en la Convención Americana de Derechos Humanos, se consagra el 
derecho de toda persona a un recurso judicial efectivo. 



















Caso Aksoy Vs 
Turquía. 
 
La Corte observa que el artículo 13 (derecho a un recurso efectivo) garantiza la 
disponibilidad a nivel nacional de un recurso para proteger los derechos y libertades 
que consagra la Convención, cualquiera que sea la forma en que el derecho interno 
los asegure. El efecto de este artículo es, por tanto, exigir un recurso interno donde la 
autoridad nacional competente decida sobre el fondo de la queja y otorgue el remedio 
adecuado, aun cuando los Estados parte gozan de discrecionalidad para adaptarse a 
las obligaciones derivadas de esta norma. “En cualquier caso, el recurso requerido por 
el artículo 13 debe ser efectivo, tanto en la ley como en la práctica; en particular, en 
el sentido de que su ejercicio no debe ser impedido injustificadamente por las acciones 
u omisiones de las autoridades del Estado demandado". 
 
Punto 98. “el artículo 13 impone a los Estados, sin perjuicio de que haya otros 
recursos disponibles en el ordenamiento interno, una obligación de realizar una 
investigación exhaustiva y efectiva de los incidentes de tortura.” (Traducción no 
oficial). 
 
Como resultado de esta tendencia, en el derecho de los derechos humanos, la 
comunidad internacional ha rechazado los mecanismos internos que conduzcan a la 
impunidad y al ocultamiento de la verdad sobre lo ocurrido. Para ampliar esta 
información se puede consultar: 
Cassel Jr., Douglas W. (1998). International Truth Commissions and Justice y Huyse, 
Luc. (1998). Justice after Transition: On the choices succesor elites make in dealing 
with the past. En: Transitional Justice, Vol. I: General Considerations, pp. 326-349.  
Méndez, Juan E. The Right to Truth (1998). En: Reigning in Impunity for 
International Crimes and Serious Violations of Fundamental Rights: Proceedings of 
The Syracuse Conference, pp.17-21. Septiembre, 1998, Christopher C. Joyner Ed., 
1998. 
 
Si bien este consenso se refiere a violaciones graves contra los derechos humanos. El 
lenguaje de los textos citados, así como la interpretación judicial de los mismos, tiene 
un alcance que rebasa tales delitos o crímenes. 
Fuente: elaboración propia, 2020 
Los derechos humanos representan el núcleo de la teoría de la justicia para que esta prime en 
caso de conflicto interpretativo. Por tanto, con la llegada al derecho interno colombiano de los 
tratados y convenios internacionales, suscritos por Colombia y ratificados por el Congreso, 
conocidos como bloque de constitucionalidad de carácter vinculante, cobra validez la protección 
de los derechos humanos y surge el intento de convertirlos en derecho positivo.  
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Una manifestación de obligarse ha sido la aplicación de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos, del 10 de diciembre de 1948, aunque su naturaleza es orientadora en sí misma y sin 
carácter o fuerza vinculante. Aun así, dada su alta relevancia en la comunidad internacional, tanto 
a nivel de la doctrina como de la jurisprudencia ha adquirido valor de norma de ius cogens 
adquiriendo peso vinculante. 
Por ejemplo, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, conocido como “Tribunal de 
Estrasburgo”, destinado a enjuiciar, según determinadas circunstancias, las violaciones a los 
derechos humanos y a las libertades fundamentales, ha creado por vía jurisprudencial la 
formulación de derechos fundamentales supranacionales enriqueciendo el derecho interno y 
orientando a los operadores de justicia que únicamente se limitaban a aplicar este último. 
Ya no se trata de un problema de derecho internacional público, sino de derecho constitucional 
con carácter vinculante. En consecuencia, la importancia que conlleva el respeto de los derechos 
fundamentales apunta a la exigibilidad judicial de estos derechos, que no pueden restringirse bajo 
ningún aspecto, ni siquiera al apelar a formulismos sofisticados o tecnicismos.  
Específicamente, en el caso de la tutela, consistiría en olvidar su carácter vinculante y/o su 
aplicación inmediata. La acción de tutela, por una parte, ha sido un recurso de justicia para quienes 
reclaman un derecho contemplado en la Carta Política. Por la otra, es clave la vinculación de la 
comunidad con los mismos derechos fundamentales que la Carta Política avala como los conductos 
para tener acceso a la justicia. En este punto, es menester preguntar ¿cuál es el límite que tiene el 
operador de justicia para restringir los derechos fundamentales cuando su responsabilidad es velar 
por la primacía de la Carta Política? 
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El respeto por el garantismo debe ser la nueva cultura del operador de justicia. No obstante, 
diferentes organismos siguen de cerca la experiencia de países latinoamericanos que han 
implementado el sistema penal acusatorio en relación con la adecuada aplicación del ordenamiento 
jurídico internacional. Este ordenamiento trasciende las normas del derecho interno, en cuanto se 
deben aplicar aquellas que se encuentran suscritas en los tratados y convenios ratificados por los 
diferentes Estados.  
Como conclusión parcial, no es suficiente la eficacia de la justicia internacional sin privilegiar 
el enfoque de los derechos humanos en los procesos penales porque, en el fondo, es una cuestión 
de conocimiento de la realidad y, en consecuencia, de la situación o las condiciones de 
vulnerabilidad en las cuales se encuentra la sociedad en su conjunto. 
1.5.2. Reflexión sobre la trata de personas desde la justicia 
En primer lugar, es necesario mirar la actualidad del derecho penal en la jurisdicción universal. 
En la legislación doméstica de cada país se formulan políticas públicas en esta materia que 
establecen los mecanismos de control respecto al delito de trata de personas. Los instrumentos 
adoptados de la política pública suelen enmarcarse, según la cantidad y los alcances de los tratados 
suscritos por cada país. Así, el derecho penal es el instrumento jurídico mediante el cual las 
víctimas pueden solicitar la intervención del Estado frente a la violación de sus derechos con la 
finalidad de exigir justicia.  
Para definir la importancia de la jurisdicción universal, es necesario entender su significado y 
sus alcances, con el fin de establecer los tópicos de acceso que este concepto tiene con el derecho 
penal colombiano. Una sencilla explicación del concepto de jurisdicción universal con respecto al 
enjuiciamiento en tribunales nacionales es la siguiente: 
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Enjuiciamiento en tribunales nacionales de las violaciones graves de derechos humanos 
cometidas en cualquier parte del mundo. Dado que el genocidio, los crímenes de lesa 
humanidad, los crímenes de guerra, la tortura, las ejecuciones extrajudiciales y las 
desapariciones forzadas son crímenes contra el derecho internacional, todos los Estados 
tienen la obligación de investigarlos y juzgarlos en sus tribunales nacionales. Habida cuenta 
de que la impunidad existe principalmente cuando las autoridades del país en el que se han 
cometido los delitos no actúan, es importante que los sistemas de justicia civil y penal de 
todos los demás países pueda intervenir para juzgar dichos delitos en nombre de la 
comunidad internacional y conceder reparaciones a las víctimas. (Bazán, 2008)   
Amnistía Internacional permanentemente intercede ante los gobiernos de los distintos países 
del mundo para que sus tribunales asuman la función de apoyo a la comunidad internacional 
promulgando y aplicando la legislación que prevé el principio de jurisdicción universal. Esto, en 
favor de que se garantice el enjuiciamiento a los responsables de las violaciones graves de derechos 
humanos en sus países. 
En este orden de ideas, la legislación doméstica de los países debe permitir a sus autoridades 
judiciales investigar y procesar a toda persona señalada de algún delito de trata externa en otro 
país, independientemente del lugar donde se haya perpetrado el delito e incluso de la nacionalidad 
o situación migratoria, tanto de la persona acusada como de la víctima. Igual criterio debería 
prevalecer para conceder reparaciones a la víctima y sus familiares.  
De esa forma, los gobernantes darían señales claras a la comunidad internacional de que sus 
países no son refugio para los tratantes ni el lavado de activos, provenientes de delitos 
transnacionales.  
El protocolo que se desarrolla cuando existe alguna violación o para que se aplique el principio 
de jurisdicción universal, en investigaciones o juicios de personas sospechosas de haber cometido 
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crímenes contra el derecho internacional favoreciendo la extradición, ha sido uno de los frutos más 
interesantes de la cooperación judicial entre los países.  
Desde la activación de un memorándum jurídico sobre jurisdicción universal hasta la efectiva 
extradición de tratantes de personas, se pone en evidencia la voluntad de algunos países en la 
protección de los derechos humanos de las víctimas, aun cuando estas no sean de otros países:  
El memorándum jurídico de Amnistía Internacional titulado Universal Jurisdiction: the 
duty of states to enact and implement legislation expone que más de 125 países prevén el 
Principio de Jurisdicción Universal para al menos uno de los crímenes contra el derecho 
internacional. La organización hace campaña para que todos los Estados promulguen 
legislación que disponga la aplicación de este principio a los seis delitos. Desde el final de 
la Segunda Guerra Mundial, más de 15 países han ejercido la jurisdicción universal en 
investigaciones o juicios de personas sospechosas de haber cometido crímenes contra el 
derecho internacional, entre ellos, Alemania, Australia, Austria, Bélgica, Canadá, 
Dinamarca, España, Estados Unidos, Finlandia, Francia, Noruega, Países Bajos, Reino 
Unido o Senegal, y otros, como México, han extraditado a personas a otro país para su 
procesamiento en virtud del Principio de Jurisdicción Universal. (Amnistía Internacional, 
2011) 
En consecuencia, la jurisdicción universal es una facultad que tienen los países que adquieren 
la calidad de benefactores y garantes de la protección de los derechos humanos atacados por el 
delito de trata. Es necesario aclarar que cuando en un país no hay intervención efectiva frente a 
este delito, pueden ser utilizados los mecanismos internacionales para dar un tratamiento especial 
y oportuno a las víctimas. 
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1.5.3. La pertinencia del delito de trata como delito transnacional 
Cuando un delito traspasa las fronteras entre países, como ocurre con la trata de personas, se 
enmarca la importancia de los pactos internacionales. Por definición, los tratados y su 
cumplimiento tienen un carácter transnacional.  
Los elementos del delito transnacional, tan anunciados hasta aquí en el presente trabajo, según 
Rodríguez (2010), han conformado un esquema novedoso de la criminalidad organizada 
favorecida por los avances tecnológicos en las áreas de comunicaciones y transporte. Estos 
elementos novedosos del delito transnacional son: i) la operatividad a escala mundial. ii) La fácil 
conectividad para las conexiones internacionales de los tratantes y sus redes criminales. iii) La 
capacidad de engañar, burlar e incluso retar a los sistemas de prevención y vigilancia de las 
autoridades policiales y migratorias nacionales e internacionales, fundamentalmente en los puntos 
de control fronterizo y aduanas, y iv) la colaboración entre mafias y grupos criminales ante la 
necesidad de operar en distintos niveles de especialización en un complejo desarrollo de tareas 
propias del crimen organizado.  
En relación con el sistema de normas conformado por la comunidad internacional para atender 
los delitos trasnacionales, entre ellos, la trata de personas, se describe el derecho internacional 
penal como 
[…] Un sistema de normas formadas como resultado de la cooperación entre Estados 
soberanos u órganos y organizaciones internacionales y tiene como objetivo defender la 
paz, la seguridad de los pueblos y el orden jurídico internacional, tanto de los crímenes 
internacionales más graves dirigidos contra la paz y la humanidad como de los delitos de 
carácter internacional; previstos  o no en los tratados y convenciones internacionales y en 
otros actos jurídicos de índole internacional castigados a tenor con estos reglamentos y 
convenciones especiales y con acuerdos concertados entre Estados según las normas del 
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derecho internacional penal […]. Es ahí donde juegan los delitos transnacionales que se 
desligan de los delitos internacionales, formando parte de los delitos que a mi concepción 
tienen carácter internacional, ya no tanto por estar regulados en convenciones, sino por la 
necesaria colaboración internacional para poder perseguirlos y castigarlos. (Rodríguez, 
2010, p.1) 
Ello es muy importante porque acaba con la confusión conceptual que clasificaba a los delitos 
bajo el principio de jurisdicción universal. Aquellos que eran conocidos como delitos universales 
o delicta iuris gentium o concepción antigua de los delitos contra el derecho de gentes, que incluía 
una combinación de actividades delictivas contra el derecho internacional donde se amalgamaban 
los delitos internacionales y los delitos transnacionales.  
De esa forma ofrece esta definición del sistema de normas del derecho internacional penal 
fundamentado en la doctrina moderna, afirmando que el carácter de delito transnacional se 
adquiere de acuerdo con los elementos de violación a los derechos humanos y también en función 
de la imperiosa necesidad de reparación de los daños a las víctimas por parte de los delincuentes, 
que, en este caso, son los tratantes. Lo propio se ha de decir de los demás miembros de las 
diferentes redes y mafias que participan en diversas operaciones, como se ha mencionado, dada la 
diversificación de tareas que significa la trata externa. 
1.5.4. De la territorialidad y extraterritorialidad. Jurisdicción universal 
La trata de personas es una grave violación a los derechos humanos en América Latina y, 
especialmente, en Colombia. Esta problemática está fuertemente ligada a las limitaciones 
impuestas por los Estados al derecho de migrar y a las condiciones económicas precarias en cada 
país, las cuales incetivan a las personas a caer en las redes de trata.  
157 
 
En el Estado de origen la falta de políticas públicas genera inseguridad y desconfianza, y por 
esto las víctimas encuentran atractivas las posibilidades ofrecidas por los tratantes. Por el contrario, 
el principio de justicia universal buscará evitar la impunidad de los crímenes más atroces. Ante 
estos delitos, cada Estado miembro de la comunidad internacional, que tenga como objetivo 
proteger a la sociedad global, deberá juzgar a todo delincuente que detenga en su respectivo 
territorio, sin importar su nacionalidad y el lugar de ejecución del delito, así como ocurre con la 
piratería y el tráfico de drogas (Martínez, 2009). 
El principio de justicia universal se enfoca en los delitos que atenten contra los intereses 
fundamentales de la comunidad internacional; no obstante, Martínez (2009) manifiesta el desvelo 
que genera la corrupción moral y cómo este fenómeno está impregnado de impunidad. Este autor 
afirma, refiriéndose a la aplicación de la justicia internacional trasnacional en Argentina para los 
casos relacionados con el franquismo, que: 
[…] la corrupción e impunidad se presentan como una causa para facilitar el negocio de la 
trata a nivel nacional, regional y continental. Es necesario que se hagan todos los esfuerzos 
para penalizar a los responsables, así́ como en brindar asistencia a las víctimas. (Martínez, 
2009) 
La definición de estos delitos procede de tratados internacionales que ni excluyen ni obligan la 
aplicación de este principio, toda vez que es facultad del Estado implementarlo, o no, en su 
legislación. Sin embargo, en un clima de elevada corrupción, es muy difícil que se dé una justicia 
restaurativa.  
Una mirada, desde la justicia, obliga a revisar el Estatuto de Roma en lo respectivo a las 
consideraciones de esclavitud de los seres humanos. En lo atinente al proceso de ratificación del 
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Estatuto de Roma de 1998 de la Corte Penal Internacional (CPI)12, es necesario mencionar que 
este reafirma la tradición de adhesión e incorporación a la legislación colombiana de gran parte de 
los principales instrumentos internacionales de derechos humanos y derecho internacional 
humanitario. Su incorporación constituye el desarrollo de una política gubernamental de 
promoción, garantía y defensa de los derechos humanos y la aplicación del derecho internacional 
humanitario. Cabe resaltar las responsabilidades de la CPI: 
La Corte Penal Internacional responde a la necesidad de contar con una jurisdicción 
universal para la investigación y juzgamiento de los crímenes considerados por la 
comunidad internacional como de la mayor gravedad. Tiene antecedentes en los tribunales 
militares internacionales de Nüremberg y Tokio, encargados de investigar y sancionar los 
crímenes de lesa humanidad y de guerra cometidos durante la Segunda Guerra Mundial. 
También le anteceden recientes jurisdicciones penales internacionales: los Tribunales 
Penales Internacionales para los territorios de la antigua Yugoslavia y para Ruanda, así 
como el Tribunal Mixto de Sierra Leona. […]. La Corte Penal Internacional es el 
instrumento por excelencia para impartir justicia frente a los crímenes de mayor gravedad, 
así como para proteger a las víctimas. A través de ella, la comunidad internacional hará un 
uso ordenado del poder, lo cual permitirá tener certeza jurídica y estabilidad en la 
juridicidad internacional. (Naciones Unidas, 2008)  
En el contexto colombiano, la CPI se ha convertido en una herramienta vital. En la mayoría de 
los casos de trata de personas, los autores materiales e intelectuales no han sido sancionados o lo 
                                                 
12 El Estatuto de Roma es el instrumento constitutivo de la Corte Penal Internacional. Fue adoptado en la ciudad de 
Roma, Italia, el 17 de julio de 1998, durante la "Conferencia Diplomática de Plenipotenciarios de las Naciones Unidas 
Sobre el Establecimiento de una Corte Penal Internacional". Durante la Conferencia, los Estados Unidos, Israel y 
China hicieron causa común en contra de este. Pese a esto, tanto Israel como los Estados Unidos firmaron, pero no 
ratificaron el Tratado. De hecho, la firma por la parte estadounidense la realizó el expresidente Bill Clinton solo un 
día antes de dejar el poder a George W. Bush. Pese a la experiencia internacional en suscripción de tratados 
multilaterales, el mismo estatuto fijó un alto quórum para su entrada en vigencia (60 países). Sin embargo, el proceso 
fue sumamente rápido, partiendo por Senegal hasta que diez países en conjunto depositaron ante la Secretaría General 
de las Naciones Unidas el instrumento de ratificación el 11 de abril de 2002. El Estatuto entró en vigor el 1 de julio 
del 2002. El 28 de octubre de 2005 México fue el centésimo país en ratificar el Estatuto de Roma. 
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han sido levemente por razones de diversa índole: la congestión en los despachos judiciales, la 
dificultad probatoria, las complicaciones en la captura, la falta de recursos para las investigaciones, 
así como las amenazas contra la vida de los funcionarios judiciales y/o los testigos. 
1.5.5. Sobre los desarrollos normativos en la trata de personas 
La trata de personas ha sido una conducta objeto de estudio, análisis e investigación científica 
en diferentes espacios institucionales a nivel internacional. Las razones: la enorme cantidad de 
casos y sus características, las cuales ocasionan graves violaciones a los derechos humanos con 
dramáticas consecuencias para las víctimas y la sociedad.  
Estas conductas se incrementan anualmente gracias a las facilidades que ofrecen los avances 
tecnológicos (por ejemplo, las redes sociales, las comunicaciones, las transferencias de dinero, el 
lavado de dinero, el testaferrato, el manejo de información virtual, el transporte/traslado y 
comercio electrónico, entre otros) al trabajo de las organizaciones criminales, la satisfacción de la 
creciente demanda de trata en los países receptores y el aumento de los actores implicados en este 
delito, quienes son atraídos por la inmensa cantidad de dinero fácil relacionado con este negocio 
de enriquecimiento ilícito y lavado de activos. No obstante, cuando el delito es ajusticiado, todos 
los bienes en manos de los tratantes son sujetos a extinción de dominio. 
La trata de personas viola derechos humanos que son el resultado de las luchas y los 
movimientos sociales de los hombres a lo largo de la historia. En consecuencia, todo lo referente 
a él se ha analizado desde su inclusión en la categoría de los delitos transnacionales.  
Todos los delitos transnacionales han surgido y se han multiplicado a raíz de la globalización 
económica y sociocultural, así como las facilidades de contactos y actividades cercanas a las 
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fronteras. De modo que la proliferación, operatividad y presencia de las múltiples redes u 
organizaciones criminales en distintos países requieren la máxima cooperación internacional en 
los tiempos actuales para dinamizar la judicialización, la captura y la extradición de los autores de 
diferentes tipos penales, como el tráfico de estupefacientes, el tráfico de armas, el contrabando, el 
tráfico de fauna silvestre y especies vegetales, el tráfico de órganos humanos, el flujo de dólares 
de procedencia ilícita, el tráfico de tecnología nuclear, además del delito de trata de personas. 
Lo anterior, en cuanto acusan enormes perjuicios a la sociedad y suponen diversos momentos 
que integran estos tipos penales y su ejecución implica varios espacios territoriales. Como 
consecuencia, la trata de personas ha sido objeto de análisis y pronunciamientos por parte del 
derecho internacional, determinando, a través de los tratados internacionales, las generalidades 
esenciales para la represión de esta conducta en su condición de fuentes primarias. Los referentes 
evolutivos de estas generalidades, por parte del derecho internacional, son:  
I) La Sociedad de Naciones —antesala de la Organizaciones de las Naciones Unidas— intervino 
en 1904 para la expedición del Convenio Internacional Relativo a la Represión de Trata de 
Personas, la cual se caracterizó por proteger a las víctimas de la otrora denominada trata de blancas 
que, para ese momento, se consideraba como el traslado de mujeres para fines relativos a 
explotación sexual y con el requisito de trascender espacios entre países. Este mecanismo 
institucional no tuvo efectividad, dada la imposibilidad de cumplir con los fines enunciados.  
II) En 1910, se emitió la Convención Internacional para la Represión de Trata de Blancas, que 
se caracterizó por imponer sanciones a los autores de estas conductas, además de ampliar el 




III) En 1921, se expidió el Convenio Internacional para la Supresión de la Trata de Mujeres y 
Niños, cuyo fin fue sancionar a las personas que incurren en este delito y proteger a las mujeres y 
los niños migrantes.  
IV) En 1933, se profirió el Convenio Internacional para la Represión de Trata de Mujeres 
Mayores de Edad, que determinó castigar a quienes desarrollaban actividades relacionadas con 
trata de mujeres adultas, sin considerar si estas dieron, o no, su consentimiento. 
De acuerdo con lo anterior, y al analizar la continuidad y el incremento de las conductas 
representativas de la trata de personas, se unificó el Convenio para la Represión de la Trata de 
Personas y de la Explotación de la Prostitución Ajena. Fue adoptado por la Asamblea General de 
las Naciones Unidas en 1949, con entrada en vigor en el año 1951, de conformidad con el artículo 
24 . Ha sido ratificado por 72 Estados parte. El convenio estableció que: 
[…] la prostitución y el mal que la acompaña, la trata de personas para fines de prostitución, 
son incompatibles con la dignidad y el valor de la persona humana y ponen en peligro el 
bienestar del individuo, de la familia y de la comunidad. (Asamblea General de la ONU, 
1949)  
Su objetivo fue agrupar las conductas catalogadas dentro de la trata de personas y unificar su 
regulación internacional; sin embargo, no concretó la totalidad de las modalidades y los 
mecanismos uniformes de cooperación para su adecuada sanción por parte de los Estados que se 
acogieran a este instrumento.  
Posteriormente, y ante la reiteración de los hechos representativos de la trata de personas a nivel 
mundial y como producto de las reflexiones internacionales, en diciembre de 2000, en Palermo 
(Italia), se logró un acuerdo entre Estados con relación a una definición uniforme sobre este delito. 
Además, se definieron los elementos relativos a su represión y a sus modalidades de conducta. Los 
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principales instrumentos internacionales relacionados con la trata de personas de amplia 
divulgación y conocimiento son: 
i. El Convenio para la Represión de la Trata de Personas y de la Explotación de la Prostitución 
Ajena de 1949. 
ii. La Convención de las Naciones Unidas Contra la Delincuencia Organizada Trasnacional, 
cuyo objetivo es promover la cooperación internacional para prevenir y combatir eficazmente la 
delincuencia organizada transnacional. Esta convención fue acordada en diciembre de 2000, en 
Palermo (Italia). Actualmente, 147 países son signatarios de la Convención y 30 países la han 
ratificado. 
iii. El Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, conocido como 
Protocolo de Palermo, el cual complementa la convención citada y pretende resolver las áreas 
específicas del delito organizado transnacional. Es un instrumento que sirve como modelo para las 
legislaciones nacionales, ya que establece expresamente la obligación de los Estados de penalizar 
la trata de personas con fines de explotación. 
iv. El Protocolo Contra el Tráfico Ilícito de Migrantes por Tierra, Aire y Mar, en cuanto 
instrumento complementario a la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Trasnacional. Fue adoptado por la ONU en el 2000. 
Estos protocolos complementan la Convención de las Naciones Unidas Contra la Delincuencia 
Organizada Trasnacional, adoptada por la Asamblea General de la Naciones Unidas, en el mes de 
noviembre del año 2000, donde 147 países son signatarios de los tres protocolos de Palermo y 30 
países los han ratificado.  
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En Colombia, la Ley 985 de 2005 surgió como consecuencia de la adopción del Protocolo de 
Palermo. Dispuso las medidas contra la trata de personas y las normas para la atención y protección 
de las víctimas. También le impuso al Estado la obligación de actuar con la diligencia debida para 
prevenir la trata de personas, investigar y procesar a quienes la cometan, así como ayudar y 
proteger el trabajo conjunto y armónico con las organizaciones de la sociedad civil y el sector 
privado. Finalmente, en el Código Penal colombiano, el delito trata de personas está definido en 
los siguientes términos: 
Trata de personas. El que capte, traslade, acoja o reciba a una persona, dentro del territorio 
nacional o hacia el exterior, con fines de explotación, incurrirá en prisión de trece (13) a 
veintitrés (23) años y una multa de ochocientos (800) a mil quinientos (1.500) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes. Para efectos de este artículo se entenderá por 
explotación el obtener provecho económico o cualquier otro beneficio para sí o para otra 
persona, mediante la explotación de la prostitución ajena u otras formas de explotación 
sexual, los trabajos o servicios forzados, la esclavitud o las prácticas análogas a la 
esclavitud, la servidumbre, la explotación de la mendicidad ajena, el matrimonio servil, la 
extracción de órganos, el turismo sexual u otras formas de explotación. El consentimiento 
dado por la víctima a cualquier forma de explotación definida en este artículo no constituirá 




2. La reparación integral de las víctimas de trata en Colombia 
Este capítulo inicia con una visión crítico-social del IRI con relación a las víctimas de trata de 
personas. Se explica la ineficacia de este instrumento jurídico, con particular referencia a los casos 
atendidos en los procesos penales formulados con sus respectivas denuncias, como en otros casos 
que solamente recibieron atención por parte de las organizaciones del Eje Cafetero colombiano, 
entre los años 2015 y 2020.  
En conjunto, se precisa la conceptualización básica del IRI como proceso e identifica el alcance 
de la reparación integral de las víctimas, según lo previsto en la Ley 985 de 2005 y en el Decreto 
1069 de 2014, frente al procedimiento previsto en la Ley 906 de 2004 y el CPP. Incluye la 
conceptualización de los daños y perjuicios, según el Código Civil y los topes indemnizatorios 
fijados por el Consejo de Estado (2014), como parte de la fundamentación jurídica. 
Tras esta aproximación al tema, se resume el componente teórico y práctico que permitió, desde 
el punto de vista de la teoría fundamentada, evidenciar cualitativamente la ineficacia del IRI, así 
como algunos elementos discursivos de orden jurídico, tanto intrateóricos como extrateóricos, a 
partir de la perspectiva del derecho interno, concretamente, desde el procedimiento penal 
colombiano. Además, se explica cómo se concreta la procedibilidad del principio de jurisdicción 
universal aplicado a casos de trata, conforme a lo dispuesto en el artículo 93 de la Constitución 
Política, en la cual se incorpora la figura del bloque de constitucionalidad en el artículo 2° del CPP 
colombiano.  
Un hecho relevante es que las altas cortes de justicia, nacionales e internacionales, se 
pronunciaron y consideraron el delito de trata de personas dentro del principio de jurisdicción 
universal. Para ello, se muestran sentencias que fallaron a favor de las víctimas y dictaron condenas 
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ejemplarizantes a los responsables del delito. También se analiza el reconocimiento de los daños 
y perjuicios de algunas víctimas del Eje Cafetero en relación con lo dispuesto en convenios 
internacionales sobre la forma como deben repararse con incidencia en el derecho interno. 
En este sentido, algunas referencias sobre la cooperación internacional de la comunidad andina 
y europea son importantes para esta investigación, porque su pretensión final es proponer la 
creación de la agencia Latinjust como un organismo homólogo a Eurojust, para la cooperación 
judicial penal latinoamericana del Sistema Andino de Integración, bajo un enfoque sistémico. De 
esto versa el último capítulo.  
2.1. Aproximaciones a la ineficacia del incidente de reparación integral 
La idea de transformar la sociedad ha sido y sigue siendo, sobre todo, un ejercicio práctico más 
que uno teórico. Su función es conocer los mecanismos conducentes para la superación de los 
antagonismos económicos y sociales, por ejemplo, aquellos que contribuyen a la presencia y el 
auge de delitos transnacionales como la trata de personas, entre otros. 
Gracias a los avances de la política internacional, de las ciencias jurídicas, penales y 
criminalísticas, se han identificado los factores intervinientes en la evolución de la trata de 
personas como actividad delictiva y sus efectos en la sociedad global. De hecho, esta actividad ha 
permeado con nuevas estrategias y modus operandi todos los estratos socioeconómicos, las 
culturas y los espacios de la sociedad. Así mismo, ha perpetuado múltiples formas de esclavitud 
—algunas tradicionales y otras novedosas—, como quedó visto en el capítulo anterior.  
Los mecanismos que posibilitan la multiplicación de este delito serán favorecidos mientras 
existan antagonismos sociales y económicos en la sociedad. Por esta razón, la población que se 
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encuentra en condiciones de pobreza multidimensional es socialmente más vulnerable y 
susceptible de ser víctimas de trata. 
Por otra parte, las vertientes teórico-prácticas que explican las causas del fenómeno de trata no 
han logrado minimizar sus impactos ni los problemas que ocasionan en la sociedad. Algunas 
formas devienen del continuum histórico-social y del medio cultural, por lo que es muy difícil de 
controlar. El caso de los padrotes, en México, es un típico ejemplo del fuerte arraigo cultural que 
tiene esta tradición en la cultura. 
Este fenómeno se ha multiplicado vertiginosamente durante los últimos 30 años. Ha sido 
favorecido por la globalización y la sociedad de consumo impuesta por el sistema capitalista, sin 
duda la principal forma de vida y de esclavitud económica. A esto se suma el agravante del 
crecimiento poblacional que, desde el punto de vista sociodemográfico (cada vez es más la 
población con hambre y pobreza), ha sido y es el caldo de cultivo para la trata de personas en la 
sociedad actual. Lo anterior se agrava por un modelo consumista que ha legitimado y reforzado el 
origen machista y patriarcal de las conductas desviadas y delictivas.  
En consonancia con lo dicho, el crecimiento de la trata de personas dentro del comercio sexual 
es una de las más claras evidencias del funcionamiento de las leyes del mercado en términos de la 
oferta y demanda con fines de explotación económica. Este incremento evidencia que, junto a otras 
formas de esclavitud, la trata de personas tiene una gigantesca participación en el mercado 
mundial. Es el segundo negocio ilícito por encima de las armas y por debajo de las drogas. 
Desde una mirada socio-jurídica, el comercio sexual da cuenta de las actividades lícitas e 
ilícitas, las cuales están separadas por una delgada, mas no frágil línea de permisividad y 
complicidad institucional. Estas son reforzadas por la sociedad a través de diferentes formas de 
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participación al invisibilizar la prostitución forzada, la servidumbre o el matrimonio servil como 
formas de esclavitud (Tirado, 2010). 
Sin dejar de reconocer la importancia de prevenir y luchar contra la trata de personas, el asunto 
de la reparación integral de las víctimas requiere mayor atención de la justicia, desde una visión 
crítica, porque es ineficaz. En esta investigación se comprobó que existen falencias entre la 
formación del conocimiento jurídico y jurisprudencial de los operadores de justicia del Eje 
Cafetero y las condiciones socioeconómicas de las víctimas que imposibilitaron la aplicación del 
incidente de reparación integral.  
Desde una perspectiva teórica, Osorio (2007) afirmó que los elementos intrateóricos y 
extrateóricos influyen en determinados momentos históricos, como en el caso de la trata de 
personas, los cuales fueron identificados y procesados en matrices de análisis. Como resultado 
arrojaron la ineficacia de la reparación integral de las víctimas. Este autor subraya que: 
[…] las sistematizaciones del conocimiento se han constituido y se constituyen en relación 
con el proceso cambiante de la vida social. Dicho de otra manera, las praxis y los intereses 
teóricos y extra teóricos que se dan en determinado momento histórico, revisten un valor 
teórico-cognitivo, pues son el punto de vista a partir del cual se organiza el conocimiento 
científico y los objetos de dicho conocimiento. (Osorio, 2007, p.105) 
Por lo tanto, una visión crítica sobre el fenómeno de trata y la ineficacia del incidente de 
reparación integral en los casos revisados del Eje Cafetero permitió determinar que el 
desconocimiento del proceso IRI no puede ser estático e invariable en los operadores de justicia.  
Al contrario, su conocimiento y las habilidades para su adecuada aplicación en los procesos 
penales deben y pueden cambiar la realidad de las víctimas, en función de sus necesidades de 
reparación e indemnización, además de los intereses de la justicia colombiana. 
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A estas conclusiones sobre el IRI se llegó en el diagnóstico social realizado en la región cafetera 
colombiana, entre los años 2006 y 2013, cuyas víctimas no tuvieron acceso a la reparación ni 
recibieron protección en el procedimiento penal. Y como dicen Tovar y Montañez (2013), “aunque 
en otros casos, las familias y la comunidad brindan todo el apoyo a quienes fueron víctimas de 
trata, los recursos para su restablecimiento son escasos y es complicado afrontar la recuperación 
integral y la inserción en la sociedad” (p.34). 
Desde el punto de vista investigativo, y de acuerdo con el pensamiento hegeliano sobre la 
necesidad de un mayor grado de humanización en las ciencias sociales, el análisis de la ineficacia 
del incidente de reparación integral (IRI) se vinculó con la realidad social a partir del conocimiento 
de casos de trata externa con víctimas del Eje Cafetero. 
Aunque esta dinámica es la misma a nivel nacional, por ser un país de origen y una sociedad 
con fuerte tradición de trata interna, entre los preocupantes indicadores de delitos contra la mujer 
sobresalen la violencia y el feminicidio. 
Por lo expuesto, esta investigación tiene una estructura bidimensional compuesta por un plano 
social y uno teórico-cognitivo. El social está conformado por los intereses intrateóricos y 
extrateóricos. El teórico-cognitivo se refiere, según Osorio (2007), a la conexión entre el saber 
teórico-conceptual o las concepciones del individuo con las experiencias vividas. 
En este orden de ideas, y desde una perspectiva pragmática, la información aportada por los 
abogados expertos y las organizaciones que atendieron víctimas entre los años 2015 y 2020 es 
relevante. En las entrevistas que se les realizó, así como en la revisión de los casos no reparados 
en el Eje Cafetero, pusieron en evidencia lo explicado anteriormente.  
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Las demostraciones de ello aparecen en el capítulo 3, dedicado a los testimonios y las 
experiencias de los informantes claves y a la información registrada en las matrices que, para tal 
efecto, fueron diseñadas. De este modo, la información dada por los colaboradores aportó los 
saberes que en el capítulo 3 se especifican. Estos son útiles para promover la eficacia del IRI. Sin 
estos saberes, no sería posible garantizar la reparación en los delitos de trata transnacional, aunque 
para ello es necesario ampliar la jurisdicción de los jueces colombianos. Esto es posible mediante 
la coercibilidad de la justicia internacional, a través de nuevos convenios de cooperación.  
En aras de dar continuidad a los intereses extrateóricos, es menester definirlos como aquellos 
vinculados a aspectos políticos, económicos, ideológicos y a la necesidad de reconocimiento o 
estatus social implícitos en el proceso de construcción, formación y desarrollo del conocimiento. 
Por lo tanto, todo saber científico-social debe partir de un entorno objetivo y una práctica 
humana transformadora de la realidad, la cual está en constante retroalimentación. Al ser 
trasladado al proceso de IRI, esto significa garantizar la eficacia de la reparación de las víctimas 
de trata a partir del conocimiento de las falencias que adolece la administración de justicia y la 
cooperación judicial internacional como realidad objetiva. También significa reconocer la 
necesidad de nuevos mecanismos que permitan desarrollar buenas prácticas entre los operadores 
de justicia, las organizaciones de derechos humanos y la cooperación regional de índole 
internacional. 
En tal sentido, aun cuando esta investigación se enmarca en la ciencia del derecho, su objeto de 
estudio es inherente a un flagelo de la sociedad mundial que exige una particular y continua 




En Colombia existen cuellos de botella o puntos críticos que afectan la eficacia del proceso de 
IRI, a pesar de los dispositivos legales en el derecho interno y en el bloque de constitucionalidad. 
No obstante, prevalecen los obstáculos que impiden una reparación integral eficaz en los casos de 
trata externa, con la excusa de limitaciones jurisdiccionales, obstáculos y dificultades. Entre estos, 
resaltan los siguientes:  
a) Las limitaciones jurisdiccionales de los jueces colombianos para extender los brazos de la 
justicia a otros países, condenar a los tratantes y lograr la indemnización económica de las víctimas 
de trata mediante la extinción de dominio. 
b) La condición de vulnerabilidad social de las víctimas que les impide denunciar ante las 
amenazas a las cuales están expuestas por pate de los grupos delictivos, incluyendo a sus familiares 
más cercanos.  
c) La falta de protección a las víctimas durante el proceso penal, aunado a la falta de recursos 
económicos para enfrentar el proceso de IRI. 
d) La falta de cooperación policial y penal internacional para la captura y el enjuiciamiento de 
los tratantes y el desvertebramiento de las redes criminales de trata de personas, desde las bases 
organizativas, como son los reclutadores y responsables de los trámites para trasladar a las víctimas 
hacia el país de destino.    
Probablemente sea más un asunto de voluntad política que obstáculos de nivel procedimental. 
Por lo tanto, es necesario un nuevo mecanismo de reparación integral que garantice la 
indemnización y/o la firma de nuevos convenios de cooperación. Su reto será superar las brechas 
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jurisdiccionales interpuestas por la justicia internacional entre los jueces colombianos y de otros 
países que obstaculizan y limitan la cooperación judicial internacional. 
Desde otro ángulo, la trata de personas está asociada a situaciones y dificultades o incluso a 
necesidades materiales e inmateriales insatisfechas que tienen las víctimas, así como sus núcleos 
familiares, provocadas por el desempleo estructural, la desescolarización, la falta de 
oportunidades, el endeudamiento, los problemas familiares de salud, la exclusión social y 
educativa o los impedimentos para la prosecución de estudios universitarios, entre otros.  
Es decir, tiene un trasfondo o raíz cuyas ramificaciones son consecuencia de la desigualdad e 
inequidad social, de los antagonismos económicos y sociales que coadyuvan a transformar las 
personas en un producto de y para el consumo. 
Ya en sus postulados Habermas (1989) indicó que la raíz de los males sociales y de los 
problemas del hombre actual está asociada al modelo de vida capitalista, el cual impuso la 
concepción del ser humano como identidad-producto en la sociedad consumista signada por una 
crisis de valores (p.112). 
Habermas (1989) criticó, así, la dialéctica de la ilustración por su desatención a esta crisis de 
valores cuando explicó que “a causa de las simplificaciones que este cuadro practica la Dialéctica 
de la Ilustración no hace justicia al contenido racional de la modernidad cultural que quedó fijado 
en los ideales burgueses (aunque también instrumentalizado con ellos)” (p. 112). 
El hombre se ve relativamente beneficiado, condicionado y afectado por la industrialización de 
bienes y de su propia dinámica existencial, transformándose en un sujeto-producto por y para el 
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consumo de una sociedad capitalista que deshumaniza en la medida que su propia crisis de valores 
lo permite.  
En el ámbito del delito de trata de personas, las víctimas son percibidas por sus explotadores 
como productos. En concreto, se les percibe como una mercancía o un bien material que debe 
dársele un tratamiento estrictamente mercantilista, comercializarlo y obtener de él la mayor 
ganancia posible, sin importar sus necesidades ni sus derechos. 
Con respecto a esta problemática de orden existencial, es sensato revisar las bases que sostienen 
la ética y el bienestar colectivo de la sociedad. Sin duda, se plantea la necesidad de una relación 
eficiente entre la ciencia, la transformación y la sociedad para darle solución a los problemas que 
afectan a los seres humanos, por ejemplo, la trata de personas como fenómeno social complejo. 
Para los efectos de la indagación realizada en esta investigación, es importante aclarar que lo 
anterior está implícito, en cuanto que, al revisar los casos de trata en el Eje Cafetero, se evidenció 
la necesidad de abordar la dualidad eficacia-ineficacia del IRI. Esto, en aras de alcanzar una 
propuesta que esté orientada a contribuir con la solución integral del problema planteado que, 
obviamente, no erradica el fenómeno social de la trata de personas, pero sí contribuiría a mejorar 
los procesos penales, la indemnización de las víctimas y la administración de justicia con la mayor 
eficacia posible.  
Esto sería un paso agigantado en la dirección de buscar alternativas de solución a la 
problemática vinculada con el delito de trata de seres humanos, el cual tiene una complejidad que 




Por su parte, Rattia (2012) afirma que, aun cuando Habermas se inscribe en la corriente 
filosófica de la teoría crítica de la Escuela de Frankfurt, sus aportes pueden ser empleados en 
investigaciones cuyos objetivos estén relacionados con problemas sociales. Por ejemplo, el caso 
de los estudios sobre la trata es un fenómeno social complejo, así como la ineficacia del incidente 
de reparación integral (IRI), por lo cual se enmarca en esta línea crítica.  
[…] en Habermas queda claro que la idea de ‘teoría del conocimiento’ es inseparable de 
“la teoría social”. En nuestro modo de entender es en la perspectiva habermasiana donde 
mejor se expresa y resume la categoría epistemológica de praxis cognitiva y praxis social. 
Sin dudas, es Habermas el que lleva la idea de la emancipación del sujeto más allá del 
marxismo clásico o tradicional que apoya su pertinencia de legalidad en la idea de una 
racionalidad humanizadora proveniente del mundo del trabajo y la producción. (Rattia, 
2012) 
Puede decirse, entonces, que el conocimiento de la trata de personas del Eje Cafetero y sus 
efectos por la no reparación de los daños a las víctimas son un asunto de la teoría social y, desde 
la perspectiva habermasiana, de la praxis cognitiva y praxis social, que requiere ser abordada a 
partir de diferentes ángulos, estrechamente interrelacionados en lo político, legislativo, económico, 
societal, educativo, cultural, étnico y de género. 
Como investigador consciente del pragmatismo habermasiano en el análisis del IRI frente a las 
víctimas de trata del Eje Cafetero, fue pertinente conocer la racionalidad humanizadora 
proveniente de la justicia para materializar la indemnización económica de las víctimas, lo cual no 
se evidenció en ninguno de los casos analizados entre 2015-2020 por las organizaciones 
consultadas.  
En el tercer capítulo, desde los testimonios y las experiencias recabados por los abogados 
expertos y las organizaciones que atendieron a las víctimas en ese período de estudio, se confirmó 
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lo expuesto. Este análisis implicó un trabajo de campo novedoso y de utilidad para posteriores 
investigaciones, dado que emergieron ideas propositivas para contribuir con la solución del 
problema planteado, desde un enfoque sistémico que se presenta en el último capítulo.  
El aporte propositivo que surgió de los resultados de esta investigación busca mejorar el alcance 
de la reparación integral. También, a partir de los lineamientos habermasianos, encontrar su 
explicación en los factores intrateóricos y extrateóricos que influyen y retroalimentan la compleja 
realidad del IRI como problema de orden jurídico (por ejemplo, la jurisdicción limitada de los 
jueces) y de orden social (aquellos que tienen que ver con la pobreza multidimensional y la 
vulnerabilidad de la población).  
Lo anterior afecta la realidad de las miles de víctimas y los operadores de justicia en Colombia, 
dada la imposibilidad para materializar la indemnización económica de quienes han sido afectadas 
por la trata externa; por el contrario, en el caso de la trata interna, el Consejo de Estado fijó los 
topes indemnizatorios. 
Esta realidad se puede transformar al erradicar las falencias del IRI desde una visión crítica, ya 
que no existen las verdades absolutas e inmutables. Es más, todas las ideas de mejora están 
estrechamente relacionadas con el conocimiento de las interacciones sociales. Por lo tanto, en este 
trabajo se considera que la eficacia del IRI es alcanzable en el marco de una cooperación judicial 
regional con enfoque sistémico que asuma las tareas de apoyo a la justicia de los países 
latinoamericanos.  
Es importante insistir que los factores y falencias que afectan e impiden la eficacia del IRI están 
relacionados con diferentes aportes teóricos de la visión crítica del conocimiento. Las principales 
falencias del IRI están asociadas a la falta de cooperación judicial en materia penal y civil para que 
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los jueces colombianos puedan materializar procesos de extinción de dominio a los tratantes en el 
extranjero y a la falta de apoyo a las víctimas para que sean indemnizadas económicamente en sus 
daños y perjuicios. A esto se suma la falta de iniciativas legislativas ante la ausencia de un 
mecanismo de cooperación intrarregional latinoamericano para fortalecer la lucha contra las redes 
de trata externa en la región e incautar los bienes a los tratantes. 
Estas falencias se encuentran entrelazadas con los aportes teóricos de Georg Wilhelm Friedrich 
Hegel, Karl Marx y Sigmund Freud. La visión crítica del conocimiento aplicado al fenómeno de 
la trata y la reparación de las víctimas, al decir de Max Horkheimer, en 1937, Theodor Adorno, en 
1947, y Jürgen Habermas, en 1981, propagadores de estos aportes, reafirma que ninguna realidad 
social es inmutable. Por tanto, en cuanto al conocimiento de la trata y aplicación de justicia, no 
existen verdades absolutas e inmutables.  
Toda propuesta que vincule directamente la eficacia del IRI con la racionalidad humanizadora 
proveniente de la justicia para materializar la indemnización económica de las víctimas es lo que 
se persigue. Hacerlo está estrechamente vinculado con la realidad social donde interactúan los 
operadores de justicia que, junto a las víctimas, tienen interés en la eficiencia de cualquier 
dispositivo jurídico para la reparación integral. 
2.2. Dificultades del IRI en el Eje Cafetero colombiano 
La principal dificultad del proceso IRI, evidenciada en el Eje Cafetero colombiano, es que los 
jueces no cuentan con recursos suficientes para que las víctimas de delitos trasnacionales que han 
retornado a la región cafetera sean reparadas e indemnizadas económicamente por los responsables 
de su reclutamiento y traslado fuera del país. La segunda dificultad es que los jueces tienen 
limitaciones jurisdiccionales que les impiden establecer las sinergias correspondientes con los 
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organismos policiales y tribunales penales de otros países, con el fin de recibir la cooperación 
necesaria para judicializar y enjuiciar ante los tribunales extranjeros a los tratantes identificados 
por las víctimas y obligarlos a indemnizar. En tercer lugar, la presión de los reclutadores en la 
región inhibe a las víctimas para denunciar y solicitar la apertura del IRI ante el juez. 
De acuerdo con Gutiérrez (2006), y con el propósito de generar aportes desde la perspectiva de 
Strauss y Corbin (2002), no fue difícil ajustarse al perfil actitudinal y profesiográfico sugerido por 
estos autores. Gracias a ellos, fue posible observar en retrospectiva y analizar las situaciones de 
fragilidad y vulnerabilidad social de las víctimas, las debilidades procesales en el IRI con sentido 
crítico, detectar cualquier sesgo por parte de los informantes clave y tener una actitud flexible y 
abierta a los cuestionamientos. El trayecto investigativo se caracterizó por tener un diálogo 
receptivo, tanto con los abogados como con las organizaciones entrevistadas para esta 
investigación. 
De ese modo, se vinculó directamente la trata internacional o transnacional con la problemática 
socioeconómica y sociocultural de los colombianos. También se correlacionó con la efectividad 
de los operadores de justicia del Eje Cafetero y con la información disponible sobre la posible 
cooperación judicial y policial internacional en los casos de trata entre 2015 y 2020. Esto, en cuanto 
el IRI es el procedimiento mediante el cual las víctimas de trata externa ayudan a identificar los 
eslabones de la cadena de operaciones en la ejecución del delito que denuncian.  
Por lo tanto, el conjunto de los factores y actores implicados en la trazabilidad de este delito 
punible han de ser identificados y manejados con efectividad organizacional por parte de los 
gobiernos. Solo así, al momento de emitirse sentencia contra los culpables, se podría activar con 
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eficacia el proceso IRI y su indemnización correspondiente, de acuerdo con la legislación de cada 
país donde se encuentren los responsables del delito y las víctimas. 
Es necesario destacar que en la revisión documental sobre el IRI de víctimas de trata de personas 
no se encontró una cantidad importante de publicaciones. La mayoría de los estudios previos 
ubicados se enfocaron en la trata de personas como delito in stricto sensu.  
Entre los pocos documentos que versan sobre el IRI relacionados a trata de personas en el Eje 
Cafetero colombiano, se encontraron los diagnósticos de la ONG colombo-española Women’s 
Link Worldwide, realizados entre 2006 y 2017, el estudio sobre la aplicación de extinción del 
derecho de dominio en Colombia, publicado en 2015 por la UNODC, complementado por su más 
reciente informe global sobre trata de personas en el 2018, y la investigación coordinada por Tovar 
y Montañez (2013) sobre la trata y la explotación en Colombia con énfasis en la región cafetera.  
De la Fiscalía General de la Nación, se encontró un interesante informe de Saray (2013) que da 
cuenta del estado de la situación del incidente de reparación integral de perjuicios en la Ley 906 
de 2004. Aunque no estrictamente dirigido al proceso IRI en casos de trata de personas, destaca 
un interesante informe sobre la situación de la seguridad fronteriza colombo-venezolana, 
elaborado en el 2019 por la Fundación Paz y Reconciliación (PARES) (2020). Allí se hace mención 
al tráfico de migrantes con fines de explotación sexual, incluyendo menores de edad.  
En cuanto al principio de inmediación probatoria, como garantía de los derechos de las víctimas 
en el trámite del incidente de reparación integral de perjuicios, se tomó como referencia el estudio 
de Herrera (2015), así como también el informe de vinculación laboral que da cuenta de 
oportunidades y riesgos de explotación de migrantes con fines de trabajo, elaborado por la 
Fundación Panamericana para el Desarrollo (FUPAD) (2019). 
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Entre esos estudios mencionados, se encontró una vinculación directa con el incidente de 
reparación integral como proceso abordado desde el enfoque procesal. Es decir, con énfasis en las 
etapas de dicho proceso, sin considerar necesaria o explícitamente la eficacia del IRI frente a las 
víctimas del tipo penal en referencia. Como consecuencia, se realizó esta investigación generando 
información actualizada sobre la ineficacia del incidente de reparación integral de víctimas de trata 
de personas en el Eje Cafetero colombiano. 
Dentro de la teoría fundamentada, existen dos tipologías: la sustantiva y la formal. Ambas son 
definidas y diferenciadas por Contreras (como se citó en Cuñat, 2007): 
[…] establecen diferencias en relación [con] lo que es la teoría sustantiva y teoría formal, 
identificando a la primera como la explicación que cada informante o persona entrevistada 
da de su forma de ver y percibir la realidad, mientras que la segunda se desprende de 
estudios de fenómenos bajo una variedad de condiciones de la investigación. (p.3) 
Con base en la teoría fundamentada, se han podido visualizar esas dos vertientes teóricas 
aplicadas a la ineficacia del IRI como objeto de estudio. Por un lado, la vertiente sustantiva, que 
emergió de los testimonios y postura de los abogados expertos, así como de las organizaciones que 
atendieron víctimas de trata de personas en el Eje Cafetero, entre el 2015 y 2020, como sujetos 
entrevistados. Por otro lado, la vertiente formal, donde el enfoque de esta teoría permitió utilizar 
el aporte de estudios previos, como los antes mencionados, por su pertinencia con el objeto de 
estudio sobre la ineficacia del IRI. 
Con ese enfoque teórico, se caracterizó el IRI de victimas de trata de personas, focalizando el 
alcance de su eficacia, para lo cual se identificaron los daños y perjuicios que acusaron las 
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víctimas13, el cómo y por qué estas personas ameritaban una indemnización económica justa, de 
acuerdo con la magnitud e intensidad de los daños y perjuicios sufridos. Muchos de estos siguen 
presentes expost facto de la situación vivida, en cuanto cada víctima fue objeto de una actividad 
criminal que suele tener secuelas de orden psicológico y familiar.  
Los casos de trata externa atendidos por los expertos y las organizaciones entrevistadas, según 
ellos, evidenciaron por qué no ha sido ni es eficaz el proceso IRI en estos delitos trasnacionales. 
La información de estos casos se presenta en el capítulo 3, dedicado a testimonios y experiencias.  
En todos ellos, se resalta que las víctimas renunciaron a la indemnización económica por temor 
a denunciar, con lo cual se constató el nivel de concordancia con la conceptualización eficacia-
ineficacia del proceso IRI. 
2.3. El discurso del incidente de reparación integral con víctimas de trata 
Ya se mencionó que la vulnerabilidad es uno de los principales factores de orden extrateóricos 
que mayor incidencia tiene en la captura de personas con fines de trata sexual y laboral fuera de 
Colombia. Además, las fáciles oportunidades de empleo, estudios e ingresos, en dólares o euros 
que permiten enviar remesas a los familiares, suelen ser los elementos convincentes para seducir 
a las futuras víctimas. 
La vulnerabilidad de género en la trata de personas con fines de explotación sexual es una 
situación muy complicada, porque ninguna indemnización económica logra equiparar los daños y 
                                                 
13 Se refiere a los daños y perjuicios ocasionados a las víctimas de trata externa que lograron retornar a su lugar de 
origen en el Eje Cafetero, tras haber sido trasladadas a otro país y atendidas entre 2015 y 2020 por 41 organizaciones 
de apoyo a las víctimas que operan en la región. 
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perjuicios causados. De igual forma sucede con la trata de niños y jóvenes que aún no han 
madurado sus emociones y afectos hacia la vida. Esta reflexión surge luego de observar en la 
documentación revisada los daños psicológicos que no son indemnizables económicamente.  
Lo anterior no significa que las víctimas de otras formas de trata no sexuales carezcan de daños 
con secuelas físicas y psicológicas profundas. Lo que ocurre es que la explotación sexual es una 
de las formas de esclavitud más difícil de superar psicológicamente por la enorme carga 
traumática, de humillación y por su alto nivel de estigmatización. 
De hecho, los elementos intrateóricos y extrateóricos aportados por los abogados y las 
organizaciones entrevistados y presentados detalladamente en el capítulo 3 evidencian que la 
reparación integral de víctimas de trata de personas en el Eje Cafetero, entre 2015 y 2020, se 
caracterizó por la ausencia de argumentos relacionados con afectaciones traumáticas en las 
víctimas. De hecho, es común que las víctimas prefieran no recordar ni hablar; su silencio es el 
mejor aliado para no evidenciar los profundos daños psicológicos que padecen.  
En materia de daños a la salud y perjuicios morales, todo proceso IRI debe acatar los criterios 
unificados para la reparación de los perjuicios inmateriales establecidos por el Consejo de Estado 
(2014). Por ejemplo, se reconoce la indemnización por daños contra la dignidad humana, la moral 
y la reputación, entre 100 y 400 SMMLV, entre la regla general y la de excepción a 
discrecionalidad del juez (p.13). 
Este y otros criterios deben ser compatibilizados en el proceso IRI con las disposiciones de los 
tratados internacionales y de la jurisprudencia de la Corte IDH, habida cuenta de la vulnerabilidad 
de las víctimas de trata externa y de sus derechos a la reparación integral. 
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Al retomar la vulnerabilidad social, económica y psicológica como un importante factor 
extrateórico de fuerte incidencia en la trata con fines de explotación sexual y laboral, cabe recordar 
lo que dijo Del Toro (2012). Él, en su estudio sobre la vulnerabilidad de género en esta modalidad, 
abordó este delito con la finalidad de describir los mecanismos y las herramientas que les permiten 
a las autoridades combatirla. 
Este autor puso en evidencia las relaciones de poder de género que interactúan en el ilícito de 
personas e identificó las condiciones o situaciones de vulnerabilidad en que se encontraban las 
víctimas cuando fueron reclutadas. Una de las conclusiones obtenidas es que los funcionarios 
públicos carecían, para la fecha del estudio en el 2012, de experticia en el manejo de procesos IRI 
con víctimas de trata de personas externa. Por ese motivo, es importante resaltar este aspecto, ya 
que es un hallazgo común relacionado con la ineficacia del proceso IRI en casos de trata externa, 
tanto en Tijuana, México, como en el Eje Cafetero colombiano.  
Desde una perspectiva institucional, no hay duda de que el desempeño de la función pública 
por parte de los operadores de justicia requiere permanente actualización de conocimientos 
teóricos y prácticos. Hoy en día eso forma parte de las políticas de calidad institucional de las 
organizaciones públicas. Se recoge en su filosofía organizacional y de mejoramiento continuo.  
Sin embargo, según los testimonios de los abogados y de las organizaciones entrevistadas, son 
los mismos funcionarios públicos responsables de atender víctimas de trata externa, al menos en 
el Eje Cafetero, los que carecen de experticia o les falta desarrollar habilidades para la atención de 
las víctimas y manejo adecuado de los procesos IRI.  
Entre las habilidades identificadas por los abogados y las organizaciones entrevistadas que 
requieren estos funcionarios están las siguientes: i) conocimiento del procedimiento IRI, ii) 
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conocimiento de los convenios internacionales sobre trata de personas y iii) conocimiento de los 
mecanismos e instrumentos para establecer contacto expedito con organizaciones internacionales 
y operadores judiciales de otros países. 
Los abogados y las 41 organizaciones entrevistadas que atendieron víctimas de trata, entre los 
años 2015 y 2020, testimoniaron que en los tribunales penales del Eje Cafetero se desconocía o no 
se tenía experiencia del procedimiento IRI con víctimas de trata externa que habían sido llevadas 
a otros países y retornado, posteriormente, a su residencia en el Eje Cafetero. No es igual para estas 
víctimas el desarrollo de un proceso IRI que para los casos de trata interna, ya que en estos el 
victimario con sentencia firme se encuentra en Colombia. 
En consecuencia, y coincidiendo con el autor, es prioritario capacitar a los funcionarios públicos 
sobre los procedimientos para reparar a las víctimas, tal como está establecido en el marco jurídico 
del proceso IRI y de los bloques de convencionalidad y convencionalidad. Pues, por desconocer 
lo anterior, estos funcionarios dejan sin protección y reparo a las víctimas de trata externa que han 
retornado a Colombia. 
Por otra parte, el principio de inmediación probatoria debe ser la garantía de los derechos de las 
víctimas en el trámite del IRI, por lo que es necesaria la mayor eficacia jurídica posible de dicho 
principio en el proceso penal como garantía de reparación en la práctica de pruebas transmitidas 
al juez (Herrera, 2015, p.7). 
En cuanto a la ineficacia del IRI para perseguir y enjuiciar a los tratantes, una de las limitaciones 
a superar es el enjuiciamiento y la sentencia condenatoria de los tratantes como responsables de 
delitos transnacionales (Jordana, 2015). Al respecto, la falta de cooperación entre los países merma 
la posible efectividad de la ayuda mutua, siendo esto una limitante que contribuye a perpetuar la 
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impunidad. Una forma de superar la impunidad es hacer eficaces los mecanismos transfronterizos 
para perseguir y enjuiciar a los tratantes. Esto es un reto para los países dado que, en el caso de 
Colombia, el IRI, para casos de trata externa, es ineficaz debido a la imposibilidad de obligar a los 
tratantes residenciados en otros países a indemnizar económicamente a las víctimas. 
2.3.1. El incidente de reparación integral (IRI) en el proceso penal colombiano  
El IRI se define en los artículos 102 a 109 de la Ley 906 de 2004 y tiene las siguientes 
características: i) se configura en la etapa posterior al juicio oral, ii) requiere que se haya emitido 
el sentido del fallo declarando la responsabilidad penal del acusado, iii) la potestad para iniciarlo 
se radica en la víctima, el fiscal o el Ministerio Público y iv) la finalidad es la reparación del daño 
que se ha causado con el delito. 
Desde su rol defensor de los derechos humanos pertinentes en el ámbito penal, debe el 
Ministerio Público, en el caso de que la víctima desconozca o se abstenga a iniciar el incidente de 
reparación integral, proceder a realizarlo en su representación, para que el condenado repare los 
perjuicios ocasionados por su conducta. El Fiscal, en su labor investigativa propia del sistema 
penal oral acusatorio, tiene, además, la posibilidad de solicitar a nombre del sujeto pasivo del delito 
el inicio del proceso de IRI. Al respecto, la Corte Constitucional colombiana, en la sentencia C-
059 de 2010, indicó que:  
Varias son las consecuencias de esa configuración legislativa inspirada en la Constitución: 
i) El incidente constituye una primera oportunidad judicial como posición jurídica 
definitiva para hacer efectivo el derecho a la reparación integral de la víctima que, prima 
facie, contempla la Constitución. Derecho de acceder a la justicia a fin de alcanzar dicho 
propósito y hacerlo efectivo, como acción de reparación integral, que es también acción 
civil, al final del proceso penal, una vez declarado un sujeto penalmente responsable 
(artículos 229 y 250, numerales 6º y 7º, artículo 102 CPP). ii) Otorga un valor adicional a 
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la conciliación en el incidente de reparación integral, pues ella representa uno de los 
mecanismos que reflejan la fórmula constitucional de la justicia restaurativa, que el 
Congreso de la República configura dentro del procedimiento de reparación de la víctima 
a instancias del juez penal (Art. 250, numeral 7º CP, art. 521 CPP). iii) Los llamados a 
conciliar, debido al significado reconocido a esta figura en el incidente, asumen con mayor 
fuerza vinculante los deberes propios de su condición como partes en el mismo (víctima y 
condenado o defensor) o como intervinientes (tercero civilmente responsable y 
aseguradora). Fundados en el respeto al derecho ajeno, en el no abuso de los propios y en 
el deber de colaborar para el buen funcionamiento de la administración de justicia (arts. 95, 
número 1 y 7 CP), tales deberes son el proceder con lealtad y buena fe en todos sus actos, 
obrar sin temeridad, comparecer oportunamente a las diligencias y audiencias a las que son 
citados, entregar a los servidores judiciales los objetos y documentos necesarios para la 
actuación y los que le fueren requeridos, salvo las excepciones legales, previstos claramente 
por el Legislador en el mismo Código de Procedimiento Penal (arts. 140, número 1, 2, 6, 
9). iv) Con intención evidentemente garantista y producto de la aplicación del principio de 
la perpetuatio jurisdictionis, faculta al juez penal para propiciar un acuerdo que facilite 
alcanzar los propósitos del incidente, que son en buena parte los que animan el sistema 
acusatorio, a saber, el reparar a las víctimas de un delito probado y con un sujeto declarado 
penalmente responsable, con la mayor agilidad, oportunidad y en las mejores condiciones 
posibles para todas las partes y ante la misma jurisdicción (art 103 CPP). En su defecto, le 
impone reconocer y practicar las pruebas aportadas o solicitadas por quienes han 
participado en el incidente y en definitiva adoptar la decisión que ponga fin al incidente 
(arts. 104 y 105 CPP) y reconozca la reparación integral (material, moral, simbólica, entre 
otras) de la víctima del delito. Es decir, la configuración de un incidente principal para que 
al terminar el proceso penal con sentencia condenatoria, se haga posible la reparación 
integral de la víctima y la consolidación de los objetivos que animan la justicia restaurativa, 
a través del acuerdo de voluntades entre aquella y los llamados a responder, o a través del 
ejercicio de los poderes y competencias de la jurisdictio reconocidas al juez de la causa 
penal, lo cual se convierte en pieza esencial de la forma como la Constitución prevé en el 
caso concreto la noción de justicia restaurativa. (Sentencia C-059 de 2010) 
Esta etapa del proceso penal se caracteriza por tener involucrados en su trámite a los siguientes 
sujetos procesales: i) al juez de conocimiento, cuyo rol en principio corresponde a la apertura 
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formal de la referida etapa del IRI, siempre y cuando se eleve por quienes el articulado pertinente 
a su regulación determina (víctima, fiscal o Ministerio Público), y ii) la víctima, que, para este 
caso, puede ser sustituida por sus herederos, quienes en su nombre podrán reclamar la reparación 
por la vía analizada. Dos críticas relevantes, desde lo sustantivo y procedimental del derecho, en 
relación con las obligaciones del Estado en materia de reparación integral de las víctimas de trata 
externa frente al proceso de IRI, son:  
A) En la dimensión sustantiva, atinente a la reparación en los casos de víctimas de trata 
externa que han retornado al país y denunciado a sus reclutadores en Colombia, el IRI no permite 
que la reparación se adecúe a la magnitud económica y características psicosociales particulares 
del daño sufrido. En cuanto a la efectividad, el IRI evidencia no propender al reconocimiento de 
todos los daños materiales e inmateriales sufridos por la víctima mientras estuvo esclavizada hasta 
que retornó a Colombia. En ese sentido, sería válido suponer que los procesos IRI de trata externa 
en el Eje Cafetero, entre los años 2015-2020, no hayan garantizado una plena y justa reparación 
integral de los daños y perjuicios a las víctimas.  
B) En la dimensión procedimental, los jueces no cuentan con disponibilidad presupuestal y/o 
recursos de apoyo para adoptar medidas adecuadas que garanticen la seguridad, la protección 
permanente y el bienestar biopsicosocial de las víctimas que denuncian sus casos, y que 
posteriormente solicitan la apertura del proceso IRI, con alguna esperanza de recibir una justa y 
pronta indemnización económica, como parte de la restitución de sus derechos. 
2.3.2. Daños, perjuicios e indemnización a las víctimas del delito de trata 
A partir de la concepción del daño como una acción que afecta la integridad física y moral de 
un individuo, una colectividad, un bien o una actividad, se hace énfasis en las consecuencias y en 
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la forma de repararlo, según lo dispuesto en la normativa indemnizatoria del Estado colombiano. 
Se reconoce para ello que compensar el daño en su totalidad va más allá de la indemnización 
simplemente económica. Rivera (2003) ratifica que los términos “daño” y “perjuicio” se definen 
como hechos.  
El daño es un hecho: es toda afrenta a la integridad de una cosa, de una persona, de una 
actividad o de una situación. […] el perjuicio lo constituye el conjunto de elementos que 
aparecen como las diversas consecuencias que se derivan del daño para la víctima del 
mismo. (p. 41) 
En otros términos, el daño es considerado como la afectación negativa o el mal recibido; el 
perjuicio, en cambio, se refiere a todas las consecuencias y los efectos negativos que acarrea el 
daño. Concretamente, “el daño es la diferencia perjudicial para la víctima, entre su situación antes 
de sufrir el hecho ilícito y después del mismo” (Peirano, 1981). 
Esta concepción es parcialmente compartida por Navia (1978) cuando afirma que el daño, desde 
el punto de vista jurídico, es “la lesión de un interés jurídicamente tutelado, como resultado de una 
actuación humana contraria a derecho” (p.21), lo cual es una definición mucho más precisa. En 
todo caso, independientemente de las concepciones mencionadas, y partiendo de la premisa 
legislativa del derecho doméstico colombiano, se asume la concepción de daños, perjuicios e 
indemnización establecida en el Código Civil. En cuanto a los topes indemnizatorios para reparar, 
se asume lo dispuesto por la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del 
Consejo de Estado en materia de perjuicios inmateriales. 
2.3.3. Daños y perjuicios según el Código Civil colombiano 
Tres artículos establecidos del Código Civil especifican los daños y perjuicios. Fueron 
insertados en el título XXXIV relativo a la responsabilidad común por los delitos y las culpas. Se 
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trata del artículo 2341, sobre responsabilidad extracontractual, el artículo 2343, referido a las 
personas que se obligan a indemnizar, y el artículo 2358, por el cual se define la prescripción de 
la acción de reparación.  
Con respecto al artículo 2358, este también hace referencia a que “las acciones para la 
reparación del daño que puedan ejercitarse contra terceros responsables, conforme a las 
disposiciones de este capítulo, prescriben en tres años contados desde la perpetración del acto” 




Tabla 2. Los daños y perjuicios en el Código Civil colombiano. 
Fuente: elaboración propia. 
Es evidente que, para el derecho colombiano, el daño es la consecuencia que sufre una persona 
por causa de otra que está legalmente obligada a repararla. Este tipo de situaciones poseen matices 
ambiguos, porque no es una tarea sencilla determinar la indemnización que se debe otorgar por un 
daño o dolor causado. Por ello, el Estado colombiano estableció unos topes indemnizatorios, que 
si bien es cierto son renglones diseñados para el ámbito administrativo y el tema que estudia esta 
investigación es el derecho penal, también lo es que en la actualidad este tipo de topes podrían 
aplicarse a los casos de víctimas de trata de personas. Estos lineamientos de compensación se 
explican y comentan en el siguiente acápite. 










por los delitos  
y las culpas. 
Artículo 2341: Responsabilidad extracontractual. 
El que ha cometido un delito o culpa, que ha inferido daño a otro, es obligado a la 
indemnización, sin perjuicio de la pena principal que la ley imponga por la culpa o 
el delito cometido. 
Artículo 2343: Personas obligadas a indemnizar. 
Es obligado a la indemnización el que hizo el daño y sus herederos. El que recibe 
provecho del dolo ajeno, sin haber tenido parte en él, solo es obligado hasta 
concurrencia de lo que valga el provecho que hubiere reportado. 
Artículo 2358: Prescripción de la acción de reparación. 
Las acciones para la reparación del daño proveniente de delito o culpa que puedan 
ejercitarse contra los que sean punibles por el delito o la culpa, se prescriben dentro 




2.3.4. Marco legal y político aplicable al proceso IRI 
Instrumento Alcance 
 
Ley 985 de 2005 
Por medio de la cual se adoptan medidas contra la trata de personas y 
normas para la atención y protección de las víctimas. 
Pertinencia para la investigación 
Esta ley es integral porque tiene por objeto la prevención, protección y 
asistencia necesarias para garantizar el respeto de los derechos humanos de 
las víctimas y posibles víctimas, tanto residentes o trasladadas en el 
territorio nacional como de los colombianos en el extranjero, y para 
fortalecer la acción del Estado frente a este delito. 
Ley 906 de 2004 
Por la cual se expide el Código de Procedimiento Penal, corregida de 
conformidad con el Decreto 2770 de 2004. 
Ley 599 de 2000 Por la cual se expide el Código Penal colombiano. 
Ley 1474 de 2011 Estatuto Anticorrupción. 
Ley 1708 de 2014 Por la cual se expide el Código de Extinción de Dominio 
 
Ley 1257 de 2008 
Por la cual se expide la Ley de Violencia y Discriminación Contra las 
Mujeres. Se dictan normas de sensibilización, prevención y sanción de 
formas de violencia y discriminación contra las mujeres. Se reforman los 
Códigos Penal, de Procedimiento Penal, la Ley 294 de 1996 y se dictan 
otras disposiciones. 
 
Ley 800 de 2003 
Por medio de la cual se aprueba la “Convención de las Naciones Unidas 
contra la Delincuencia Organizada Transnacional” y el “Protocolo para 
Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas. Especialmente 
Mujeres y Niños” (Protocolo de Palermo). 
Pertinencia para la investigación 
Ambos instrumentos fueron adoptados por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas el 15 de noviembre de 2000. El propósito del Convenio es 
promover la cooperación para prevenir y combatir más eficazmente la 
delincuencia organizada transnacional. Por su parte, el Protocolo recogió la 
primera definición sobre la trata de personas consensuada 
internacionalmente y que asienta el marco legal comúnmente aceptado. 
 
Ley 747 de 2002 
Por medio de la cual se hacen unas reformas y adiciones al Código Penal 
(Ley 599 de 2000), se crea el tipo penal de trata de personas y se dictan 
otras disposiciones. 
Decreto 1974 de 
1996 
Por el cual se crea el Comité Interinstitucional para la Lucha contra el 
Tráfico de Mujeres, Niñas y Niños. 
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2.3.5. Topes indemnizatorios desde la perspectiva del derecho colombiano 
La Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado fijó los 
topes indemnizatorios en materia de perjuicios inmateriales —daños morales, daño a la salud— y 
la afectación relevante a los bienes y derechos constitucionales y convencionalmente protegidos. 
En esta clasificación de daños, perjuicios y compensaciones, la persona será indemnizada en 
función de la relación de cercanía que tiene, ya sea con la víctima o por el daño recibido en sí. A 
continuación, los cinco niveles definidos por el Consejo de Estado (2014, p.6) en la Sección 
Tercera para el reconocimiento de los perjuicios morales con respecto a la cercanía afectiva entre 
la víctima directa y quienes reclaman perjuicios. 
Tabla 3. Nivel de cercanía afectiva a la víctima directa del reclamante del perjuicio. 
Fuente: elaboración propia. 
Los afectados, de acuerdo con el Consejo de Estado e independientemente de su nivel de 
cercanía y lazos afectivos o consanguíneos, deben tener pruebas de su vinculación con la víctima, 
Nivel Relación afectiva víctima - reclamante 
1 
Comprende la relación afectiva, propia de las relaciones conyugales y paterno- filiales o, en 
general, de los miembros de un mismo núcleo familiar (1er. grado de consanguinidad, 
cónyuges, compañeros permanentes o estables). 
2 
Donde se ubica la relación afectiva propia del segundo grado de consanguinidad o civil 
(abuelos, hermanos y nietos). 
3 Está comprendida por la relación afectiva propia del tercer grado de consanguinidad o civil. 
4 Aquí se ubica la relación afectiva propia del cuarto grado de consanguinidad o civil. 
5 Comprende las relaciones afectivas no familiares (terceros damnificados). 
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por lo que deben presentar documentos y certificados, tales como el de nacimiento, para evidenciar 
tal vinculación por consanguinidad, o el de matrimonio, para respaldar la relación conyugal.  
Cualquier evidencia que permita comprobar la relación de cercanía con la víctima y el daño o 
perjuicio es considerada válida para los fines consiguientes. Con respecto a la indemnización 
cuantitativa de una víctima en función del nivel de cercanía con la víctima, el Estado colombiano 
estableció como regla general unos porcentajes del S.M.L.M.V. para la reparación moral en caso 
de muerte o de lesiones. Porcentajes que podrían ser mayores en caso de violaciones graves a los 
derechos humanos (Consejo de Estado, 2014, p.6). 













de 2° grado de 
consanguinidad 








del 4° grado de 
consanguinidad 










100 50 35 25 15 
Fuente: elaboración propia. 
Acerca del reconocimiento de perjuicios morales por lesiones personales, además del nivel de 
cercanía, se tiene en cuenta la gravedad o levedad de la lesión (Consejo de Estado, 2014, p.7), 
como se aprecia en la Tabla 5. 
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grado de 
consanguinidad 















no familiar o 
terceros 
damnificados. 
S.M.L.M.V S.M.L.M.V S.M.L.M.V S.M.L.M.V S.M.L.M.V 
≥ al 50% 100 50 35 25 15 
≥ 40% e 
inferior al 
50% 
80 40 28 20 12 
≥ al 30%  
e inferior  
al 40% 
60 30 21 15 9 
≥ al 20%  
e inferior 
al 30% 
40 20 14 10 6 
≥ al 10%  
e inferior  
al 20% 
20 10 7 5 3 
≥ al 1%  
e inferior  
al 10% 
10 5 3,5 2,5 1,5 
Fuente: elaboración propia. 
Cabe destacar que, en las reglas de excepción relacionadas con daños morales, se acordó para 
los casos de violaciones graves a los derechos humanos y de lesa humanidad que:  
Podrá otorgarse una indemnización mayor de la señalada en todos los eventos anteriores, 
cuando existan circunstancias debidamente probadas de una mayor intensidad y gravedad 
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del daño moral sin que en tales casos el monto total de la indemnización pueda superar el 
triple de los montos indemnizatorios antes señalados. (Consejo de Estado, 2014, p.9)  
En otras palabras, si la víctima sufrió daños irreversibles que atentaron contra su dignidad 
humana, moral, reputación y su espíritu, su reparación puede ser mucho mayor de lo estipulado en 
las tablas descritas. Respecto al daño a la salud, el Consejo de Estado (2014) ha establecido que: 
[…] no se puede limitar su reconocimiento y liquidación al porcentaje certificado de 
incapacidad, sino que se deben considerarse las consecuencias de la enfermedad o accidente 
que reflejen alteraciones al nivel del comportamiento y desempeño de la persona dentro de 
su entorno social y cultural que agraven la condición de la víctima como por ejemplo los 
casos estéticos o lesiones a la función sexual, que difícilmente se consideran constitutivos 
de incapacidad. (p.12)  
Efectivamente, para este tipo de daños se indemniza solo a la víctima y bajo ningún concepto o 
motivo se incluye a otra persona, ni siquiera a sus familiares más cercanos. En relación con los 
daños a la salud, por regla general, las indemnizaciones oscilan entre uno y cien salarios mínimos 
mensuales. Este salario mínimo mensual aumentó de $828.116 pesos, en el año 2019, a $877.803, 
en el año 2020, lo que representa un tope máximo indemnizatorio para las víctimas de hasta 100 
SMLMV si la gravedad de la lesión es igual o superior al 50% de daños a la salud. En la Tabla 6, 
de acuerdo con el Consejo de Estado (2014, p.11), se observan los intervalos fijados por el 




Tabla 6. Reparación del daño a la salud. Regla general. 
Gravedad de la lesión 
Víctima directa 
(SMLMV) 
Igual o superior al 50% 100 
Igual o superior al 40% e inferior al 50% 80 
Igual o superior al 30% e inferior al 40% 60 
Igual o superior al 20% e inferior al 30% 40 
Igual o superior al 10% e inferior al 20% 20 
Igual o superior al 1% e inferior al 10% 10 
Fuente: elaboración propia. 
Este tipo de reparación queda a criterio del juez en función de la patología visible, o no, de tipo 
sexual, física o mental que presente la víctima. Influirá la edad y el tipo de ejercicio laboral que 
desempeñaba la persona afectada para el momento del daño ocasionado. En conclusión, la 
liquidación del daño a la salud se efectuará según la cuantía máxima establecida (Tabla 7). 
Tabla 7. Reparación del daño a la salud. 
Concepto Cuantía máxima 
Regla general 100 SMLMV 
Regla de excepción 400 SMLMV 
Fuente: Consejo de Estado (2014, p.13) 
Con respecto a estos topes, es importante señalar que los lineamientos anteriores son 
excluyentes y no acumulativos: i) la indemnización reconocida nunca podrá exceder el límite de 
400 SMLMV como se aprecia en la Tabla 8. ii) En caso de que la víctima fallezca, sus familiares 
y dolientes pueden demandar una reparación por perjuicio con los montos establecidos en la Tabla 
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4. iii) La indemnización por daño moral precisa que el dolor y padecimiento que experimentó la 
víctima o persona cercana, debido al daño recibido, se calculan con base en los valores establecidos 
en la Tabla 5. iv) Para todos los niveles, los demandantes deberán presentar pruebas fehacientes 
que demuestren su cercanía y/o relación con la víctima, así se observa en la Tabla 3. v) El juez y 
los entes involucrados deberán verificar, a través de los mecanismos que consideren adecuados, la 
gravedad o levedad de la lesión causada.  
Luego deberán determinar el monto indemnizatorio en salarios mínimos, conforme al dolor 
padecido por la víctima o sus seres cercanos. Estos topes probablemente no sean suficientes para 
indemnizar los daños y perjuicios ocasionados a las víctimas de conductas punibles en delitos 
transnacionales de trata. La suerte de las víctimas de trata interna y externa no es igual, puesto que 
el proceso de IRI presenta limitaciones jurisdiccionales para la judicialización y el enjuiciamiento 
de los tratantes localizados fuera del territorio colombiano.  
Navia (2007), basado en las nociones de perjuicio de Le Tourneau14, puntualizó, en torno a los 
daños y la reparación, que el principio rector en el derecho colombiano15 es el de la indemnización 
plena o integral de los perjuicios causados a la víctima. Al respecto, 
[…] lo propio de la responsabilidad civil es restablecer, tan exactamente como sea posible, 
el equilibrio destruido por la causación del perjuicio, tratando de colocar a la víctima en 
una situación análoga a aquella en que se habría encontrado si el daño no hubiese tenido 
lugar. (p.290) 
                                                 
14 Cfr. Le Tourneau, Ph. & Cadiet, L., Droit de la responsabilité et des contrats, Editions Dalloz, Parí, 2002, 416 y 
417. 
15 En relación con las dificultades para establecer linderos más precisos entre los diferentes daños y perjuicios y la 
necesidad de racionalizar las nociones del perjuicio y sus modalidades de reparación. 
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Con estos topes indemnizatorios, la reparación de las víctimas de trata externa no compensa los 
daños recibidos, porque no valora el dolor causado por las distintas formas de esclavitud moderna 
fuera de Colombia. ¿Cómo resarcir los daños de una mujer que fue forzada a explotación sexual 
en condiciones de esclavitud fuera de Colombia y luego retornada al Eje Cafetero? La respuesta 
es que debe ser reparado como mínimo el daño moral, el daño a su salud —física y psicológica— 
y la reparación del daño material, según los topes indemnizatorios vigentes establecidos por el 
Consejo de Estado en el 2014.  
Pero ¿quién los cubre si el tratante se encuentra en otro país? Resulta inmoral por parte del 
Estado indemnizar fijando un valor a las formas de esclavitud. Es cuestión de resarcir el honor, la 
dignidad pisoteada y el sufrimiento padecido. Por ello, las víctimas renuncian a sus derechos de 
reparación y no denuncian. Esto se constató en el Eje Cafetero, según lo expresado por las 
organizaciones que atendieron víctimas mujeres entre el 2015 y 2020. Navia (2007) opina que 
“más inmoral sería dejar sin condenar a quien causó el daño so pretexto de la dificultad para 
valorarlo que reparar con montos no equivalentes o insuficientes” (p.292). 
2.3.6. Instrumentos del derecho internacional de refugiados ratificados por Colombia 
Organismo Instrumento jurídico Ratificación 
Naciones 
Unidas 
Convención Sobre el Estatuto de los Refugiados (1951) 10/10/1961 
Protocolo Sobre el Estatuto de los Refugiados (1967) 04/03/1980 
Convención sobre el Estatuto de los Apátridas (1954) en proceso 
Fuente: elaboración propia. 
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2.3.7. Documentos universales del IRI en materia de derechos humanos 















Protocolo Facultativo de la Convención para la Eliminación de 
todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (2000) 
10/12/1999 
Convención para la Eliminación de la Discriminación Racial 
(1965) 
02/09/1981 
Convención sobre los Derechos del Niño (1989) - en reserva 28/01/1991 
Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del 
Niño Relativo a la Participación en Conflictos Armados (2000) 
25/05/2005 
Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del 
Niño Relativo a la Venta de Niños, la Prostitución Infantil y la 
Utilización de Niños en Pornográfica (2000) 
11/11/2003 
Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de 
Todos los Trabajadores Migratorios y de sus familiares (1990) 
24/05/1995 
Convención de Naciones Unidas contra el Crimen Organizado 
Transnacional (2002) 
---- 
Protocolo de la Convención de las Naciones Unidas contra el 
Crimen Organizado (2004) 
---- 
Protocolo de las Naciones Unidas para Prevenir, Reprimir y 
Sancionar la Trata de Personas, Especialmente Mujeres y Niños o 
Protocolo Contra la Trata de Personas. (2000) 
25/12/2003 
Fuente: elaboración propia. 
2.3.8. Principales referentes de las Américas en materia de derechos humanos  
i. Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura de 1985 (del 02 de diciembre 
de 1998). 
ii. Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 
- Convención de Belem do Pará de 1994 (del 15 de noviembre de 1996). 
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El primer instrumento se relaciona porque toda víctima de trata acusa daños y perjuicios, como 
consecuencia de alguna forma de tortura y tiene derecho a ser reparada. La tortura es un delito que 
atenta contra la dignidad humana, al igual que la trata de personas, mediante actos que anulan la 
personalidad. Intencionalmente recibe penas, castigos o sufrimientos físicos y/o mentales e 
intimidaciones que disminuyen sus capacidades, independientemente de que causen dolores físicos 
o angustias psíquicas (Art.2). 
El segundo, porque las mujeres víctimas de trata tienen derecho a no ser sometidas y obligadas 
a explotación sexual. Este instrumento ratifica el derecho de la mujer “al reconocimiento, goce, 
ejercicio y protección de todos los derechos humanos y a las libertades consagradas por los 
instrumentos regionales e internacionales sobre derechos humanos” (Art.4), entre otros, el que se 
respete su integridad física, psíquica y moral (literal b). A su vez, “el derecho a un recurso sencillo 
y rápido ante los tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos” 
(literal g), y, con ello, el derecho a la reparación integral de daños y perjuicios. 
2.3.9. Avances del derecho internacional humanitario (DIH) que sustentan el IRI 
a. Convenio de Ginebra de 1949 y sus Protocolos. 
b. III y IV Convenio de Ginebra de 1949 del 08 de noviembre de 1961. 
c. Protocolo Adicional de 1977 Relativo a la Protección de las Víctimas de los Conflictos 
Internacionales del 01 de septiembre de 1993. 
d. Protocolo Adicional de 1977 Relativo a la Protección de las Víctimas de los Conflictos sin 
Carácter Internacional del 14 de agosto de 1995.  
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e. Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional de 1998 del 05 de agosto de 2002. 
El Convenio de Ginebra y sus protocolos se relacionan aquí por contener normas del derecho 
internacional humanitario (DIH), por su estricta vinculación con la prohibición de la tortura, los 
tratos humillantes, crueldad y actos degradantes, así como el derecho de las personas —aunque 
referido a conflictos armados— a ser tratadas con humanidad y garantías judiciales. Por su parte, 
el Estatuto de Roma es un notable avance del DIH al afirmar que fenómenos como la esclavitud, 
tortura y privación de la libertad son crímenes de lesa humanidad violatorios del derecho 
internacional. Hace especial énfasis en la “violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, 
embarazo forzado, esterilización forzada o cualquier otra forma de violencia sexual de gravedad 
comparable” (Art. 7, numeral 1, literal g). 
Particular mención debe hacerse al concepto de esclavitud en el Estatuto de Roma, entendido 
como “el ejercicio de los atributos del derecho de propiedad sobre una persona, o de algunos de 
ellos, incluido el ejercicio de esos atributos en el tráfico de personas, en particular de mujeres y 
niños” (Art. 7, numeral 2, literal c). 
2.4. El enfoque y las perspectivas jurídicas del proceso IRI en Colombia 
Con respecto al enfoque del proceso IRI en el procedimiento penal colombiano, es importante 
subrayar que la Corte Constitucional, órgano de cierre en materia de derechos humanos, expuso 
en sentencia de constitucionalidad una definición concisa y muy aproximada del incidente de 
reparación. Su fundamento filosófico y las incidencias en la comunidad socio-jurídica son:  
[…] los artículos 86 y 89 de la Ley 1395 de 2010, modificatorios de los artículos 102 y 106 
de la Ley 906 de 2004 prevén la procedencia y ejercicio del incidente de reparación integral, 
una vez en firme la sentencia condenatoria, y precisa el término de caducidad para la 
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solicitud de reparación integral a los treinta (30) días después de haber quedado en firme el 
fallo condenatorio, circunstancias que, para la Corte, no vulneran los derechos del tercero 
civilmente responsable, ya que dichas disposiciones no entrañan limitación a los derechos 
de participación en las decisiones del tercero civilmente responsable, puesto que el derecho 
a su participación dentro del proceso penal será constitucionalmente legítima únicamente a 
partir del momento en que se ha determinado la responsabilidad penal del sujeto por el cual 
deberá responder civilmente, momento que surge necesariamente -después de encontrarse 
en firme la sentencia de condena- con la iniciación del incidente de reparación integral y 
su citación al mismo, en el que contará con todos los derechos y garantías tendientes a su 
participación activa y a la construcción de la decisión que lleve a su culminación. 
(Sentencia C-250 de 2011) 
De acuerdo con esta sentencia, al ser citado un tercero civilmente responsable al incidente de 
reparación integral, se le garantiza el acceso a la justicia e inclusive puede discutir la existencia, o 
no, del perjuicio y el monto de la reparación. También puede refutar las aspiraciones de la víctima 
y su vínculo con el condenado, así como su deber de reparar. Igualmente puede solicitar, si fuese 
el caso, la citación al asegurador, participar en las audiencias, conciliar e interponer los recursos a 
que haya lugar, según los dispuesto en los artículos 102 y siguientes del CPP (Sentencia C-250 de 
2011). 
La Corte Constitucional, en este acto, refiere que la solicitud del proceso IRI caduca treinta días 
después de la sentencia en firme de la condena. También determinó, con respecto a la vulneración 
de los derechos del tercero civilmente responsable, que: 
[…] tampoco se vulnera el derecho del tercero civilmente responsable a la participación en 
las decisiones que le afectan y a la tutela judicial efectiva, ya que si bien, en desarrollo de 
la libertad de configuración legislativa el legislador estableció dicho término con el fin de 
racionalizar los procedimientos judiciales e imprimirles seguridad jurídica, el límite se 
considera válido pues establecida la constitucionalidad del papel del tercero civilmente 
responsable circunscrito a la etapa del incidente de reparación integral, la norma acusada 
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busca la celeridad en los procesos judiciales, sin menoscabo de los derechos de partes e 
intervinientes. (Sentencia C-250 de 2011) 
De este modo se demuestra que en Colombia existen mecanismos de reconocimiento y 
reparación a las víctimas de los delitos transnacionales. Y que son sujetos activos en los diferentes 
tipos penales que procesa la jurisdicción universal. Al respecto, dos aclaraciones resultan 
importantes.  
La primera se da al identificar el alcance de la reparación frente al recurso previsto en el CPP y 
relacionarlo con los casos del Eje Cafetero, en los cuales se encontró información relevante. Dicha 
información fue proporcionada por el estudio realizado por la Women’s Link Worldwide (2013) 
en los departamentos de Quindío y Risaralda, en el municipio de Cartago y en el Norte del Valle. 
En estos lugares se determinó que no fue eficaz el procedimiento, desde el reconocimiento de los 
daños y perjuicios hasta la forma como podrían haber sido reparadas las víctimas de ese entonces.  
También se encontraron elementos intrateóricos de orden legislativo y extrateóricos —tanto 
sociales como económicos— que permitieron cuestionar la eficacia de la justicia. Igualmente, al 
indagar los casos denunciados ante los tribunales del Eje Cafetero y las organizaciones que 
atendieron víctimas entre el 2015 y 2020, se constató la misma ineficacia del procedimiento de 
reparación, tal y como se evidencia en los testimonios de los abogados expertos y demás entes que 
fueron consultados durante la presente investigación. De los resultados obtenidos, se desprende 
que efectivamente el proceso IRI es ineficaz, porque no garantiza la extinción de dominio para 
resarcir los daños y perjuicios ocasionados a las víctimas de nacionalidad colombiana. 
La segunda aclaración es que en el sistema penal acusatorio el respeto por la garantía de los 
derechos humanos de las víctimas debe ser la nueva cultura del administrador de justicia. Por tal 
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razón, en los trámites del incidente de reparación integral (IRI), dada la relevancia que el nuevo 
sistema penal da a la víctima, deben aplicarse —en los casos que se requiera— las normas del 
derecho internacional vigente. Además, de aplicarse en todo el proceso penal, en los casos donde 
la legislación interna no sea suficiente para sancionar la conducta delictiva, deberá acudirse a otras 
instancias para resarcir los perjuicios ocasionados por esta. 
2.4.1. Análisis del principio de jurisdicción universal y su aplicación en Colombia 
La jurisdicción universal es un principio caracterizado por disponer de un sistema de 
investigación y sanción penal, sin considerar fronteras cuando los hechos representativos de la 
conducta punible constituyen violaciones a derechos humanos o son considerados graves por la 
comunidad internacional. En Colombia, su procedibilidad se concreta conforme lo dispuesto en el 
artículo 93 de la Carta Política, en la cual se incorpora la figura del bloque de constitucionalidad, 
así como también el artículo 2° del Código Penal colombiano.  
Ambas normativas coinciden al indicar que los tratados internacionales, firmados y ratificados 
por Colombia, mediante pronunciamientos del Congreso de la República en materia de derechos 
humanos, se consideran parte integral del sistema normativo interno. En este orden, la Corte 
Constitucional se pronunció respecto a la aplicación del principio de jurisdicción universal en las 
siguientes decisiones, al considerar que forman parte del orden jurídico interno y de la legislación 
doméstica.  
Así, la sentencia de constitucionalidad C-574 de 1992 estableció que existen efectos jurídicos 
directos e indirectos de las reglas emanadas del derecho internacional humanitario y que, por tanto, 
todos los tratados y convenios internacionales suscritos y ratificados por Colombia integran el 
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orden jurídico interno, ya que se refieren al derecho humano. Tres sentencias son importantes por 
estos efectos. 
1ª Sentencia: C-574 de 1992 
Problema jurídico: Efectos jurídicos de las reglas de derecho internacional humanitario, 
obligatoriedad del mismo, respeto de los principios inherentes a la persona. 
Aspectos relevantes: La concepción de soberanía nacional no puede ser entendida hoy bajo los 
estrictos límites de la teoría constitucional clásica. La interconexión económica y cultural, así 
como el surgimiento de problemas nacionales, cuya solución solo es posible en el ámbito global y 
la consolidación de una axiología internacional, han puesto en evidencia la imposibilidad de hacer 
practicable la idea decimonónica de soberanía nacional.  
En su lugar, se adopta una concepción flexible ajustada al contexto histórico actual, donde se 
protege y privilegia la autodeterminación de los pueblos, sin desconocer los principios de 
aceptación universal. De este modo, se respeta una moral internacional en favor de la convivencia 
global y del entendimiento, que garantice un futuro común para la humanidad. La paz mundial y 
la sobrevivencia del de las futuras generaciones deben cuidarse porque están seriamente 
amenazadas. Un caso relevante es el colapso climático actual y la conflictividad social mundial 
por diversos motivos e intereses que amenazan la paz mundial. 
Como se puede observar, en esta jurisprudencia, la Corte Constitucional indica que los tratados 
y convenios internacionales suscritos por Colombia se entienden como parte del orden jurídico 
interno, cuando se hubieren ratificado y se realice el análisis de constitucionalidad. Claro, siempre 
y cuando se trate de un derecho humano cuya limitación se prohíba durante la vigencia de los 
204 
 
estados de excepción. Se demuestra, así, la importancia para la estructura jurídica colombiana de 
la aplicación de los tratados que protegen los derechos humanos. Otra decisión relevante está 
contenida en la siguiente sentencia de constitucionalidad. 
2ª Sentencia: C-1189 de 2000 
Problema jurídico: Principio de territorialidad y extraterritorialidad de la ley penal, soberanía 
nacional y extradición de colombianos por nacimiento. 
Aspectos relevantes: El principio de jurisdicción universal, que atribuye a todos los Estados del 
mundo la facultad de asumir competencia sobre quienes cometan ciertos delitos que han sido 
especialmente condenados por la comunidad internacional, tales como el genocidio, la tortura o el 
terrorismo, siempre que tales personas se encuentren en su territorio nacional, aunque el hecho no 
haya sido cometido allí. Este principio, cuyo carácter consuetudinario no ha recibido aceptación 
general, ha sido consagrado en diferentes convenios internacionales que vinculan a Colombia. Por 
ello, puede afirmarse que, en este punto del desarrollo del derecho internacional, el principio de 
jurisdicción universal opera cuando consta en un tratado.  
Es importante efectuar dos precisiones sobre este principio. Primero, se trata, en esencia, de un 
mecanismo de cooperación internacional para la lucha contra ciertas actividades repudiadas por la 
sociedad. Coexiste con las competencias jurisdiccionales ordinarias de los Estados, sin imponerse 
sobre ellas. Así se dice expresamente en los múltiples tratados en los cuales se consagra. Segundo, 
no debe confundirse este principio, que habla de una jurisdicción universal de los Estados, con la 
jurisdicción de la recientemente creada Corte Penal Internacional.  
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Se trata de dos manifestaciones diferentes de la colaboración internacional contra el crimen, 
que, si bien resultan complementarias, no participan de la misma naturaleza por cuanto la Corte, 
una vez entrada en funcionamiento, será un organismo con jurisdicción independiente de la de sus 
Estados Partes, y con una órbita de competencia autónoma y distinta de la de aquellos. 
En la sentencia C-1189, la Corte Constitucional explica el alcance y la diferencia del principio 
de jurisdicción universal y de la jurisdicción universal de los Estados. Expone que su existencia 
obedece a los parámetros inherentes a la cooperación internacional que debe existir entre los 
Estados, sin desconocer los ordenamientos jurídicos internos.  
Existe una tercera sentencia, de sumo interés para el objeto de estudio en lo concerniente al 
principio de jurisdicción universal y su aplicación en Colombia. Esta providencia analiza la 
constitucionalidad del Estatuto de Roma como problema jurídicamente relevante. 
3ª Sentencia: C-578 de 2002 
Problema jurídico: Análisis de constitucionalidad del Estatuto de Roma. 
Aspectos relevantes: En toda sociedad existen hechos de violencia que quedan impunes, por lo 
cual se ha consensuado definir el grado de violencia cuya impunidad no puede ser tolerada, ya que 
atenta contra el orden social y la convivencia pacífica. Cuando se sobrepasa el umbral, los autores 
de atrocidades contra los derechos humanos deben ser juzgados y sancionados penalmente, 
conforme al deber de protección que tiene todo Estado. Cuando ese deber se viola, por la 
circunstancia extrema del incumplimiento del Estado o su incapacidad institucional para 
cumplirlo, la comunidad internacional ha decidido que las víctimas de esas atrocidades debían ser 
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protegidas por las vías institucionales y pacíficas de carácter judicial, esto es, mediante una Corte 
Penal Internacional. 
En esta sentencia se expresa claramente que los Estados no siempre cuentan con la estructura 
institucional o la capacidad para ejercer acciones adecuadas en función de prevenir y reprimir la 
impunidad en delitos contra los derechos humanos. Por ello, existen organismos como la CPI que, 
con el aval de la comunidad internacional, pueden iniciar el respectivo proceso como un organismo 
complementario de la actividad judicial de los Estados para, de esa forma, efectivizar un derecho 
humano fundamental, como es el acceso a la justicia. 
2.4.2. Revisión de jurisprudencia sobre trata de personas 
En diferentes oportunidades, las altas cortes de justicia nacional e internacional se han 
pronunciado sobre el hecho de considerar el delito trata de personas dentro del principio de la 
jurisdicción universal. Por tal motivo, es relevante resaltar la importancia que ha tenido la 
jurisprudencia en este tema. Concretamente, se han promulgado fallos buscando determinar la 
gravedad de este delito y cómo aplicarle el principio de jurisdicción universal. Un ejemplo de ello 
fue la Sentencia T-629 de 2010 de la Corte Constitucional de Colombia, que evaluó la atipicidad 
del contrato de trabajo entre el propietario de un bar y una trabajadora sexual, analizando los 
elementos que en dicha contratación garantizaran los derechos de la trabajadora.  
Es interesante observar cómo la Corte, en este caso concreto, estimó el delito de trata de 
personas, puesto que lo hizo de forma paralela para analizar y determinar por qué se deberían 
legalizar algunos tópicos de la práctica de la prostitución. En este orden, los jueces, en diferentes 
casos, han promulgado fallos que modifican condiciones legales establecidas. Es el caso de las 
leyes que fortalecen el ordenamiento jurídico en trata de personas y jurisdicción universal. 
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Otro caso concreto es el proceso Nº 14561, del 27 de agosto de la Sala de Casación Penal de la 
Corte Suprema de Justicia (CSJ, 1998-a), que tuvo como magistrado ponente a Carlos Augusto 
Gálvez Argote. En ambas oportunidades, los jueces resaltan en sus sentencias la importancia de 
fortalecer con un marco legal más sostenible la penalización en los casos de trata de personas.  
 
Sin embargo, en los procesos Nº 14561, del 10 de marzo, de la Sala de Casación Penal de la 
Corte Suprema de Justicia (CSJ, 1998-a), que tuvo como magistrado ponente a Carlos Augusto 
Gálvez Argote, y el Nº 15940, del 19 de diciembre, de la Corte Suprema de Justicia (CSJ, 2000), 
que tuvo como magistrado ponente a Álvaro Orlando Pérez Pinzón, se dictaron condenas 
ejemplarizantes a los victimarios del delito de trata de personas. 
 
En Colombia, antes de la expedición de la Ley 985 de 2005, se emitieron diversos fallos que 
promovieron un cambio dentro de la legislación doméstica. Gracias a ellos, se fortaleció esta 
materia. En el marco de esta ley, resalta el proceso N°19308, del 9 de abril de 2002, de la Sala de 
Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia (CSJ, 2002), que tuvo como magistrado ponente 
a Edgar Lombana Trujillo. En este proceso se decidió sobre la colisión negativa de competencias 
planteada entre dos juzgados del país, porque no existía en ese momento una concordancia sobre 
cuál juez debería adelantar el proceso del delito de trata de personas. Por tanto, fue necesaria una 
legislación más específica.  
Otras sentencias inherentes a la jurisprudencia sobre la trata de personas de interés en la presente 
investigación son algunas de las que se profirieron después de la expedición de la Ley 985 de 2005. 
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Estas providencias permiten analizar qué cambios sustanciales se generaron a través de la entrada 
en vigor de la citada ley.  
Una de esas sentencias fue la generada en el proceso N° 26556, del 12 de diciembre, de la Sala 
de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia (CSJ, 2006), que tuvo como magistrado ponente 
a Álvaro Orlando Pérez Pinzón, y el proceso N° 29074, del 13 de febrero, de la Sala de Casación 
Penal de la Corte Suprema de Justicia (CSJ, 2008-a), que tuvo como magistrado ponente a Augusto 
Ibáñez Guzmán, donde la Corte resolvió los recursos de ley para realizar el juzgamiento de 
tratantes victimarios. Es ejemplarizante la confirmación de la sentencia que juzga a estas personas, 
toda vez que se evidencia la entrada en vigor de la nueva ley para prevenir y juzgar la trata de 
personas.  
En igual sentido, otros procesos relevantes en esta dirección jurisprudencial sobre la trata de 
personas, proferidos a raíz de la Ley 985 de 2005, son los siguientes: el proceso N° 29158, del 6 
de marzo de 2008, de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia (CSJ, 2008-b), 
que tuvo como magistrado ponente a Augusto J. Ibáñez Guzmán; el proceso N° 31786, del 13 de 
mayo de 2009, de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia (CSJ, 2009-a), que 
tuvo como magistrada ponente a María del Rosario González de Lemos, y el proceso N° 32956, 
del 4 de noviembre de 2009, de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia (CSJ, 
2009-b), que tuvo como magistrado ponente a Alfredo Gómez Quintero.  
En estos procesos se resolvieron diferentes casos donde procesaron tratantes victimarios, 
generando un precedente horizontal y vertical del tema, ampliándose su ámbito de aplicación. En 
el nivel nacional y municipal, después de promulgada la Ley 985 del 2005, se han incrementado 
las penas ejemplarizantes, como en el caso del proceso N° 33074, del 3 de diciembre de 2009, de 
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la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia (CSJ, 2009-c), que tuvo como 
magistrado ponente a Alfredo Gómez Quintero. Sin embargo, el tema de la prevención es muy 
diferente porque en la mayoría de los fallos solamente se indicó a las autoridades civiles y  
 
policiales que debían fortalecerla. Esto ocurrió a pesar de que los magistrados ponentes sabían 
la ausencia de las políticas públicas departamentales y municipales en materia de prevención y la 
relación directa que tienen con la proliferación del delito. 
 
Es así como en el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Medellín, con funciones 
de conocimiento en el proceso con número de radicado 05-001-60-00206-2008-01760 NI: 2009-
00440, condena a los victimarios, pero esta vez el administrador de justicia explicó los alcances 
preventivos de la legislación que se han implementado en el país para disminuir el número de 
víctimas. 
 
2.4.3. Breve consideración de derecho comparado con el caso español 
En el desarrollo de la presente investigación se toma en cuenta el principio de jurisdicción 
universal frente a la trata de personas. Al respecto, es necesario resaltar la importancia del análisis 
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comparado del derecho vigente sobre prevención y penalización de la trata de personas en España16 
como país considerado modelo a seguir, por lo avanzado en esta materia. Por tal motivo, se hace 
referencia al informe periodístico donde se explicó el fenómeno de trata en relación con flujos 
migratorios en cuanto a que: 
[…] la trata de personas y la inmigración ilegal en el ordenamiento interno español tras las 
reformas del art. 318 bis del Código Penal operadas por la Ley Orgánica 11/2003, de 29 de 
septiembre, de medidas concretas en materia de seguridad ciudadana, violencia doméstica 
e integración social de los extranjeros: La realidad cotidiana demuestra que, por mucho que 
se empeñe la legislación, frenar los flujos migratorios es una tarea difícil, por ello es que 
los países occidentales acaben enfrentándose a importantes retos criminológicos y de 
política criminal en este campo debido a la proliferación de comportamientos de carácter 
racista o xenófobo, al aumento de las actividades criminales de los grupos organizados en 
particular en cuanto al tráfico de personas a veces con fines de explotación, a las 
                                                 
16 Una de las principales diferencias que presenta el art. 313 CP 1995 con respecto al antiguo art. 499 bis 3 CP 1973 
radica en la especial importancia que se otorga al hecho de que la propia actividad migratoria sea ilegal. En efecto, si 
bien en el art. 499 bis. 3 CP 1973 lo determinante era el carácter ilícito de la conducta favorecedora de la entrada o 
salida del trabajador, en el actual art. 313.1 CP 1995, al hacerse referencia a la inmigración clandestina, se centra la 
atención en si la entrada o la residencia del extranjero es ilegal. La diferencia es clara tanto con respecto al art. 499 
bis. 3 CP 1973, como con respecto al art. 313.2 CP 1995, pues en este último lo característico sigue siendo la conducta 
fraudulenta mediante la que se determina o favorece la emigración y no la ilicitud de la propia emigración. En efecto, 
con la primera redacción del Código Penal de 1995, la única conducta delictiva relacionada directamente con la 
inmigración es la conducta consistente en favorecer la inmigración clandestina de trabajadores, que aparece tipificada 
en el art. 313.1 CP. Este precepto, pese a dar más importancia a la inmigración ilegal que a la forma en la que se 
favorece la inmigración, no castiga todas las conductas que favorecen la inmigración ilegal, sino sólo las que favorecen 
la inmigración ilegal de trabajadores. Deja fuera de su ámbito de aplicación, por tanto, otras conductas relacionadas 
igualmente con la inmigración que podrían llegar a considerarse merecedoras de sanción penal. Es el caso de aquellas 
conductas que consisten en favorecer la entrada de extranjeros que o bien van a ser objeto de explotación sexual, o 
bien, simplemente, no reúnen la condición de trabajador. La LO 11/1999. Con este documento, de 30 de abril, se viene 
a dar respuesta al problema relacionado con la inexistencia de una tipificación expresa de los casos en que se favorece 
la entrada o residencia de extranjeros con fines de explotación sexual. Esta ley orgánica, que modifica el Capítulo V 
del Título VIII del Libro II del Código Penal, dedicado a los delitos relativos a la prostitución y a la corrupción de 
menores, introduce, en el segundo apartado del art. 188, un nuevo delito en el que se castiga con pena de prisión de 
dos a cuatro años y multa de doce a veinticuatro meses al que "directa o indirectamente favorezca la entrada, estancia 
o salida del territorio nacional de personas, con el propósito de su explotación sexual, empleando violencia, 
intimidación o engaño, o abusando de una situación de superioridad o de necesidad o vulnerabilidad de la víctima". 
Como puede observarse, lo importante en este delito no es si la entrada o la permanencia se producen de manera ilegal, 
sino la forma en la que se favorecen esa entrada o permanencia: es necesario que haya mediado violencia, intimidación, 
engaño o abuso de una situación de vulnerabilidad de la víctima). 
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condiciones infrahumanas en que se producen los intentos de entrada y al número de 
muertos que marcan esta incesante práctica. Existen desde hace tiempo instrumentos 
internacionales dirigidos a combatir la esclavitud y prácticas relacionadas con la misma, el 
trabajo forzado, la trata de mujeres y niños, y el tráfico ilícito de migrantes (inmigrantes y 
emigrantes). (Durán, 2009) 
Manifiesta el autor que la Ley Orgánica 11 de 2003 es uno de los principales mecanismos de 
prevención del delito de tratas en España. Cabe decir que no es la primera vez que en este país se 
genera una legislación de prevención y penalización. De hecho, ya se habían generado, con 
anterioridad y posterioridad, diferentes leyes que soportan un marco ejemplar en contra del delito 
de trata. Sobre este asunto,  
[…] afirmar o negar la vinculación de la reforma de 2003 del art. 318 bis al derecho 
internacional penal existente sobre trata de personas, requiere sin duda alguna un análisis 
de la regulación del tráfico ilegal y la inmigración clandestina de personas en el derecho 
español y su aplicación práctica. El art. 318 bis -introducido por la reforma de 2000 y 
modificado ya por dos veces en su corto periodo de vigencia es actualmente un permanente 
objeto de estudio en sus diferentes modalidades típicas. Estamos ante un tipo penal 
complejo que genera múltiples dificultades de interpretación. La trata y el tráfico de 
personas son delitos que se han incrementado en forma alarmante en los últimos años, 
debido a las difíciles condiciones de vida en los países menos desarrollados, al 
endurecimiento de las políticas migratorias en los países industrializados y al hecho de que 
por mucho tiempo estos fenómenos no fueron considerados como un problema estructural 
sino como una serie de episodios aislados. (Durán, 2009) 
Paradójicamente, al ser España uno de los países con mejor legislación doméstica destinada a 
fortalecer la prevención del delito de trata de personas, también es uno de sus principales puertos 
de acceso. Es un país de tránsito hacia diferentes continentes tales como África, Asia y América.  
En Colombia, las perspectivas de legislación frente a este delito no son desoladoras; no 
obstante, es necesario promover una conciencia de los cambios requeridos para mejorar la 
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legislación. De allí la pertinencia de los elementos jurídicos relativos al tema de trata en Colombia, 
que, valga decirlo, son motivo de lucha de amplios sectores de la sociedad colombiana que aspira 
reformas legislativas y nuevos mecanismos de cooperación regional e internacional, en aras de 
garantizar una mejor administración de justicia en favor de los derechos de las víctimas de trata a 
la reparación integral.  
2.4.4. Análisis de los mecanismos de cooperación internacional y regional 
Con el Decreto 1036 de 2016, el gobierno colombiano impulsó la Estrategia Nacional para la 
Lucha Contra la Trata de Personas 2016-2018 bajo un enfoque multidimensional. Su propósito, 
como política de Estado, fue abordar la complejidad de este delito que tiene mil rostros en la 
sociedad global. Esta estrategia fue el producto del esfuerzo conjunto de múltiples actores 
institucionales y sociales. Entre sus objetivos estuvo “fortalecer y desarrollar mecanismos de 
cooperación internacional en el ámbito bilateral” (Decreto 1036 de 2016).  
Concretamente, el enfoque de cooperación en dicha estrategia buscó emprender acciones 
bilaterales con otros países para articular y extender eficazmente los brazos de la justicia 
transnacional. Con ese fin, Colombia impulsó un esquema de cooperación bilateral sin apartarse 
de los mecanismos multilaterales de cooperación buscando enfrentar con eficacia el delito de trata. 
Staff (2009) explica por qué es tan importante la voluntad política para enfrentar con eficacia este 
delito, a partir del reconocimiento de los factores intervinientes. Expresa que la cooperación 
bilateral facilita la voluntad política en el abordaje de esta problemática. Así, 
[…] un fenómeno multicausal y complejo, siendo algunos de los factores que la reproducen 
y legitiman socialmente […] la existencia de redes organizadas que lucran y obtienen 
millones de ganancias a costa de la dignidad de seres humanos, la impunidad, el auge del 
turismo sexual, la falta de oportunidades educativas y laborales, la discriminación y la 
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exclusión social, la tolerancia de los Estados, así como la falta de voluntad política de éstos 
para enfrentar eficazmente la problemática. (p.7) 
Es evidente que, a través del Decreto 1036, se expresó la voluntad política para buscar nuevos 
mecanismos de cooperación internacional con el involucramiento del Comité Interinstitucional 
para la Lucha Contra la Trata de Personas y las catorce entidades del Estado que lo conforman, al 
gozar con competencias legales en esta materia a nivel nacional y territorial. Este Comité tiene la 
obligación de articularse con los Comités municipales y departamentales para dinamizar, entre 
otros, el componente de cooperación internacional mediante dos mecanismos: el Sistema Nacional 
de Información Sobre Trata de Personas y el Observatorio del Delito de la Trata de Personas. Este 
último, con el fin de “recopilar, sistematizar y analizar la información relativa a delito a nivel 
internacional, nacional y descentralizado” (Dirección de Gobierno y Gestión Territorial, 2016). 
Hasta el momento, ninguno de los mecanismos de cooperación internacional establecidos 
después del Protocolo de Palermo ha podido lograr que los procesos del IRI sean eficaces, lo que 
va en detrimento de las víctimas. Una aspiración legítima en esta dirección es que todos los 
esfuerzos bilaterales que impulsa Colombia con otros países favorezcan la reparación integral para 
las víctimas. Aspiración que se trabaja de la mano de los jueces penales colombianos y las 
autoridades judiciales de otros países, previa sentencia en firme, para que los tratantes respondan 
con sus bienes por los daños y perjuicios ocasionados. 
En este punto sobresale, desde la dimensión multilateral de la lucha contra la trata, una de las 
normativas y doctrinas más interesantes sobre los mecanismos de cooperación en el derecho 
internacional y comunitario: el caso europeo, el cual representa la implementación de distintos 
instrumentos de cooperación judicial, alcances en materia de extinción de dominio y en reparación 
integral de las víctimas. La Unión Europea es un claro ejemplo del tipo de cooperación que necesita 
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Latinoamérica para articular el combate contra estos delitos a escala regional, interamericana e 
iberoamericana. 
De modo que, para esta investigación, es indispensable que los mecanismos de cooperación 
judicial internacional, de acuerdo con los referentes de la Unión Europea, deben llegar hasta la 
reparación integral de las víctimas con base en el derecho interno de los países andinos y el derecho 
internacional. Esto representa un reto para el derecho comunitario andino por las especificidades 
geográficas, culturales, antropológicas y jurídicas. Estas naciones sufren la misma ineficiencia en 
los actuales mecanismos contra estos delitos transnacionales. En este sentido, los objetivos son 
avanzar en pro de su erradicación y la reparación plena de las víctimas. 
A pesar de múltiples esfuerzos de la cooperación internacional y regional, sus proyectos y 
programas de asistencia inmediata a víctimas de trata, asistencia para mejorar procesos de 
enjuiciamiento criminal, apoyo a la reincorporación psicosocial y económica a las víctimas han 
sido y son importantes más no suficientes en favor de la eficacia de los procesos de incidente de 
reparación integral (IRI). 
Se precisa de la máxima eficacia de los instrumentos de cooperación para que garanticen la 
reparación e indemnización a través de la extinción de dominio a los tratantes. Esta eficacia sería 
posible mediante un mecanismo similar a Eurojust, dirigido a las redes judiciales penales y a la 
fiscalía europea en los países de origen. Igualmente, no deberían existir conflictos de competencias 
entre las redes judiciales internacionales —incluso comunitarias como en el caso europeo— y las 
responsabilidades de los Estados para concretar la reparación integral de las víctimas y el 
desvertebramiento de los grupos delictivos organizados transnacionales que operan como redes 
criminales. Es necesario insistir en este tema porque es un asunto pendiente que le plantea desafíos 
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normativos y doctrinales al derecho comunitario de la Comunidad Andina de Naciones (CAN) y 
de la CIDH. 
La articulación de las instancias judiciales entre los países es clave para ejercer el derecho a la 
reparación integral, independientemente al hecho de que la víctima regresara a su país de origen y 
recibiera asistencia por parte de las autoridades e instituciones del Estado. Al respecto, es oportuna 
la declaración del expresidente de Colombia Juan Manuel Santos: “es necesario fortalecer los 
canales de intercambio de información con otros países, especialmente en Asia, poniendo énfasis 
en los principales lugares de destino para la explotación” (Dirección de Gobierno y Gestión 
Territorial, 2016). 
El expresidente Santos invitó a los países de la región a trabajar para combatir la trata de 
personas. Por otra parte, para lograr las metas y los indicadores de gestión que permitan medir la 
eficiencia y eficacia en el cumplimento de los objetivos definidos por el gobierno colombiano, se 
han estructurado otros mecanismos de cooperación internacional, ya que, para erradicar este 
flagelo mundial que aumenta progresivamente, es necesario entender que es “un proceso de largo 
plazo y muchos retos que requiere de la acción conjunta y el compromiso de todas las naciones y 
de todos los sectores” (Staff, 2009, p.7). 
Con respecto a la cooperación internacional y regional en materia de protección de víctimas, 
desde el enfoque de los derechos humanos y la asistencia integral, se destaca el papel colaborativo 
de la Agencia de la Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) con diferentes organismos. 
Entre ellos:  
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a) La UNODC, cuya campaña mundial contra las drogas y el delito Corazón Azul, entre otras 
acciones, persigue poner fin a la trata de personas ayudando a que los países implementen el 
Protocolo Contra la Trata de Personas.  
b) La UNICEF, en su misión de fortalecer al Estado, la sociedad y la familia en su lucha contra 
el abuso, violencia y explotación de los menores de edad.    
c) La Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos 
(ACNUDH), como principal agencia de Naciones Unidas en materia de derechos humanos, cuya 
misión es proteger a las personas y apoyar la aplicación de las normas internacionales de derechos 
humanos. 
d) La OIM, cuyo enfoque estratégico en materia de migraciones internacionales contempla 
apoyar esfuerzos de los países con programas en la lucha contra la trata de personas, básicamente 
de mujeres y niños, en consonancia con el derecho internacional.  
Estas entidades reciben apoyo de ACNUR porque tienen, entre sus propósitos, la lucha contra 
el tráfico de personas y la protección de las víctimas. Los impactos de las múltiples y diversas 
actuaciones de todas estas organizaciones son ampliamente visibles en las comunidades y los 
sectores más vulnerables de la población mundial. 
Estos organismos son claves como fuentes de información y por sus acciones de apoyo al 
desarrollo de políticas y estrategias de los Estados contra la trata de personas. Es vital que los 
gobiernos contemplen en su legislación la interacción con estos entes de cooperación. Ejemplo de 
lo anterior fue el Decreto 1036 de 2016, desde el cual se impulsó la Estrategia Nacional para la 
Lucha Contra la Trata de Personas 2016-2018, bajo un enfoque multidimensional como política 
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de Estado para abordar la complejidad de este delito trasnacional, con el apoyo de estos organismos 
para hacer más eficaz la cooperación judicial penal internacional en delitos de trata de personas de 
nacionalidad colombiana.  
La cooperación entre dichos actores es relevante porque cuentan con bases de datos y 
algoritmos de programas sociales que permiten, en algún momento dado, con las acciones de apoyo 
de ACNUR, contribuirles a víctimas de trata de personas fuera del territorio colombiano para que 
no sean revictimizadas y se les garanticen sus derechos humanos, brindándoles protección fuera 
de su país de origen. Según esta agencia, se debe: 
[…] evitar que los solicitantes de asilo, los refugiados, otras personas necesitadas de 
protección internacional, los desplazados internos y los apátridas se conviertan en víctimas 
de la trata, y atender las necesidades de protección y asistencia de las víctimas; garantizar 
que las posibles necesidades internacionales de protección de las víctimas de la trata de 
personas se identifiquen adecuadamente y que se les otorguen los derechos 
correspondientes; y ayudar a los Estados a garantizar que las víctimas de la trata que no 
tienen documentos de identidad puedan establecer su estatus de nacionalidad para evitar 
que sean apátridas. (Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados-
ACNUR, 2019, párr.3) 
La comunidad internacional y regional reconoce los alcances de estos objetivos y, en 
consecuencia, realiza un trabajo colaborativo transversal de cooperación interinstitucional. A 
través de innumerables iniciativas conjuntas, luchan contra la trata de personas, su protección y 
asistencia integral. Solo por mencionar algunos de los mecanismos, instrumentos y espacios de 
interacción, el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados-ACNUR (2019) 
señaló los siguientes: 
[…] el Grupo Interinstitucional de coordinación contra la trata de personas (ICAT) es un 
foro de políticas encargado por la Asamblea General para mejorar la cooperación 
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internacional y la coherencia en los enfoques de la trata de personas. Como miembro activo 
del grupo de trabajo del ICAT, ACNUR ha contribuido con su experiencia a varios 
documentos sobre políticas y breves informes, como el informe sobre la trata de personas 
y la condición de refugiado. (párr.6) 
En el ámbito de la cooperación regional, este organismo es sumamente importante por su 
experiencia en la facilitación de procesos contra la trata de personas en rutas de migración desde 
los países de origen como Colombia, ayudando a garantizar que las víctimas de trata fuera de su 
país no sean consideradas apátridas y se les permita la protección inmediata para su repatriación y 
consecuente proceso civil de reparación tras la denuncia y proceso penal contra sus tratantes. Entre 
las experiencias y los valiosos esfuerzos colaborativos de este organismo para la aplicación del 
principio de jurisdicción universal y su aplicación en Colombia, interesa resaltar que: 
ACNUR también colabora con organizaciones regionales sobre la trata de personas, como 
ECOWAS, IGAD, la Unión Africana, la Liga de los Estados Árabes y el Consejo de 
Europa, incluido su Grupo de Expertos en Acción contra la trata personas (GRETA). Véase, 
por ejemplo, Protección de los refugiados y otras personas en movimiento en el espacio de 
la CEDEAO y los comentarios de ACNUR sobre la propuesta de Directiva sobre la lucha 
contra la trata de seres humanos. Como miembro de la Alianza de la OSCE contra la trata 
de personas, ACNUR ha desempeñado un papel clave en el diseño y la facilitación de los 
cursos de simulación en vivo de la OSCE sobre la lucha contra la trata de personas en las 
rutas de migración. ACNUR también es miembro de muchos procesos consultivos 
regionales en los que se analiza la trata de personas, el desplazamiento forzado y la 
migración, incluidos el Proceso de Bali, el Proceso de Jartum, el Proceso de Praga y el 
Proceso de Rabat. (Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados-
ACNUR, 2019, párr.7) 
Estos esfuerzos apuntan a que las personas víctimas de trata en puestos fronterizos, durante su 
desplazamiento o ya en algún lugar de destino, puedan acogerse a la figura de asilo y refugio 
dependiendo de sus circunstancias particulares. Al respecto, el Grupo Interinstitucional de 
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Coordinación Contra la Trata de Personas (ICAT), foro político de la ONU, trabaja, desde el 2007, 
por Resolución 61/180 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, para prevenir y combatir 
la trata de personas, así como para que se superen, bajo un enfoque holístico, las barreras que 
obstaculizan la asistencia y protección oportuna a las víctimas.  
[…] las personas que han sido víctimas de trata a través de fronteras internacionales, en 
tránsito o en el país de destino, pueden necesitar la protección internacional como 
refugiados a consecuencia de esta experiencia. Por lo tanto, es fundamental asegurar la 
protección contra su devolución (refoulement) y el acceso a los procedimientos para 
determinar la condición de refugiado. A pesar de esto, las víctimas de trata enfrentan 
barreras para recibir la asistencia y protección que necesitan, no solo como víctimas de trata 
en sí, sino también como posibles refugiados. (Grupo Interinstitucional de Coordinación 
Contra la Trata de Personas-ICAT, 2017, p.1) 
En resumen, existen diferentes líneas de cooperación internacional tanto binacional como 
multilateral, regional y comunitaria, de acuerdo con lo dispuesto en tratados y acuerdos de 
cooperación suscritos y ratificados por Estados Parte. Por un lado, están expuestos los mecanismos 
e instrumentos y las instancias dedicadas a la lucha contra la trata desde la protección, la asistencia 
y el garantismo de los derechos humanos, sociales y económicos de las víctimas. Por otro lado, 
están los mecanismos de la cooperación judicial. Se considera que el enfoque y las tareas 
proteccionistas son, sin duda, de vital importancia. Pero las claves para combatir estos delitos son: 
hacer justicia y extender los brazos para llegar a la raíz de las organizaciones criminales a través 
de las redes judiciales. 
A continuación, se revisarán los instrumentos de cooperación judicial de interés en esta 
investigación. Uno, la Cooperación Judicial Europea. El otro, de alcance subregional, la 
Cooperación Judicial Andina. Ambos permiten contrastar y visualizar la necesidad de profundizar 
en la libertad, seguridad y justicia como principios rectores de la cooperación en los países 
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latinoamericanos proveedores de víctimas de trata de personas a las redes criminales y a los 
mercados ilegales.  
2.4.5. Estudio de los instrumentos de la cooperación judicial europea 
De acuerdo con Mangas y Liñán (2012), la libertad, seguridad y justicia son los objetivos de la 
doctrina de la Unión Europea que en la actualidad merecen mayor atención al ser la piedra angular 
de la cooperación judicial penal, civil y mercantil (p.85). Sin embargo, desde la posición de 
Escalada (2014), la comunitarización de la materia civil está consolidada en la Unión Europea, 
pero no sucede así con la cooperación judicial penal, “aunque su materialización ha operado sobre 
la base de una elevada confianza mutua entre los Estados miembros” (p.90). 
Por su parte, Aguilar Grieder (2010) hace notar que “se echa en falta la correlativa armonización 
del derecho penal y procesal penal” (p.310). Es este el contexto general en cuyo escenario los 
Estados parte de la Unión Europea hablan de una línea continua, conformada por instrumentos 
jurídicos y normativos del derecho doméstico, para hacer operativamente efectiva y eficaz la 
cooperación judicial. Lógicamente, esto, en referencia concreta a sus países, lo que podría ser 
necesario emular en el sistema penal Latinoamericano, adaptado a sus propias realidades en 
búsqueda de una jurisdicción penal común en la lucha contra la trata de personas.  
En este caso concreto, fueron creándose distintas figuras jurídicas a modo de instancias u 
organismos hasta conformar una estructura bien articulada para la cooperación judicial europea en 
materia civil, penal y mercantil. En ese sentido, el modelo de justicia de la Unión Europea se 
aprecia como una estructura particularmente compleja que conlleva la implementación progresiva 
de un tejido interinstitucional colaboracionista, de ayuda mutua, de equilibrio entre subsidiaridad 
y complementariedad al abrigo de los principios del derecho comunitario europeo.  
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El fin último de este tejido es mantener una jurisdicción penal común que sea eficaz en la lucha 
contra la trata de seres humanos, entre otros delitos transfronterizos, sin chocar con la protección 
real de los derechos humanos en reconocimiento de las realidades sin anteponer las formas del 
positivismo jurídico. En todo caso, al hacer referencia a las instancias medulares del sistema penal 
europeo, debe tenerse en cuenta que no fue fácil para los países europeos construir ese tejido 
jurisdiccional penal común porque “alguno de ellos ha visto modificada su regulación para 
posibilitar el despliegue de sus competencias potencialmente previstas y, simultáneamente, 
efectuar una mejor adecuación a los contornos que actualmente definen el espacio de libertad, 
seguridad y justicia” (Escalada, 2014, p.91).  
El espacio de libertad, seguridad y justicia es una noción de carácter espacial que fue 
incorporada a raíz del Tratado de Ámsterdam en 1997, instaurándose en la práctica dos años más 
tarde, a partir de la reunión del Consejo Europeo en la ciudad finlandesa de Tampere en el año 
1999. Ahora bien, las figuras jurídicas que representan esas instancias u órganos, conformando los 
pilares de una estructura bien sólida y articulada para la cooperación judicial europea, son los 
magistrados de enlace, las redes judiciales europeas —civil, penal y mercantil— y la unidad 
operativa Eurojust, conformada por magistrados y fiscales, e incluso por agentes de policía 
altamente especializados. Es, por lo tanto, relevante el perfil y los alcances de estas instancias u 
órganos por su importancia estratégica para homologar la cooperación regional e internacional a 
fin de hacer eficaces mecanismos como el IRI y la extinción de dominio. Esto, porque las redes de 
trata de personas operan para mercados ilícitos en Europa que demandan víctimas procedentes de 
los países latinoamericanos. Estas instancias u órganos son: los magistrados de enlace, las redes 
judiciales europeas y la Agencia de la Unión Europea para la Cooperación en Justicia Criminal 
(European Union Agency for Criminal Justice Cooperation-Eurojust). 
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A. Los magistrados de enlace 
Desde la óptica jurídica, Escalada (2014) considera que la naturaleza de esta figura responde al 
perfil de un funcionario fundamentado en un convenio bilateral o multilateral que es designado 
por un “Estado miembro y desplazado al territorio de otro Estado miembro para facilitar la 
cooperación judicial” (p.92). Por su parte, Rodríguez (2000) aclara que lo característico de esta 
figura es la ubicación física, ya que el “magistrado o punto de contacto integrado en la Red Judicial 
Europea […] es nombrado por el Estado miembro pero mantenido en su propio país” (p.1). 
La figura de los magistrados de enlace surgió en el año 1993, por una doble iniciativa de tres 
países. Una de origen francoitaliana y otra franco-holandesa, con el interés de superar las 
debilidades, falencias y deficiencias que presentaban los acuerdos de cooperación internacional 
contra la mafia y el narcotráfico.  
Estos magistrados son profesionales del derecho con carrera judicial o funcionarios del 
ministerio público o de la fiscalía, con al menos cinco años de servicio en su país y experiencia en 
procedimientos de cooperación judicial. Ejercen su función con inmunidad diplomática en los 
locales del ministerio de justicia del país receptor. Mientras dure su designación, está bajo la 
autoridad directa del embajador de su país de origen. 
Sus funciones son: i) realizar actividades que incrementen la rapidez y la eficacia de la 
cooperación judicial penal, a través de contactos con las autoridades de justicia del país donde se 
encuentra acreditado o Estado de acogida, y ii) suministrar información a las autoridades judiciales 
de su país sobre el ordenamiento jurídico y el sistema judicial del Estado de acogida. A su vez, son 
responsables de todas aquellas tareas que le atribuyen tanto el derecho comunitario de la Unión 
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Europa como los convenios internacionales y todo lo que sea acordado en términos de 
reciprocidad. 
En síntesis, agilizan los procedimientos de cooperación al colaborar, por ejemplo, con las 
peticiones internacionales de auxilio judicial y canalizar la información para dinamizar los trámites 
procesales. Por otra parte, se limitan a intercambiar información sobre los ordenamientos jurídicos 
y el funcionamiento de los sistemas judiciales. 
Desde la posición de Escalada (2014), “[…] la intervención de los magistrados de enlace resulta 
en ocasiones infructuosa por la falta de respuesta del tribunal ante el que se sigue una causa” (p.94), 
debido a que es un funcionario que carece de competencia jurisdiccional para formular y ejecutar 
solicitudes de asistencia judicial, motivo por el cual no recibe de las autoridades judiciales 
comunicaciones directas. En otras palabras, el magistrado de enlace no interviene en el flujo de 
comunicación directa entre las autoridades judiciales que tienen competencia jurisdiccional en los 
procesos de asistencia judicial penal o incluso civil. Esta es una debilidad del rol de estos 
magistrados.  
Esta aparente contradicción en su misión de acelerar y hacer más eficaz la cooperación judicial 
internacional les permite apelar a todo tipo de actuaciones y diligencias que conlleven al logro de 
sus funciones. Una de las estrategias más frecuentes es propiciar la tramitación correcta de las 
solicitudes de cooperación judicial, fungiendo como transmisor o enlace. Sobre la materia, 
Escalada (2014) expresa que: 
[…] en este sentido, el magistrado de enlace podrá actuar como transmisor de la petición 
recibida por el juez de su país encargándose de su efectiva presentación ante el órgano al 
que se dirige; de este modo, y con su intervención, queda acreditada la recepción 
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evitándose, entre otros problemas, la presentación de requerimientos de cooperación 
incompletos o interesados ante órganos incompetentes. (p.95) 
Adicionalmente, afirma que, 
[…] para evitar el problema de la presentación de solicitudes ante órganos incompetentes, 
es más adecuado acudir al sistema de información que facilita la Red Judicial Europea a 
través de sus puntos de contacto, siendo especialmente útil, en este sentido, el recurso al 
Atlas Judicial Europeo. Lo afirmado no es óbice para seguir admitiendo la importancia de 
los magistrados de enlace en materia de transmisión de solicitudes en determinados 
supuestos, entre otros, en casos de urgencia, en los que el art. 6.4 del Convención de 2000 
faculta su transmisión por conducto de INTERPOL o de cualquier órgano competente de 
conformidad con las disposiciones del TUE, mención ésta en la que encuentran cabida los 
magistrados de enlace. (Escalada, 2014, p.95) 
Es más, su participación como magistrados de enlace es muy importante en la práctica de la 
prueba testifical y pericial en el territorio de otro Estado miembro, ya que ha de asegurar el respeto 
a las garantías que establece el derecho al debido proceso —de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 24.2 del Tratado de la Unión Europea—, de especial relevancia en las pruebas 
preconstituidas. Su intervención es de radical importancia para disipar las dudas sobre 
procedimientos a seguir, los cuales son inherentes a los requisitos de asistencia judicial en materia 
penal cuando las autoridades del Estado requerido consideren que la solicitud no puede ejecutarse 
total o parcialmente, según los requisitos indicados por el Estado requirente, y expongan las 
condiciones que deberían darse para que tal ejecución sea posible. 
B. Las redes judiciales europeas 
El modelo europeo de cooperación judicial internacional cuenta con dos estructuras reticulares 
descentralizadas que, bajo el enfoque de redes, están configuradas como mecanismos basados en 
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interrelaciones funcionales y flujos comunicacionales horizontales y circulares. Estas estructuras 
son su principal fortaleza para una mayor efectividad judicial en materia penal, civil y mercantil.  
Estas estructuras organizativas para la gestión de la cooperación judicial internacional están 
conformadas por dos pilares centrales: i) la Red Judicial Europea (RJE) en Materia Penal17 para la 
lucha contra todas las formas de delincuencia grave y ii) la Red Judicial Europea (RJE) en Materia 
Civil y Mercantil 18, que, al pensar de Escalada (2014), sirve para “mejorar, simplificar y acelerar 
la cooperación judicial efectiva entre los Estados miembros en materia civil y mercantil, así como 
hacer efectivo el acceso a la justicia de las personas implicadas en los litigios con una incidencia 
transfronteriza” (p.103). 
Formalmente, la RJE en materia penal es una red de puntos de contacto de los Estados miembros 
para reforzar la cooperación judicial penal para “combatir las formas graves de delincuencia, en 
particular la delincuencia organizada, la corrupción y el terrorismo. […] con el fin de crear una red 
de expertos que garantice la correcta ejecución de las solicitudes de asistencia judicial” (European 
Justice, 2020-a). Entretanto, la RJE en materia civil y mercantil es una red específica para la 
tramitación de asuntos transfronterizos, prestando asistencia a los órganos jurisdiccionales locales 
y a las personas facilitando la cooperación judicial y legal, a través de los puntos de contacto, según 
la Decisión 2001/470/CE del Consejo, en mayo de 2001 (European Justice, 2020-b). 
                                                 
17 Creada en virtud de la Acción Común 98/428/JAI, de 29 junio 1998, adoptada por el Consejo sobre la base del 
artículo K.3 del Tratado de la Unión Europea (TUE). En la actualidad, esta regulación ha sido derogada por la Decisión 
2008/976/JAI del Consejo, de 16 de diciembre de 2008, sobre la Red Judicial Europea. 
18 Creada por Decisión 2001/470/CE del Consejo, de 28 de mayo de 2001, por la que se crea una Red Judicial Europea 
en materia civil y mercantil, modificada por Decisión nº 568/2009/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 
de junio de 2009. 
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Sobre ambas redes se han pronunciado diferentes doctrinantes, destacando la necesidad de 
viabilizar y facilitar el acceso a la justicia en todos los países de la Unión Europea en razón de las 
diferencias existentes entre los órganos judiciales de los distintos sistemas jurídicos y la 
distribución de sus competencias.  
Entre otros doctrinantes, se destacan Pozo (2007), por sus reflexiones sobre la RJE en materia 
civil y mercantil, Garriga (2008), por referirse a la creciente potencialidad de esta red para la 
construcción de capacidades en el contexto judicial europeo, desde su dimensión físico espacial, y 
también Simoes De Almeida (2009), con sus análisis de los antecedentes de la RJE en materia civil 
y mercantil. 
De un lado, la RJE, en materia penal, ha demostrado ser altamente eficaz en aplicación de los 
principios de asistencia judicial mutua y también en cuanto al reconocimiento bilateral de las 
resoluciones judiciales penales. Los elementos sustantivos y procedimentales que operativizan la 
filosofía de gestión, el perfil institucional y el ámbito de la cooperación judicial de esta red están 
delimitados en: a) sus competencias y normas de funcionamiento; b) su composición y funciones; 
c) la Secretaría, como órgano administrativo de la red, y d) la relación con Eurojust, según Decisión 
2008/976/JAI, del Consejo, de 16 de diciembre sobre la RJE. Por otro lado, la RJE en materia civil 
y mercantil “ha evidenciado ser una estructura de colaboración reconocida por los Estados 
miembros de la Unión Europea por su actuación comunitaria” (Rodríguez, 2000). 
Las redes judiciales europeas están conformadas por los puntos de contacto designados por los 
Estados miembros, así como también, como reseña Escalada (2014), 
[…] por los organismos y autoridades centrales (sean éstos establecidos en actos 
comunitarios, en instrumentos de derecho internacional en los que los Estados miembros 
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sean parte o en normas de derecho interno en el ámbito de la cooperación judicial en materia 
civil y mercantil), por los magistrados de enlace, por cualquier otra autoridad judicial o 
administrativa con responsabilidad en la cooperación judicial en el ámbito civil y mercantil 
cuya pertenencia a la Red se considere conveniente por el Estado miembro, y por aquellas 
asociaciones profesionales que sean representativas a nivel nacional de los profesionales 
del Derecho que contribuyen directamente a la aplicación de los actos comunitarios e 
instrumentos internacionales relativos a la cooperación judicial en materia civil y mercantil. 
(p.105) 
La designación de todas estas autoridades es potestad de cada Estado miembro de la Unión 
Europea. Su misión: “velar por que las autoridades judiciales locales reciban información general 
sobre los actos comunitarios e instrumentos internacionales relativos a la cooperación judicial en 
materia civil y mercantil”. Esta misión ha sido textualmente establecida en el artículo 5.2 de la 
Decisión del Consejo Europeo Nº 2001/470/CE, por la que se crea la Red Judicial Europea en 
materia civil y mercantil.  
En concreto, los puntos de contacto están a disposición de esta red para proporcionarles 
información y brindar soluciones ante los posibles inconvenientes en la tramitación de solicitudes 
de cooperación judicial, ayudar a mantener actualizado el sistema de información para los 
ciudadanos y cooperar en lo relativo a la coordinación de las reuniones y campañas informativas 
relacionadas con la aplicación de instrumentos de cooperación judicial en materia civil y mercantil. 
Estas tareas son ejecutadas por la red para facilitar el acceso a todos los contactos adecuados entre 
las distintas instancias de la justicia europea.  
C. Eurojust 
La Agencia de la Unión Europea para la Cooperación en Justicia Criminal (Eurojust) tiene su 
origen en el Tratado de Ámsterdam de 1997, donde se incorporó la noción de espacio de libertad, 
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seguridad y justicia, o por sus siglas, ELSJ. Esta noción inspiró su creación en el marco de la 
reunión del Consejo Europeo de Tampere en 1999, al decidirse allí instaurar este espacio 
acordándose la creación de Eurojust como una unidad funcional integrada por magistrados, fiscales 
y agentes de policía con competencias homólogas. Su objetivo es mejorar e intensificar la lucha 
contra las formas graves de delincuencia organizada (Parlamento Europeo, 2018). 
Esta unidad se consolidó institucionalmente mediante la Decisión 2002/187/JAI del Consejo 
55, la cual es modificada por las Decisiones del Consejo 2003/659/JAI, del 18 de junio de 2003, y 
2009/426/JAI, del 16 de diciembre de 2008, por la que se refuerza el Eurojust, con base en una 
propuesta de reglamento del Parlamento Europeo y el Consejo sobre la agencia Eurojust en 
Bruselas, el 17 de julio de 2012.  
Según la decisión del Consejo Europeo del 28 de febrero de 2002 en su artículo 1, quedó 
definido el Eurojust como un órgano de la Unión Europea, con personalidad jurídica propia, 
dependiente de su presupuesto, cuyo objetivo es una adecuada interrelación entre los instrumentos 
de cooperación judicial propios, o no, de la Unión Europea.  
Según Moreda (2012), “la creación de Eurojust, como órgano de tercera generación, frente a la 
primera y segunda generación que representan los magistrados de enlace y la RJE respectivamente, 
ha supuesto un verdadero avance” (p.154). En efecto, con su creación se materializó y 
complementó el anhelado espacio judicial europeo de libertad, seguridad y justicia que facilita 
actuaciones coordinadas en materia de investigación policial y judicial entre los Estado miembro.  
Se considera que Eurojust tiene una excelente reputación por el crecimiento exponencial de los 
casos atendidos a solicitud de los Estados miembro, quienes le reconocen como el actor clave de 
la cooperación judicial penal de la Unión Europea, tanto por su estructura organizativa como por 
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la construcción de capacidades, a través de sus reuniones operativas. En estas sesiones, los Estados 
miembros, la Oficina Europea de Policía (EUROPOL) y la Oficina Europea de Lucha Contra el 
Fraude-OLAF intercambian información y coordinan acciones conjuntas con la finalidad de buscar 
soluciones a situaciones o conflictos de jurisdicción. Además, demuestra su máxima eficacia en la 
lucha contra la delincuencia transnacional con resultados ciertamente positivos cumpliendo 
eficazmente sus objetivos misionales (Moreda, 2012, p. 153). 
Es aquí donde se inspira y sustenta la viabilidad de nuevas formas de cooperación judicial, en 
las cuales se establezcan interrelaciones eficaces pensando en un organismo homólogo a Eurojust 
que sea creado en la CAN para robustecer la lucha contra la trata de personas, desde los países de 
origen conjuntamente con los países de destino, hacer ágil y eficaz la persecución y el 
enjuiciamiento de las organizaciones criminales, así como materializar la extinción de dominio y 
alcanzar la reparación integral de las víctimas que proceden o emigran de nuestros hacia Europa. 
Al respecto, el reto emergente es crear un organismo similar en Latinoamérica, para que trabaje 
de manera conjunta con el Eurojust, las redes judiciales europeas en materia penal, civil y mercantil 
y los organismos de cooperación policial y judicial internacional, como Ameripol y las Oficinas 
Centrales Nacionales (OCN) de INTERPOL ubicadas en los diferentes países. 
2.4.6. Revisión de los instrumentos de cooperación andina contra la trata 
Los movimientos internos y externos migratorios, propios del contexto actual en la región, 
facilitan la existencia de la trata de personas de manera frecuente, presentándose en diversas 
regiones geográficas y extendiéndose sin límites a situaciones económicas, condiciones 
socioculturales o formas de explotación.  
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Es opinión del investigador considerar que en los países de la subregión el fenómeno de la trata 
de personas es una realidad muy dinámica, compleja e inhumana que ataca violentamente la 
dignidad de los seres humanos y sus derechos fundamentales. Además, considera que esto se 
entrelaza con múltiples factores sociales, económicos y culturales que coadyuvan a su existencia, 
e incluso estimulan, propician y refuerzan conductas delictivas.  
Uno de los instrumentos de cooperación andina contra la trata de personas son las defensorías 
del pueblo andinas. Estas trabajan en red bajo un enfoque sistémico, desarrollan acciones que 
contribuyen a hacer más eficaz la lucha contra la trata de personas con enfoque de derechos 
humanos y con una política propia regional propiciando reformas normativas. Por ejemplo, 
adaptaron la definición de personas en movilidad humana para referirse a los migrantes (Consejo 
Andino de Defensores del Pueblo, 2009, p.1).  
Realmente, este Consejo impulsa reformas normativas en las legislaciones domésticas a través 
de las diferentes defensorías de los países andinos, por ejemplo, para el diseño de políticas públicas 
contra la trata de personas. Ya en su asamblea anual, el Consejo Andino de Defensores del Pueblo 
(2013) expresaba en su Declaración de Santa Cruz de La Sierra19 una fuerte preocupación por el 
incremento de la trata y del tráfico de personas, la violencia infantil, juvenil y contra la mujer. El 
punto 4 de dicho documento se refiere a “la persistencia de patrones culturales discriminatorios 
hacia migrantes y desplazados, que afectan especialmente a las poblaciones menos favorecidas y 
                                                 
19 Ver en el Anexo 1, al final del documento, el texto completo de la Declaración de Santa Cruz de La Sierra, aprobado 
en la Asamblea Anual Ordinaria del Consejo Andino de Defensores del Pueblo (CADP), el 17 de septiembre de 2013, 
contentiva de 7 puntos sobre derechos humanos, resaltando el crecimiento de la trata y tráfico de personas en la región 




más vulnerables” (p.2). Esta declaración es un exhorto para aunar esfuerzos en la lucha contra 
estos males sociales que impactan profundamente en las estrategias de cooperación para el 
desarrollo social de la región.  
En el punto 5, concretamente, hacen un llamado muy importante que corrobora la pertinencia 
y viabilidad institucional para impulsar la creación de un mecanismo de cooperación judicial penal 
en la región que se propone, aquí, denominar Latinjust, tras reconocer el propio Consejo Andino 
de Defensores del Pueblo (CADP) que los logros y avances de los organismos multilaterales de 
integración regional han sido insuficientes en los siguientes términos: 
[…] saludamos y apoyamos los avances logrados por los organismos multilaterales de 
integración regional como el Parlamento Andino, la Unión de Naciones Suramericanas, La 
Comunidad de Estados Latinoamericanos y del Caribe y la Comunidad Andina de Naciones 
para promover, fortalecer y defender los derechos humanos. Instamos a estas instituciones 
a generar mecanismos de articulación y trabajo conjunto que hagan más efectivos y 
eficientes estos esfuerzos y que les permita orientar todas sus iniciativas hacia el 
cumplimiento y vigencia de los derechos humanos de los habitantes de los países del área 
andina. (Consejo Andino de Defensores del Pueblo, 2013, p.2)  
Con mayor fuerza, expresaron, en el punto 6, la decisión de incorporar a su agenda temas de 
interés común que les permitan afianzar los mecanismos de integración y asistencia mutua con 
énfasis en la defensa de los derechos humanos. Particularmente relevante es que, desde hace varios 
años, vienen asumiendo con carácter prioritario como defensores de los pueblos andinos el 
desarrollo de iniciativas y proyectos comunes en materia de trata y tráfico de personas, entre otras 
acciones relacionadas con los derechos de los migrantes, el intercambio de información y la gestión 




Concretamente, el mecanismo andino de cooperación contra la trata de personas tiene 
lógicamente un enfoque de derechos humanos y fortalecimiento de la administración de justicia, 
mas no así desde la cooperación judicial andina. La Red sobre Migrantes y Trata de Personas de 
la FIO tiene la misión de implementar las estrategias y un mapa de ruta para enfrentar esta 
problemática social.  
Por tal motivo, en cuanto a persecución del delito y administración de justicia, la FIO hace 
cuatro recomendaciones que van desde la coordinación de los sistemas de justicia y el decomiso 
de bienes para reparar a las víctimas de manera efectiva e integral —por lo tanto, justa— hasta su 
difusión en los altos tribunales de justicia de los países andinos, con fines de dar a conocer la 
jurisprudencia en los siguientes términos: 
[…] poner en vigencia protocolos y mecanismos de coordinación interinstitucional que 
definan y distribuyan las competencias en materia de trata de personas entre las entidades 
que forman parte del sistema de administración de justicia. Establecer mecanismos de 
control dentro de las instituciones y órganos respectivos, para elevar los niveles de eficacia 
del sistema de justicia penal y disminuir los índices de impunidad. Fortalecer los 
mecanismos de decomiso de bienes para garantizar la reparación integral de las víctimas. 
Generar y difundir entre los países andinos, jurisprudencia vinculante, emitida en procesos 
penales por trata de personas, especialmente de órganos de cierre como las Cortes 
Supremas de Justicia. (Federación Iberoamericana del Ombudsman-FIO, 2016) 
Respecto a la cooperación judicial, recomiendan establecer o fortalecer mecanismos de 
seguimiento, evaluación y monitoreo de instrumentos regionales o binacionales, memorandos de 
entendimiento y otros acuerdos relacionados con la trata de personas, con el fin de analizar su 




De esa forma, tanto el Consejo Andino de Defensores del Pueblo como la Red sobre 
Migrantes y Trata de Personas son mecanismos que han dedicado esfuerzos en apoyo a la 
construcción y el desarrollo de capacidades para fortalecer la lucha contra la trata de personas en 
Latinoamérica. Igualmente, han colaborado con otros organismos y mecanismos de cooperación 
del sistema de integración de la Comunidad Andina y del resto de la región, razón por la cual 
ambas instancias se consideran relevantes para el proceso de consulta regional sobre la creación 





3. Testimonios y experiencias en el Eje Cafetero 2015-2020 
En la introducción se dijo que uno de los alcances de esta investigación fue encontrar una 
explicación a la eficacia o ineficacia del IRI para los delitos transnacionales de trata de personas. 
Esto, por tratarse de un procedimiento civil inherente a la administración de justicia consistente en 
la aplicación de medidas indemnizatorias para reparar a las víctimas de este flagelo social, habida 
cuenta de que siempre sufren daños y perjuicios inmateriales, independientemente de la forma de 
esclavitud a la cual estuvieron sometidas contra su voluntad fuera de Colombia. 
Pues bien, desde la lógica investigativa, encontrarle explicación a la eficacia o ineficacia del 
IRI requirió una reconstrucción a nivel normativo, jurisprudencial y doctrinario de la discusión 
sobre las tensiones existentes entre el derecho de las víctimas a ser indemnizadas y las limitaciones 
jurisdiccionales de los jueces frente a las opciones del derecho internacional y la jurisprudencia en 
la materia. Esto, ya que el fin último es la extinción de dominio sobre los bienes y activos bancarios 
de los tratantes y sus estructuras criminales, independientemente del país donde se encuentren.  
Sin ello, difícilmente habría reparación a ninguna víctima. Téngase presente que la eficacia del 
IRI, en delitos transnacionales de trata de personas, está sujeta a una cooperación internacional 
efectiva caracterizada por el desarrollo de procedimientos judiciales expeditos entre los operadores 
de justicia de al menos dos países. Por tratarse de procesos complejos, se requiere la más estrecha 
articulación institucional, de lo contrario, pierde viabilidad y efectividad. 
3.1. Focalizando la reparación integral de víctimas de trata 
Sin viabilidad institucional entre los órganos de administración de justicia internacional y los 
operadores de justicia de los países inmersos en procesos penales y civiles inherentes a delitos de 
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trata externa, no es posible materializar la extinción de dominio a las redes criminales que operan 
con total impunidad en la sociedad global ni reparar integralmente a las víctimas de trata.  
No es exagerado pensar que, dentro de la administración de justicia colombiana, se reconoce 
que los jueces penales colombianos, y probablemente del resto de Latinoamérica, no tienen 
jurisdicción internacional para extender la administración de justicia hasta los países receptores de 
víctimas procedentes de Colombia.  
La efectividad de la cooperación intrarregional es débil, por no decir inexistente, porque, 
cuando se habla de trata externa como delito transnacional en Latinoamérica, se tiende a enfocar 
este flagelo más desde la política criminal como tráfico de personas que desde la perspectiva del 
derecho internacional humanitario.  
El tratamiento a las víctimas en la región parece ir más por el camino de los procedimientos 
policiales migratorios, como la deportación, que por el sendero de los derechos humanos. El 
consecuente riesgo de esto: la revictimización, estigmatización o exclusión social que en nada 
dignifican al ser humano tratado. Es decir, aquel que fue víctima de trata externa y necesita apoyo 
para reinsertarse a una vida digna en libertad bajo ninguna forma de esclavitud. 
Tampoco es exagerado pensar que los brazos de la justicia colombiana están limitados al no 
poder nuestros jueces traspasar fronteras más allá de la cooperación ofrecida por los órganos de 
policía internacional, como Interpol y Europol. Su papel es de vital importancia a nivel de 
identificación, búsqueda y captura de personas para ponerlos a disposición de las autoridades.  
Al indagar sobre la situación de la trata externa en el Eje Cafetero, se constató lo anterior a 
través de comunicaciones personales, como entrevistas personales y realizadas a un grupo de 
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abogados y organizaciones que atendieron víctimas de trata externa entre 2015 y 2020. Según 
ellos, en ese lapso no hubo cooperación judicial internacional ante las escasas posibilidades que 
tuvieron los abogados defensores y las defensorías de víctimas para acceder a los órganos de 
justicia penal internacional, mediante procesos IRI, impidiéndose cualquier posibilidad de 
reparación e indemnización de daños y perjuicios (Bernal, 2020-a). 
Toda esta realidad advierte la alta vulnerabilidad jurídica y social a la cual están expuestos los 
colombianos fuera del país cuando son víctimas de trata. Existen múltiples factores que dificultan, 
condicionan u obstaculizan la activación de los mecanismos de cooperación judicial sin los cuales 
no es posible obtener el apoyo de los órganos de justicia de los países donde las víctimas estuvieron 
esclavizadas antes de retornar a Colombia. 
La mayoría de las víctimas que logran retornar al país deciden no denunciar a sus reclutadores 
o enganchadores en Colombia ni a los victimarios que conocieron en el país de destino. En opinión 
de los expertos y de las organizaciones consultadas, una de las razones que expresan las víctimas 
para no denunciar es su temor a represalias contra su integridad física o la de sus familias si 
denuncian. La cuestión es que los reclutadores son el primer eslabón de la cadena de operaciones 
de las redes y tienen información que facilitaría la rápida ubicación del denunciante. Esto quedó 
demostrado en estudios realizados por Women’s Link Worldwide (2013).   
Las limitaciones jurisdiccionales, el desconocimiento y la inexperiencia en aspectos procesales 
y/o jurisprudenciales son factores que impiden a los jueces y abogados penalistas aprovechar 
mecanismos de cooperación judicial establecidos en el Estatuto de Roma y el Protocolo de 
Palermo, entre otros tratados y convenios ratificados por Colombia en materia de derechos 
humanos y derecho internacional humanitario que forman parte del bloque de constitucionalidad.  
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Esos factores impiden la aplicación de normas legales y supralegales, como los instrumentos 
de justicia penal internacional y del DIH. Si a la vez existen fallas atribuibles al Estado colombiano, 
estas podrían dar cuenta de la ineficacia del dispositivo IRI. 
Cabe preguntarse: ¿por qué una víctima de trata externa que haya retornado a Colombia debe 
resignarse a la no reparación por fallas en la aplicación del principio de complementariedad? De 
alguna forma, la víctima tendrá que decidir si insistir ante el Estado en su derecho a ser reparada 
o desistir. Por otra parte, renunciar a la reparación integral es la opción que le queda a la víctima 
de trata externa porque la administración de justicia no garantiza la extinción de dominio para 
posibilitar una justa indemnización de los daños y perjuicios, habida cuenta de que los tribunales 
penales carecen de jurisdicción internacional. 
Entonces, lo que se encontró al revisar el estado de la situación de los casos de trata externa de 
personas en el Eje Cafetero es que las víctimas retornadas al país decidieron no denunciar por 
temor a represalias por parte de sus anteriores captadores o por carencia de recursos para contratar 
abogados que activen el proceso IRI.  
Esta sería una primera explicación a la posible ineficacia de este mecanismo. Sin embargo, en 
los casos de trata del Eje Cafetero, entre los años 2015 y 2020, se reconoce que difícilmente 
pudieron trascender lo tipificado en el derecho interno porque prevalecieron criterios de 
subsidiaridad, y no de complementariedad en los procesos penales. Al igual, porque tras la 
sentencia condenatoria, el proceso IRI no garantizó la aplicación de la justicia a los tratantes en el 
extranjero.  
Fue imposible la reparación integral por las razones expuestas. Entre ellas, la que mayor fuerza 
cobra es la falta de cooperación judicial internacional. Sin embargo, resulta interesante dar una 
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mirada a los alcances del IRI como figura jurídica en el marco referencial de los procesos penales 
colombianos, antes de hacer un análisis completo de la propuesta sobre cooperación judicial 
internacional. 
Lo anterior, en aras de lograr una mejor comprensión de la información suministrada por los 
abogados expertos y las organizaciones consultadas (Bernal, 2020). Recuérdese que la incidencia 
de reparación integral está tipificada y definida en los artículos 102 a 109 del CPP, según la Ley 
906 de 2004 y parte de cuatro referentes.  
Primero, el proceso IRI se configura en etapa posterior al juicio oral. Segundo, requiere que se 
haya emitido el sentido del fallo declarando la responsabilidad penal del acusado, en este caso, el 
o los tratantes. En tercer lugar, la potestad para iniciarlo radica en la víctima, el fiscal o el 
Ministerio Público y, por último, la finalidad es la reparación del daño que se ha causado con el 
delito. Esto es lo que requiere explicación en términos del proceso IRI como mecanismo eficaz o 
ineficaz para llegar a la extinción de dominio e indemnización plena de la víctima. 
A la vez, el Ministerio Público, en su rol defensor de los derechos humanos pertinentes en el 
ámbito penal, está obligado —si la víctima desconoce o se abstiene de reclamar el inicio del 
incidente— a realizar este trámite en su representación para que la persona condenada repare los 
daños y perjuicios ocasionados por su conducta delictiva. El fiscal, adicional a su labor 
investigativa, propia de la estructura del sistema penal oral implementado, tiene la posibilidad de 
solicitar a nombre del sujeto pasivo del delito el inicio del proceso IRI.  
Un pronunciamiento en este sentido fue emitido por la Corte Constitucional en la sentencia C-
059 de 2010, reiterando la reparación integral de las víctimas como derecho civil en el espíritu de 
la justicia restaurativa: 
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[…] Varias son las consecuencias de esa configuración legislativa inspirada en la 
Constitución: i) El incidente constituye una primera oportunidad judicial como posición 
jurídica definitiva para hacer efectivo el derecho a la reparación integral de la víctima que, 
prima facie, contempla la Constitución. Derecho de acceder a la justicia a fin de alcanzar 
dicho propósito y hacerlo efectivo, como acción de reparación integral, que es también 
acción civil, al final del proceso penal, una vez declarado un sujeto penalmente responsable 
(artículos 229 y 250, numerales 6º y 7º, artículo 102 CPP). ii) Otorga un valor adicional a 
la conciliación en el incidente de reparación integral, pues ella representa uno de los 
mecanismos que reflejan la fórmula constitucional de la justicia restaurativa, que el 
Congreso de la República configura dentro del procedimiento de reparación de la víctima 
a instancias del juez penal (Art. 250, numeral 7º CP, art. 521 CPP).  iii) Los llamados a 
conciliar, debido al significado reconocido a esta figura en el incidente, asumen con mayor 
fuerza vinculante los deberes propios de su condición como partes en el mismo (víctima y 
condenado o defensor) o como intervinientes (tercero civilmente responsable y 
aseguradora). Fundados en el respeto al derecho ajeno, en el no abuso de los propios y en 
el deber de colaborar para el buen funcionamiento de la administración de justicia (arts. 95, 
número 1 y 7 CP), tales deberes son el proceder con lealtad y buena fe en todos sus actos, 
obrar sin temeridad, comparecer oportunamente a las diligencias y audiencias a las que son 
citados, entregar a los servidores judiciales los objetos y documentos necesarios para la 
actuación y los que le fueren requeridos, salvo las excepciones legales, previstos claramente 
por el Legislador en el mismo Código de Procedimiento Penal (arts. 140, número 1, 2, 6, 
9). iv) Con intención evidentemente garantista y producto de la aplicación del principio de 
la perpetuatio jurisdictionis, faculta al juez penal para propiciar un acuerdo que facilite 
alcanzar los propósitos del incidente, que son en buena parte los que animan el sistema 
acusatorio. (Álvarez, 2008) 
De acuerdo con este principio de la perpetuatio jurisdictionis, el juez debe reparar a las víctimas 
cuando el delito está probado y con un sujeto declarado penalmente responsable. Y debe hacerlo 
con la mayor prontitud, agilidad, oportunidad y en las mejores condiciones que el juez considere 
posibles para todas las partes y ante la misma jurisdicción, como indica en su artículo 103 el CPP.  
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En caso de no ser posible, dicho código le impone al juez el deber de reconocer y practicar las 
pruebas aportadas o solicitadas por los actores del incidente y tomar una decisión final, 
fundamentado en los artículos 104 y 105. La reiteración en esta sentencia de la reparación integral 
de las víctimas de trata como derecho civil dentro del espíritu de la justicia restaurativa expresa la 
configuración de un incidente principal para que sea factible la reparación, una vez emitida la 
sentencia condenatoria donde 
[…] reconozca la reparación integral (material, moral, simbólica, entre otras) de la víctima 
del delito. Es decir, la configuración de un incidente principal para que al terminar el 
proceso penal con sentencia condenatoria, se haga posible la reparación integral de la 
víctima y la consolidación de los objetivos que animan la justicia restaurativa, a través del 
acuerdo de voluntades entre aquella y los llamados a responder, o a través del ejercicio de 
los poderes y competencias de la jurisdictio reconocidas al juez de la causa penal, lo cual 
se convierte en pieza esencial de la forma como la Constitución prevé en el caso concreto 
la noción de justicia restaurativa. (Corte Constitucional 2010-a) 
Evidentemente, este pronunciamiento hace especial referencia a los casos de trata interna con 
sentencia condenatoria y reconocimiento de la reparación integral, en arreglo a los topes 
indemnizatorios fijados por el Consejo de Estado (2014) en materia de perjuicios inmateriales, 
como daños morales, daño a la salud y afectación relevante a bienes o derechos constitucional y 
convencionalmente protegidos. Esto, con el fin de consolidar, como bien dice la sentencia C-059 
de 2010, los objetivos que animan la justicia restaurativa (p.6). 
Esa postura no se tiene con los delitos transnacionales de trata de personas donde se debe 
recurrir a la complementariedad del derecho para activar los mecanismos de ubicación, 
juzgamiento y extinción de dominio a los tratantes con ayuda de la cooperación judicial 
internacional. En estos casos, si bien aplica el incidente de reparación como derecho civil en el 
espíritu de la justicia restaurativa colombiana, también es cierto que el sujeto penalmente 
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responsable no se encuentra a disposición del juez de la causa penal, a quien no le es posible 
establecer un acuerdo de voluntades entre las partes para que, al terminar el proceso penal con 
sentencia condenatoria, sea factible la reparación integral.  
El proceso IRI se caracteriza por tener involucrados en su trámite a los siguientes sujetos 
procesales: al juez de conocimiento, cuyo rol en principio corresponde a la apertura formal de la 
referida etapa del incidente de reparación integral, siempre y cuando se eleve por quienes el 
articulado pertinente a su regulación determina la víctima, un fiscal o el Ministerio Público.  
La víctima puede ser sustituida por sus herederos, quienes en su nombre podrán reclamar la 
reparación por la vía analizada. Todo ello es parte del contexto jurídico y social en el cual se 
consultó a abogados, funcionarios judiciales, organizaciones que asistieron a víctimas entre 2015-
2020 en el Eje Cafetero y algunas sentencias seleccionadas de casos de mujeres víctimas retornadas 
a Colombia. Estas sentencias fueron solicitadas a los tribunales penales de Pereira (Risaralda), 
Armenia (Quindío) y Manizales (Caldas).  
Gracias al testimonio de los abogados y las organizaciones entrevistadas, se alcanzaron dos de 
los tres objetivos específicos de esta investigación. Con los primeros, se logró identificar el alcance 
de la figura jurídica de reparación integral de víctimas, prevista en la Ley 985 de 200520 y el 
Decreto 1069 de 201421, frente al procedimiento del incidente de reparación integral previsto en 
                                                 
20 La pertinencia de esta ley es su integralidad ya que tiene por objeto “adoptar medidas de prevención, protección y 
asistencia necesarias para garantizar el respeto de los derechos humanos de las víctimas y posibles víctimas de la trata 
de personas, tanto las residentes o trasladadas en el territorio nacional como de los colombianos en el exterior, y para 
fortalecer la acción del Estado frente a este delito” (Ley 985 de 2005). 
21 Por el cual se reglamenta parcialmente la Ley 985 de 2005, cuyo objeto es “reglamentar las competencias, 
beneficios, procedimientos y trámites que deben adelantar las entidades responsables en la adopción de las medidas 
de protección y asistencia a las personas víctimas del delito de la trata de personas” (Art. 1); considerando que la 
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la Ley 906 de 200422, Código de Procedimiento Penal colombiano. Y con el aporte de las 
organizaciones, fue posible analizar la pertinencia del proceso de reconocimiento de daños y 
perjuicios materiales e inmateriales de víctimas, directas e indirectas, del delito de trata de 
personas en casos seleccionados del Eje Cafetero. 
Los supuestos teóricos se correspondieron con la teoría critico-social, siguiendo los postulados 
de Habermas (1989) como factores extrateóricos e intrateóricos, desde una perspectiva flexible 
adaptada a la investigación. Estos factores ayudaron a entender y analizar la situación actual de la 
trata externa en Colombia como problemática social y jurídica en la región cafetera.  
Algunos testimonios de abogados y organizaciones fueron recogidos aquí porque confirman, 
desde sus experiencias, la hipótesis de investigación sobre la situación de la trata externa, el perfil 
de las víctimas que atendieron y su visión del IRI en la región cafetera. Al final del capítulo, se 
ofrece un apartado sobre los bloques de constitucionalidad y convencionalidad, dada la 
importancia que reviste adoptar prima facie la complementariedad del derecho en procesos penales 
de trata externa. También hay unas notas sobre el rol de la cooperación judicial internacional y la 
sociedad civil organizada. Por último, se cierra con una aproximación que ayuda a la comprensión 
de las falencias y dificultades que encontraron los abogados expertos y las organizaciones que 
atendieron víctimas en el período 2015-2020. 
                                                 
Constitución Política establece que "Se prohíben la esclavitud, la servidumbre y la trata de seres humanos en todas 
sus formas" (Art. 17). 
22 Por la cual se expide el Código de Procedimiento Penal, corregida conforme al Decreto 2770 de 2004. 
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3.2. Posición de los abogados del Eje Cafetero desde su experiencia con casos de trata 
Un valioso aporte lo hicieron varios abogados que, desde su experiencia en la función pública 
judicial, la docencia e investigación y la defensoría de víctimas, enriquecieron con sus testimonios 
el conocimiento de la trata externa en la región cafetera. También sobre los retos y desafíos que 
tiene la sociedad colombiana para la prevención de este delito y la asistencia a las víctimas 
colombianas de trata transfronteriza. Al respecto, tres asuntos de la mayor relevancia para ellos 
son: 
i) Las actuales necesidades normativas en el ordenamiento jurídico interno.  
ii) Los convenios jurisdiccionales entre países receptores y países de origen con fines de 
judicialización e indemnización de víctimas, incluyendo los Estados de tránsito.  
iii) La mayor coercibilidad de los entes de control como Procuraduría y Fiscalía para sancionar 
el manejo inadecuado de fondos destinados a hacer efectiva y no simbólica ni burocrática la 
reparación, resocialización e inserción laboral de las víctimas, evitando su revictimización y 
estigmatización social y/o familiar.  
Para ellos, la incorporación del Protocolo de Palermo al derecho interno, bajo el principio de 
complementariedad, ha contribuido con la judicialización para erradicar los delitos de trata. Con 
respecto a su idoneidad, las consideraciones están dividas entre quienes consideran que fue idónea 
su incorporación al derecho interno, mientras que, para otros, no fue así, ya que respondió más a 




3.2.1. Visión general del incidente de reparación integral 
Para el primer entrevistado, abogado penalista e investigador en trata de personas y delito 
trasnacional, en lo sucesivo Abogado1, el IRI de víctimas es complejo porque, si bien lo reconoce 
como un instrumento jurídico, en concordancia con el Protocolo de Palermo respecto a protección 
y atención de víctimas de trata, también lo es que en la práctica esto no se lleva a cabo con la 
eficacia esperada. Desde una perspectiva práctica, este entrevistado no considera que sean del todo 
viables las medidas para el amparo y reparación de daños y perjuicios de las víctimas de trata. En 
su opinión, amerita mayor compromiso de los países que suscribieron el Tratado de Palermo. 
Expresó que: 
[…] el IRI expuesto en la Ley 906 del 2004, específicamente en los artículos 102 a 108, 
especifica las directrices teóricas para brindar apoyo a la víctima en cuanto a su 
indemnización de daños y perjuicios se refiere, pero con respecto a la atención que se le 
debe dar al momento de su respectivo rescate o cuando la víctima se acerca a denunciar en 
una embajada colombiana en el extranjero, no especifica nada. (Bernal, 2020-a, p.1) 
Sugirió ampliar los lineamientos del IRI, es decir, que la atención a la víctima en función de su 
protección sea desde el momento de la denuncia, y no que se limite la reparación y protección 
hasta el momento del juicio posterior a la sentencia. Considera que la denuncia no debe ser una 
limitante para brindarle medidas de protección y asistencia a la víctima. Explicó que: 
[…] el IRI sólo logra su cometido de indemnizar económicamente a la víctima siempre y 
cuando los tratantes capturados posean bienes declarados y hayan sido incautados por las 
autoridades, de lo contrario no se logra el cometido de reparar a la víctima. Con respecto a 
los factores extra teóricos e intra teóricos, se observó que este experto considera que el 
instrumento IRI debe ser reforzado en su aspecto legislativo por medio de una política de 
Estado que se incline más por la protección y recuperación social integral de la víctima de 
trata de personas. (Bernal, 2020-a, p.1) 
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Para el segundo entrevistado, en lo sucesivo, Abogado 2, con experiencia en atención y asesoría 
de inmigrantes, desplazados y retornados, su visión fue la siguiente: 
[…] Se desconoce la dinámica del Protocolo de Palermo, pero sí el proceso IRI al cual 
sugiere que se le hagan enmiendas en cuanto a las medidas para mejorar la prevención de 
la trata de personas. De igual forma, propuso que se agudicen las medidas de captura y 
castigo para los tratantes. Reconoce que hay un esfuerzo en la comunidad internacional 
para la lucha contra la trata de personas por medio de la disolución de las redes criminales 
que se benefician de este delito, pero considera que tales esfuerzos están lejos de alcanzar 
esta meta. Destacó que, a pesar de haber trabajado en atención de víctimas como 
funcionario público, desconoce el Protocolo de Palermo y sus directrices. Sin embargo, 
manifestó que el IRI amerita una revisión desde sus elementos extrateóricos e intrateóricos 
porque el Estado colombiano debe abordar la trata de personas más como un fenómeno 
delictivo, social y económico que le urge un enfoque político legislativo adaptado al 
contexto social real del verdadero perfil de las víctimas de trata del Eje Cafetero de 
Colombia. (Bernal, 2020-a, p.8) 
Para el tercer entrevistado, en lo sucesivo, Abogado 3, su visión es que el IRI es el resultado 
de un esfuerzo del Estado colombiano por tratar de enmendar la situación traumática que viven las 
víctimas de trata. Considera que, pese al logro de su invención, todavía el incidente dista mucho 
de ser realmente un instrumento que logre reparar o indemnizar el daño que reciben las personas 
que se han visto vulneradas por el delito de trata de personas. Sugiere “reforzar y mejorar los 
insumos de los cuales dispone la Fiscalía para incautar y perseguir los bienes de los tratantes, no 
solo en territorio nacional colombiano, sino extender los brazos de la justicia al ámbito 
internacional” (Bernal, 2020-a, p.11). 
Afirma que “se requiere de un mayor compromiso de las naciones que no firmaron el tratado 
como China y Japón”, países que el entrevistado señala como dos de los principales destinos de 
la trata de personas. De igual forma, explicó que los factores extrateóricos son la raíz social y 
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económica del problema de la trata debido a las ganancias que las redes criminales tienen producto 
de esta actividad delictiva. Propuso  
[…] abordar el incidente de reparación integral desde el factor intrateórico como su aspecto 
legislativo, elaborar una reforma desde adentro que no solo cree nuevas directrices en su 
aplicación, sino que se aligere y facilite el acceso de las víctimas de trata a la atención y 
protección por parte del Estado. (Bernal, 2020-a, p.11)  
Para el cuarto entrevistado, en lo sucesivo, Abogado 4, su visión fue que, desde una perspectiva 
teórica, el incidente es un instrumento jurídico viable en pro de la protección e indemnización 
económica de las víctimas de trata. Sin embargo, señaló que en la práctica el IRI casi no se lleva a 
cabo. Explicó que, en su experiencia como juez y ahora fiscal, jamás vio que el IRI se haya 
ejecutado de forma tal que la víctima recibiera una indemnización real por los daños que sufrió. 
De igual forma, reconoce que “es un mecanismo que muchos jueces, fiscales y abogados no 
conocen, lo que ocasiona que muchas víctimas no soliciten este proceso de compensación por 
desconocimiento” (Bernal, 2020-a, p.26). 
Desde los elementos extrateóricos e intrateóricos, este abogado considera que el instrumento de 
reparación integral debe ser enfocado desde una perspectiva multilateral: social, legislativa, 
económica y política, “porque necesita de la articulación de las diferentes instituciones del Estado 
que no solo garanticen una apropiada indemnización, sino una reinserción de la víctima a su ámbito 
social, familiar, restaurándole así su estatus en la sociedad” (Bernal, 2020-a, p.26). 
Para el quinto entrevistado, en lo sucesivo, Abogado 5, desde su perspectiva académica como 
docente e investigador en temas sobre trata de personas, el IRI con víctimas de este delito no es 
efectivo porque carece de lineamientos y promoción en la comunidad jurídica. Destacó elementos 
extrateóricos e intrateóricos al explicar la raíz socioeconómica y cultural que divide a las naciones 
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con respecto a la visión de la trata y a la indemnización de las víctimas de este flagelo. Afirmó que 
no todas las naciones que han firmado el Protocolo de Palermo realmente colaboran entre sí a la 
hora del procesamiento penal de los tratantes. Afirmó que existen 
[…] fisuras en la estructura legislativa que sostiene al incidente de reparación integral de 
victimas de trata de personas, porque para que este instrumento sea empleado 
efectivamente, debe haber absoluta cooperación entre los Estados involucrados para no solo 
apresar a las redes criminales sino para incautar también los bienes de los tratantes e 
indemnizar a las víctimas. (Bernal, 2020-a, p.33)  
Sugiere la educación, capacitación y formación como factores clave capaces de mejorar el 
desempeño de los funcionarios públicos que atienden a las víctimas y, además, para prevenir el 
delito de trata.  
El sexto entrevistado, en lo sucesivo, Abogado 6, es experto en atención de víctimas de trata, 
desplazados, retornados y migrantes. Informó que el IRI de víctimas de trata requiere ser reforzado 
por el Estado colombiano para una justa indemnización a las personas. Afirmó que los daños y 
perjuicios deben ser indemnizados más allá de lo económico y garantizar la recuperación social, 
emocional y afectiva de las víctimas de trata. Destacó “los elementos intrateóricos y extrateóricos 
que influyen en la realidad del delito de trata y su incidente de reparación integral de las víctimas” 
(Bernal, 2020-a, p.40). 
El peso relativo que estos abogados le atribuyeron a los elementos que afectan e impactan 
negativamente el proceso IRI en casos de trata externa se aprecia en la tabla 8. 
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Económicos Político Sociales Legislativos 
Abogado 1 6 6 11 8 31 16.0 
Abogado 2 0 2 6 0 8 4.0 
Abogado 3 10 4 16 12 42 22.0 
Abogado 4 8 7 16 9 40 21.0 
Abogado 5 6 7 18 3 34 18.0 
Abogado 6 7 7 12 11 37 19.0 
Totales 
37 33 79 43 192 100.0 
19.3% 17.2% 41.1% 
22.4%  
77.6% 
Fuente: elaboración propia. 
Estos abogados reconocen que la eficacia del incidente de reparación integral en delitos 
transnacionales de trata de personas resulta fallida en la generalidad de los casos, de acuerdo con 
su experiencia y testimonios de víctimas que retornan a Colombia —bien por deportaciones o por 
haberse escapado de sus victimarios. Según su experiencia, la sentencia condenatoria de un tratante 
que opera en otro país denunciado por la víctima es un proceso civil complejo que debe ser 
costeado por la víctima y sus familiares, con o sin apoyo de la Fiscalía.  
Todos los abogados entrevistados coincidieron en que para los delitos transnacionales de trata 
el IRI no ha sido ni es un mecanismo eficaz, por lo cual creen que los factores asociados a la falta 
o las fallas de coordinación en la cooperación judicial internacional tienen un peso importante 
(Bernal, 2020-a, p.41). 
249 
 
Para ellos, los elementos legislativos de orden intrateóricos tienen un peso importante del 22.4 
% de afectación a los procesos IRI en delitos de trata a nivel nacional, lo cual podría entenderse 
desde la perspectiva del derecho doméstico, dadas las limitaciones de los jueces para aplicar 
justicia a las redes criminales fuera del país. También por posibles falencias o debilidades 
atribuibles al Estado colombiano que impiden aprovechar eficazmente los mecanismos de 
cooperación judicial internacional. Mientras, atribuyen en un 77.6% de afectación al IRI a 
elementos extrateóricos de orden económico (19.3%), político (17.2%) y social (41.1%), como se 
aprecia en la tabla anterior. 
Del análisis de las entrevistas a estos abogados, otras observaciones para ellos relevantes son: 
i) la denuncia no debería condicionar ni ser limitante para brindar medidas de protección y 
asistencia a la víctima, según afirmó el abogado penalista. ii) Se debería hacerle enmiendas al IRI 
para mejorar la prevención de la trata de personas. iii) Es preciso mejorar los procesos de la Fiscalía 
para incautar los bienes a los tratantes dentro y fuera del país, lo cual supone extender los brazos 
de la justicia al ámbito internacional. iv) No sorprende que muchos jueces y fiscales desconocen 
los procedimientos para aplicar el IRI a casos de trata externa. v) Falla la articulación institucional 
y sin esta es imposible la indemnización. vi) Existen fisuras legislativas entre países que impiden 
la cooperación internacional necesaria y la posibilidad de desvertebramiento de las redes 
criminales. vii) El Estado debe reforzar la recuperación social, emocional y afectiva de las víctimas 
de trata externa que retornan a Colombia (Bernal, 2020-a, p.42). 
3.2.2. Testimonios sobre el Protocolo de Palermo 
Sobre este instrumento para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente 
de mujeres y niños, como complemento de la Convención de las Naciones Unidas Contra la 
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Delincuencia Organizada Transnacional, los abogados fijaron posición acerca de su idoneidad para 
reprimir la conducta de trata, su adecuada incorporación al derecho interno y la cooperación entre 
los países. 
3.2.2.1. Con respecto a la idoneidad del protocolo 
Se supone que este protocolo es idóneo para reprimir toda conducta de trata, sin embargo, estos 
abogados, a excepción del Abogado 2, consideraron relevante los siguientes elementos: 
Abogado 1: “El protocolo me parece muy interesante en cuanto a que condensa algunos de los 
principales esfuerzos de la comunidad internacional por combatir de manera integral el fenómeno 
de la trata de personas. Adicionalmente, es un instrumento que me parece muy importante porque 
tiene unos lineamientos especiales para el tratamiento de las víctimas” (Bernal, 2020-a, p.4). 
Abogado 2: A este experto, sencillamente le pareció idóneo (Bernal, 2020-a, p.4). 
Abogado 3: Consideró que es idóneo como mecanismo para la represión y el control social, 
mas no para la erradicación y protección de las víctimas de trata. Afirmó que fue desarrollado por 
la Comisión de Crimen de las Naciones Unidas, la cual es un órgano de aplicación de la ley, y no 
un órgano de derechos humanos. Argumentó que dicha comisión se encuentra en Viena (Austria), 
distante de los organismos internacionales de DDHH que se encuentran en Ginebra y Nueva York. 
Para este experto, la distancia los mantiene desconectados de los actores que velan por la 
protección de los derechos humanos como órganos de poder. Afirma que por estos motivos es 




[…] Si lo que se quiere es proteger los derechos humanos de las víctimas de trata de 
personas, habría sido preferible que un instrumento internacional sobre este tema hubiera 
sido creado dentro de un órgano de derechos humanos que dentro de un órgano de 
aplicación de la ley. La verdad es que, al momento de desarrollar este Protocolo de Palermo 
como un nuevo instrumento internacional, lo que los gobiernos tenían en mente y era su 
deseo fue crear un instrumento para combatir el enorme crecimiento del crimen organizado 
transnacional. Por lo tanto, los redactores crearon un instrumento de aplicación fuerte de la 
ley con un lenguaje relativamente débil sobre las protecciones de los derechos humanos. 
Más débiles aún en cuanto a la efectividad de la asistencia a las víctimas de trata. Cuando 
se revisan los debates y parte del trabajo escrito en las actas, se puede colegir que los 
delegados de los gobiernos se concentraron en la creación de un instrumento de aplicación 
fuerte de la ley, y muchos de ellos no creyeron apropiado incluir instrumentos de los 
derechos humanos en el Protocolo. Eso se hace evidente en el lenguaje que se utilizó, pues 
las provisiones de aplicación de la ley en el Protocolo contra la trata contienen un lenguaje 
obligatorio, como ‘los Estados partes deberán de’ mientras las provisiones de protección 
y asistencia (ver el Protocolo artículos 6 y 7 y la Convención artículos 24 y 25) contienen 
términos más débiles, como ‘en casos en que proceda’ y ‘en la medida de lo posible’. 
Aquellos instrumentos obligan a los gobiernos a proteger los derechos de personas tratadas 
incluso si ellos no han firmado el Protocolo contra la Trata de Personas. Además, el artículo 
14 asegura que nada en el Protocolo de Trata o la Convención puede minar las obligaciones 
internacionales que protegen los derechos humanos. (Bernal, 2020-a, p.14) 
Concluyó que este protocolo establece normas mínimas y debe ser complementado, según las 
obligaciones de derechos humanos contenidas en los instrumentos de derechos humanos 
internacionales y regionales. 
Abogado 4: No lo consideró idóneo porque durante el tiempo que trabajó como juez 
especializado no acudieron al Protocolo de Palermo. (Bernal, 2020-a, p.29). 
Abogado 5: Afirmó que no es idóneo ya que “en sus 20 artículos no delimita ni profundiza las 
evoluciones que ha tenido la conducta delictiva de tanta importancia como lo es la trata de personas 
y sus distintas modalidades”. Para él, la trata de personas ha cambiado y ya la explotación sexual 
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no es la modalidad más visible, sino la explotación laboral. Este argumento es cuestionable y 
remite a reflexiones relativas al mundo del trabajo en el modelo económico imperante de la 
sociedad global y escapa a los alcances de esta investigación. Concluye que “entonces el protocolo 
en mi concepto se queda corto en esto y como es el principal instrumento internacional las 
legislaciones internas de los diferentes Estados tampoco lo profundizan” (Bernal, 2020-a, p.36). 
Abogado 6: Expresó no ser un instrumento idóneo, aunque afirma no conocer en detalle sus 
alcances. Le preocupa que la mayoría de las personas no lo conozcan y, por tanto, no apelan al uso 
de este (Bernal, 2020-a, p.43). 
3.2.2.2. Acerca de la incorporación del protocolo al derecho interno  
Acerca de si en Colombia este protocolo fue incorporado de manera adecuada al derecho 
interno, los argumentos más relevantes de los expertos fueron los siguientes: 
Abogado 1: Expresó que sí porque en lo formal se cumplió con la adecuación al ordenamiento 
jurídico respecto de las obligaciones para investigar y sancionar a los responsables de este delito. 
Considera que ello se refleja en la creación del Art.188-A del Código Penal, sin embargo, “el 
Protocolo de Palermo contiene implícitas otras obligaciones que condicionan el cumplimiento de 
las obligaciones derivadas del artículo 5, como son las relacionadas con la protección de las 
víctimas y las orientadas a la prevención y cooperación” (Bernal, 2020-a, p.4). 
Abogado 2: Manifestó que fue adecuada la incorporación del Protocolo de Palermo al derecho 
interno, aunque no quiso ofrecer argumento alguno (Bernal, 2020-a, p.8). 
Abogado 3: Su posición es que no fue adecuado y relata que “de acuerdo con la sentencia C-
962 de 2003 de la Corte Constitucional, se declaró exequible tanto la Convención de la ONU contra 
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la delincuencia organizada transnacional como el Protocolo de Palermo. Argumentó que la Ley 
800 de 2003 las aprobó y el Protocolo de Palermo se incorporó adecuadamente porque no hubo 
vicios de forma. Explicó que: 
Sin embargo, siguiendo la línea crítica de que dicho instrumento fue parte de una política 
de aplicación fuerte de la ley y no parte de una política de protección de derechos 
humanos tendríamos que ser congruentes al afirmar que no se incorporó de manera 
adecuada al derecho interno; y por eso muchos de los problemas y vacíos de real aplicación 
que actualmente subsisten, sin dejar de reconocer que en algo se ha avanzado aunque muy 
incipientemente por lo menos en lo que a garantismo y protección de víctimas de este 
flagelo se refiere. (Bernal, 2020-a, p.15)  
Este experto considera que, por si esto no fuera suficiente, cuando el gobierno nacional en 
cabeza del ministro de relaciones exteriores y de justicia colombianos presentaron al Congreso 
estos instrumentos para su estudio y aprobación, tenían en sí mismos una confusión respecto del 
instrumento Protocolo de Palermo. 
Expresó que estos funcionarios no conocían la diferencia entre trata de personas y tráfico de 
personas, refiriéndose en todo momento a los conceptos “tráfico de personas” y “víctimas 
traficadas” como asunto de represión buscada por el instrumento, lo cual, según este experto, es 
completamente diferente tanto ontológica como jurídicamente, pues el tráfico de personas es un 
delito contra el Estado, y la trata de personas, es un delito contra la persona.  
Afirmó que no se le dio preponderancia al objeto central por el cual se creó el Protocolo de 
Palermo, sino que se centraron en la aplicación fuerte de la ley, que proponía la Convención de las 
Naciones Unidas Contra la Delincuencia Organizada Trasnacional-CCDOT, y no en la trata de 
personas. Expuso que, por tal razón, como rectores de la política criminal tampoco la incorporaron 
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adecuadamente, pues no era la defensa de los derechos humanos y la trata de personas la atención 
principal de la incorporación y aplicación de dicho instrumento: 
[…] Luego al hacerle una adaptación dentro del Código Penal quedó como un remiendo 
que exigió el desarrollo de la Ley 985 de 2005 para clarificar y tratar de puntualizar por 
qué se recrudecían las penas y la ampliación de los verbos rectores con el fin de ‘atender’ 
y ‘proteger’ a las víctimas del delito de trata de personas. Ya para el año 2008 
argumentando el mandato legal del art. 4 de la citada Ley 985 de 2005 se adopta la 
Estrategia Nacional Integral Contra la Trata de Personas mediante el Decreto 4786 del año 
2008. Sin embargo en junio de 2014 todavía se hace necesaria una reglamentación a la Ley 
985 de 2005 emitiendo el Decreto 1069 de 2014, queriendo desarrollar y reglamentar los 
programas de asistencia y protección de la política pública contra la trata de personas 
establecida en el Capítulo IV de la Ley 985 de 2005, en consideración a lograr la asistencia 
a las víctimas de la trata de personas; asunto que solamente indica un deseo político de 
legislar al respecto, pero de paso evidencia la ineficacia de la aplicación del protocolo mal 
incorporado, puesto que desde el año que entró en vigencia la Ley 906 de 2004 (Código de 
Procedimiento Penal Colombiano) se había estado poniendo en práctica el incidente de 
reparación integral del art. 102-108 para resarcir los daños ocasionados con el delito. 
(Bernal, 2020-a, p.16) 
Abogado 4: Desde otro ángulo, este experto generalizó que en Colombia este instrumento 
no es adecuado porque en nuestra cultura no se concibe la trata de personas como un delito 
grave, ya que interviene el consentimiento de la víctima. Y eso, normalmente, lo que hace 
es revictimizar a la víctima (Bernal, 2020-a, p.29).  
Abogado 5: Para este experto, fue adecuada la incorporación del protocolo al derecho 
doméstico. Dijo: 
[…] Tengo entendido que de conformidad con lo dispuesto en el art. 1° de la Ley 7ª de 
1944, la Convención de las NU contra la Delincuencia Organizada Transnacional y el 
Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas Especialmente Mujeres 
y Niños que complementa dicha convención, adoptados por la Asamblea General de la 
ONU del 15 de noviembre de 2000, que por el artículo primero de esta ley se aprueban y 
obliga al país a partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo internacional respecto de 
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los mismos. Y esto fue ratificado por la Corte Constitucional en la Sentencia C-962/03. No 
poseo más elementos de juicio para decir si está bien o está mal. (Bernal, 2020-a, p.36) 
Abogado 6: Este experto no considera adecuada la incorporación del protocolo al derecho 
interno. Expresa que “si así fuera, la trata de personas ya hubiese sido erradicada”. Tal vez un tanto 
atrevida esta posición del experto porque, “siendo abogado, debería saber que la conducta de trata 
de personas como delito transnacional de una enorme complejidad civil y penal no se erradica por 
el solo hecho de legislar” (Bernal, 2020-a, p.43). 
3.2.2.3. Sobre la efectividad la cooperación entre los países 
Sobre si el instrumento permite la cooperación internacional entre los Estados Parte, los 
argumentos más relevantes de los expertos fueron los siguientes:  
Abogado 1: El experto considera que sí permite la cooperación entre Estados y especifica que 
los artículos 9° y 10° del Protocolo contienen disposiciones específicas que permiten la 
cooperación bilateral o multilateral, con el objeto de adoptar medidas para la prevención del 
fenómeno, la cooperación en materia judicial y la investigación del delito que integra todas las 
actividades, desde una perspectiva judicial (Bernal, 2020-a, p.4). 
Abogado 2: Considera que el instrumento permite la cooperación bilateral y multilateral para 
adoptar medidas contra la trata de personas a nivel de prevención, la colaboración judicial, así 
como el trabajo investigativo para la lucha contra este flagelo social que afecta a la sociedad global 
(Bernal, 2020-a, p.8). 




[…] Al ser un instrumento que deberían cumplir en su aplicación los Estados que lo 
suscriben, se requiere una absoluta voluntad política y jurídica para que se cumpliera con 
sus fines que fueron prevenir y combatir la trata de personas, proteger y ayudar a las 
víctimas respetando plenamente sus derechos humanos y promover la cooperación entre 
los Estados Parte para lograr esos fines. Pero cuando una gran cantidad de Estados quedan 
por fuera de la suscripción y ratificación del instrumento Protocolo de Palermo y 
especialmente Estados donde se ejerce en un alto porcentaje el delito transnacional de trata 
de personas como China (Singapur, Hong Kong, Taipéi como parte de ese Estado), 
Tailandia, algunos del medio oriente como Emiratos Árabes y Arabia Saudita entre otros 
es muy difícil hablar de una cooperación internacional real y efectiva. Sobre todo cuando 
son Estados que no están interesados en el respeto a los derechos humanos y solo quieren 
suscribir tratados comerciales que en nada inciden en la defensa y protección del derecho 
internacional de los derechos humanos y menos en el tema álgido de la trata de personas; 
básicamente están más interesados en el asunto económico y cooperación en estos temas 
que en la protección a mujeres y niños, ya que para ellos estos no son prioridad por cuanto 
hay sesgo de género y discriminación hacia la mujer y niños culturalmente desde tiempos 
ancestrales. (Bernal, 2020-a, p.17) 
El experto recuerda que existen, al menos, 152 países de origen y unos 124 países de destino en 
la cadena de operaciones de la trata de personas. Estima en 510 los flujos de tráfico que cruzan el 
mundo, de los que ningún país es inmune. En su opinión, ante esta realidad, la cooperación 
internacional efectiva y real se vuelve una prioridad porque hasta el momento está convencido de 
que opera limitadamente. Enfatizó lo siguiente: 
[…] La legislación de algunos países no siempre cumple el Protocolo y todavía no logra 
cubrir todas las formas de trata de personas y sus víctimas, dejando a millones de personas 
no protegidas adecuadamente y vulnerables. En algunas zonas esto ha generado niveles 
extremadamente bajos de medidas contra los traficantes. En el período cubierto por el 
último Informe Global alrededor del 40 por ciento de los países informaron menos de diez 
condenas por año, mientras que el 15 por ciento no registraron una sola condena. 
Finalmente, sólo los países que firman la Convención pueden firmar el Protocolo contra la 
Trata. Como usted verá en la lista de los Estados signatarios, una gran mayoría de los 
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gobiernos, pero no todos, han firmado ambos instrumentos. Después de ratificar la 
Convención y el Protocolo contra la Trata los gobiernos se obligan a adoptar leyes 
nacionales para poner en práctica la Convención y el Protocolo contra la Trata. (Bernal, 
2020-a, p.18)  
Aclaró que, hasta no haberla ratificado, los países no deben tomar acciones que estén en 
desacuerdo con el objetivo de los dos instrumentos. Esto también ha dificultado la cooperación 
internacional. 
Abogado 4: Habida cuenta de una difícil experiencia que tuvo en Tokio, considera que el 
instrumento no facilita la cooperación internacional. Para él, fue muy difícil tener la colaboración 
del gobierno japonés por razones culturales. Afirma que: 
[…] La cultura japonesa deja a la mujer en un campo de menor valía. Y por lo tanto no hay 
un trabajo profundo sobre la trata de personas, sobre todo porque las colombianas tienen a 
Tokio, Singapur, Panamá y Madrid como sus destinos favoritos. Porque tuvimos algunos 
casos en donde las tratadas fueron a trabajar a Tokio y la colaboración de las autoridades 
japonesas fue prácticamente nula y solamente se pudo atacar jurídicamente o se pudo lograr 
la investigación cuando los tratantes pisaban suelo colombiano, la colaboración de las 
autoridades japonesas fue inexistente. (Bernal, 2020-a, p.29) 
Abogado 5: En su condición de docente-investigador, considera que el instrumento sí permite 
la cooperación internacional, sin embargo, no argumentó su afirmación (Bernal, 2020-a, p.36). 
Abogado 6: Como experto litigante especializado en atención a víctimas de trata, desplazados 
y retornados, expresó que el instrumento no permite la cooperación internacional porque las redes 
criminales simplemente siguen operando con total impunidad (Bernal, 2020-a, p.43). 
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3.2.3. Testimonios sobre la trata de personas en Colombia 
En un segundo bloque temático de la entrevista, se conoció su percepción sobre la contribución 
del Protocolo a la judicialización para la erradicación de este delito. Al igual, si consideraban 
necesario otro instrumento legislativo para reprimir estas conductas delictivas. 
3.2.3.1. En relación con la judicialización de los delitos de trata 
Al respecto, cinco abogados consideraron que las actividades de judicialización del tipo penal 
del delito de trata de personas no han contribuido a su erradicación, aportando juicios de valor con 
argumentos válidos. Solo un abogado cree que la judicialización ha contribuido a disminuir este 
delito, gracias al esfuerzo del Estado, tras adoptar su legislación. Los argumentos más relevantes 
fueron los siguientes: 
Abogado 1: Para este experto, el Estado ha realizado esfuerzos interesantes con la creación del 
tipo penal trata de personas y con el diseño de estrategias nacionales para la lucha contra la trata 
mediante la prevención, la protección y asistencia de las víctimas. Manifestó que son muchos los 
retos y desafíos del Estado y la sociedad sobre esta materia. Afirmó que “adicionalmente, son 
pocos los casos que efectivamente han terminado con condenas de los responsables. Sigue 
existiendo un reto muy grande a nivel de prevención del delito y asistencia a las víctimas” (Bernal, 
2020-a, p.8). En consecuencia, no cree que las actividades de judicialización hayan contribuido a 
erradicar este flagelo social.  
Abogado 2: Tampoco cree que la judicialización haya contribuido a mermar el delito de trata 
de personas y considera que, para ello, se requiere mayor represión (Bernal, 2020-a, p.9). 
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Abogado 3: Este experto en DDHH y defensor del DIH en las altas cortes y organismos 
internacionales expresó que la judicialización no elimina per se el delito, si hablamos de 
erradicación. Al hablar de la disminución de este, considera que las actividades de judicialización 
sí han contribuido a la reducción de la práctica del delito por tiempos o momentos. La aparente 
ambigüedad la explicó desde la perspectiva internacional del negocio ilícito de poderosas mafias, 
cuyas estructuras van más allá de los intermediarios, que, en su opinión, son los que generalmente 
caen en manos de la justicia y el sistema central de las mafias queda intocable. Lo explicó en los 
siguientes términos: 
[…] No habrá erradicación si no se ataca el nervio central de la trata de personas que se 
encuentra en el país receptor y si no se despoja del poder económico a las mafias que se 
lucran de este delito. Es decir, mientras el verdadero tratante siga con poder económico y 
acceso a los recursos provenientes del delito; seguirá operando desde el mismo u otro 
Estado de origen, hacia el mismo u otro Estado de tránsito y llegando al mismo u otro 
Estado de destino o receptor. Los intermediarios que son un simple eslabón son capturados, 
pero los verdaderos tratantes y mafias enriquecidas con los recursos provenientes de este 
flagelo; buscan nuevas estrategias y centros de operación, consiguiendo siempre por pagos 
ínfimos quien les preste ayuda para ejecutar el delito; es decir, solo mudan de caras y de 
cuerpos en nuevos tontos útiles, empezando en la mayoría de los casos por la misma familia 
de las víctimas, que sin saberlo y sin medir consecuencias a causa de sus necesidades 
terminan siendo cómplices del ilícito. (Bernal, 2020-a, p.18)  
Abogado 4: Este exjuez penal opinó que no se ha contribuido a su erradicación, aun cuando 
“poco a poco se ha consolidado al menos el pensamiento de que esta no es una conducta permitida 
sino prohibida. Sin embargo, los tratantes aun pululan y trabajan de manera considerable” (Bernal, 
2020-a, p.29). 
Abogado 5: Como investigador, cree que Colombia ha hecho un esfuerzo importante, por 
ejemplo, al adaptar su legislación con la Ley 985 de 2005 y el Decreto 1069 de 2014, lo cual ha 
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permitido la judicialización. Sin embargo, “debe tenerse en cuenta que es un tipo penal de difícil 
interpretación porque tiene modalidades nada fáciles de identificar y perseguir” (Bernal, 2020-a, 
p.37). 
Abogado 6: “No, realmente no ha sido efectivo toda vez que, pese a estar aquí en Colombia 
tipificado ese delito, realmente nuestras mujeres están siendo exportadas a otros países donde no 
hay penalización para personas que trafican con ellas” (Bernal, 2020-a, p.43). 
3.2.3.2. Sobre la necesidad de otros instrumentos para reprimir estos delitos 
Respecto a los instrumentos legislativos que hacen falta para realizar una adecuada represión 
de la trata de personas, los principales argumentos fueron los siguientes: 
Abogado 1: Para este investigador, académico y experto en delitos transnacionales de trata de 
personas, hacen falta instrumentos que refuercen los actuales para mejorar la actividad 
investigativa y la cooperación internacional, en un claro enfoque hacia los ilícitos transnacionales 
de este tipo penal de delitos. Afirmó: 
[…] Creo que los que hacen falta deben estar orientados a los ya existentes. Uno (nuevos 
tratados bilaterales sobre cooperación o asistencia judicial en materia penal) que estaría 
orientado a reforzar la investigación en los casos en el que el fenómeno se da bajo la 
modalidad transnacional. Otro, estaría enfocado a una reforma o una modificación del 
decreto 1069 del 2014 que elimina el condicionamiento de la denuncia previa para acceder 
a beneficios a la asistencia integral a las víctimas. Adicionalmente se requiere una 
reglamentación que cree unas rutas específicas y accesibles en las diferentes entidades 
descritas en el artículo 4° del Decreto 1069 del 2014. (Bernal, 2020-a, p.5)  
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Abogado 2: Como abogado con experiencia en atención y asesoría de migrantes, desplazados 
y retornados, se reservó fijar posición al respecto. Expresó que desconocía si hacen falta otros 
instrumentos para reprimir la trata de personas (Bernal, 2020-a, p.8). 
Abogado 3: Según este experto defensor de derechos humanos, se requiere una ley que 
desarrolle normatividad específica y no genérica de derechos humanos para el manejo de las 
víctimas de trata. Expuso que: 
[…] Las normas de derechos humanos contienen medidas específicas tanto legales como 
políticas que pueden y deben tomar los gobiernos para evitar revictimizar a las personas 
tratadas, al mismo tiempo que promueven y protegen los derechos no solo de estos sino del 
núcleo familiar afectado. Acuerdo o tratado Internacional no comercial sino de protección 
de los DDHH con países receptores que obligue a congelar cuentas e incautar con fines de 
comiso todo tipo de recursos para reparar a las víctimas. (Bernal, 2020-a, p.19) 
Abogado 4: Para este experto, dos asuntos son relevantes. Primero, la implementación de 
unidades de investigación de policía judicial y de Fiscalía especializadas en el delito de trata. 
Segundo, la difusión de la trata de personas en estos términos:  
[…] Hacer una difusión más profunda de este tipo de delitos por cuanto la justicia 
colombiana es muy reactiva y mediática; se privilegia la investigación de delitos de 
corrupción, narcotráfico, homicidios y los delitos de trata no generan la atención de la gran 
prensa. (Bernal, 2020-a, p.30).  
Expresó que estos delitos no generan créditos positivos para los organismos investigativos 
cuando se producen resultados favorables por falta de difusión. 
Abogado 5: “Yo creo que haría falta un documento CONPES sobre trata de personas y también 
que cada departamento elaborara su propia política pública de prevención frente a la trata de 
personas en sus diferentes modalidades” (Bernal, 2020-a, p.37). 
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Abogado 6: “No son efectivos los existentes. Hacen falta, pero no podría decirle cuál o cuáles 
harían falta para una adecuada represión de este delito. Es muy delicado el tema legislativo, hay 
muchos intereses en el medio” (Bernal, 2020-a, p.43). 
3.2.4. Testimonios sobre las víctimas de trata de personas 
En este tercer bloque temático de la entrevista, se abordó la actividad jurisdiccional del Estado 
para desvertebrar las redes criminales de trata de personas y acciones que deberían adoptarse para 
la adecuada disolución de estos grupos criminales en Colombia. Igualmente, sobre la utilización 
apropiada de los bienes incautados a los condenados por este delito y los fondos para reparar 
víctimas. Finalmente, se precisa conocer su percepción acerca de las acciones que aplica el Estado 
colombiano para la atención de las víctimas. 
3.2.4.1. Necesidad de desvertebrar las redes de trata  
Con respecto a la actividad jurisdiccional del Estado colombiano, expresaron que estas no han 
contribuido a desvertebrar de manera idónea las redes de trata de personas. 
Abogado 1: Afirmó que no porque “evidentemente las organizaciones criminales siguen 
delinquiendo y sus estructuras siguen intactas, en especial las altas jerarquías que se benefician 
económicamente y controlan las redes a nivel interno e internacional” (Bernal, 2020-a, p.5). 
Abogado 2: Considera que la actividad jurisdiccional del Estado no desvertebra ninguna red 
criminal de trata y expone: “No, porque son redes mundiales difíciles de desvertebrar y con un 
agravante que la víctima no denuncia; lo que hace más complicado la identificación y posterior 
judicialización” (Bernal, 2020-a, p.9). 
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Abogado 3: Considera que el Estado no ha podido desvertebrar idóneamente las redes 
criminales de trata, sin embargo, cree que la actividad jurisdiccional ha contribuido a persuadir 
muchas personas involucradas en las operaciones de reclutamiento y traslado de víctimas al 
exterior. Lo expuso así: 
[…] Desde que el Estado colombiano ha endurecido la represión contra las redes de trata 
de personas, especialmente asignando una Fiscalía especializada en este tipo de delitos, se 
ha podido evidenciar de alguna manera una persuasión positiva para desincentivar a las 
personas que sirven de coautores y/o cómplices de las mafias y verdaderos tratantes para 
que no continúen en la actividad criminal. (Bernal, 2020-a, p.19)  
Para él, la raíz del problema sigue en los países receptores porque “estos delincuentes siguen 
reclutando y convenciendo nuevos adeptos a sus propósitos, aprovechando la condición de 
necesidad económica del actor en el país de origen” (Bernal, 2020-a, p.19). Incluso, el afán de 
dinero ilícito permea hasta los miembros familiares. 
Abogado 4: “No, apenas se están diseñando las unidades y los mecanismos. El delito de trata 
de personas es un asunto sobrediagnosticado, vea, hay seminarios, hay especializaciones, todo el 
mundo maneja el tema, sin embargo, cuando vamos a la parte operativa, estamos en un déficit 
considerable” (Bernal, 2020-a, p.30). Claramente piensa que existen innumerables estudios, 
eventos de reflexión y diagnósticos de las problemáticas asociadas a la trata de personas. Lo que 
hace falta es acción, y esta solo se materializa con voluntad política, recursos y trabajo conjunto 
de los operadores de justicia.  
Abogado 5: “No, considero que una de las principales fallas es que no se sabe investigar la 
trata de personas por parte de la policía judicial encargada de desarrollar los programas 
metodológicos de investigación. Es increíble, por ejemplo, constatar que hay diferentes ONG o 
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universidades que se han dedicado a hacer un estudio pormenorizado de la oferta sexual que sale 
en los distintos medios y que la policía judicial no ha logrado todavía llegar hasta allá” (Bernal, 
2020-a, p.37). 
Abogado 6: “No, realmente la jurisprudencia no se ha dedicado mucho a la prevención y 
resocialización de las personas víctimas de este flagelo” (Bernal, 2020-a, p.44). 
3.2.4.2. Disolución de los grupos criminales 
Con respecto a otras acciones que se deben realizar para disolver adecuadamente estos grupos 
criminales que operan la trata de personas, los expertos señalaron las siguientes: 
Abogado 1: Este experto informó que es muy difícil disolver y eliminar estas redes delictivas, 
aunque no es imposible. Expresó que, para ello, “se requiere una política criminal que comprenda 
la dimensión de la trata de personas en el ordenamiento jurídico interno y sus dinámicas en otros 
Estados”, refiriéndose a otros países. En su opinión, la política criminal así concebida posibilitaría 
“el diseño de estrategias específicas a nivel de investigación, juzgamiento y persecución de los 
bienes frutos de dicha actividad delictiva” (Bernal, 2020-a, p.6). 
Abogado 2: Simplemente redujo el planteamiento a dos acciones: la prevención y las políticas 
públicas claras (Bernal, 2020-a, p.9). 
Abogado 3: Este penalista y defensor de derechos humanos sugiere las siguientes acciones para 
disolver esas estructuras delictivas. La primera, procesar a los miembros de estos grupos por 
enriquecimiento ilícito y lavado de activos. La segunda, realizar convenios jurisdiccionales entre 
los Estados receptores y los Estados de origen para que, al formularse la imputación, se impongan 
medidas cautelares sobre los bienes y cuentas bancarias de los procesados y de todas aquellas 
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personas implicados como autores, coautores, determinadores y cómplices. Otra acción sugerida 
por este experto es: 
[…] solicitar circular azul de Interpol para los implicados con miras a no dejarles tranquilos 
en ningún Estado al que se movilicen, pues muchos son extranjeros en el país donde 
delinquen y luego se mudan para sus países y allí no tienen ningún requerimiento y llegan 
con sus fortunas a disfrutar del producto del ilícito. Hay bandidos de la India, Pakistán, 
Irán, Italia, España, Colombia, Rusia, Japón, China y México entre otros que cometen los 
delitos y dirigen las redes de trata de personas en los Estados receptores y de tránsito 
casados con ciudadanos de los países de origen o también de los países receptores. (Bernal, 
2020-a, p.20) 
Otras acciones que pueden acarrear un desvertebramiento casi que definitivo del delito de trata 
de personas, en opinión de este experto, son: 
[…] intercambio e infiltración de las redes por parte de las autoridades investigadoras y de 
policía en los Estados receptores, con el fin de penetrar al corazón mismo de las redes y de 
sus cabecillas, para que puedan también ser judicializados en el país receptor y que las 
víctimas puedan ser indemnizadas allí mismo por las leyes del Estado receptor. Una 
jurisdicción ultranacional [tipo policía internacional con fiscales y jueces especializados 
que pueda juzgar en cada país receptor o donde se cometa el ilícito así sea en el Estado de 
origen o de tránsito]. (Bernal, 2020-a, p.20)  
Abogado 4: “Trabajar con mecanismos encubiertos, con damas encubiertas que permitan 
ingresar a esas redes y erradicarlas desde adentro” (Bernal, 2020-a, p.30). 
Abogado 5: Propone la “capacitación de servidores públicos en trata de personas, una adecuada 
política criminal de lucha contra la trata de personas y estudiar la experiencia de otros países que 
han sido efectivas contra la trata de personas” (Bernal, 2020-a, p.43). 
Abogado 6: Sugirió mayor prevención y políticas públicas claras. Para él, “lo primero es 
realizar una investigación que de verdad conduzca a la captura de las cabecillas de estas bandas 
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criminales, toda vez que no se llevan a cabo bien las investigaciones”. Está convencido de que la 
corrupción es un factor clave porque “[…] muchas personas y policías conocen a personas que 
trafican o son tratantes y no realizan ninguna actividad para que sean judicializadas” (Bernal, 2020-
a, p.44). 
3.2.4.3. Incautación de los bienes a los condenados 
Cinco abogados consideraron que no son adecuadas las medidas existentes para incautar bienes 
de las personas condenadas por delito de trata, excepto el primero de ellos. 
Abogado 1: “Si son adecuadas, sin embargo, le exigen mucho a la Fiscalía para la persecución, 
búsqueda e identificación de los activos derivados de esa actividad ilícita; eso implica que los 
dineros, bienes y terceras personas que los administran que sean usados para actividades de lavado 
de activos sean perseguidos en el orden nacional y en otros Estados donde puedan estar” (Bernal, 
2020-a, p.6). 
Abogado 2: No estuvo de acuerdo con la supuesta efectividad de las medidas para incautar los 
bienes y otros activos de los tratantes (Bernal, 2020-a, p.9). 
Abogado 3: No está de acuerdo y su argumentación tiene elementos extrateóricos sociales y 
económicos relevantes para la investigación. Expuso lo siguiente: 
[…] no son adecuadas, porque además usualmente a quienes se les condena en la mayoría 
de los casos son personas que están abajo en la red de tratantes y estos precisamente son 
personas sin recursos de ninguna clase, que solo reciben por captar una víctima o trasladarla 
un emolumento mínimo y lo gastan en el día a día, en unos casos, y en ocio y parranda en 
otros, lo cual les permite visualizar nuevas víctimas. Además, cuando se trata de los autores 
o determinadores directos del delito, en muchos casos estos transfieren los bienes producto 
de sus delitos a terceros de la familia y/o tienen cuentas en los países receptores; pero las 
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autoridades no ven este delito como un medio para el testaferrato por lo cual nunca se ha 
visto una condena en ese sentido o una investigación a los familiares cercanos o lejanos de 
los victimarios y eso hace más inadecuadas esas medidas de incautación de bienes. En 
conclusión, las autoridades están más interesadas en mostrar resultados con la captura y 
enjuiciamiento de los tratantes que en la reparación a las víctimas. Las personas tratadas 
necesitarán un mecanismo legal para recuperar la compensación, la restitución y daños por 
perjuicios en los países de destinación, así como en los países de origen. (Bernal, 2020-a, 
pp. 20-21) 
Abogado 4: “No, porque generalmente este delito no tiene dolientes y las víctimas no están 
interesadas en el resarcimiento; por lo tanto, el incidente se queda en el mero papel” (Bernal, 2020-
a, p.30). 
Abogado 5: “La extinción de dominio no ha servido para combatir delitos como el tráfico de 
estupefacientes, ahora mucho menos para combatir la trata de personas” (Bernal, 2020-a, p.38). 
Abogado 6: “No. Primero, porque dentro de Colombia estas personas no son judicializadas y 
en otros países donde están las personas que directamente explotan a las mujeres que sacan del 
territorio colombiano no están recibiendo ninguna consecuencia jurídica” (Bernal, 2020-a, p.44). 
3.2.4.4. Uso apropiado de los fondos para reparación integral  
Con respecto a la utilización apropiada de los bienes incautados a los condenados y los fondos 
destinados por el Estado para la reparación de las víctimas de trata de personas, emergieron 
elementos extrateóricos interesantes. 
Abogado 1: “Partiendo de mi experiencia y conocimiento de casos, no cuento con los elementos 
suficientes para fijar una posición con respecto al uso apropiado o no de los bienes incautados” 
(Bernal, 2020-a, p.6). 
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Abogado 2: Consideró que no se utilizan apropiadamente los bienes incautados a los tratantes 
ni los fondos destinados a la indemnización de las víctimas (Bernal, 2020-a, p.9). 
Abogado 3: Confesó nunca haber visto una verdadera reparación integral a alguna víctima de 
trata de personas. En su opinión, siempre se limitan a tranzar una indemnización negociada entre 
la defensa del condenado y el representante de la víctima porque casi nunca hay bienes que 
incautar. Opina que eso es lo que argumentan los investigadores de la fiscalía. Expresó lo siguiente: 
[…] No, hasta donde mi experiencia personal como defensor de víctimas de trata de 
personas me permite hablar. El Estado no usa apropiadamente los bienes incautados a los 
condenados por el delito de trata ni los fondos destinados a la reparación de las víctimas de 
trata de personas. En un principio el Estado provee cierta seguridad y ayuda económica 
para su sostenimiento por un corto plazo con recursos del fondo de atención a las víctimas 
hasta que finaliza el proceso penal que puede entenderse varios meses. (Bernal, 2020-a, 
p.22)  
Dijo que en muchos países los fondos para víctimas son leyes que deben ser revisadas y en 
algunos casos modificadas o reglamentadas para asegurar que la disposición del activo sea 
ejecutada en favor de las víctimas. Es decir, garantizar en el marco legal de los países que se 
privilegien las partidas de gasto y su disponibilidad presupuestal con base en el mayor beneficio 
posible para las personas tratadas. Afirmó que: 
[…] El Estado es responsable de garantizar el uso apropiado de los recursos para reparar y 
cuenta con las herramientas para hacerlo. En consecuencia, el activo debería ser usado para 
pagar la compensación, la restitución y daños por perjuicios causados a las personas 
tratadas y la asistencia integral en los países de destino, tránsito y origen para las personas 
tratadas. (Bernal, 2020-a, pp.21-22)  
Abogado 4: “No, como no hay reparación entonces no hay resarcimiento que permita una 
adecuada utilización de los bienes” (Bernal, 2020-a, p.31). 
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Abogado 5: “No. En Colombia no hay reparación de nada, porque ni las víctimas del conflicto 
armado han podido ser reparadas ahora para decir que se han reparado las víctimas de trata, cuando 
escasamente se da una atención primaria” (Bernal, 2020-a, p.38). 
Abogado 6: Considera que no se utilizan apropiadamente los bienes incautados ni los fondos 
destinados a la reparación (Bernal, 2020-a, p.44). 
3.2.4.5. Atención a las víctimas  
Con respecto a considerar si el Estado colombiano aplica en la actualidad medidas mediatas e 
inmediatas de atención a víctimas de trata de personas, emergieron importantes elementos 
extrateóricos e intrateóricos: 
Abogado 1: Para este experto, el Estado no aplica las medidas necesarias porque “la asistencia 
está condicionada a una denuncia. Es decir, las ayudas están y la asistencia se coordina a través de 
los comités departamentales, las gobernaciones, alcaldías, fiscalías, Migración Colombia, 
Ministerio del Interior y otras entidades” (Bernal, 2020-a, p.6). Explicó que, dependiendo de las 
particularidades de cada caso, se pueden presentar inconvenientes para el acceso a las ayudas 
inmediatas por exigencia de denuncia previa.  
Otro elemento extrateórico en lo social que incide en esta asistencia es que “no todas las 
víctimas quieren ser identificadas como tales, debido al impacto psicosocial negativo que genera 
el hecho de ser víctima de trata de personas” (Bernal, 2020-a, p.7). Y “también se desconoce una 
cifra exacta sobre las víctimas que logran salir y no denuncian. Sin embargo, la denuncia no puede 
condicionar las investigaciones sobre trata de personas” (p.7). 
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Abogado 2: Aunque afirmó que el Estado aplica medidas para atender víctimas, no precisó 
ningún comentario (Bernal, 2020-a, p.10). 
Abogado 3: Consideró que el Estado no aplica medidas suficientes. Reconoce algunas medidas 
inmediatas, según el caso. Expuso lo siguiente:  
[…] Mi experiencia como defensor de víctimas de trata me permite afirmar que el Estado 
no aplica suficientemente medidas mediatas e inmediatas de atención a las víctimas más 
allá de una protección personal y/o familiar inicial y alguna ayuda económica para renta y 
comida. Esta varía pudiendo alcanzar meses. Depende del tipo penal del delito de trata, de 
los daños ocasionados a la víctima y del riesgo por haber denunciado; incluso, según sea 
un caso de trata interna o transnacional. (Bernal, 2020-a, p.22) 
Otra medida que apunta el experto es la ruta de atención en servicios de salud, vía SISBEN, 
incluyendo el monitoreo permanente de la Fiscalía y los investigadores del caso cuando lo 
consideran necesario. Afirma el experto que esta atención es solo mientras la víctima esté en la 
audiencia hasta que testifica. Expone: 
[…] y una vez terminado el proceso casi que termina también la relación de la Fiscalía, 
haciéndose a un lado y dando un paso al costado, dejando a esta víctima a su propia suerte. 
Inclusive mucho antes de que se inicie la audiencia de reparación integral. Tampoco se ve 
que haya una ayuda directa y permanente con psicólogo o psiquiatra para tratar a la víctima 
y ayudar en la reparación integral a la víctima y sus familias. Nunca se logra una reparación 
integral que sea favorable realmente a la persona tratada, con las consecuencias funestas 
que en gran cantidad de casos las víctimas terminan reincidiendo en el delito del que una 
vez fueron víctimas, y al ver que no hubo ayuda suficiente o en ningún área, entonces, en 
muchos casos ellas mismas se convierten en tratantes. (Bernal, 2020-a, p.21)  
El experto reiteró, como aspecto final, el papel de las ONG contratadas o comisionadas para 
que desarrollen de manera directa o mediante contratación las ayudas a las víctimas. Afirma que 
los recursos asignados por el Estado colombiano a estas organizaciones no siempre son usados en 
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su totalidad para compensar y restituir los daños a las personas tratadas. Dijo que la asistencia no 
es integral tampoco en los países de destino y/o de tránsito. Al final, es frecuente que la víctima se 
aísle y sea revictimizada por el Estado al final del proceso (Bernal, 2020-a, p.22). 
Abogado 4: “No hay un mecanismo de atención a las víctimas idóneo para sacarlas de ese 
medio, ahora resulta que esto hay que conectarlo con un problema de tipo cultural y social” 
(Bernal, 2020-a, p.31). El experto se pregunta ¿quiénes son las que se van a ejercer la prostitución 
a través de la trata de personas? Ante lo cual manifiesta que son damas con recursos económicos 
muy limitados, que no han tenido oportunidades de trabajo.  
Menciona, como evidencia, la ciudad de Pereira y el Eje Cafetero como “el filón de las damas 
que son tratadas”. Considera que eso refleja el hecho de que Pereira sea una de las ciudades con 
mayor desempleo. A las escasas oportunidades de empleabilidad para la mujer, el experto le 
atribuye la causa principal por la cual las damas caen víctimas de trata.  
Abogado 5: “El Estado colombiano no le ha prestado la atención a la problemática de trata de 
personas que merece por ser el tercer delito trasnacional de mayor ocurrencia” (Bernal, 2020-a, 
p.38). 
Abogado 6: “No, porque muchas personas que son víctimas de este flagelo cuando llegan a 
Colombia o a las embajadas de Colombia en otros países, en vez de recibir apoyo lo que reciben 
es negativas, palos y piedras para retornar a su país de origen” (Bernal, 2020-a, p.44). 
3.2.5. Testimonios sobre el incidente de reparación integral 
El cuarto bloque de entrevistas recoge testimonios y opiniones sobre la viabilidad del IRI, la 
implementación de un mecanismo adicional y las medidas sugeridas para la indemnización de 
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daños y perjuicios. Tal información es consistente con la obtenida en la encuesta flash de opinión 
realizada posteriormente a 210 informantes claves (ver 3.4), de los que 148 (70.5%) son abogados 
litigantes, y 13 (6.2%), no litigantes vinculados a la academia y al sector gobierno 
3.2.5.1. En relación con la viabilidad para reparar a las víctimas  
Emergieron opiniones que respaldan el procedimiento IRI como instrumento viable para las 
reparaciones de daños y perjuicios de las víctimas colombianas de trata externa. 
Abogado 1: Para este experto en delitos de trata transnacional, el proceso de IRI no es viable 
por varias razones.  
[…] Considero que el incidente garantiza una reparación económica a las víctimas en la 
medida en que existan recursos que hayan sido entregados por los victimarios o que hayan 
sido incautados por los órganos investigadores. Pero es necesario tener en cuenta que no 
todas las víctimas hacen uso de este instrumento, bien sea por falta de defensa técnica 
adecuada o desconocimiento de ésta. Adicionalmente, aquellas víctimas que pretenden una 
reparación no se interesan por reparaciones del orden económico, sino que prefieren 
reparaciones inmateriales que satisfagan su sentido o noción de justicia. (Bernal, 2020-a, 
p.7) 
Abogado 2: Para este abogado con experiencia en atención de víctimas, desplazados y 
retornados, el proceso IRI es viable porque permite una reparación verdaderamente integral 
(Bernal, 2020-a, p.10). 
Abogado 3: En su opinión, el proceso IRI no es viable para la integralidad de la reparación por 
los cambios que se han introducido con la Ley 906 de 2004, modificados por el Art. 86 al 89 de la 
Ley 1395 de 2010 y luego por la sentencia C-425 de 2006. Lo explica en los siguientes términos: 
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[…] la Ley 906 de 2004 planteaba que el IRI se podía solicitar inmediatamente después de 
que el juez emitía el sentido del fallo, pero luego vinieron las reformas de la Ley 1395 de 
2010 que, al ser estudiadas para determinar la exequibilidad o no de la misma, cayó en una 
desprotección total a las víctimas de cualquier delito, pero gravemente para las víctimas de 
trata de personas, comoquiera que manifestó que el Art. 102 quedaría así: En firme la 
sentencia condenatoria. (Bernal, 2020-a, p.23) 
En este punto del debate, el experto informó que es grave porque opera la caducidad si no se 
solicita el IRI dentro de los 30 días para las víctimas. Continuó su exposición así: 
[…] y comoquiera que estas víctimas, terminado el proceso, quedan prácticamente 
desprotegidas, pues en la práctica la Fiscalía termina su proceso y se olvida de la reparación 
o solo por cumplir solicita que se nombre un apoderado de la víctima para que siga con el 
incidente y en la mayoría de los casos eso termina muy mal y en abandono del proceso y 
de la víctima. Pues si cuando la ley ordenaba que se solicitase dentro de los treinta días o 
en la misma audiencia que se emitía el sentido del fallo, ahora, con esta modificación que 
solo se puede solicitar hasta cuando quede en firme la sentencia condenatoria, la situación 
se complica porque si la sentencia se apela en primera instancia debe esperar el recorrido 
hasta que se resuelva la apelación con los tiempos que eso conlleva en el tribunal. Y luego, 
si fuere del caso, aguantar casación si hubiere lugar a ello y perfectamente con lo 
paquidérmico del sistema judicial y las dilaciones por uno y otro actor, fácilmente puede 
terminar en un tiempo entre 2 a 4 años, sino es más para solicitar el incidente de reparación 
y en ocasiones se olvida hacerlo porque ya no hay defensa o porque cambiaron de fiscal o 
por cualquier razón, además de que la víctima ya abandonada desaparece del escenario 
procesal y no es posible encontrarla por temor, o peor aún ha tenido que volver a la 
prostitución o ha sido amenazada o múltiples razones que dejan inoperante la reparación 
efectiva en estos casos. Sumado a esto, la destinación de los fondos o recursos para pagar 
la compensación, la restitución y daños por perjuicios causados a las personas tratadas y la 
asistencia integral, que se le da a los Estados como ayudas internacionales, quedan en 
manos de la burocracia y terminan en manos de las ONG que en su mayoría solo buscan 
intereses de sostenimiento y funcionamiento, pero que no llegan a la raíz del problema de 
la víctima para ayudarla a una verdadera resocialización. (Bernal, 2020-a, pp. 23-24)  
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Abogado 4: Opina que no es viable ni en este ni en ningún otro delito porque siempre se ha 
considerado que “todo proceso civil dentro del proceso penal es un híbrido que hace que no se 
haga de manera eficaz ni uno ni lo otro”. Cree que generalmente los jueces penales que dictan las 
sentencias no son conocedores del proceso civil; por lo tanto, este se vuelve inadecuado para una 
debida reparación de las víctimas (Bernal, 2020-a, p.31). 
Abogado 5: Consideró que no es viable el instrumento y que “no sirve para nada”. A su 
entender, “no sirve en adultos porque la gente se insolventa. No sirve en el sistema de 
responsabilidad penal para adolescentes porque la gente que comete delitos es muy pobre. Ahora, 
para indemnizar a las víctimas de trata, esto le correspondería al mismo Estado, a no ser que se 
tenga pleno conocimiento y prueba de los bienes de un tratante” (Bernal, 2020-a, p.38). 
Abogado 6: Afirmó que es viable porque, en el supuesto no negado de incautarse bienes a 
bandas criminales “[…] para ser objeto de reintegración a las personas que han sido sus víctimas 
en el concepto de reparación integral, les permitiría de alguna forma indemnizar y reparar el daño 
recibido” (Bernal, 2020-a, p.45). 
3.2.5.2. Sobre la necesidad de un mecanismo adicional 
Respecto a la necesidad de un medio exclusivo para reparar a las víctimas de trata externa 
adicional al IRI, emergieron los siguientes elementos extrateóricos e intrateóricos reforzados por 
el 88.1 % de los abogados consultados, a través de la encuesta flash de opinión (Gráfico 15). 
Abogado 1: Afirma que no debería implementarse otro mecanismo y considera que “se debe 
fortalecer el incidente ya existente y, además, fortalecer la capacidad de la Fiscalía para perseguir 
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los bienes derivados de esta actividad y los programas de asistencia y protección de las víctimas”. 
(Bernal, 2020-a, p.7)  
Abogado 2: Sencillamente no cree que se deba adoptar otro mecanismo ni exclusivo, 
complementario o sustitutivo (Bernal, 2020-a, p.10). 
Abogado 3: Está convencido de que sí se debería implementar un medio exclusivo para reparar 
a las víctimas adjunto o auxiliar al IRI actual. Expuso: “considero que sería una muy buena opción 
y más fácil de monitorear y controlar el manejo de los recursos que reciben las instituciones del 
Estado y las ONG, que reciben parte de ellos (Bernal, 2020-a, p.24). 
Abogado 4: No está de acuerdo “porque de todas maneras el incidente de reparación 
teóricamente ofrece las condiciones necesarias para hacer efectiva la reparación, sea simbólica o 
efectiva” (Bernal, 2020-a, p.31). 
Abogado 5: Esta consideración le pareció irrelevante al experto y se limitó a afirmar que no 
debería implementarse un medio exclusivo para reparar (Bernal, 2020-a, p.39). 
Abogado 6: En cambio, este experto opina que sí debería adoptarse otro mecanismo de 
reparación “porque las personas víctimas de trata no solo sufren en el territorio nacional sino en el 
extranjero, en el cual se ven totalmente vulnerables (Bernal, 2020-a, p.45). 
3.2.5.3. Respecto a otras posibles medidas para reparar víctimas 
Cuatro entrevistados sugirieron medidas de interés sustantivo y procedimental en materia civil 
y penal, cuyos elementos extrateóricos e intrateóricos están claramente direccionados a replantear 
y fortalecer el proceso IRI. Esto, para alcanzar el objetivo superior al cual debería contribuir este 
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instrumento con la máxima eficacia para una verdadera reparación integral. Sobre todo, en los 
casos de trata externa por su complejidad para garantizar la justicia restaurativa. Estas sugerencias 
suponen retos y desafíos para la rama judicial, la sociedad y el Estado. 
Abogado 1: Este experto le apuesta al fortalecimiento del proceso IRI y del fondo de 
reparación, tal cual están concebidos como instrumentos para la indemnización de las víctimas de 
trata. En sus palabras: “No creo necesario la creación de nuevas medidas, se debe reforzar el 
incidente de reparación de víctimas. Adicional a ello, propongo el reforzamiento del fondo de 
reparación de víctimas que se supone tiene el Estado para estas actividades” (Bernal, 2020-a, p.7). 
Abogado 2: Para el experto en atención de víctimas, población desplazada y colombianos 
retornados a la patria, no son necesarias otras medidas. Tampoco sugirió alternativas para mejorar 
el instrumento IRI (Bernal, 2020-a, p.10). 
Abogado 3: Con tres sugerencias interesantes, afirmó que lleva 20 años de experiencia en el 
tema de la trata de personas. Ha propuesto lo siguiente: 
1) Que se cree una institución del Estado adscrita a la Fiscalía, al Ministerio de Justicia, a 
la organización gubernamental o a cualquier otra de esta esencia, que tenga control de la 
Procuraduría, Contraloría o de los entes de control, cualquiera que ellos sean, pero con 
poder coercitivo y sancionatorio. 2) Que dicha institución realice, con los fondos recibidos 
producto del ilícito, un centro nacional con seccionales en los diferentes municipios o 
departamentos. 3) Que permita recibir a la víctima desde que llega hasta que termina su 
proceso de resocialización y que esta sea formada en una profesión u oficio calificado (si 
así lo desea) y de demanda en el país donde fue victimizada, para regresar a laborar 
decentemente allí.  
Inclusive, plantea el experto, lo ideal sería que se le pueda capacitar en el idioma que ya 
conoce, aunque no lo domine todavía, dándole la opción de ser acogida en ese Estado si 
ella quisiera regresar con su familia. Esto, para que así se convierta en una réplica del 
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trabajo y el esfuerzo elaborado en ella, ayudando a captar víctimas para traerlas a la 
resocialización y a los victimarios a la judicialización (Bernal, 2020-a, pp. 24-25). 
Afirmó que, desde su propia experiencia, las exvíctimas pueden convertirse en agentes de 
cambio. Complementa su propuesta desde su punto de vista: 
[…] con miras a la erradicación de la trata de personas de una manera más eficiente 
evitando la reincidencia o revictimización de estas, al empoderarlas dándoles una 
formación que las dignifique. Y todo esto mientras dura el proceso que puede ser en muchos 
casos más de dos o tres años, aparte del tiempo de la reparación integral. (Bernal, 2020-a, 
p.25)  
Abogado 4: Sugirió “la creación de unidades de tratas de personas y dentro de esas unidades, 
subunidades que persigan los bienes de los tratantes y coordinar medidas con los otros países que 
son receptores de las damas que viajan de Colombia” (Bernal, 2020-a, p.31). 
Indicó, además, que se requieren relaciones de cooperación judicial internacional 
fundamentalmente con aquellos países donde se ha comprobado la trata externa con colombianos 
porque: 
[…] mientras no haya relaciones jurídicas internacionales con Japón, Malasia, Singapur, 
Panamá, España, las medidas se vuelven inhábiles en cuanto a que la mayor parte de los 
bienes con los que se lucran los tratantes no quedan en Colombia, sino que se quedan en 
esos países. (Bernal, 2020-a, p.32) 
Abogado 5: Sugirió “la conciliación preprocesal que preste mérito ejecutivo, así como los 
distintos medios y oportunidades que establece la justicia restaurativa” (Bernal, 2020-a, p.39). 
Abogado 6: Manifestó que el Estado garantice una adecuada asistencia médica, psicológica y 
económica para “que la persona alcance los mínimos vitales de bienestar, salud física y mental, 
estabilidad emocional y espiritual que tenía antes de ser víctima de trata” (Bernal, 2020-a, p.45). 
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Sugirió que la indemnización sea por el tiempo que la víctima estuvo esclavizada. Es un interesante 
aporte en cuanto a la dimensión temporal de la reparación. 
3.2.6. El delito de trata y el proceso IRI desde los expertos 
Los abogados entrevistados consideran que el Protocolo de Palermo, aun cuando es un 
instrumento para la lucha contra la trata como delito transnacional, requiere mayor compromiso 
por parte de la comunidad internacional, especialmente, de los países que han ratificado tan valioso 
acuerdo. Este compromiso se corresponde con la opinión de otros abogados, entre ellos, litigantes 
y no litigantes, mediante encuesta flash de opinión (Gráficos 12 y 14) 
Si bien lo pautado significó avances y mejoras en la legislación penal de los países 
comprometidos, también es cierto que las cooperaciones entre las instancias judiciales de los países 
no se apoyan mutuamente para que los procesos penales y civiles específicos culminen en 
condenas y su consecuente reparación a las víctimas.  
Una verdadera cooperación internacional vendría dada por la ubicación de los tratantes y grupos 
criminales o redes, su desvertebramiento efectivo, el apoyo a los procesos penales y civiles 
vinculados, así como el embargo o incautación de bienes y propiedades de los tratantes 
involucrados en este tipo de actividad delictiva. No existe otra fórmula hasta la fecha, de modo 
que debe procurarse la cooperación con este u otros mecanismos. En consecuencia, si bien el 
Protocolo de Palermo, según los expertos consultados, fue incorporado de forma apropiada al 
derecho interno, su instrumentación procesal adolece de deficiencias porque no se logran los 
propósitos para los cuales fue ratificado por los Estados parte.  
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Efectivamente, la mayoría de los abogados reconoció que se ha impulsado la cooperación 
internacional, que era inexistente antes del Protocolo de Palermo, pero expresaron que se requiere 
una revisión detallada en cuanto a las responsabilidades de cada país, fundamentalmente en materia 
de protección e indemnización de las víctimas, para lo cual es necesario que se alcance la extinción 
de dominio.  
Por otra parte, expresaron que la judicialización del tipo penal del delito de trata de personas no 
ha contribuido a la erradicación de esta actividad criminal. Sin embargo, reconocen el esfuerzo 
gubernamental en esta dirección, lo cual ha incidido en una relativa disminución de los casos de 
trata de personas.  
Lo anterior, refiriéndose a las operaciones de reclutamiento de víctimas porque ya no es tan 
fácil y porque la sociedad está más informada y consciente de los modus operandi de sus ofertas 
engañosas para trasladar personas fuera del territorio colombiano confines de trata. Uno de los 
dilemas al respecto es cómo tener certeza de tal disminución si es una tarea compleja determinar 
con precisión la cantidad de personas que no denuncian y, por tanto, de conocer la población 
víctima y su ubicación geográfica. 
En este propósito, correspondería al Estado colombiano invertir recursos en la creación de 
unidades de investigación policial y judicial, altamente especializadas en delitos de trata, sus 
modus operandi y equipos de intervención e inteligencia que se rijan por los lineamientos 
establecidos en la Ley 985 de 2005 y en el Decreto 1069 de 2014 (Bernal, 2020-a, pp. 24, 30 y 
37). 
De acuerdo con lo anterior, y en opinión del investigador, esas unidades de gestión deben estar 
facultadas legalmente para recopilar información, sustanciar expedientes y abrir procesos de IRI, 
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como el previsto en la Ley 906 de 2004 o CPP colombiano, siendo su misión expresa la denuncia, 
la sustanciación de expedientes, la desarticulación de reclutadores en el país y el apoyo para la 
reparación integral. Específicamente, un cuerpo especializado de investigación judicial en delitos 
de trata que vaya más allá de tramitar denuncias y contar con recursos para capturar a los 
intermediarios, denominados reclutadores, que operan en Colombia, como parte de la cadena de 
operaciones de las redes criminales internacionales (Bernal, 2020-a, p. 32). 
De acuerdo con lo indagado, y como se habrá podido hacer notar a lo largo de esta investigación, 
la población civil se encuentra amenazada por una secuencia de operaciones criminales invisible, 
muy bien organizada y con múltiples anclajes en los países de destino.  
Se considera importante resaltar, a juicio del investigador, que, de no crearse este tipo de 
unidades funcionales como órganos de investigación policial y judicial altamente especializadas 
en delitos de trata, será cada vez más compleja la localización, el seguimiento, la captura, así como 
la desarticulación de las organizacionales criminales con tentáculos en diferentes espacios de la 
sociedad. Entre estos, se puede mencionar a centros de formación, universidades, sitios de 
tolerancia, academias de modelaje, salones de belleza, agencias de empleo y en las comunidades 
más vulnerables de las ciudades.  
Desde la actividad jurisdiccional del Estado colombiano, no ha sido posible desarticular las 
redes de trata de personas, pero sí se ha avanzado en materia de socialización en torno a esta 
problemática social concientizando a la ciudadanía sobre el riesgo que corre la población, 
fundamentalmente femenina, con edades entre los 18 y 30 años (Bernal, 2020-a, pp. 5, 19 y 30). 
Específicamente, se ha resaltado, a lo largo de esta investigación, la importancia de las acciones 
de prevención y lucha contra la trata por parte del Estado mediante campañas institucionales sobre 
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este delito, socializando e informando a la población de los peligros y consecuencias de aceptar 
ofertas laborales o educativas en otros países, sin antes verificar la veracidad de la información de 
destino. 
A juicio propio, gracias a esas acciones de prevención, la población está mejor informada y más 
consciente sobre los diferentes modus operandi y estrategias de los reclutadores que operan en los 
centros urbanos del país, como Pereira, Armenia y Manizales, puesto que en estas urbes las redes 
de tratantes, según las fuentes consultadas y referenciadas en capítulos anteriores, funcionan con 
total impunidad. Es preciso que las autoridades policiales cuenten con recursos para infiltrarse en 
esas operaciones de reclutamiento y logren identificar a los líderes de los reclutadores menores. 
Estos son captadores de víctimas en pequeña escala. 
El trabajo de inteligencia policial deberá perfeccionarse y ser más eficaz para penetrar y 
desarticular las bases de estas bandas criminales en las ciudades mencionadas. No obstante, los 
brazos de la corrupción son capaces de infiltrar la institucionalidad para evitar que las acciones 
policiales mermen sus operaciones de reclutamiento y traslado de víctimas fuera del país. 
Otro aspecto es el total desconocimiento del destino de los fondos incautados o clasificados en 
el procedimiento de extinción de dominio. Al respecto, se ha podido constatar que desconocen si 
estos fondos, efectivamente, se destinan en su totalidad a acciones de reparación integral de 
víctimas de trata (Bernal, 2020-a, pp. 6 y 21). 
Por ello, se sugiere que es de vital importancia capturar a los verdaderos líderes de estas mafias 
criminales, puesto que, si no son capturados, difícilmente la ley podrá incautar sus bienes e 
indemnizar a las víctimas. De igual forma, desde la explicación ofrecida por los abogados, se 
desprende que a la Fiscalía se le debe exigir la persecución y el embargo de los bienes y otros 
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activos de las personas involucradas en la trata de personas, independientemente de los roles 
desempeñados dentro de la red o del nivel de participación en las diferentes etapas ya mencionadas 
del proceso de trata. La coercibilidad de la justicia, desde los órganos de control, es clave en estos 
procesos en función de la eficacia del IRI (Bernal, 2020-a, pp. 6 y 21). 
No obstante, los expertos opinan que los operadores de justicia carecen de recursos para 
fortalecer tanto la búsqueda como la captura de los reclutadores. También para identificar los 
enlaces con los verdaderos responsables de las redes criminales para las cuales trabajan. Al 
respecto, sugieren que el Estado colombiano asigne los recursos necesarios a la Fiscalía General 
de la Nación (Bernal, 2020-a, p.7). 
En relación con las medidas de protección a las víctimas, los expertos ratificaron que las mismas 
suelen estar condicionadas a una denuncia. Según las propias experiencias de los expertos en casos 
de víctimas, cuando estas personas logran acudir —en búsqueda de ayuda— a las embajadas o 
consulados colombianos huyendo de los tratantes, la atención es lenta, burocrática y sin garantías 
de medidas inmediatas de protección (Bernal, 2020-a, pp. 6). Afirmaron los expertos que, por esa 
razón, muchas de las víctimas expresan no atreverse a denunciar ya que, al no estar seguras de 
recibir apoyo inmediato por parte de las delegaciones diplomáticas colombianas en el extranjero, 
corren el riesgo de ser maltratadas e incluso perder la vida.  
Caso distinto sería si, al acudir y denunciar su situación de esclavitud ante una delegación 
diplomática colombiana, recibieran apoyo de inmediato. Por ejemplo, resguardo en las sedes 
diplomáticas y custodia hasta retornar al país. Los funcionarios consulares pareciera que no están 
suficientemente capacitados ni cuentan con recursos materiales e inmateriales para brindar 
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asistencia inmediata a las víctimas de trata que buscan protección y refugio en los consulados o 
embajadas colombianas (Bernal, 2020-a, p.44). 
Es sabido que existe desconfianza e incredulidad por parte de funcionarios consulares hacia las 
víctimas. De allí que pocos sean los que acuden a dichas instalaciones, ya que no les ofrecen 
seguridad ni protección acorde al nivel de riesgo en el cual se encuentran las víctimas, tras haber 
acudido a las delegaciones diplomáticas.  
Por lo anterior, se considera que los casos de víctimas en los que se solicita protección en las 
sedes diplomáticas parece no ser el común denominador de las víctimas retornadas a Colombia 
por los motivos mencionados. Al contrario, en la mayoría de los casos consultados en esta 
investigación, las víctimas expresaron haber sido detenidas por las autoridades migratorias en 
operativos policiales, como retenes en las vías públicas o allanamiento de establecimientos 
dedicados a la prostitución en búsqueda de indocumentados.  
Otro dilema para las delegaciones diplomáticas y autoridades judiciales colombianas es cómo 
saber deslindar cuándo estas personas eran trabajadoras sexuales por su propia voluntad en el 
extranjero o si realmente estaban esclavizadas para fines de explotación sexual.  
Esta última condición permitiría suponer que ello ha servido de excusa para buscar su retorno 
a Colombia cuando son capturadas en operativos de profilaxia social y allanamiento a sitios de 
tolerancia en otros países. Pasar a declararse víctima de trata pareciera ser, en estos casos, una 




Al no presentar su pasaporte o estar vencido el permiso de permanencia en el país de destino, 
las víctimas son detenidas y deportadas, como ya se ha mencionado. En estos casos, el tratamiento 
a las víctimas no es de protección, sino de criminalización como migrante irregular. Deviene su 
inmediata deportación a Colombia, con “mano dura”, como si fuese un delincuente. En estos 
procedimientos de las autoridades migratorias extranjeras, en la Interpol, e incluso en las 
autoridades colombianas, rige la política criminal por encima del derecho internacional 
humanitario (DIH) y los derechos humanos de las víctimas. 
Pese a ser conocedoras de tratados internacionales como el Protocolo de Palermo, estas 
autoridades actúan más bajo el principio de aplicación de la política criminal de sus países que 
desde la óptica de la protección de los derechos humanos. Operan con criterios de aplicación fuerte 
de la ley para combatir el enorme crecimiento del crimen organizado transnacional, demostrando 
un débil interés por la protección de los derechos humanos y la efectividad de la asistencia a las 
víctimas de trata (Bernal, 2020-a, p.14). 
Un elemento extrateórico importante que se deriva de las entrevistas, en opinión del 
investigador, es que alguna instancia de la sociedad civil organizada sirva de bisagra para la 
articulación entre las entidades que deben brindar ayuda y apoyo a las víctimas de trata de 
personas. Los abogados consideran muy útil una organización sin fines de lucro que articule los 
esfuerzos de los entes gubernamentales con ONG nacionales que atienden víctimas. También se 
proponen nexos entre estas con organizaciones internacionales homólogas que trabajan en la lucha 
contra la trata, con la finalidad de potenciar el desarrollo de capacidades para fortalecer las ayudas 
y la reinserción social de las víctimas (Bernal, 2020-a, p.24). 
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Lo anterior representa una alternativa para optimizar en el corto y mediano plazo la asistencia 
integral a las víctimas retornadas al país, evitando que sean criminalizadas antes de su regreso a 
Colombia y posteriormente victimizadas en su tierra natal (Bernal, 2020-a, p.23). 
Para ello, desde la presente investigación, un elemento intrateórico que podría impulsarse en el 
derecho interno colombiano, con apoyo de la cooperación internacional y de organismos 
hemisféricos, sería la promoción de convenios bilaterales de intercambio educativo, cultural y 
laboral en el marco de procesos de reinserción que se implementen en la sociedad de la cual 
salieron alguna vez con expectativas de una nueva vida en el extranjero.  
En ese sentido, se podría decir que el IRI ha sido ineficaz hasta el presente porque no ha logrado 
el propósito para el cual fue diseñado jurídicamente: reparar e indemnizar. Un hallazgo importante 
en la investigación es que los abogados que representan a las víctimas, los fiscales y los jueces 
desconocen los alcances de este mecanismo, e incluso el mismo Protocolo de Palermo stricto sensu 
(Bernal, 2020-a, p.31). 
Aun así, un derrotero podría ser apostarle a la eficacia del IRI previsto en la Ley 906 de 2004 y 
el Código de Procedimiento Penal más que a la implementación de otro instrumento jurídico de 
reparación. Por supuesto, tras una revisión detallada para fortalecerlo. Es decir, para mejorar su 
aplicación, lo que significa secuestrar bienes de los tratantes.  
Es, por tanto, conveniente que se insista en estrategias acertadas para lograr que el IRI se 
desarrolle con todo el rigor de la ley. Desde otro ángulo, el IRI, aplicado a delitos transnacionales 
de trata, solo será procesalmente eficaz —de acuerdo con el párrafo anterior— si se emprenden 
acciones concertadas entre los operadores de justicia, las defensorías de derechos humanos y la 
cooperación judicial internacional. Un paso en esa dirección podría ser impulsar ante el Congreso 
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de la República la aprobación de un proyecto de ley, por medio del cual el Estado colombiano 
implemente un sistema de cooperación judicial intrarregional que coadyuve la extensión de la 
jurisdicción penal y civil entre países latinoamericanos.  
3.3. Posición de las organizaciones del Eje Cafetero desde su experiencia con casos de 
trata 
Otro valioso aporte es la experiencia de 41 organizaciones que atendieron víctimas de trata del 
Eje Cafetero entre 2015 y 2020, tomadas como muestra intencional para identificar el alcance de 
la figura jurídica reparación integral de víctimas en una de las dos regiones del país con mayor 
captación de víctimas para trata externa. Se comprobó una fuerte presencia de estructuras delictivas 
en la zona y una población con amplia experiencia en movilidad migratoria hacia el extranjero a 
nivel de hogares como hábito o costumbre casi por tradición familiar. La otra región colombiana 
es el Norte del Valle del Cauca, geográficamente territorios vecinos. 
Conocer la experiencia de estas organizaciones, unas desde la función pública y otras desde el 
ámbito social con fines sociales, fue un ejercicio interesante al agrupar sus testimonios en cuatro 
elementos relevantes: i) las organizaciones, ii) las víctimas atendidas, iii) las modalidades de trata 
de las víctimas atendidas, y iv) los casos emblemáticos de víctimas de trata externa. 
Como se dijo al inicio del capítulo, estas entidades contribuyeron al logro del segundo objetivo 
específico de investigación: analizar la pertinencia del proceso de reconocimiento de daños y 
perjuicios materiales e inmateriales de víctimas, directas e indirectas, del delito de trata de 
personas en casos seleccionados del Eje Cafetero, desde su perspectiva institucional. 
287 
 
3.3.1. Características de las organizaciones 
Salir en búsqueda de experiencias significativas de organizaciones gubernamentales y no 
gubernamentales que atendieron víctimas de trata en el Eje Cafetero entre 2015-2020 no fue una 
pesquisa de corto plazo. Fue necesario tomar una muestra intencional con base en las necesidades 
de la investigación, es decir, en las categorías relacionadas con los intereses intrateóricos y 
extrateóricos que, según Osorio (2007), son producto del  interés  que se posee en conectar el saber 
teórico con la práctica vivida.  
Efectivamente, al asumir las categorías de análisis inspirados en los aportes teóricos 
habermasianos y el enfoque metodológico de Strauss y Corbin (2002), la entrevista aplicada a las 
organizaciones para conocer su experiencia respondió a aspectos inherentes al objeto de estudio. 
Esto, en cuanto a la eficacia del incidente de reparación integral de víctimas de trata como proceso 
civil posterior a un proceso penal a partir de una sentencia condenatoria. También se abordó la 
trata de personas como problema social complejo y conducta delictiva.  
La noción habermasiana cognitiva-técnica del saber teórico, en conexión con la práctica vivida 
o dimensión pragmática, llevó a indagar los saberes prácticos de organizaciones que atendieron 
victimas de trata, entre 2015-2020, por la utilidad de sus saberes y experiencias para fortalecer la 
lucha contra la trata en el Eje Cafetero. Más allá de esto, implicó constatar la ineficacia del IRI 
como instrumento para la reparación de las víctimas de trata externa.  
Por ello, se abordó el problema de estudio desde una perspectiva holística social, económica y 
cultural, con énfasis en los elementos intrateóricos de orden jurídico inherentes a la justicia penal 
internacional contemplados en el Protocolo de Palermo y el Estatuto de Roma. En esta dirección, 
se obtuvo información de las siguientes instancias o entidades: 
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a) Tribunales penales del Eje Cafetero. 
b) Organizaciones defensoras de víctimas, género y derechos humanos. 
c) Organización de Estados Iberoamericanos (OEI) 
d) Defensoría del Pueblo-Regionales Caldas, Quindío y Risaralda. 
e) Defensoría del Pueblo-Bogotá. 
f) Defensoría de los Derechos de las Mujeres y Asuntos de Género. 
g) Comités departamentales, distritales y municipales para la lucha contra la trata. 
h) Comité Interinstitucional para la Lucha Contra la Trata de Personas.23 
i) Grupo de Gestión de la Política de Migración Laboral. Ministerio del Trabajo. 
3.3.2. Caracterización de las víctimas atendidas entre 2015 y 2020 
Las victimas atendidas durante este quinquenio presentan características sociales, económicas 
y culturales con especificidades propias en cuanto a edad económicamente activa, educación media 
promedio, nivel de empleabilidad, situación laboral para el momento que fueron reclutadas, 
situación familiar y nivel educativo entre otras variables. Adicionalmente, todas las víctimas, sin 
excepción, son oriundas del Eje Cafetero y en una alta proporción de la ciudad de Pereira. Esta es 
la localidad con mayor tasa de reclutamiento de mujeres por parte de las redes criminales de trata 
que operan en el país con fines de explotación sexual dentro y fuera del territorio nacional, es decir, 
de trata interna y externa. 
                                                 
23 Creado según Decreto1974 de 1996 como órgano consultivo del Gobierno Nacional y ente responsable de coordinar 
las acciones que planifique y ejecute el Estado colombiano previstas en la Estrategia Nacional para la Lucha Contra 
la Trata de Personas (Ley 985 de 2005, Art. 13). 
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Un hallazgo es que la principal motivación para las víctimas fue la posibilidad de salir de la 
ciudad a otro país con oferta de trabajo bien remunerada, sin más requisitos que la disposición a 
asumir un supuesto empleo que le ofrecen de manera informal, sin contratación previa ni 
información legal ni mercantil del supuesto empleador. Por ejemplo, su página web, blogs o alguna 
fuente documental que permita conocer la empresa o lugar de trabajo ofrecido. De los datos 
suministrados por las organizaciones, emergió la siguiente caracterización social, económica y 
cultural de las víctimas de trata atendidas entre 2015-2020: 
Edad y sexo de las víctimas  
El 95.2 % de las víctimas atendidas fueron mujeres, y el 4.8 %, hombres. Se evidenció una 
marcada tendencia femenina entre 19 y 30 años en el 78.1 % de los casos. La edad es una variable 
crítica para los reclutadores, ya que son las edades atractivas para las redes de trata con fines de 
matrimonio servil y explotación sexual en sus diferentes modalidades, tales como video-
pornografía, webcam y prostitución. Aunque parezca extraño, en el comercio sexual a escala 
internacional, este intervalo de edades es el grupo etario en edad productiva más rentable para la 
trata de personas con fines de explotación (Bernal, 2020-b, p.3). 
Es el segmento de población económicamente activa (PEA) utilizado como indicador 
macroeconómico en la industria sexual mundial. Especialmente, por las redes criminales para los 
negocios ilícito de trata con fines de explotación laboral, matrimonio servil y sexual. Merece 
resaltar que hubo grupos de población menores de 18 años víctimas del comercio sexual 
transnacional en esos años atendidos por estas organizaciones, los cuales manifestaron una fuerte 
preocupación por el aumento de trata infantil para explotación en diversas modalidades.  
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Al respecto, el grupo objetivo de los captadores o reclutadores pasó del segmento 19-30 años 
al de 12-30 años. El 88 % de las organizaciones atendió al menos una víctima menor de edad. Y 
cuatro organizaciones (9.8 %) reportaron haber atendido víctimas entre 12 y 18 años, por cierto, 
no muy distante del 7.3 % de féminas entre 31 a 60 años atendidas por esas entidades. Solo el 2 % 
de las organizaciones atendieron hombres, todos mayores de 31 años. 
Estrato social de las víctimas por edades  
El 88 % de las víctimas, todas femeninas, tenían entre 12 y 30 años, mientras que el 12 % eran 
mayores de 31 años. El 54 % de las víctimas atendidas por las 41 organizaciones pertenecía a 
estratos socioeconómicos bajos y el 46 % a estratos medios (Bernal, 2020-b, p.5). 
No se atendieron casos de víctimas de estratos medio-alto y alto. No es de extrañarse que 
tuvieran necesidad de recibir algún tipo de asistencia legal de las ONG para denunciar e intentar 
alguna reparación de daños e indemnización. A menor estrato, más necesidad de apoyo legal, 
psicológico y económico.  
Para la Women’s Link Worldwide (2013, p.10), “los agentes sociales y administraciones 
públicas señalan que la incidencia de este crimen afecta a todos los estratos sociales, desde las 
personas de aquellos estratos más pobres a las de aquellos con gran poder adquisitivo”24. Según 
                                                 
24 En Colombia, la capacidad socioeconómica de las personas se define por estratos. El valor de las viviendas que 
habitan o de las cuales son propietarios es la variable determinante de esta estratificación realizada por el gobierno 
para el cobro diferencial de los servicios públicos domiciliarios. El criterio que prevalece es que quien tiene mayor 
capacidad económica, más paga y subsidia los servicios públicos de la población menos favorecida económicamente. 
De este modo, se contribuye a financiar los subsidios para que los estratos bajos puedan pagar sus tarifas. El concepto 
de estrato se emplea también para referirse a la capacidad económica de las personas con independencia de si poseen 
o no un inmueble. 
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las organizaciones no gubernamentales que participaron en el estudio, las víctimas tenían su 
calificación SISBEN25 con puntaje inferior a 40 puntos, sujetas a régimen subsidiado de salud. 
Gracias a esta herramienta de focalización de la población en condiciones socioeconómicas 
vulnerables y potencialmente beneficiarias de programas sociales, las víctimas recibieron apoyo 
legal y psicosocial de las ONG consultadas. 
Situación familiar de las víctimas 
El 78 % de las víctimas provenían de familias disfuncionales, esto es, aquellas donde existen 
desarreglos en su funcionamiento, incapaces de proveer lo necesario para el sano crecimiento de 
sus hijos. De acuerdo con la información suministrada por las organizaciones consultadas, la 
mayoría de las víctimas de trata externa que atendieron en este quinquenio pertenecen a familias 
multiproblemáticas, lo que explicaría, en parte, la disfuncionalidad familiar con necesidades 
básicas insatisfechas, carencias afectivas, violencia intrafamiliar, acoso psicológico, abuso sexual, 
autoritarismo o excesiva permisividad, problemas de comunicación interpersonal, intolerancia, 
problemas de aceptación/rechazo o conductas inapropiadas de los padres... Entre estas conductas 
paternas/maternas, se resaltan el consumo de drogas y alcohol. 
Lógicamente, víctimas signadas de vulnerabilidad psicológica y social por ausencia de un 
núcleo familiar estructurado con ausencia de principios y formación en valores. No se pretende 
afirmar que todas las víctimas de trata tengan que ser de hogares disfuncionales, sino que múltiples 
                                                 
25 Sistema de Identificación de Potenciales Beneficiarios de Programas Sociales, adscrito al Departamento Nacional 
de Planeación (DNP). El Sisben no tiene afiliados ni otorga beneficios, solo se utiliza para identificar la población en 




causas suelen asistir a las personas para justificar la búsqueda de oportunidades económicas no 
formales. Y esta condición familiar disfuncional es caldo de cultivo de víctimas potenciales para 
los mercenarios del crimen organizado que se dedican a la captación y el reclutamiento de personas 
con fines de trata.  
Lo anterior contrasta con un 8 % de víctimas pertenecientes a familias funcionales o 
estructuradas, en donde se supone que es alta la probabilidad de una mejor comunicación 
intrafamiliar y de apoyo o refuerzos conductuales en las decisiones de viajes al extranjero ante 
ofertas de empleo digno fuera del país. Estadísticamente poco significativo, no por ello menos 
importante, el registro de un 2.0 % de las víctimas entre 2015-2018 sin familia. Una de ellas 
confesó haber sido captada por una red de trata bajo engaño de un empleo en el exterior (Bernal, 
2020-b, p.7). 
Estructura familiar de las víctimas por edades 
El 78 % de las víctimas dijo pertenecer a familias disfuncionales. Tenían entre 12 y 30 años. 
De ellas, solo el 10 % eran menores de edad entre 12 y menos de 18 años. Solo se atendió una 
víctima sin familia y llama la atención que las pocas víctimas (7.3 %) mayores de 31 años 
afirmaron pertenecer a familias funcionales. De modo que, del total de víctimas atendidas por las 
organizaciones durante el quinquenio 2015-2020, el 20 % eran de familias estructuralmente 
funcionales y el 78 % de familias estructuralmente disfuncionales. El 2 % no tenía familia o quedó 
la duda de no quererla identificar (Bernal, 2020-b, p.9). 
Nivel educativo de las víctimas  
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Fue menester considerar 10 categorías para diferenciar con precisión hasta qué nivel de 
culminación de estudios habían llegado las víctimas atendidas, según la data de las organizaciones 
civiles y los comités departamentales de trata del Eje Cafetero. No se pudo obtener la distribución 
geográfica, sino solo la cantidad de entidades que tuvieron en su experiencia víctimas con distintos 
niveles académicos cursados o finalizados. Las 41 organizaciones reportaron que el 46.3 % de las 
víctimas eran graduadas de bachillerato, sin especificar el tipo de institución educativa pública o 
privada, y el 17.1%, tenían su bachillerato incompleto. El 22% de ellas tenía, a la fecha, titulación 
técnica, y el 2.4%, algún estudio de nivel técnico inconcluso.  
En cuanto a nivel superior, las cifras reflejan tajantemente la relación existente entre el nivel de 
preparación académica y alguna situación o condición de vulnerabilidad ante los reclutadores de 
trata en las comunidades más pobres y mujeres con un bajo perfil de empleabilidad en la sociedad, 
habida cuenta de su baja profesionalización. Escasamente, un 7.3 % tenía estudios universitarios 
incompletos, con la particularidad de que ninguna llegó a la mitad de la carrera, si acaso uno o dos 
semestres. Limitaciones económicas o la no aprobación de becas las llevaron a trabajar sin poder 
costearse su educación superior.  
No hubo casos con víctimas que hubiesen tenido oportunidades de estudios más allá de los 
anteriores, pero alertan que un 22 % eran mujeres con profesión a nivel técnico que, por alguna 
motivación o necesidad, tanto personal como familiar, fueron convencidas de viajar a otro país en 
búsqueda de mayores ingresos, crecimiento personal e incluso prosecución de estudios.  
Dramático dato resultó el 4.8 % de víctimas con básica primaria completa sin prosecución de 
estudios de bachillerato, es decir, desescolarizadas, al no haber accedido a ninguna institución 
pública de su municipio. Las causas no fueron suministradas por las organizaciones. Afirmaron 
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que las mismas no habían sido identificadas a profundidad durante el acompañamiento psicosocial, 
pero que, en todo caso, se correlacionan con las condiciones socioeconómicas familiares. En 
síntesis, el nivel educativo es de 5 % hasta primaria completa. De 32 %, hasta secundaria completa, 
y de 63 %, hasta nivel técnico graduado (Bernal, 2020-b, p.11).  
Esta distribución es directamente proporcional al nivel socioeconómico de las víctimas y acorde 
con sus respectivas edades. En el caso de las víctimas con nivel de bachillerato y técnico completo, 
las organizaciones afirman que estas expresaron haber sido receptivas a ofertas de trabajo en el 
extranjero, cayendo en manos de tratantes extranjeros en países de Europa y Asia, aun cuando 
hacia Panamá se trasladaron algunas de ellas.  
De modo que una variable importante para la captación de potenciales víctimas es la oferta de 
empleo que les permitiría ayudar a sus familias con remesas desde algún país destino. Sin duda, el 
nivel educativo es una variable importante para los captores, les permite la seducción y les facilita 
estructurar ofertas engañosas para convencer a sus víctimas con base en supuestas posibilidades 
de ocupar un puesto de trabajo que puedan desempeñar de acuerdo con su nivel académico 
alcanzado. Queda así demostrado que los reclutadores buscan mujeres jóvenes entre 18 y 30 años 
con educación media y deseos de ganar dinero fuera de su país: dos variables que pesan en la 
escogencia de las víctimas (Bernal, 2020-b, p.12). 
Situación laboral de las víctimas  
Desde su experiencia, el 73.2 % eran mujeres independientes con actividades no permanentes 
por cuenta propia para generar algún ingreso inestable u ocasional. El 19.5 % estaban 
desempleadas, y el 7.3 %, nunca había sido contratada. No se reportó haber atendido alguna 
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víctima que hubiese estado desempeñando un empleo fijo al momento de ser seducida por sus 
captores (Bernal, 2020-b, p.13). 
Lugar de procedencia de las víctimas 
En el 63.4 % de los casos, las víctimas residían en la ciudad de Pereira y algunos corregimientos 
del municipio. En un 22 %, eran de Manizales-Caldas. El 14 % procedían de la ciudad de Armenia-
Quindío. La mayoría de las víctimas, en su mayoría mujeres de 19-30 años, residían en el 
departamento de Risaralda. De estas, la mayoría eran de la ciudad de Pereira (Bernal, 2020-b, 
p.14). 
3.3.3. Modalidades de trata de las víctimas atendidas entre 2015 y 2020 
Las modalidades más atendidas fueron distribuidas para efectos de interpretación. De las nueve 
formas de trata tipificadas como conductas delictivas en el derecho interno, en la política criminal 
y en la justicia penal internacional, solo seis tipos estuvieron presentes en el Eje Cafetero durante 
el 2015-2019. El 68.3 % de las organizaciones expresó que la mayoría de los casos tuvo fines de 
explotación sexual en su modalidad históricamente más conocida como prostitución.  
Agréguese video-pornografía en el 12.3 % de los casos. Esta modalidad incluye el auge del 
comercio sexual por webcam entre la población pereirana, muy de moda como opción laboral, con 
alta probabilidad de ser atrapadas por las redes de trata de acuerdo con la información procesada 
en las matrices de análisis GBM-OR (Bernal, 2020-b, p.17). 
La tabla 9 muestra la distribución relativa de los casos registrados. La explotación sexual es la 
primera causa, con un 85.3 % de los casos (al sumar prostitución, pornografía y promiscuidad), 
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mientras que, con fines de mendicidad, no se registró ninguna denuncia o caso atendido en el Eje 
Cafetero durante el mismo período. 
Tabla 9. Tipos de trata de personas en casos atendidos por organizaciones, 2015-2020. 
Tipos de trata de personas o modalidades mixtas Fr % 
Trata con fines de explotación sexual (prostitución) 28 68.3 
Trata con fines de explotación sexual (video-pornografía) 5 12.0 
Trata con fines de explotación sexual (promiscuidad social) 2 5.0 
Trata con fines de mendicidad. ---- ---- 
Trata con fines de explotación laboral y/o servidumbre y prácticas análogas a 
la esclavitud. 
2 5.0 
Trata con fines de tenencia o adopción ilegal. ---- ---- 
Trata con fines de uso dentro del conflicto armado. 1 2.4 
Trata con fines de matrimonio servil. 3 7.3 
Trata con fines de comercialización de órganos, fluidos, tejidos y células. ---- ---- 
Trata con fines de comisión de ilícitos o fines delictivos. ---- ---- 
Totales 41 100.0 
Fuente: Cálculos propios. 
El matrimonio servil, si bien resultó no ser una tendencia, es una modalidad difícil de evidenciar 
y comprobar. Se requiere una denuncia penal, pues, de resto, no es fácil identificarla. De hecho, 
las denuncias de matrimonio servil suelen ser procesadas y consideradas por los operadores de 
justicia como desavenencias o crisis de pareja; por tanto, normalmente, en nuestra sociedad 
machista y con una clara hegemonía patriarcal, son denuncias que se abordan como problemas de 




Se necesitan pruebas fehacientes nada fáciles de sustanciar en procesos penales de trata. Por 
ejemplo, testigos que declaren haber presenciado hechos en los cuales la víctima estuvo sometida 
a esta forma de esclavitud. En cambio, la prostitución es más evidente y está expuesta a la luz 
pública por las posibilidades de acceso y verificación de esta actividad en los sitios de tolerancia 
(prostíbulos) por parte de las autoridades policiales (Bernal, 2020-b, p.20). 
Tabla 10. Causas y factores relevantes que contribuyen a la trata de personas en 
Colombia, según las organizaciones que atendieron víctimas entre 2015-2020. 
Causas o factores Fr % 
Factores económicos 41 100.0 
Factores sociales 38 92.6 
Desempleo en el país, con énfasis en el Eje Cafetero. 38 92.7 
Difícil acceso al ámbito educativo 7 10.1 
Bajo poder adquisitivo 3 9.7 
Crisis familiares 39 95.1 
Ofertas de empleo (fraudulentas o engañosas) 41 100.0 
Poca vigilancia del Estado en este tipo de migraciones 2 4.8 
No sabe/no respondió --- --- 
Fuente: Cálculos propios 
Todas las organizaciones coinciden en afirmar que los factores económicos contribuyen a la 
trata de personas en el Eje Cafetero, al igual que las ofertas de empleo fraudulentas o engañosas. 
La tercera causa corresponde a las crisis familiares y le siguen el desempleo, así como factores 
sociales no definidos. Los factores económicos son de suma importancia. Entre estos, solo tres 
expresaron como factor relevante el bajo poder adquisitivo (9.7%). Por otra parte, la tabla 11 
muestra que el 97.5 % de las organizaciones afirma que la mayoría de los casos de trata atendidos 
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entre 2015 y 2020 han confesado que no denunciaron el delito transnacional por temor a daños en 
su integridad física y la de sus familias, debido a las amenazas inferidas por los victimarios (Bernal, 
2020-b, p.21). 
Tabla 11. Motivos de las víctimas para no denunciar el delito de la trata entre 2015-2020. 
Motivos para no denunciar Fr % 
Miedo a que le hagan daño 39 95.1 
Amenazas contra su vida 37 90.2 
Miedo a que le hagan daño a su familia 40 97.5 
Amenazas contra su familia 40 97.5 
Desconocimiento de sus derechos 12 29.3 
Desconocimiento de la ley 12 29.3 
Miedo a que la regresen al lugar donde la explotaban 18 44.0 
Desconocimiento de su situación como víctima de trata 2 4.8 
No sabe/no respondió --- --- 
Fuente: Cálculos propios 
Para 18 organizaciones (44.0 %), la mayoría de sus víctimas atendidas expresaron haber sentido 
miedo a que, una vez hecha la denuncia, tuviesen que regresar al lugar donde las explotaban. De 
otra parte, las principales fallas contra la lucha de la trata en el país son atribuibles a falencias y 
debilidades del Estado. Casi todas las organizaciones lo responsabilizan por incapacidad para hacer 
eficaz el IRI en un 97.6 % de las organizaciones.  
El 90.2 % desconoce el Protocolo de Palermo y sus alcances, responsabilizando al Estado de 
las fallas en la lucha contra este delito. Consideran que la incapacidad institucional para garantizar 
la eficacia de los procesos IRI (97.6 %) y la falta de recursos para apoyar a las víctimas son las 
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principales falencias. Por contraste, 41 organizaciones reconocen al IRI como proceso civil a cargo 
de la víctima para exigir la reparación de daños, perjuicios e indemnizaciones (Bernal, 2020-b, 
p.22). 
Tabla 12. Principales falencias en la lucha contra la trata de personas a nivel nacional, 
según las organizaciones que atendieron víctimas de trata entre 2015-2020. 
Falencias a nivel nacional - Colombia Fr % 
Desconocimiento del Protocolo de Palermo 37 90.2 
Incapacidad institucional para activar procesos IRI 40 97.6 
El proceso IRI es un acto privado de la víctima 41 100.0 
El Estado colombiano no destina recursos a procesos IRI. 41 100.0 
El Estado 39 95.1 
Totales 41 100.0 
Fuente: Cálculos propios. 
Según las organizaciones, el 100 % de las fallas son atribuibles al Estado. no solo por falta de 
recursos institucionales, sino por su incapacidad para ejercer coercibilidad de la justicia en los 
casos de trata transnacional (Bernal, 2020-b, p.23). 
 
Tabla 13. Principales falencias en la lucha contra la trata de personas a nivel 
internacional, según las organizaciones que atendieron casos de víctimas en el Eje Cafetero 
entre 2015-2020. 
Falencias a nivel internacional - otros países Fr % 
Incumplimiento del Protocolo de Palermo. 41 100.0 
Tribunales penales carecen de recursos para cooperar mutuamente. 41 100.0 
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Fuente: Cálculos propios 
A escala global, se le atribuyen fallas al sistema penal internacional de justicia por 
incumplimiento de lo dispuesto en el Protocolo de Palermo (ver Tabla 13). Los tribunales penales 
con jurisdicción transnacional no cuentan con recursos económicos necesarios para actuar contra 
las redes de trata y sus estructuras criminales. Para capturar a los tratantes y desmantelar las redes 
de trata desvertebrando sus operaciones, procesarlos judicialmente y embargar sus bienes, se 
requiere mejorar la cooperación internacional contra el enriquecimiento ilícito, el lavado de 
activos, los procesos IRI y la extinción de dominio.  
Igualmente, materializar la indemnización de las víctimas de trata, independientemente de los 
países implicados en la cadena de operaciones de las organizaciones criminales. En consecuencia, 
el IRI como mecanismo o instrumento para la reparación no es eficaz, pues deja a la víctima sin 
una justa indemnización de daños y perjuicios (Bernal, 2020-b, p.24). 
 
 
Tabla 14. Contribución de la política criminal del Estado colombiano a la represión y 
judicialización de los autores del delito de trata de personas. 
Contribución de la política criminal colombiana Fr % 
Contribuye totalmente 36 87.8 
Contribuye medianamente 2 4.8 
Contribuye escasamente 3 7.3 
No contribuye  --- --- 
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No sabe/no respondió --- --- 
Fuente: Cálculos propios 
La tabla 14 muestra que las organizaciones consideran adecuada la política criminal del Estado 
colombiano porque contribuye totalmente a la represión y judicialización de los delincuentes de 
trata. Si bien es cierto, igual lo es el hecho de que no se alcanza a judicializar a los verdaderos 
victimarios y sus redes, porque los brazos de la justicia colombiana no alcanzan hasta los países 
donde ocurre la trata. Esto, por debilidades en la cooperación internacional y falta de convenios 
(Bernal, 2020-b, p.25). 
En otras palabras, la ineficacia del IRI como instrumento es porque los tribunales penales de 
los diferentes países no trabajan coordinadamente debido a problemas de jurisdicción trasnacional 
y falta de recursos, lo cual pudiera solucionarse activando otros convenios de cooperación, incluso 
bilaterales.  
En las entrevistas con los abogados expertos en trata de personas, ellos resaltaron la necesidad 
de mejorar la legislación, lo cual corroboran las organizaciones en el 100.0 % de los casos. 
 
Tabla 15. Mejoramiento del marco jurídico sobre la trata de personas. 
Necesidad de mejoramiento del marco jurídico Fr % 
Se debe mejorar la legislación penal 41 100.0 
Se debe mejorar la política criminal 41 100.0 
No debe mejorarse el marco legal --- --- 
No sabe/no respondió --- --- 
302 
 
Fuente: Cálculos propios. 
En la tabla 15, todas las organizaciones entrevistadas por el investigador expresaron que es 
necesario mejorar la legislación vigente sobre trata de personas como delito, concretamente en el 
marco de la política criminal. No obstante, estas instituciones consideran que, en cuanto a represión 
y judicialización, la actual política criminal es completamente adecuada, según lo reflejado en la 
tabla (Bernal, 2020-b, p.27). 
Se interpreta que, para las organizaciones, mejoras legislativas se refieren a reparación integral 
de las víctimas de trata e indemnización. Específicamente en dos direcciones: la primera, en cuanto 
a la eficiencia y efectividad de activación y desarrollo de los procesos IRI. La segunda, en cuanto 
a posibilitar que los brazos de la justicia colombiana puedan obtener una cooperación efectiva con 
los tribunales penales de otros países y garantizar lo establecido en el Protocolo de Palermo. Así, 
podría ser eficaz el proceso de IRI como instrumento adecuado para intervenir a los tratantes hasta 
la extinción de dominio de sus activos e indemnizar dignamente a las víctimas. 
A lo largo de la indagación, se ha mencionado que uno de los obstáculos para lo antes expuesto 
es que la normativa internacional surgió de una concepción de la trata como delito desde el ámbito 
penal contra el crimen organizado, y no como una norma que surge desde la garantía de los 
derechos humanos. Ello ha representado un entramado jurídico que impide la eficacia del proceso 
IRI, pues deja en el aire y solo sugiere la posibilidad de reparar e indemnizar a las víctimas.  
De modo que, para ir más allá de la represión y la judicialización, el proceso IRI resulta en una 
decisión y un acto privado de la víctima que requiere reparación de daños morales, psicológicos, 
familiares y materiales que, difícilmente, son efectuados porque la justicia se queda en la condena 
del victimario y no llega a la incautación de sus bienes para reparar a la víctima de trata.  
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Todo ello, a pesar de la actuación de la Fiscalía en casos donde el agraviado no denuncia, pero 
el caso llega a un proceso penal, porque, como ya se ha dicho, aun cuando la víctima no denuncie, 
el Estado debe velar por su protección y la Fiscalía procede a adelantar el proceso penal en los 
tribunales competentes. Sin embargo, difícilmente se logra la judicialización de las redes de trata, 
pues, para ello, se requiere de la cooperación internacional. Tampoco se logra garantizar los 
derechos humanos de las víctimas (Bernal, 2020-b, p.32). 
En la tabla 16 se refuerza el comentario anterior. De hecho, la cooperación internacional alcanza 
solo a judicializar las redes de trata, mas no garantiza un mecanismo eficaz para garantizar los 
derechos humanos de las víctimas. Esto, porque parte de una normativa penal internacional 
punitiva del crimen organizado y la trata como actividad ilícita. Se soslaya lo atinente a los 
propósitos de reparar e indemnizar a la víctima. 
 
Tabla 16. Cooperación internacional para judicializar las redes de trata de personas que 
operan en varios países. 
Cooperación internacional para judicializar la trata externa Fr % 
Muy adecuada --- --- 
Medianamente adecuada --- --- 
Adecuada --- --- 
Poco adecuada --- --- 
Nada adecuada 41 100.0 
No existe una verdadera cooperación internacional 41 100.0 
La cooperación es solo policial 37 90.2 
No sabe/no respondió --- --- 
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Fuente: Cálculos propios 
Ello es un proceso posterior a la condena y, por tanto, las organizaciones consideran que no es 
adecuada la cooperación internacional. No es solamente un asunto de procesar, condenar y hacer 
cumplir la condena penal. De lo que se trata es de cooperar para reparar e indemnizar a las víctimas 
con los bienes incautados a los victimarios mediante la extinción de dominio. Igualmente, se trata 
de desmantelar las redes del crimen organizado de trata. De allí que las 41 organizaciones 
consideran que la cooperación internacional es solo de carácter policivo en un 90.2 %, y en su 




Tabla 17. Efectividad del instrumento IRI para reparar a las víctimas de trata en el 
marco del proceso penal. 
Nivel de efectividad IRI Fr % 
Muy efectivo [100%] --- --- 
Medianamente efectivo [50%] --- --- 
Poco efectivo [25%] --- --- 
Nada efectivo [0%] 41 100.0 
No sabe/no respondió --- --- 
Totales 41 100.0 
Fuente: Cálculos propios 
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En la tabla 17 todas las organizaciones expresaron al investigador que el instrumento de IRI no 
es efectivo para reparar a las víctimas de trata. Se refieren a su inefectividad e ineficacia dentro 
del proceso penal establecido en la legislación colombiana, aun cuando la Sala de lo Contencioso 
Administrativo estableció en el 2014 que debe haber indemnización, conforme a los parámetros 
establecidos en las tablas indemnizatorias (Bernal, 2020-b, p.34). 
Una de las razones por las cuales este instrumento no es considerado efectivo por las 
organizaciones consultadas se debe a la poca probabilidad de que la víctima sea reparada en sus 
daños e indemnizada conforme a los topes del derecho colombiano fijados por la Sala Tercera de 
lo Contencioso Administrativo en materia de perjuicios inmateriales. Por ejemplo, daños morales 
y a la salud, así como respecto a las afectaciones materiales de la víctima.  
Al ser difícil resarcir los perjuicios ocasionados a las víctimas dentro del proceso penal 
colombiano, la opción prevista es que se apliquen las normas del derecho internacional vigente a 
todo el proceso penal ante la inoperancia para sancionar la conducta delictiva y exigir la reparación 
integral. No es suficiente que el Ministerio Público exija, independientemente de la solicitud de la 
víctima, el trámite de reclamar el incidente y se reparen los perjuicios debido a la conducta del 
victimario; se requiere ajustar todo el proceso penal al derecho internacional (Bernal, 2020-b, 
p.36). 
Tabla 18. Cuantificación y reparación de perjuicios morales a las víctimas del delito de 
trata de personas. 
Respuesta Fr % 
En la totalidad de los casos --- --- 
En algunos casos --- --- 
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En pocos casos 2 4.8 
En ninguno de los casos 39 95.2 
Totales 41 100.0 
Fuente: Cálculos propios 
Con respecto a la cuantificación y reparación de perjuicios morales, el 95.2 % de las 
organizaciones afirmó que no se logra, ya que fue infructuoso en todos los casos de víctimas del 
Eje Cafetero colombiano atendidas entre el 2015 y 2020.  
Por otra parte, el 92.7 % de las organizaciones desarrolló algún programa o emprendió alguna 
acción de prevención contra el delito de trata con actividades de sensibilización social, 
capacitación, formación o divulgación. O bien, desplegó estrategias de promoción, prevención y 
alerta temprana ante posibles indicios de trata en diferentes localidades o espacios del Eje Cafetero 
(Bernal, 2020-b, p.37). 
En la tabla 19 se aprecia que las acciones de sensibilización fueron muy importantes, según el 
testimonio de las organizaciones. 
Tabla 19. Programas de prevención implementados por las organizaciones para 
combatir el delito de trata de personas entre 2015-2020. 
Programas implementados Cantidad % 
Convenios de entidades públicas con ONG para la atención de víctimas de 
trata y acompañamiento psicológico. 
23 56.0 
Acceso al ciudadano para consultar en línea información de empresas que 
ofertan empleo. [Ministerio del Trabajo y Confecámaras] 
2 4.9 
Programas y/o acciones puntuales de sensibilización sobre trata y difusión 




Curso e-learning de sensibilización, información y formación sobre el delito 
de trata de personas con fines de explotación laboral. 
1 2.4 
Campañas informativas por internet para la prevención de ofertas laborales 
fraudulentas con fines de explotación laboral y/o sexual en el país y en el 
exterior. 
5 12.1 
Fuente: Cálculos propios 
Algunas de las organizaciones gubernamentales y no gubernamentales consultadas hicieron 
referencia a actividades de prevención realizadas con la población en edad escolar dentro de 
instituciones educativas públicas y privadas del Eje Cafetero. Igualmente, dieron cuenta de 
acciones de promoción y prevención de los delitos de trata dirigidos a la ciudadanía de tránsito en 
terminales terrestres de pasajeros y en aeropuertos de la región. En cambio, otras entidades solo 
desarrollaron estrategias comunicacionales e informativas como, por ejemplo, campañas de 
prevención, charlas cortas, conversatorios, videos y distribución de material institucional, tales 
como folletos, volantes, trípticos y similares (Bernal, 2020-b, p.38). 
Solo una de las organizaciones consultadas (2.4 %) dio cuenta de programas educativos para la 
enseñanza de los delitos de trata por medios virtuales y solo dos instituciones (4.9 %) informaron 
que poseen un servicio de consulta en línea gratuito para todas aquellas personas que desean 
obtener información sobre empresas que ofrecen empleo (Bernal, 2020-b, p.39). 
Esto último es relevante porque, a través de esta plataforma tecnológica, cualquier persona 
puede verificar o despejar dudas sobre la existencia legal de una empresa en nombre de la cual le 
estarían haciendo una oferta engañosa con fines de traslado al extranjero y, probablemente, 
someterlo a alguna forma de trata.  
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Este servicio es una plataforma del Ministerio del Trabajo y Confecámaras. El 12.1 % de las 
organizaciones realizó campañas de prevención por internet dirigidas a sensibilizar a la población 
sobre explotación laboral y sexual, dentro y fuera del país (Bernal, 2020-b, p.40). 
Con base en su experiencia, sugieren al gobierno nacional emprender nueve acciones concretas 
que fortalecerían la lucha contra la trata. Consideran que estas acciones tendrían viabilidad jurídica 
e institucional y responden a necesidades sentidas de las víctimas y de la sociedad en su conjunto. 
Tal viabilidad estaría correlacionada con elementos intrateóricos de orden legislativo y normativo 
municipal en los sectores educativo, laboral, judicial y social que deben ser enfrentados con 
políticas públicas, planes sectoriales y planes regionales dirigidos a población vulnerable, atención 
de víctimas, prevención del delito y control fiscal, entre otros (Bernal, 2020-b, p.40). Estas 
acciones son: 
Acción 1. Implementación de un programa nacional de vinculación laboral para las víctimas de 
trata externa, con especial énfasis en la mujer. 
Acción 2. Incorporación de la prevención del delito de trata en el modelo pedagógico de básica 
secundaria, media técnica vocacional y superior. 
Acción 3. Creación de juzgados y fiscalías con jurisdicción ultra nacional para desvertebrar las 
redes de trata.  
Acción 4. Promoción de mecanismos legales para la compensación, restitución, daños y 




Acción 5. Activación de un mecanismo para el apoyo económico y psicológico a las víctimas 
más allá del período de audiencia de reparación integral. 
Acción 6. Implementación de un mecanismo conjunto DIAN-Contraloría-Fiscalía para el 
seguimiento, monitoreo y control de recursos asignados a ONG que atienden víctimas de trata 
externa. 
Acción 7. Creación de la unidad nacional de atención a las víctimas de trata transnacional, 
diferente a la unidad existente para las víctimas del conflicto armado.  
Acción 8. Implementación de una política pública nacional para la prevención de la trata de 
personas que incluya actividades formativas a través de las escuelas de participación ciudadana en 
todas las municipales del país. 
Acción 9. Formular un plan de desarrollo nacional de recursos para la lucha contra los delitos 
de trata de personas. Esta acción es concurrente con la anterior porque estaría dentro de la política 
pública sugerida para la lucha contra este delito junto a un sistema de información. 
En general, algunas organizaciones advierten que estas acciones podrían destinaciones 
presupuestales con costo elevado para los municipios generando burocracia sin impactos 
significativos ni garantía de erradicación de las redes criminales en Colombia. Sin embargo, otras 
advierten que, si no se invierten recursos institucionales para la ejecución de estas y otras acciones, 
las cifras de trata aumentarán y los daños a la sociedad ocasionados por este flagelo seguirán 
amparados por la impunidad (Bernal, 2020-b, p.40). 
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3.3.4 Casos emblemáticos del Eje Cafetero 
Siete casos representativos del fenómeno de trata de personas con fines de explotación y 
esclavitud fueron seleccionados. La información fue tomada de las sentencias respectivas y se 
transcribieron textualmente con el fin de ilustrar la pertinencia del proceso de reconocimiento de 
daños y perjuicios materiales o inmateriales de víctimas directas e indirectas de este delito en la 
región cafetera. Ello, con el propósito de refutar la supuesta eficacia del proceso de IRI.  
Fueron cuatro los criterios para la escogencia de las sentencias: 1) que los tratantes hayan sido 
sentenciados culpables, 2) que el delito sentenciado fuese relacionado con la trata de personas, 3) 
que se describiera en la sentencia la tipología de trata y 4) que se evidenciara, o no, la apertura del 
incidente de reparación integral de víctimas de trata. 
Interesa resaltar que la pertinencia de dicho proceso tiene relación directa con la pertinencia de 
la prueba, es decir, la relación entre el hecho delictivo que se intenta probar y las pruebas aportadas 
por la víctima. En seis de esos casos hubo daños y perjuicios inmateriales sin que se especificara 
la indemnización porque no se solicitó la apertura del IRI. En consecuencia, las víctimas quedaron 
sin ser reparadas, incluso cuando hubo pruebas que permitían reconocer daños y perjuicios. Aun 
cuando no corresponden al período estudiado, se tomaron como ejemplo de diferentes modus 
operanti y actio criminalis. 
CASO 1: Mujeres jóvenes de Pereira y Buenaventura para Singapur 
Sentencia N°: 66-001-60-00035-2006-01458. 
Localidad y fecha: Pereira-Risaralda, 25/02/2010. 
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Determinación de los hechos: Con ocasión de la muerte violenta de la joven Mónica María 
Saldarriaga Patiño, acaecida el 11 de julio de 2006 en Pereira, se inició una investigación dentro 
de la cual se ordenó la interceptación de unos abonados telefónicos. Surgió información sobre la 
existencia y conformación de un grupo delictivo que operaba en esta ciudad, dedicado a la 
captación de mujeres jóvenes para trasladarlas desde Pereira y Buenaventura en Colombia hacia 
el exterior, más concretamente Singapur, donde eran recibidas y sometidas a explotación sexual a 
través de la prostitución. 
Tipo de trata: Con fines de explotación sexual. 
Perfil de las víctimas: Todas de género femenino, entre 19 y 30 años, de estrato 
socioeconómico bajo, sin superar nivel instruccional secundaria, con situación familiar 
disfuncional o sin familia. A la fecha, desempleadas y sin profesión u oficio determinado. 
Tipo de daño y perjuicio: Material e inmaterial. 
Indemnización recibida: Sin indemnización económica ni simbólica. 
Análisis de la reparación recibida: Indemnización de perjuicios.  
Dentro del término señalado para adelantar el incidente, las personas afectadas guardaron 
silencio, razón que lleva a no hacer pronunciamiento al respecto. Explicado de otra forma, las 
víctimas no solicitaron la apertura del incidente de reparación integral de víctimas; por ende, el 
mismo no se inició. 
CASO 2: Yovanny-captador de mujeres para Panamá 
Sentencia N°: 11001-6000099-2008-00022. 
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Localidad y fecha: Pereira-Risaralda, 05/03/2010. 
Determinación de los hechos: El 16 de febrero de 2009, el Sr. Fabián Rojas Garavito, en su 
condición de funcionario de la policía judicial, presentó informe en el que hace saber que, por 
información de fuente humana, se supo de la existencia de un sujeto conocido como Yovanny, 
oriundo de Pereira, quien es el encargado de captar mujeres jóvenes en el Eje Cafetero y Valle del 
Cauca. Esto, con el propósito de trasladarlas a ejercer la prostitución en establecimientos de venta 
de licor localizados en Panamá, labor que se coordina con un sujeto de nacionalidad española-
panameña, conocido con el nombre de Rubén. 
Tipo de trata: Con fines de explotación sexual. 
Perfil de las víctimas: Las características del perfil de las víctimas no es señalado en la 
sentencia, salvo que son de género femenino y jóvenes, sin especificar edades, de bajo estrato 
socioeconómico, sin nivel instruccional superior a grado 9° de educación básica, con situación 
familiar disfuncional o sin familia. A la fecha de la denuncia, estaban desempleadas o con empleo 
informal y sin profesión u oficio determinado. 
Tipo de daño y perjuicio: Inmaterial. 
Indemnización recibida: Económica. 
Análisis de la reparación recibida: Perjuicios.  
No se intentó incidente de reparación integral, por lo que no hay lugar a la tasación de perjuicios 
que se hubieren podido causar con la infracción. Como consecuencia, el despacho se abstendrá de 
condenar en tal sentido. En otros términos, no se apertura el procedimiento del incidente de 
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reparación integral de víctimas de trata, por ende, las víctimas no recibieron ninguna 
indemnización. Pero fue por la siguiente razón, se indicó por parte de la defensa que, inicialmente, 
se había acordado pagar a título de indemnización a las víctimas la suma de dos millones y medio 
de pesos ($ 2.500.000) por cada una, y que por esa razón se consignó a órdenes de este juzgado I 
la suma de diez millones de pesos, atendiendo que son cuatro los casos aceptados. Empero, advierte 
que, como ese condicionamiento fue retirado del acuerdo que fue presentado en la audiencia, 
solicita que se devuelta ese dinero”. En audiencia anterior, se había acordado que el acusado debía 
dar por concepto de reparación integral la suma de $ 2.500.000 a cada víctima de su delito, pero 
como las mismas no se presentaron, tal suma no les fue entregada. 
CASO 3: Inducción forzosa a prostitución con esclavitud en Panamá  
Sentencia N°: 2007-01108. Juzgado Único Penal del Circuito Especializado. 
Localidad y fecha: Pereira-Risaralda, 21/08/2008. 
Determinación de los hechos: Consiste básicamente en que Héctor Fernando Gutiérrez indujo 
forzosamente a Sandra Mayeli Ocampo a ejercer la prostitución en Panamá en un establecimiento 
en el que fue prácticamente esclavizada. 
Tipo de trata: Con fines de explotación sexual. 
Perfil de las víctimas: No se visualizan en la sentencia las características del perfil de la 
víctima, salvo que es de género femenino. No especifica su edad, estrato socioeconómico, nivel 
instruccional, situación familiar u ocupación. 
Tipo de daño y perjuicio: Inmaterial. 
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Indemnización recibida: Sin especificar. 
Análisis de la reparación recibida: No se apertura el incidente de reparación integral de 
víctimas de trata, por lo tanto, la víctima no recibió ningún tipo de indemnización. 
CASO 4: Oferta de empleo engañosa en Panamá 
Sentencia N°: 11001-6000099-20I0-00037. Juzgado Único Penal Circuito Especializado. 
Localidad y fecha: Pereira-Risaralda, 05/03/2010. 
Determinación de los hechos: El 3 de octubre de 2008, la joven Diana Marcela Duque 
Quintero fue contactada en el municipio de Santa Rosa de Cabal-Risaralda, por un individuo que 
se le identificó como funcionario de Concejo Municipal de Santa Rosa de Cabal, quien responde 
al nombre de Juan Carlos Martínez Rojas, y por la concubina de este, señora Diana Katerine 
Salazar Morales.  
Ellos le ofrecieron empleo en un almacén de Panamá donde efectivamente fue enviada el día 
13 de octubre de 2008, facilitándole todos los recursos económicos y trámites de documentos para 
el viaje en que saldría del país. Una vez arribó a Panamá, fue llevada a Colón. Allí le notificaron 
que su verdadero oficio era ejercer la prostitución en un bar y que, como había adquirido una 
considerable deuda, debería pagar allá o de lo contrario tendría que pagarla su familia en Colombia.  
Una vez conocidas las condiciones presentadas por parte de los ciudadanos extranjeros, 
administradores, propietarios del establecimiento de lenocinio, la joven Diana Marcela Duque 
Quintero se reveló. Fue agredida física y verbalmente por parte de los explotadores y potenciales 
clientes, y a la vez, los captores en su región de origen amenazaron de muerte a su familia.  
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Finalmente, hace contacto con las autoridades consulares, denuncia los hechos y es repatriada 
a Colombia. Es abordada por los captores y amenazada en su integridad personal, por lo que se 
hace trámite para ser integrada al programa de protección a víctimas y testigos de la Fiscalía 
General de la Nación. En similares condiciones, viajó la joven Claudia Marcela Serna González, 
quien fue contactada y captada por las mismas personas de nombres Juan Carlos Martínez Rojas 
y Diana Katherine Salazar Morales. 
Tipo de trata: Con fines de explotación sexual. 
Perfil de las víctimas: No se visualizan las características del perfil de las víctimas en las 
sentencias, salvo que son mujeres jóvenes de Santa Rosa de Cabal. 
Tipo de daño y perjuicio: Inmaterial. 
Indemnización recibida: Sin especificar. 
Análisis de la reparación recibida: No se intentó incidente de reparación integral, por lo que 
no hay lugar a la tasación de perjuicios que se hubieran podido causar con la infracción. En 
consecuencia, el despacho se abstendrá de condenar en tal sentido. Es decir, que no se apertura el 
incidente de reparación integral de víctimas, por ende, las víctimas no recibieron ninguna 
indemnización por parte de los tratantes. 
CASO 5: Trata interna para prostitución fuera del Eje Cafetero 
Sentencia N°: 66400318900120090018900. Juzgado Promiscuo del Circuito.  
Localidad y fecha: La Virginia-Risaralda, 26/03/2010. 
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Determinación de los hechos: Los hechos materia de investigación tuvieron su génesis 
mediante denuncia instaurada por la señora Paula Andrea Herrera, el 16 de abril del 2008, en la 
que señaló la manera en que la acusada, Ayda Mary Ruiz Iglesias, la contactó vía celular para que 
se trasladara a diferentes sitios de lenocinio ubicados en varios departamentos, entre ellos, Caquetá 
y Meta. Lugares en los que fue sometida a explotación sexual mediante el ejercicio de la 
prostitución.  
A través de la interceptación de un abonado celular, se pudo establecer que tanto Ayda Mary 
Ruiz Iglesias como su hija Paula Andrea Marín Ruíz se dedicaban a captar mujeres para dicho fin. 
Algunas de ellas eran menores de edad, y otra, al parecer, era una hija de la señora Ayda Mary, 
aunque esto no pudo ser comprobado por el ente Fiscal. Eran trasladadas a diferentes lugares del 
país para trabajar en bares, cantinas y lugares donde se ejerce la prostitución. A cambio de ello, 
las acusadas recibían una remuneración que llamaban comisión. 
Tipo de trata: Con fines de explotación sexual. 
Perfil de las víctima: Adolescente menor de edad y estrato bajo, sin más información. 
Tipo de daño y perjuicio: Inmaterial. 
Indemnización recibida: Sin especificar. 
Análisis de la reparación recibida: Tal como lo establece el canon 197 del Código de la 
Infancia y de la Adolescencia, el incidente de reparación integral de perjuicios se iniciará de oficio 
si los padres o representantes legales de la menor o el Defensor de Familia no lo hubieren solicitado 
dentro de los treinta (30) días siguientes a la ejecutoría de la sentencia. Por lo expuesto, el Juzgado 
Promiscuo del Circuito de La Virginia (Risaralda), administrando justicia en nombre de la 
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República y por autoridad de la ley, deja abierto el compás del incidente de reparación integral. La 
responsabilidad de solicitarlo queda en manos de los padres de la víctima menor de edad. 
CASO 6: Captación de mujeres para prostitución en Hong Kong  
Sentencia N°: 2009-004. Juzgado Único Penal del Circuito Especializado. 
Localidad y fecha: Pereira-Risaralda, 05/06/2009. 
Determinación de los hechos: Los elementos materiales probatorios, en particular las 
comunicaciones telefónicas y la documentación relativa a las transacciones dinerarias, dan cuenta 
de la existencia de una organización destinada a la captación y el traslado de mujeres al exterior. 
Particularmente, a Hong Kong. Entre ellas se encuentra María Elena Grisales de Londoño. Las 
mujeres son presentadas y enviadas a Sandra Milena Rojas Amador, con el fin de ser explotadas 
sexualmente.  
Sus nombres: Astrid Emilce Jiménez Amador, María Yeimi Ramírez Bedoya, Sandra Estella 
Antury Navarro, Paola Andrea Ochoa Upegui, Diana Patricia Cortés, Natalia Ruiz Vega y Claudia 
Viviana Moscoso. Las mujeres llegaban a ejercer la prostitución y les cobraban una deuda de 40 
millones de pesos, que era la inversión de gastos de viaje hecha por los captadores. Producto de 
estas actividades ilícitas, Sandra Milena Rojas Amador obtuvo un incremento patrimonial no 
justificado y transportó dinero proveniente del ilícito mediante el envío y la recepción de giros.   
Tipo de trata: Con fines de explotación sexual. 
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Perfil de las víctimas: Las características del perfil de las víctimas no fueron evidentes en el 
documento de la sentencia, solo se visualizó que eran de sexo femenino y que tenían entre 19 y 30 
años. 
Tipo de daño y perjuicio: Inmaterial. 
Indemnización recibida: Sin especificar. 
Análisis de la reparación recibida: No hubo apertura del incidente de reparación integral de 
víctimas en este caso, por ende, las víctimas no recibieron ningún tipo de reparación con incentivos 
económicos. 
CASO 7: Inducción a prostitución, concierto para delinquir y enriquecimiento ilícito 
Sentencia N°: 2006-006. Juzgado Único Penal del Circuito Especializado. 
Localidad y fecha: Pereira-Risaralda, 21/11/2006. 
Determinación de los hechos: Una vez efectuada la diligencia de audiencia pública sin que se 
observe irregularidad alguna que pudiere afectar de nulidad lo actuado, será dictada la sentencia 
correspondiente en el presente asunto. Se acusa a María Victoria Morales, Lorena Velásquez 
Morales, John Alexander Gaitán Mesa, Ricardo Arturo Morales y Piedad del Socorro Agudelo 
Ruíz de ser coautores de un concurso de delitos de inducción a la prostitución, concierto para 
delinquir y enriquecimiento ilícito de particulares.  
Tipo de trata: Con fines de explotación sexual. 
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Perfil de las víctimas: Las características del perfil de las víctimas no fueron evidentes en el 
documento de la sentencia, solo se visualizó que eran de sexo femenino y que tenían entre 19 y 30 
años. También que eran desempleadas, con familias disfuncionales, de nivel educativo de 
secundaria y estrato socioeconómico bajo. 
Tipo de daño y perjuicio: Inmaterial. 
Indemnización recibida: Sin especificar. 
Análisis de la reparación recibida: No hubo apertura del incidente de reparación integral de 
víctimas en este caso, por ende, las víctimas no fueron reparadas ni económica ni simbólicamente. 
3.3.5. El delito de trata y el proceso de IRI desde las organizaciones 
Organizaciones gubernamentales y no gubernamentales del Eje Cafetero desconocían el 
Protocolo de Palermo y el Estatuto de Roma. Su total desconocimiento lo denota la vaga idea que 
tienen al respecto. La narrativa y las concepciones que reivindican sobre trata de personas y el 
proceso IRI giró alrededor del testimonio de las víctimas atendidas por ellas, entre 2015 y 2020, 
de las sentencias obtenidas en los juzgados penales y de las lecciones aprendidas desde la 
experiencia gracias a la inoperancia del Estado para garantizar la reparación integral de estas 
personas. En su mayoría, fueron mujeres entre 18 y 30 años, de familias desestructuradas, 
disfuncionales, multiproblemáticas y de escasos recursos económicos y socioculturales. 
Estas entidades, al argumentar que la lucha contra este delito transnacional requiere de un fuerte 
compromiso del Estado, reconocen que, en caso contrario, difícilmente las víctimas recibirán 
justicia plena por respeto a su dignidad humana y a sus derechos. Para ellas, la justicia, en este tipo 
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de delitos, se cumple con la reparación de los perjuicios morales y materiales (Bernal, 2020-b, 
p.46). 
De acuerdo con sus experiencias, para estas organizaciones, la cooperación internacional es 
parte inseparable de la solución porque las redes tienen sus centros de operaciones en otros 
continentes, como Asia y Europa occidental (Bernal, 2020-b, p.47). 
Consideran que la justicia internacional se reduce a una cooperación relativamente eficaz en 
materia policial, mas no judicial. La actuación de las instancias internacionales que luchan contra 
el delito de trata amparados en actuaciones sujetas al Protocolo de Palermo tampoco trasciende de 
ese nivel. Estas instancias privilegian la política de aplicación fuerte de la ley, y no la política de 
protección de derechos humanos, es decir, el concepto “tráfico de personas” o “víctimas 
traficadas”, en vez del concepto “trata de personas” (Bernal, 2020-b, p.40). 
Bajo esa concepción, se persigue la represión de la trata como una lucha contra el tráfico de 
personas y contra las organizaciones criminales más que como una lucha por la defensa de los 
derechos humanos de las víctimas. Ambos términos son ontológica y jurídicamente diferentes. El 
tráfico de personas es un delito contra el Estado y la trata de personas es un delito contra la persona. 
Por otra parte, reconocen los esfuerzos de ONG internacionales que apoyan víctimas de trata 
externa. Sin embargo, en esta investigación se encontró que algunas ONG colombianas tienen 
relaciones con aquellas o están conectadas mediante actividades de prevención, capacitación y 
asistencia legal y psicosocial (Bernal, 2020-b, pp.47, 48 y 54). 
Este tipo de entidades, en su gran mayoría, adelantan proyectos o programas de prevención del 
delito de trata de personas, pero consideran que es necesaria una mayor articulación entre los 
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organismos del Estado vinculados a esta problemática, cuya dimensión social tiene ejes 
transversales en educación, salud, cultura, deporte, recreación, empleabilidad, e incluso en 
ambientes laborales (Bernal, 2020-b, pp.48-49; Women’s Link Worldwide, 2013, p.10). 
Concretamente, en estos espacios se infiltran los reclutadores de oficio a través de los múltiples 
rostros que adquiere la captación de víctimas de trata con el propósito de indagar sus vidas íntimas 
hasta involucrarse en su entorno familiar, con fines de seducción y captación. 
Las víctimas atendidas por estas organizaciones fueron, en su mayoría, de hogares 
disfuncionales, familias multiproblemáticas y/o desestructuradas, de estratos sociales bajos y 
medio-bajo. Sobremanera, se trata de mujeres jóvenes con educación precaria, lo que lleva a 
suponer que estos grupos de población en las ciudades del Eje Cafetero son altamente vulnerables 
a las atractivas ofertas laborales de los reclutadores y sus estrategias psicológicas de seducción 
para capturar a sus víctimas (Bernal, 2020-b, p.3). 
De allí lo esencial de que el Estado colombiano refuerce las campañas de prevención del delito 
de trata, establezca alianzas con ONG y facilite la articulación interinstitucional con recursos 
adecuados y permanentes que le permitan llegar a diferentes espacios y actores de la sociedad. 
También es indispensable abarcar una cobertura geográfica amplia que comprenda todos los 
grupos de población (Bernal, 2020-b, p.53). 
Es del conocimiento público, gracias a las redes sociales y medios de comunicación social, que 
en regiones apartadas de los principales centros urbanos existe mayor vulnerabilidad social. Sin 
embargo, aun cuando la mayoría de los casos atendidos por las organizaciones son personas 
captadas en las ciudades del Eje Cafetero, las mujeres de 18 a 30 años del medio rural no están 
exentas de riesgo (Bernal, 2020-b, p.5). Estas organizaciones argumentan que factores económicos 
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y sociales, como el desempleo, los cursos profesionales costosos, los sueldos precarios, los pocos 
beneficios laborales y un sistema de salud cuestionado en manos de EPS, hacen de Colombia una 
sociedad de grandes contradicciones sociales.  
Escasas oportunidades de superación económica y ascenso social propician la ocasión a 
reclutadores para captar sus víctimas con ofertas engañosas. En su mayoría, son personas con 
pocos recursos económicos, necesidades básicas insatisfechas (NBI) y pertenecientes a familias 
multiproblemáticas o disfuncionales que encuentran atractiva cualquier oferta laboral en el 
extranjero, sin medir posibles consecuencias adversas.  
Otras variables, como la desigualdad, la inequidad y la injusticia social, contribuyen con el 
propósito de los reclutadores de víctimas. Con respecto a las fallas del Estado en su lucha contra 
la trata de personas, las mismas derivan de la precaria articulación institucional entre entidades 
gubernamentales y organizaciones no gubernamentales (Bernal, 2020-b, p.51). 
Aunque la política criminal colombiana está orientada a la represión y judicialización de los 
autores del delito de trata, su impacto se debe medir por los efectos directos en materia de 
reparación e indemnización. De lo contrario, la revictimización es una de las consecuencias de la 
ineficacia o falta de aplicación del proceso IRI.  
Al igual que los abogados entrevistados, las organizaciones no reconocen el IRI como un 
instrumento eficaz que cumple con su propósito de reparar integralmente a las personas que han 
sufrido daños y perjuicios de los tratantes (Bernal, 2020-b, p.54). Afirman desconocer algún caso 
exitoso de personas que, habiéndose amparado en el IRI, hayan sido reparadas de forma adecuada, 
justa e integral. Quedaría, así, en entredicho la aplicación del principio de justicia restaurativa en 
Colombia, al menos en delitos transnacionales de trata de personas (Bernal, 2020-b, p.50). 
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3.4. Percepción de abogados litigantes y otros informantes sobre el IRI  
Con el propósito de obtener información para contrastar los testimonios anteriores, tanto de los 
abogados expertos entrevistados (Punto 3.2) como de las organizaciones que atendieron víctimas 
del Eje Cafetero en el período estudiado (Punto 3.3), se hizo una consulta a abogados litigantes y 
no litigantes, así como a otros informantes claves. 
La opinión de ellos sobre el alcance de la reparación integral a víctimas colombianas retornadas 
al país resultó importante para conocer su percepción frente a la eficacia del IRI como proceso 
civil de las víctimas en el contexto específico de los delitos de trata transnacional. 
Con este objetivo, se realizó la consulta, vía electrónica, a una muestra de 210 personas 
escogidas, de forma no aleatoria a juicio del investigador, de la base de datos de la organización 
especializada en migración y derechos humanos CORPOMIGRAR y del Colectivo de Abogados 
GBM, a las cuales se tuvo acceso como miembro directivo de ambas entidades. 
Concretamente, se diseñó una encuesta flash de opinión con 9 preguntas cerradas sobre el objeto 
de estudio y se enviaron a los correos electrónicos de la muestra. En un lapso de 48 horas, se 
recibieron 210 encuestas de 194 abogados (92.4 %), 8 estudiantes de derecho (3.8 %) y el resto de 
otras profesiones (4.0 %), como se aprecia en el anexo C. La información se procesó en Excel para 
la distribución de los datos en tablas (Anexo C) y su representación gráfica. 
Como resultado general, el 69.5 % expresa tener más de 6 años de experiencia profesional 
(Gráfico 5). En su mayoría (76.7 %), tienen especialización, maestría o doctorado (Gráfico 6). Esta 
particularidad indica que la opinión de los encuestados proviene de personas con un alto nivel de 
formación académica y experticia. 
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El 93.0 % es mayor de 30 años. La mayoría es de sexo masculino (63.0 %) y de profesión 
abogado (92.4 %), como se aprecia en los gráficos 1, 2 y 3. 
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En cuanto a ocupación, el 76.7 % ejerce como abogado. Otros son funcionarios de gobierno 
(10.5 %). El 3.3 % trabaja en La Rama Judicial y el 5.7% son docentes y estudiantes. 


























































En el gráfico 5, la distribución por años de experiencia muestra que casi la mitad de los 
informantes (46.0 %) tiene más de 15 años en el ejercicio de su profesión y el 23.0 % tiene entre 
6 y 15 años. Esto indica una trayectoria profesional relevante y un conocimiento importante de 
procesos judiciales en el 69.0 % de los encuestados. El 54.8 % tiene, al menos, una especialización 
en Derecho y un 14.3 %, maestría.   









Al preguntarles si conocían el incidente de reparación integral (IRI) del artículo 102 de la Ley 
906 de 2004, el 84.8 % respondió afirmativamente, lo cual es lógico, porque al menos 194 (92.4 
%) de ellos son abogados, con o sin posgrado, y 8 están próximos a graduarse de abogados (3,8%). 
Cabe acotar que las 32 personas que dijeron no conocer el procedimiento de IRI corresponden 





















Ilustración 7. Conocimiento del incidente de reparación integral (IRI) 
 
Al consultarles si han participado alguna vez en algún proceso judicial donde se haya aplicado 
el proceso IRI, tras la condena del tratante con alguna víctima de trata de personas, la respuesta 
fue negativa en el 83.8 % de los informantes. Esto evidencia que la mayoría de estos abogados 
litigantes no ha tenido experiencias de participación en procesos de indemnización donde se haya 
materializado el resarcimiento económico de daños y perjuicios a la víctima como consecuencia 
de una eficaz aplicación del proceso IRI. 
 






















El 54.8 % opina que los jueces colombianos, tras haber condenado al reclutador de una víctima 
dentro del territorio nacional, tienen la posibilidad de lograr que los tratantes ubicados en otro país 
sean capturados y procesados penalmente para lograr la reparación integral de la víctima retornada 
a Colombia. El 45.2 % opina lo contrario, es decir, que los jueces carecen de esa posibilidad. 
Ilustración 9. Posibilidad de los jueces colombianos para capturar y procesar tratantes 








El 39.0 % considera que el procedimiento IRI es eficaz para lograr la indemnización de la 
víctima de trata de personas y el 61.0 % opina lo contrario. Evidentemente, un porcentaje de ellos 
considera que un juez colombiano tiene la posibilidad de lograr la indemnización a través de este 
mecanismo, una vez condenado el reclutador dentro de Colombia. Sin embargo, opinan que existe 
ineficacia para capturar y condenar a los tratantes residenciados en los países donde fue esclavizada 
la víctima. Esto sugiere que, para algunos abogados, existe la posibilidad, pero el mecanismo es 

















El 94.3 % no conoce ningún caso de trata de personas en el cual se haya indemnizado a la 
víctima a través del proceso IRI, con apoyo directo de la cooperación judicial internacional a los 
jueces colombianos. Efectivamente, las limitaciones jurisdiccionales representan una fuerte 




Ilustración 11. Conocimiento de casos de trata externa indemnizados mediante el IRI con 























El 94.3 % considera, desde su experiencia, que es necesario un mecanismo de cooperación 
judicial internacional para extender la jurisdicción de los jueces colombianos en instancias 
internacionales y hacer más eficaz la indemnización a través del IRI.  








Para el 71.4 % de los encuestados, el IRI, como instrumento de reparación integral de víctimas 
de trata en el marco del proceso penal, no cumple su objetivo. 






















En cuanto a que la cooperación judicial internacional existente sea adecuada para judicializar a 
las redes de trata de personas que operan en Colombia, el 78.1 % considera que no es adecuada y 
el 21.9 % opina que sí lo es. 
Ilustración 14. Cooperación judicial internacional es adecuada para judicializar las redes 







El 88.1 % considera que se debería implementar un mecanismo o medio exclusivo para reparar 
las víctimas de trata externa que sea adicional al incidente de reparación integral. 
Ilustración 15. Debe implementarse un mecanismo exclusivo para reparar las víctimas de 





















3.5  Constitucionalidad, convencionalidad, cooperación internacional y sociedad civil 
Finaliza este capítulo con una reflexión sobre los bloques de constitucionalidad y de 
convencionalidad, la incidencia de la cooperación internacional y el papel de la sociedad civil. 
Estas disertaciones ayudan a comprender las limitaciones, debilidades y falencias con las cuales 
se encontraron los abogados expertos y las organizaciones en el ejercicio de procesos de incidente 
de reparación integral (IRI) con víctimas de trata externa en el Eje Cafetero. Unos, por 
inexperiencia, y otros, por falta de conocimiento. También algunas precisiones y suposiciones que 
llevan a pensar en la necesidad de mejorar las relaciones Estado-sociedad, alrededor de la 
participación comunitaria en la lucha contra la trata de personas. 
Constitucionalidad y convencionalidad 
Desde una perspectiva general, el garantismo de la Constitución siempre debe ir más allá del 
texto formal y, en determinadas ocasiones, debe complementarse con enunciados normativos que 
faciliten los juicios de carácter interpretativo. Este ejercicio de complementariedad normativa o 
bloque de constitucionalidad obliga a los operadores de justicia a seguir lineamientos específicos 
que orientan sus funciones. Ahora bien, desde la lógica jurídica inherente a los delitos 
transnacionales, como la trata externa, todo operador jurisdiccional tiene el deber de acudir al 
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bloque de constitucionalidad para identificar las normas internacionales objeto de aplicación a los 
delitos de trata y, con ello, ajustarse a sus lineamientos.  
En el caso específico de los delitos de trata externa o transnacional, el control de 
constitucionalidad permite que la gestión judicial colombiana —o simplemente la justicia— se 
encamine hacia la búsqueda de la mayor efectividad y eficacia posible en la garantía de los 
derechos humanos de las víctimas. Sin embargo, resulta difícil garantizar los derechos humanos 
de las víctimas debido a las limitaciones jurisdiccionales penales que restringen la cooperación 
judicial internacional e impiden la cabal y oportuna reparación integral con arreglo a la extinción 
de dominio de los bienes de los tratantes.  
Este esfuerzo, a juicio del investigador, hacia la protección y garantía de los derechos de las 
víctimas de trata ha sido y es un reto para el Estado colombiano, el cual se considera perentorio 
abordar con una política exterior dirigida a promover la firma de convenios de cooperación 
bilateral con aquellos países considerados de mayor destino de ciudadanos colombianos con fines 
de explotación laboral y sexual. 
Es innegable que el bloque de constitucionalidad inherente a los delitos trasnacionales es un 
avance que ha posibilitado garantizar los derechos humanos de las víctimas y representa un 
contrapeso importante ante posibles omisiones en el proceso penal. Sin embargo, esto no ha 
posibilitado la eficacia del proceso de IRI ni la extinción de dominio para el embargo de los bienes 
a los tratantes fuera del territorio nacional, como se ha demostrado a lo largo de este trabajo.  
En efecto, tales omisiones, sumadas a la ineficacia procedimental y la falta de experiencia en el 
manejo de los procesos de IRI, impiden el máximo aprovechamiento con que cuenta la 
administración de justicia para garantizar el derecho que tienen las personas a ser indemnizadas 
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en su justa dimensión. En otras palabras, a que sean reparadas en función de la magnitud e 
intensidad de los daños recibidos estando bajo alguna forma de esclavitud moderna y los perjuicios 
derivados. 
Dicho de otro modo, la óptima garantía de los derechos de las víctimas se alcanzará solo si se 
aplica la extinción de dominio a los tratantes, pues, aparte de la condena penal, tales recursos deben 
cubrir la reparación integral de las víctimas más allá de lo establecido en las tablas de 
indemnización aquí referenciadas. Este punto sustenta la primera recomendación que se hace a la 
luz de las conclusiones de la investigación. 
Desde una perspectiva más amplia, según los preceptos de los órganos internacionales 
relacionados con la trata de personas y los derechos humanos de las víctimas, todas las limitaciones 
que se presenten en el bloque de constitucionalidad deben ser superadas y subsanadas, de acuerdo 
con el principio de convencionalidad. Bajo este principio, es obligación del Estado colombiano 
revisar si el desarrollo de los procesos del IRI en casos de trata externa es congruente con la 
convención americana de derechos humanos. 
Cooperación internacional y sociedad civil 
Resulta igualmente interesante, en este orden de ideas sobre la ineficacia del IRI y los derechos 
humanos de las víctimas, el papel de la sociedad civil y comunidades organizadas. No cabe la 
menor duda de que una ciudadanía consciente, alerta y activa en la prevención de este fenómeno 
y en la lucha contra la trata de personas dentro de sus comunidades es de gran utilidad. Lo mismo 
hemos de decir de apoyar los procesos de reparación integral de daños y perjuicios.  
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Esto es importante porque, entre otras organizaciones entrevistadas, la Defensoría del Pueblo, 
seccional Armenia, expresó que no considera que el incidente de reparación integral en el caso de 
víctimas de trata externa sea un instrumento eficiente a la hora de indemnizar a las víctimas de este 
flagelo (Bernal, 2020-b, p.54). 
Por su parte, la Defensoría del Pueblo, regional Caldas, quien participa activamente en el 
Comité Departamental de Trata de Personas, expresó que “actúa de manera articulada junto con 
diversos entes estatales y organizaciones de la sociedad civil para la realización de actividades de 
sensibilización sobre el tema y difusión de los Derechos de las víctimas de este delito” (Bernal, 
2020-b, p.52). Esta defensoría se mostró colaboradora ante esta investigación y manifestó que el 
incidente de reparación integral de víctimas amerita una mayor difusión en el ámbito jurídico 
colombiano.  
A nuestro juicio, la ciudadanía organizada representa una de las fuerzas vivas de la sociedad 
para exigir la garantía de los derechos humanos de las víctimas de trata externa que retornan a 
Colombia y solicitan reparación amparadas en los bloques de constitucionalidad y 
convencionalidad para ejercer sus derechos.  
Sin duda, una sociedad civil facultada y empoderada estará en mejores condiciones de exigir a 
las instituciones del Estado, como la Fiscalía General de la Nación, los tribunales y otros órganos 
del sistema judicial, la eficacia en la aplicación de los instrumentos jurídicos, el control de 
constitucionalidad y, de ser el caso, el control de convencionalidad para que se aplique el orden 
justo. Específicamente, para que se materialice la extinción de dominio a los tratantes residentes 
fuera del país. De modo que la eficacia de la justicia supone, necesariamente, que se logren 
extender los brazos de los jueces nacionales en el extranjero. 
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Obsérvese que las bases comunitarias pueden desempeñar un rol estratégico importante como 
actor social de apoyo a los operadores de justicia nacionales e internacionales en el marco de 
convenios de cooperación, puesto que, desde un trabajo colaborativo de las comunidades con 
dichos operadores, podría ser viable que, en los grupos y estratos más vulnerables de la población, 
se minimice la vulneración del derecho a la reparación integral y el desvertebramiento de las redes 
de trata (Women’s Link Worldwide, 2017). 
Al respecto, es sabido que en los estratos más pobres de la población existen factores de 
vulnerabilidad social que favorecen el trabajo de seducción y captación por parte de los 
reclutadores, debido a necesidades básicas insatisfechas y el bajo nivel educativo y cultural en 
personas jóvenes, lo cual facilita la labor de convencimiento en torno a la obtención de ingresos 
económicos rápidos, con o sin certificaciones laborales en el corto plazo, mediante ofertas de 
trabajo engañosas y supuestas mejoras en la calidad de vida (Fundación Esperanza, 2013). 
Lógicamente, las familias pertenecientes a los estratos socioeconómicos más bajos de la 
población carecen de conocimientos y herramientas para verificar la legalidad de ofertas 
engañosas. Así, no ha sido suficiente la articulación de las comunidades más vulnerables con los 
operadores de justicia para disminuir los factores de riesgo de caer en las manos de las redes, a 
pesar de las múltiples acciones que en materia de prevención se han implementado (Bernal, 2020-
b, p.47). 
Se requerirían estrategias de intervención social y empoderamiento comunitario para que, desde 
las bases comunitarias, puedan emerger elementos probatorios que sirvan a los operadores de 
justicia internacional en los procesos penales contra los tratantes, tras identificar los enlaces de los 
reclutadores con las redes establecidas fuera del país.  
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Todo ello con la estricta finalidad de contribuir al desvertebramiento de las mafias que, al 
carecer de reclutadores que operen libremente penetrando familias dentro de las comunidades más 
vulnerables de Colombia, estarán siendo desarticuladas. A pesar de los infructuosos esfuerzos e 
iniciativas en la lucha contra la trata, no obstante, resulta interesante resaltar el trabajo realizado 
en las principales ciudades y centros poblados del territorio nacional. Entre otros, el Programa de 
Lucha Contra la Trata de Personas, de la Organización Internacional para las Migraciones (OIM) 
(2018). 
Por ejemplo, la sociedad colombiana ha venido recibiendo, desde el año 2001, apoyo a través 
de la OIM-Misión Colombia (2018) con el Programa Integral de Lucha Contra la Trata de 
Personas, cuyo propósito es enfrentar este flagelo social signado de conductas desviadas y 
delictivas, básicamente en los grupos más vulnerables de la población y en las comunidades de los 
estratos bajos y medios de la sociedad. A modo de referencia, este programa ha desplegado 
estrategias de prevención, acompañamiento temporal a las víctimas, fortalecimiento institucional 
de ONG que atienden casos de trata y apoyo a la descentralización de las políticas públicas 
nacionales en esta materia, a través de los comités departamentales y municipales contra la trata 
de personas. 
Este programa también representa, a nuestro juicio, una de las distintas expresiones de apoyo 
por parte de la cooperación internacional en relación con la dimensión social del fenómeno de la 
trata, desde la prevención y la asistencia a las víctimas (OIM-Misión Colombia, 2018). 
En honor a la verdad, desde este tipo de cooperación internacional en prevención, asistencia y 
fortalecimiento institucional, sería innumerable mencionar las instancias de la sociedad civil, 
instituciones educativas, ONG y mujeres víctimas que han recibido beneficios significativos en 
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material legal para el proceso penal, psicosocial, familiar y de reinserción laboral para el 
restablecimiento de sus derechos a una vida digna.  
Al menos, en el Eje Cafetero, dentro del lapso investigado, no se alcanzó la reparación integral 
de víctimas de trata con fondos económicos provenientes del secuestro y embargo de los bienes o 
activos de tratantes condenados por la justicia colombiana, es decir, por aplicación de la figura 
jurídica de la extinción del dominio. La inexperiencia de los operadores de justicia o su 
desconocimiento del proceso IRI, e incluso las limitaciones jurisdiccionales, fueron determinantes.  
Por su parte, la representante de la Organización de Estados Iberoamericanos (OEI) entrevistada 
sugirió al investigador una mayor difusión del proceso IRI y “una articulación institucional de las 
entidades gubernamentales en pro no sólo de la prevención del delito en cuestión sino en la 
atención a las víctimas, en cuanto a su indemnización y reparación integral, se refiere” (Bernal, 
2020-b, p.50). De hecho, organizaciones entrevistadas, como la OEI, sede Colombia —en cabeza 
de la líder de proyectos de desarrollo social—, desconocen los impactos positivos en las víctimas 
de trata externa con el desarrollo de estos programas de lucha contra la trata de personas que se 
han desarrollado en el país hasta el presente. 
No obstante, algunas entidades reconocen que el programa de la OIM-Misión Colombia cuenta 
con apoyo técnico y cofinanciación del Ministerio del Interior, del Banco Interamericano de 
Desarrollo (BID), del Fondo Global de Asistencia a las Víctimas de Trata de Personas adscrito a 
la OIM, de la Unión Europea y de países como Holanda, Bélgica y Estados Unidos, entre otros. 
Algunas de las organizaciones entrevistadas comparten la idea de sugerir al gobierno 
colombiano que, para prevenir la trata de personas eficazmente, se deben “seguir buscando los 
espacios de articulación entre las entidades competentes en la temática, pues un trabajo en el que 
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se agrupen elementos de prevención, orientación, asistencia y judicialización permite la 
identificación de casos, la disminución de estos y la reparación integral de las víctimas” (Bernal, 
2020-b, p.48). Una de las organizaciones que mayor énfasis hizo sobre esta sugerencia fue el Grupo 
de Gestión de la Política de Migración Laboral, del Ministerio del Trabajo.  
Otros esfuerzos en esta dirección a beneficio de la población, de ONG colombianas y de las 
mujeres víctimas de trata, se dan desde el Programa Integral Contra las Violencias Basadas en 
Género del Fondo Para el Logro de los Objetivos del Milenio (MDGF), del cual hace parte ONU-
Mujer, el Fondo de Población de las Naciones Unidas (UNFPA) y la Consejería Presidencial para 
la Equidad de la Mujer. 
En este orden, los enunciados normativos e instrumentos jurídicos contenidos en el bloque de 
constitucionalidad aplicable a los delitos trasnacionales y los programas sociales surtidos por 
agencias u organismos de cooperación internacional, a juicio del investigador, no han sido ni serán 
suficientes para combatir este flagelo social. Seguirá siendo así, a menos que estén acompañadas 
de acciones eficaces de articulación social e institucional, desde las bases comunitarias, en pos de 
dos aspectos.  
Por una parte, la erradicación de las causas estructurales del fenómeno de trata que posibilitan 
la seducción, el enganche y la captación de víctimas dentro de las propias comunidades. Por otra, 
el hecho de que estos programas estén acompañados de acciones para superar las limitaciones que 
impiden la reparación integral a través de fondos provenientes de la incautación de bienes y 
extinción de dominio a los reclutadores y a los tratantes (Fundación Esperanza, 2013; Organización 
Internacional para las Migraciones, 2018; Tovar y Montañez, 2013, y Márquez, comunicación 
personal, 25 de mayo de 2020). 
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En ese sentido, se considera que las comunas y los corregimientos del Eje Cafetero son espacios 
en los cuales podrían conformarse organizaciones comunitarias de base (OCB) con el apoyo de los 
comités departamentales contra la trata de personas de los departamentos de Risaralda, Quindío y 
Caldas. Algunas de las funciones de estas OCB podrían orientarse a desarrollar programas de 
prevención en forma permanente con el acompañamiento de ONG municipales, nacionales e 
internacionales especializadas en lucha contra la trata.  
Estos apoyos y acompañamientos contribuirían a impulsar la complementariedad y a exigir la 
coercibilidad de la justicia, desde las bases comunitarias y los grupos de interés, para que el Estado 
colombiano tome medidas que hagan eficaces los procesos de IRI con las víctimas de trata externa 
que retornan al país y tengan derecho a la reparación (E. Márquez, comunicación personal, 25 de 
mayo de 2020)26. 
En todo caso, no sería suficiente la prevención solo con fines de sensibilización y 
concientización social en las comunidades y grupos más vulnerables de la sociedad. La verdad es 
que se necesitará del empoderamiento de las bases comunitarias en el manejo de la legislación 
penal y aplicación de los convenios internacionales, con el fin de que la sociedad civil organizada 
participe activamente en los procesos de desvertebramiento social y eliminación de las redes desde 
la fuente u origen. Es decir, desde los espacios donde captan a sus víctimas e inician el proceso de 
esclavitud por medio de la seducción y la coacción. 
                                                 
26 Sociólogo venezolano egresado de la Universidad Católica Andrés Bello (UCAB-Caracas), con 25 años de 
experiencia en procesos comunitarios para erradicar problemas sociales estructurales. Fue entrevistado el 25 de mayo 
de 2020, vía zoom. 
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Según la investigación realizada, es a través de mecanismos de participación e innovación social 
como se podría tener una incidencia política y social significativa para emprender acciones 
concertadas público-privadas dirigidas a la eliminación de los factores de riesgo existentes en el 
medio familiar, en el entorno social, en el medio ambiente laboral y en las instituciones educativas 
(E. Márquez, comunicación personal, 25 de mayo de 2020). 
En opinión del investigador, para la implementación de esos mecanismos de participación, es 
conveniente el acompañamiento social desde organizaciones sin ánimo de lucro para articular 
adecuadamente al sector público —especialmente a los operadores de justicia— con las bases 
comunitarias. Esto, por medio del desarrollo de estrategias psicosociales, jurídicas, legales y 
educativas orientadas al empoderamiento de los grupos más vulnerables en torno a las diferentes 
formas de prevenir y combatir este flagelo en la sociedad. Igualmente, para brindar 
acompañamiento con el fin de demandar al Estado colombiano la firma de convenios 
internacionales orientados a la activación de mecanismos de cooperación bilateral dirigidos a 
materializar la extinción de dominio de los tratantes e indemnizar a las víctimas.  
Lo anterior emerge en un nivel propositivo, debido a que los hallazgos encontrados en esta 
investigación coinciden con los del Ministerio de Relaciones Exteriores y de la Organización 
Internacional para las Migraciones (OIM, 2012). En ellos, se indica que las condiciones socio-
económicas de las personas pertenecientes a los estratos medios y bajos de la población 
contribuyen a crear condiciones que facilitan el trabajo seductor de los reclutadores, quienes 
penetran en los grupos vulnerables, como niños y personas de 12 a 30 años de edad (tabla 10) 
(Punto 3.3.2, párr. 6). 
342 
 
Entre otras condiciones que favorecen la labor de reclutamiento de víctimas, ya se ha 
mencionado el desempleo estructural de la sociedad, las escasas o nulas oportunidades de estudio 
y superación personal, la necesidad de obtener ingresos rápidos sin cualificación profesional para 
ayudar a la familia, la crianza de hijos y la necesidad de pagar deudas.  
Estos factores y la situación familiar de las víctimas están presentes en las comunidades más 
empobrecidas y, por lo tanto, económica y culturalmente más vulnerables del Eje Cafetero. Por 
este motivo, cobra pertinencia lo ya acotado en esta investigación en cuanto a la necesidad de 
acercar instituciones públicas y privadas a los sectores populares para prevenir la trata 
fortaleciendo las bases comunitarias y su relación con las autoridades (ver: 3.3.2, párr. 9). 
De igual forma, los resultados de esta investigación coinciden con Ronquillo (2007), quien 
afirma que la mayoría de las víctimas son mujeres explotadas sexualmente. Aun cuando han hecho 
denuncias, los tratantes en pocas ocasiones son detenidos y puestos a la orden de la justicia, por lo 
que queda impune el delito. En efecto, el bloque de constitucionalidad es inoperante en la práctica 
ante la incapacidad del Estado. Esto se evidenció con la experiencia aquí reseñada de los abogados 
expertos y las organizaciones que atendieron víctimas entre el 2015 y 2020. 
Así mismo, el trabajo conjunto entre el Estado y la sociedad civil organizada es necesario para 
aprovechar las herramientas y recursos jurídicos que ofrecen el bloque de constitucionalidad y el 
bloque de convencionalidad, desde un nivel más cercano al ciudadano común. Por ejemplo, 
recursos y acceso a instancias jurisdiccionales para que se garantice la protección de los derechos 
humanos de las víctimas y su derecho a la reparación. En tal sentido, instituciones del Estado 
podrían redimensionar sus estrategias de prevención y trabajar en forma coordinada como 
facilitadores de procesos comunitarios. Entre otros organismos públicos, se destacan la Policía 
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Nacional, la Fiscalía, las Personerías Municipales, la Registraduría, Migración Colombia y la 
Defensoría del Pueblo.  
La empresa privada también podría articularse a lo antes expuesto, en cuanto sector empleador 
de la sociedad, desempeñando un rol importante en la prevención de la explotación laboral y 
generación de puestos de trabajo. Ya se mencionó que el Ministerio del Trabajo y el sector 
empresarial, a través de las cámaras de comercio departamentales, brindan un servicio de consulta 
gratuita para que el ciudadano verifique la veracidad de ofertas de empleo hacia el extranjero, 
desde agencias de colocación supuestamente registradas en Confecámaras, que es la entidad 
privada sin ánimo de lucro que agremia y representa al sector empresarial en todo el país (Ver: 
Tabla 19) (Ver: 3.3.3, párr.28). 
Igualmente, el sector privado puede contribuir al empoderamiento comunitario contra la trata 
desde sus políticas y estrategias de responsabilidad social empresarial, concretamente, en cuanto 
a la prevención de la trata con fines de explotación laboral y sexual.  
En resumidas cuentas, es mediante múltiples alianzas público-privadas como se logra prevenir 
eficazmente este tipo de delito con miras a erradicar los factores económicos, sociales y culturales 
que contribuyen a la captación de víctimas y las distintas formas de esclavitud moderna, recabar 
elementos probatorios y llevar esas evidencias con el aval de las bases comunitarias hasta los 
procesos penales.  
En el caso de las víctimas retornadas al país, esto es lo que connota un apoyo en la apertura y 
el seguimiento del incidente de reparación integral con el aval de las comunidades donde residían 
antes de ser capturadas. En la tabla 19, se aprecian las principales acciones público-privadas, según 
el testimonio de las organizaciones entrevistadas. El 92.7 % corresponde a aquellas orientadas a la 
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sensibilización que, como ya se dijo, son importantes mas no suficientes para prevenir la captación 
de víctimas en las comunidades y los grupos de población más vulnerables del Eje Cafetero. 
En esa dirección, se considera que la sociedad colombiana juega un papel importante para la 
superación y eliminación de las barreras que atentan contra las mujeres víctimas de violencia 
sexual. Por eso, se pretende que las instancias de base comunitaria estén capacitadas para que sean 
parte de la solución en la lucha contra la trata como flagelo social. 
Desde esta perspectiva, y con toda la fundamentación jurídica internacional y nacional 
existente, se considera que es necesario que el Estado colombiano profundice su apoyo al 
fortalecimiento de corporaciones especializadas en derechos humanos y derecho penal, con pleno 
conocimiento del derecho interno y los convenios de cooperación internacional. También es 
indispensable que exista un profundo conocimiento de la labor jurisdiccional en la aplicación de 
las disposiciones sobre trata de personas. 
La idea aquí es que, a través de estas corporaciones especializadas en delitos de trata y derechos 
humanos, dentro de las comunidades se promueva la articulación mencionada para demandar la 
eficacia de los operadores de justicia, a través de acciones conjuntas desde las bases comunitarias 
con los organismos del Estado, e incluso con el apoyo del sector privado.  
Estas corporaciones de derechos humanos pueden ampliar su radio de acción para el desarrollo 
de planes de capacitación en prevención del delito de trata de personas con más efectividad 
organizacional que los operadores de justicia y con fines de empoderamiento comunitario. Así, las 
comunidades más vulnerables de la sociedad colombiana necesitan organizar mecanismos de 
protección de sus víctimas de trata y robustecer su participación ciudadana para presionar la 
reparación integral y la extinción de dominio.  
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De ese modo, las comunidades estarán facultadas para ejercer presión en la labor jurisdiccional 
de los operadores de justicia en el papel que deben cumplir, justamente, en la aplicación de las 
normas internacionales como garantes de la Constitución Política (E. Márquez, comunicación 
personal, 25 de mayo de 2020). 
Se desea insistir en que el apoyo de las comunidades organizadas alrededor de la problemática 
de la trata, en todas sus modalidades, tanto interna como externa, sería una contribución al carácter 
interpretativo de los operadores de justicia en el manejo jurisprudencial del bloque de 
constitucionalidad inherente a la trata de personas. 
Es prudente advertir que lo antes expuesto contribuiría a fortalecer la familia, las comunidades 
y los centros de trabajo para que la sociedad, en sus espacios de convivencia, como barrios, veredas 
y sectores, pueda atender, proteger y asistir a las personas que sufren el flagelo de la trata de 
personas, amén de la labor de prevención y disminución de los factores de riesgo. 
Queda claro, para el investigador, que algunos desafíos para enfrentar y erradicar toda forma 
de violencia hacia la mujer y, en especial, todas las modalidades de trata de personas deben ser 
asumidos por las diferentes instancias de la justicia colombiana. Igualmente, por los órganos de 
decisión política y medios de comunicación social.  
Estos últimos tienen, a nuestro juicio, el reto adicional de contribuir con la trasformación 
cultural de la sociedad, desarrollando estrategias comunicacionales e informativas de manera 
sostenida y de mediano plazo, con la finalidad de promover cambios en los patrones culturales de 
conductas sexuales machistas. A estos se les atribuye la reproducción de innumerables formas de 
violencia contra la mujer. Por ejemplo, el refuerzo del comercio sexual con enfoque de esclavitud, 
es decir, la trata con fines de explotación sexual. 
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Bien lo indica Galvis (2009) en la investigación realizada sobre la violencia sexual contra la 
mujer colombiana al referirse a los retos y desafíos de la sociedad desde las instancias judiciales, 
los órganos de decisión política y los medios de comunicación. En esta dirección, la autora hace 
un llamado a enfrentar y erradicar la violencia contra la mujer en todas sus formas, con énfasis en 
la violencia sexual. Expresa que ello debe ser asumido por una ciudadanía consciente y activa que 
exija al Estado respuestas oportunas y adecuadas. Al respecto, dice: 
[…] la incorporación de una perspectiva de género en la investigación, durante el juicio y 
la imposición de sanciones a los procesados es la base de un proceso penal respetuoso de 
los derechos de las víctimas a conocer la verdad, a ser reparadas integralmente y a obtener 
justicia. (p.47) 
Como puede observarse, la sociedad requiere el compromiso y esfuerzo de los tomadores de 
decisiones políticas y de los operadores de justicia, a los cuales han de sumarse los medios de 
comunicación para promover el cambio de concepciones culturales, en pos de una opinión que 
resalte el delito de la trata y reconozca a las víctimas como titulares de derechos humanos con 
posibilidad de reconstruir su proyecto de vida sin ser estigmatizas.  
Es a través de los medios de comunicación —impresos y digitales—, así como de las redes 
sociales, que se promocionan ofertas engañosas de empleo u oportunidades de diferente naturaleza 
en otros países. Las redes de reclutadores son expertas en estrategias de captación a través de estos 
medios.  
Como afirma Galvis (2009), los medios son una herramienta potente y rápida para moldear la 
opinión pública. Expresa que los medios tienen como principal desafío crear una matriz de opinión 
de rechazo a toda forma de violencia contra la mujer. Dentro de las distintas caras que tiene la 
violencia de género, entra el flagelo de la trata con fines de explotación laboral y sexual. 
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Para el investigador, es importante resaltar que el rechazo a toda forma de violencia supone 
procesos de cambio cultural forjador de opinión pública en toda la sociedad y en todas sus 
dimensiones. Es decir, cambio de patrones y concepciones culturales que están fuertemente 
arraigados en la masculinidad desde la colonización y la religión, basados en el dominio del 
hombre sobre la mujer y en la explotación servil, bajo el yugo del comportamiento patriarcal que 
fue impuesto en nuestra sociedad. Estas apreciaciones, desde una perspectiva historicista y desde 
la sociología de la dominación masculina, han sido tomadas de Bourdieu (2000). 
La hegemonía patriarcal, el compadrazgo y la figura del padrote o padronazgo permean todas 
las capas de la vida social, desde el entorno familiar, internalizado mediante pautas de crianza y 
socialización a cargo de la figura paterna como única autoridad del hogar, pasando por el ambiente 
escolar con el maestro, hasta los espacios laborales dominados por los hombres en la figura del 
jefe. La mujer fue, hasta hace poco tiempo, un objeto de uso y abuso en todas las actividades 
humanas y los espacios de la sociedad. Tras tal apreciación, Galvis (2009) concluye su 
investigación con la siguiente afirmación. 
[…] en este proceso de cambio de patrones y concepciones culturales mediante la 
formación de opinión, los medios de comunicación tienen el desafío de informar sobre los 
hechos de violencia sexual, de resaltar el carácter de delito que tiene esta violencia, su 
gravedad y las consecuencias que ésta tiene para la mujer y su entorno. (p.50) 
Lo anterior significa que se requiere una transformación cultural en nuestra sociedad para 
erradicar este flagelo social. He aquí la importancia de elevar el nivel de conciencia colectiva sobre 
riesgos, peligros y consecuencias de aceptar propuestas para trasladarse fuera del territorio 
nacional sin verificar la fuente. Ya se mencionó que el Ministerio del Trabajo y Confecámaras 
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ofrecen la posibilidad de consultar y verificar si una empresa que oferta empleos u oportunidades 
opera en el país.  
En esto, tanto los medios de comunicación como los núcleos familiares juegan un rol de vital 
importancia. El comercio sexual transnacional tiene infinidad de rostros, estrategias y múltiples e 
inimaginables formas de seducción, incluyendo, dentro de ellas, las empresas que se presentan 
como enlace de servicios en sus hogares o comercios (Tirado, 2010). 
En relación con la trata externa como delito transnacional, los sistemas públicos y privados de 
radio y televisión, la prensa, las redes de emisoras comunitarias y las redes sociales tienen un rol 
fundamental para la transformación cultural, a través de una labor informativa sostenida. He aquí 
la importancia de que se deconstruyan hasta ser capaces de introducir pautas de comportamiento 
que modifiquen los patrones culturales machistas, sexistas, autoritarios y de hegemonía patriarcal 




4. Mecanismo regional para la cooperación judicial internacional contra la trata de 
personas. Propuesta Latinjust 
4.1. Generalidades 
Frente a las reflexiones sobre el tema, se propone la creación de un organismo regional que 
contribuya al mejoramiento, el fortalecimiento y la eficacia de la cooperación judicial 
latinoamericana contra la trata de personas, fundamentado jurídicamente en el principio de 
jurisdicción universal, en el derecho comunitario y en los principios de integración regional.  
Se propone un organismo capaz de ejercer la coercibilidad de la justicia dentro de los estándares 
del Estatuto de Roma27 y del Protocolo de Palermo28. Que haga más eficaz la procedibilidad de la 
justicia, los procesos de extinción de dominio transfronterizos y los procesos de reparación integral 
de las víctimas.  
La evidente ineficacia en aplicación del IRI se atribuye, según expertos y organizaciones (ver: 
3.2, 3.3 y 3.4), al desconocimiento en la Rama Judicial de los procedimientos para aprovechar 
adecuadamente los mecanismos de cooperación judicial internacional, ejercer la coercibilidad de 
la justicia desde los órganos de control y superar limitaciones jurisdiccionales de los jueces.  
                                                 
27 El Estatuto de Roma, constitutivo de la Corte Penal Internacional, adoptado el 17 de julio de 1998 y entrado en 
vigor el 1 de julio del 2002, es el instrumento por excelencia para que se imparta justicia frente a los crímenes de 
mayor gravedad, así como para proteger a las víctimas en garantía y defensa de los derechos humanos (DDHH) y de 
la aplicación del derecho internacional humanitario (DIH). 




Se requiere potenciar la cooperación judicial regional a través del establecimiento de puentes 
eficaces y vasos comunicantes entre los jueces penales latinoamericanos y entre estos y los 
tribunales de otros países, fundamentalmente europeos y asiáticos receptores de víctimas 
procedentes de Latinoamérica. En estos se ha evidenciado el tráfico de seres humanos y la trata de 
personas, gracias a las dieciocho bases de datos del sistema mundial de comunicación policial 
(Interpol, 2007). 
Esta herramienta tecnológica policial es de altísima efectividad en la detección de casos de trata 
externa o transfronteriza porque mantiene actualizadas nuevas tendencias, indicadores, rutas y 
modus operandi de las redes criminales de trata, contribuyendo con la identificación y detención 
de sus líderes y financiadores. Tienen actualmente unos 100 millones de registros policiales y 
alrededor de unos 20 millones de búsquedas diarias (Interpol, 2019). 
Por tanto, para potenciar la cooperación judicial regional entre países latinoamericanos y resto 
del mundo, es vital construir puentes eficaces y vasos comunicantes desde Latinjust para una 
colaboración estrecha con otros organismos que luchan contra la trata de personas. Entre ellos, la 
comunidad de policías Ameripol, Europol, Eurojust, OIM, OIT y UNODC, porque 
La trata de personas es un delito complejo, y para combatirlo es necesaria la cooperación 
internacional de los organismos encargados de la aplicación de la ley. Interpol proporciona 
a los cuerpos policiales de todo el mundo diversas herramientas y servicios. (Interpol, 2019, 
p.1) 
A nivel hemisférico, es vital potenciar la cooperación judicial regional con Ameripol, nacida en 
Colombia en 2007, a la cual están integrados —como mecanismo de cooperación policial y modelo 
de gestión— 33 cuerpos de policía e instituciones homólogas y 26 organismos observadores, 
351 
 
incluyendo la Europol, la Interpol y la OEA. Ameripol aporta conceptos trascendentales en forma 
permanente (Ameripol, 2020). 
El paréntesis anterior ayuda a resaltar que el problema no es la articulación con los mecanismos 
de cooperación internacional policial para orientar de manera estratégica y operacional el trabajo 
de búsqueda de líderes y financiadores de la trata externa. Es, más bien, la necesidad de crear el 
mecanismo Latinjust para integrar los brazos de la justicia penal latinoamericana y extender la 
cooperación entre los jueces para materializar la judicialización, la extinción de dominio y la 
indemnización de las víctimas latinoamericanas.   
De esta forma, en concordancia con lo enunciado como hipótesis, se reafirma que el proceso 
IRI no será eficaz mientras la cooperación internacional no acceda hasta el responsable del delito 
y se materialice la debida indemnización a las víctimas de trata. Por esto, se plantea crear este 
mecanismo llamado al fortalecimiento y la dinamización de la cooperación judicial penal regional.  
La propuesta Latinjust es una primera aproximación que aspira ser compartida con múltiples 
actores de la función legislativa y jurisdiccional del país para que inspire la elaboración del 
proyecto de Ley para la Cooperación Judicial Internacional en Materia de Delitos de Trata 
Transnacional, por la cual se integren los mecanismos de cooperación establecidos en convenios, 
acuerdos y tratados internacionales ratificados por el Estado con los mecanismos del sistema penal 
colombiano. Sería importante considerar que dicho proyecto de ley debería ser elaborado de 
acuerdo con unos parámetros mínimos. Entre ellos, los siguientes: 
i. Lo que prescribe la Constitución Política.  
ii. Los compromisos firmados por Colombia en tratados internacionales.  
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iii. Las consideraciones de la Cámara del Senado sobre los tratados y acuerdos 
internacionales que se pretenden integrar en el proyecto de ley.  
iv. La legislación anterior sobre el proyecto de ley y cuál será su jerarquía normativa.  
v. La jurisprudencia de la Corte Suprema sobre el tema.  
vi. La existencia de algún proyecto de ley pendiente similar al que se pretende presentar.  
vii. El organismo de aplicación e implementos que requerirá.  
viii. Si las autoridades de aplicación y partes involucradas conocen del proyecto de ley. 
(de aquí la estrategia a seguir como expuesto en párrafos siguientes)  
ix. Existencia de partida presupuestaria para la aplicación del proyecto de ley. 
x. Necesidad de reglamentaciones del proyecto de ley una vez sancionada.  
Cumplidos estos requisitos, hay dos vías legales para buscar su promulgación como ley de la 
República y convertirla en el instrumento que sirva de fundamento para impulsar la creación del 
mecanismo Latinjust, al menos por parte del Estado colombiano ante la CAN. Muy especialmente, 
como ley para el ajuste de la legislación colombiana en materia de cooperación internacional 
bilateral y multilateral contra la trata externa de personas en el marco procesal del Estatuto de 
Roma. 
La primera vía es buscar apoyo en el Senado para la presentación de esta iniciativa legislativa 
con la finalidad de superar los cuatro debates en el Congreso. Iniciaría en la comisión que 
corresponda de acuerdo con la temática del proyecto de ley. Debería ser debatido y votado en la 
plenaria de la Cámara del Senado y contar con el apoyo en la Cámara de Representantes.  
Ciertamente, el derecho comunitario andino es suficiente para la creación de Latinjust con una 
decisión de la CAN, concretamente por decisión del Consejo Presidencial Andino, quien es el 
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“máximo órgano del Sistema Andino de Integración […] conformado por los Jefes de Estado de 
los Países Miembros del Acuerdo de Cartagena” (Acuerdo de Cartagena, 1969, Art. 11, p.4). 
No obstante, esta ley es importante para darle fundamento jurídico y respaldo a las acciones del 
Estado colombiano como proponente de la creación de Latinjust ante la Comunidad Andina de 
Naciones, ya que definiría y establecería los aspectos sustantivos y procedimentales mediante los 
cuales el Estado hará eficaz la interacción de jueces y tribunales con sus homólogos de otros países 
de la Región.  
Por una parte, para garantizar la efectividad de la participación del sistema judicial colombiano 
en Latinjust. Por otra, para que se ejerza eficazmente la coercibilidad de la justicia desde los 
órganos de control y se superen las limitaciones jurisdiccionales y de recursos que tienen 
actualmente los jueces. 
La segunda vía es transitar el camino de la iniciativa legislativa popular con el apoyo de 
múltiples actores, habida cuenta de que el proyecto de Ley para la Cooperación Judicial 
Internacional en Materia de Delitos de Trata está llamado a robustecer el derecho interno en 
esta materia. No hay que olvidar que estamos ante un asunto que afecta a la sociedad colombiana, 
y en especial a la población víctima de trata externa, que se encuentra desprotegida y desasistida 
por las delegaciones diplomáticas de Colombia en otros países. 
Claramente, la segunda opción para presentar este proyecto de ley como iniciativa ciudadana 
es más compleja. Requiere elegir un comité promotor e inscribir la solicitud ante la Registraduría 
Nacional del Estado Civil, recolectar firmas válidas no menor al 5 % del censo electoral para 
obtener la certificación correspondiente, radicarlo en la Secretaría del Congreso e iniciar el trámite 
con carácter de urgencia y prioridad sobre los demás proyectos de ley. Aunque más compleja, esta 
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vía gozaría de mayor legitimidad y tendría prioridad por ley en el Congreso en su condición de 
iniciativa legislativa popular. 
Sancionado este proyecto de ley, se robustecería el derecho interno al facilitar la integración 
del sistema penal colombiano con los mecanismos establecidos en los convenios internacionales 
vinculados al tema. No obstante, esto no soslaya la necesidad de promover simultáneamente la 
creación de Latinjust como organismo regional homólogo a Eurojust, fundamentado jurídicamente 
en el derecho comunitario andino y en los mecanismos de cooperación internacional existentes. 
En todo caso, se requerirá un proceso de consulta, construcción participativa y consenso para 
solicitar al Estado colombiano impulsar su creación desde la Comunidad Andina. Dicho proceso 
tendría dos fases.  
La primera, denominada Consulta Previa, tendría como objetivo conocer los pasos a seguir 
para proponer su creación ante la Secretaría General de la Comunidad Andina. Para el investigador, 
este es el organismo regional idóneo para crear el LATINJUST como agencia de cooperación 
judicial penal latinoamericana. La segunda etapa consistiría en construir el consenso que permita 
al Estado colombiano presentar la propuesta ante la CAN. 
Esta agencia es necesaria para prevenir, sancionar y reprimir la trata e indemnizar los daños a 
las víctimas de la región; ampliar e integrar al menos a escala regional la jurisdicción de los jueces 
para extender y operativizar los brazos de la justicia penal latinoamericana; facilitar la extinción 
de dominio a los bienes de los tratantes y desvertebrar las redes criminales en la región, en pos de 
erradicar los factores de impunidad que impiden la eficacia de los procesos IRI. 
Realizada la consulta previa que permitirá evaluar en detalle la fundamentación jurídica, la 
viabilidad técnica y procedimental ante la CAN, el segundo momento del proceso consistiría en el 
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despliegue de una estrategia ampliamente utilizada y validada por los organismos de cooperación 
internacional para estos fines. Se denomina Consulta MultiParticipativa o multiactor y su 
objetivo es construir capacidades en forma participativa y consensuada para darle legitimidad y 
legalidad a la propuesta Latinjust. 
Este objetivo se logra tras articular enfoques e incorporar aportes que enriquecerán el diseño 
del mecanismo Latinjust, con base en el ordenamiento jurídico andino. Esto, en aras de presentar 
una propuesta sólida y viable ante las instancias regionales con fines de discusión, aprobación e 
implementación en la Comunidad Andina. La estrategia metodológica de esta segunda fase se 
desarrollará en diferentes espacios y tiempos. Se emplearán herramientas de trabajo que faciliten 
la construcción participativa del mecanismo Latinjust en mesas de diálogo, grupos focales, talleres 
y encuentros de socialización. 
El resultado fue la construcción colectiva y consensuada del organismo con representantes de 
la Rama Judicial, academias, colegios de abogados, comités departamentales de víctimas y 
sociedad civil organizada. Esto le otorgó legitimidad y validez jurídica, acompañado de una 
profusa fundamentación legal, desde el derecho interno, el derecho comunitario andino, el derecho 
internacional penal, la jurisprudencia internacional sobre delitos transnacionales con énfasis en la 
trata de personas, los convenios y tratados internacionales vinculantes, el derecho internacional 
humanitario y los derechos humanos. Entre los actores claves de orden nacional para el 
mencionado proceso, sin ánimo de ser excluyentes, se consideran los siguientes29. 
                                                 
29 Cabe destacar que, desde la Universidad del Rosario, Héctor Olasolo Alonso dirige la Clínica Jurídica de Derecho 
Internacional y Humanitario y el Anuario Iberoamericano de Derecho Internacional Penal (ANIDIP). Es un actor 
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i) Federación de Colegios de Abogados de Colombia (FEDEACOL). 
ii) Consejo Superior de la Judicatura. 
iii)  Consejo de Estado. 
iv)  Fiscalía General de la Nación. 
v) Defensoría del Pueblo. 
vi) Universidades-Facultades de Derecho.30 
vii) Centro de Estudios de Derecho, Justicia y Sociedad. 
viii)  Comisión Colombiana de Juristas. 
Una vez consensuado el mecanismo propuesto a nivel nacional, se surten los pasos para una 
consulta regional altamente especializada con el apoyo institucional del Consejo Andino de 
Defensores del Pueblo (CADP), la Red de Investigación Perspectivas Iberoamericanas sobre la 
Justicia y la Red sobre Migrantes y Trata de Personas de la FIO. Esta última es una institución 
clave en el proceso de consulta participativa con múltiples actores regionales, por cuanto: “tiene 
el mandato de configurar las estrategias y el mapa de ruta para abordar esta problemática social, 
fijando al organismo como una voz relevante en la proclamación de soluciones efectivas a estas 
situaciones” (FIO, 2016, p.9).  
                                                 
relevante para la consulta como investigador, consultor internacional y presidente del Instituto Iberoamericano de la 
Haya para la Paz, los Derechos Humanos y la Justicia Internacional (IIH). 
30 Concretamente, la Universidad Nacional de Colombia, la Universidad de Los Andes, la Universidad de Antioquia, 
la Universidad Externado de Colombia, la Universidad Libre de Colombia, la Universidad Javeriana, la Universidad 
Santo Tomás, la Universidad Sergio Arboleda y la Universidad del Rosario, para que aporten sus opiniones sobre el 
asunto en referencia. 
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Otras instancias consultivas de nivel regional y hemisférico que serán importantes para 
aprovechar oportunidades de mejora al mecanismo Latinjust son:  
a. La Organización Internacional para las Migraciones (OIM-Colombia) 
b. Los Comités Andinos de Autoridades de Migración (CAAM). 
c. El Consejo Consultivo Laboral Andino. 
d. Los Comités Andinos de Turismo CAATUR) 
e. La Comunidad de Policías de América (AMERIPOL). 
f. Las Oficinas Centrales Nacionales (OCN) de Interpol. 
g. El Grupo Interinstitucional de Coordinación Contra la Trata de Personas (ICAT). 
h. Red Andina de Organizaciones de Víctimas de Trata y Derechos Humanos. 
i. La Grupo de Investigaciones Judiciales Andinas Contra la Trata de Personas. 
j. La Red Hemisférica de Intercambio de Información para la Asistencia Mutua en 
Materia Penal y Extradición.31 
k. La Comunidad Latinoamérica y del Caribe de Inteligencia Policial (CLACIP). 
Realizada la consulta y construcción de consenso, el tercer momento es conocer la opinión de 
la representación colombiana en el Parlamento Andino y Tribunal de Justicia de la Comunidad 
Andina, con sus recomendaciones para introducir la propuesta en la agenda del más alto nivel 
                                                 
31 Un ejemplo es el Convenio de Cooperación Judicial y Asistencia Mutua en Materia Penal entre la República de 
Colombia y la República del Ecuador, según sentencia de constitucionalidad N° 206, de 1° de marzo de 2000, y Ley 
Aprobatoria N° 519, del 4 de agosto de 1999, vigente el 26 de julio de 2001. Otro ejemplo, aunque no en el marco de 
esta red, es el Tratado de Asistencia Legal Mutua en Asuntos Penales entre Colombia y Rusia, según sentencia C-
677/13, suscrito el 6 de abril de 2010. 
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decisorio andino, como son el Consejo Presidencial Andino y el Consejo Andino de Ministros de 
Relaciones Exteriores.  
Insertar la propuesta en la agenda del Consejo Presidencial Andino obedece a que, según el 
Acuerdo de Cartagena (1969), este órgano: “emite directrices sobre los distintos ámbitos de la 
integración subregional andina, las cuales son instrumentadas por los órganos e instituciones del 
Sistema que éste determine, conforme a las competencias y mecanismos establecidos en sus 
respectivos Tratados o Instrumentos Constitutivos” (Art. 11, p.4).  
Por lo anterior, y apegados al principio de jurisdicción universal, el cual dispone la 
investigación y sanción penal sin considerar las fronteras cuando los hechos de la conducta punible 
violan los derechos humanos condenados por la comunidad internacional, se exponen los 
siguientes considerandos: 
i. Que el principio de jurisdicción universal para los delitos transnacionales de trata y 
explotación de personas está incorporado al bloque de constitucionalidad en el orden jurídico del 
derecho interno colombiano32. 
ii. Que los delitos de trata y explotación son hechos punibles graves que transgreden en 
extremo las libertades individuales bajo distintas formas de esclavitud condenadas por la 
comunidad internacional, motivo por el cual Colombia aplica el principio de jurisdicción 
internacional, según lo establecido en el artículo 93 de la Constitución Política de 1991 y en el 
artículo 2 del Código Penal colombiano. 
                                                 
32 Véase el punto 4 del capítulo 3 en el presente documento, relativo a la aplicación de este principio integrado al 
orden jurídico de Colombia en distintas sentencias de la Corte Constitucional. 
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iii. Que los avances normativos y jurídicos del Estado colombiano honran los compromisos 
asumidos en tratados internacionales sobre derechos humanos y trata de personas33, y que, por 
tanto, son parte integral del derecho interno en consonancia con el derecho comunitario andino. 
Especialmente, los derechos fundamentales y de ciudadanía andina, en los que se expresa que “la 
Comunidad Andina promueve y protege los derechos humanos inherentes a la naturaleza y a la 
dignidad de toda persona, conforme a las tradiciones constitucionales y los compromisos 
internacionales comunes a nuestros países” (Comunidad Andina, 2019, p.3). 
iv. Que los logros alcanzados por distintos organismos multilaterales y de cooperación 
judicial internacional en la lucha contra la trata y la explotación de personas de la región andina 
pueden ser potenciados con la implementación de un órgano homólogo a Eurojust que permita el 
trabajo conjunto de las redes judiciales, con una mayor efectividad en materia de jurisdicción penal 
internacional desde los tribunales penales andinos. 
v. Que los avances de la integración regional para promover, fortalecer y defender los 
derechos humanos, a través de la Comunidad Andina y los organismos del Sistema Andino de 
Integración, de la Comunidad de Estados Latinoamericanos y del Caribe y de la Unión de Naciones 
Suramericanas, plantean retos y desafíos en materia de lucha contra los delitos transnacionales y 
el desmonte de redes criminales. 
vi. Que las exhortaciones y advertencias hechas a los países andinos desde la Declaración 
de Santa Cruz de Bolivia del Consejo Andino de Defensores del Pueblo (CADP) en 2013, así como 
desde la Declaración de Bogotá en 2015, durante la Primera Cumbre Iberoamericana Sobre 
                                                 
33 Se hizo referencia a los tratados internacionales firmados y ratificados, mediante pronunciamientos del Congreso 
de la República, en el párrafo 2 del punto 4 del capítulo 3 de este documento y en las decisiones de la Corte 
Constitucional, a través de la sentencia C-574 de 1992 y de la sentencia C-1189 de 2000. 
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Derechos Humanos, Migrantes y Trata de Personas de la de la FIO34, plantean retos y desafíos a 
los Jefes de Estado. 
vii. Que la creación de un mecanismo regional de cooperación judicial facilitará la 
extensión de los brazos de la justicia andina hacia las autoridades de otros países, en el marco de 
nuevos convenios de cooperación internacional de la mano del Tribunal Judicial Andino con 
Eurojust, Europol, Interpol, Ameripol y otras instancias de coordinación policial y judicial en la 
lucha contrata la trata y otros delitos transnacionales correlacionados. 
Se propone: 
(1) Que los países latinoamericanos cuenten con un mecanismo regional de integración 
judicial penal, cuya misión sea la articulación e interacción interinstitucional para fortalecer la 
cooperación judicial en la lucha contra los delitos de trata, la extinción de domino y la reparación 
integral de las víctimas.  
(2) Que dicho mecanismo tenga personalidad jurídica propia y forme parte de la 
Comunidad Andina y del Sistema Andino de Integración35, por decisión del Consejo Presidencial 
Andino: “máximo órgano del Sistema Andino de Integración […] conformado por los Jefes de 
Estado de los Países Miembros del Acuerdo de Cartagena” (Acuerdo de Cartagena, 1969, Art. 11, 
p.4). 
(3) Que, amparado en los principios del derecho comunitario consuetudinario 
integracionista, dicho organismo tenga un enfoque sistémico abierto y flexible para su interrelación 
                                                 
34 Dada su relevancia para la propuesta, se anexó el texto completo de la Declaración de Santa Cruz de Bolivia de 
2013 (Anexo 1) y el de la Declaración de Bogotá de 2015 (Anexo 2) en el presente documento. 
35 Véase en el Capítulo II: De la Comunidad Andina y el Sistema Andino de Integración, los artículos 7 a 9, referidos 
a la creación de ambas figuras. 
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con otros organismos que tienen funciones homólogas o análogas, para lo cual su estructura 
organizativa estará conformada por unidades de nivel ejecutivo, asesor, técnico-operacional y 
administrativo, integradas en un modelo de gestión de calidad altamente especializado. Es decir, 
unidades funcionales que garanticen la eficacia del mecanismo en cumplimiento de su misión. 
(4) Que el enfoque o concepto sistémico del mecanismo propuesto favorezca el trabajo 
articulado con diferentes organismos, redes, observatorios e instancias gubernamentales, 
regionales e internacionales. Esto incluye comisiones, salas, secciones o unidades de gestión, 
independientemente de que sean estructuras funcionales análogas —es decir, con las mismas 
funciones— u homólogas —o sea, similares, pero con fines distintos— al esquema de 
funcionamiento del Sistema Judicial de la Unión Europea, al Sistema Interamericano de Protección 
de Derechos Humanos y al Sistema de Aplicación del Derecho Internacional Penal del Estatuto de 
Roma. Esto, en aras de que sea posible el diálogo jurisprudencial permanente con estos tres 
sistemas en materia de acceso, participación y reparación de las víctimas.  
(5) Que de esa forma se viabilice el trabajo conjunto desde los países de origen y tránsito 
hasta los países de destino de las víctimas, extendiendo las jurisdicciones estatales 
latinoamericanas y, con ello, los brazos de la justicia. Es indispensable disponer de mayores 
recursos, medios y posibilidades para desmantelar las organizaciones criminales, agilizar procesos 
penales condenatorios, ejecutar la extinción de dominio y garantizar la reparación integral en 
arreglo a la protección de los derechos humanos de las víctimas. 
(6) Que este mecanismo sea concebido en apego al derecho comunitario, a los derechos 
del ciudadano andino, al ordenamiento jurídico andino, a los bloques de constitucionalidad de los 
países latinoamericanos que se integren al organismo, a los tratados, acuerdos y convenios de 
cooperación judicial internacional. He aquí la importancia de que responda al compromiso del 
362 
 
Protocolo de Palermo, a los retos, realidades y demandas jurídicas en materia procesal penal 
atinentes al juzgamiento, la extinción de dominio y la reparación integral. Así mismo, el 
mecanismo debe colaborar con los países latinoamericanos para ajustar sus legislaciones en 
materia de cooperación contra la trata de personas dentro del marco procesal del Estatuto de Roma.  
En atención a lo anterior, la primera aproximación al perfil institucional del mecanismo 
propuesto contiene objetivos, alcances, marco legal, funciones, organismos y mecanismos a 
interactuar basados en el derecho comunitario andino, concepto sistémico bajo enfoque reticular, 
organismo de apoyo operativo, estructura funcional y delitos trasnacionales objeto de su actuación 
que requieren esfuerzos en materia de jurisdicción internacional para su erradicación.  
4.2. Justificación 
La dinámica delictiva de la trata de personas es constantemente cambiante. Esto se evidencia 
en los múltiples rostros que adopta y fachadas legales que utiliza, burlando las acciones dirigidas 
a combatir este flagelo. Sus sinuosos procedimientos para engañar y eludir la ley caracterizan estas 
prácticas delictivas. No por menos es el segundo negocio ilícito mundial, a pesar de los avances 
de la comunidad internacional para enfrentar este fenómeno socialmente complejo, difícil de 
combatir sin la cooperación de los sistemas de justicia penal y de las organizaciones 
gubernamentales. 
Ya lo advertía la UNODC (2007) al afirmar que la problemática de la trata: “[…] sólo puede 
abordarse eficazmente si se aplican estrategias globales basadas en derechos humanos que tengan 
en cuenta el carácter transnacional del problema” (p. ix). Sin embargo, se requieren acciones 
robustas y contundentes para enfrentar las amenazas criminales más apremiantes e interrumpir la 
facilitación de la inmigración ilegal y el tráfico de seres humanos, porque la complejidad que 
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presenta hoy la trata externa en Latinoamérica lleva a considerar insuficientes las medidas de 
sensibilización. Incluso, no basta sugerir a las instancias normativas de los gobiernos y a los 
sistemas de justicia penal combatir la trata de personas mejorando sus capacidades institucionales 
y las formas de colaboración entre los Estados y sus órganos de justicia para elaborar medidas 
eficaces.  
En el caso colombiano, la Constitución Política prevé la administración de justicia como 
función pública para asegurar los fines esenciales del Estado (Art.228). La Corte Constitucional 
ha indicado en múltiples ocasiones que esta función debe cumplirse de forma ágil, eficiente y 
eficaz, de modo que se garantice el acceso a la justicia como un derecho fundamental sin tropiezos 
procesales y con ejecutividad del fallo. También establece36 que: 
La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la acción penal y 
realizar la investigación de los hechos que revistan las características de un delito que 
lleguen a su conocimiento por medio de denuncia, petición especial, querella o de oficio, 
siempre y cuando medien suficientes motivos y circunstancias fácticas que indiquen la 
posible existencia del mismo. (Art. 250) 
Dentro de su misión, la Fiscalía no solo garantiza el acceso a la justicia, sino también la acción 
de extinción del derecho de dominio en el marco del debido proceso, protección de los derechos a 
la verdad y a la reparación de las víctimas, lo cual incluye la trata transnacional. 
Entre las funciones asignadas por la Constitución Política, se destaca la relacionada con 
"solicitar ante el juez de conocimiento las medidas judiciales necesarias para la asistencia a las 
                                                 
36  Artículo modificado por el artículo 2 del Acto Legislativo No. 3 de 2002. 
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víctimas, lo mismo que disponer el restablecimiento del derecho y la reparación integral a los 
afectados con el delito" (Art. 250). 
Por vía del Decreto 016 de 2014, modificado por Decreto Ley 898 de 2017, mediante la 
Dirección de Asuntos Internacionales, se precisa "atender los requerimientos de las autoridades 
competentes en materia de cooperación técnica y judicial internacional" (Art.12, numeral 1). 
Igualmente, gestionar e intercambiar con otros países material probatorio, evidencias físicas y 
pruebas de personas implicadas en delitos conforme a tratados y convenios aprobados y ratificados 
por Colombia (Art.12, numeral 2) y demás disposiciones en materia de cooperación para el 
desarrollo de programas, proyectos y actividades conjuntas. 
Un ejemplo de cooperación penal internacional de la Fiscalía son los memorandos de 
entendimiento con Ecuador, Chile y Australia, con los que se estrechan vínculos de cooperación 
interinstitucional para combatir la trata de personas y los delitos sexuales transnacionales.37 
A pesar de este mandato constitucional, de la infraestructura, del presupuesto, de la capacidad 
de gestión y convenios internacionales de la Fiscalía General de la Nación, no se ha logrado que 
sea eficaz lo dispuesto en el Art. 102 del CPP sobre la procedencia y ejercicio del IRI. 
En el Art. 11 del CPP, el Estado garantiza los derechos de las víctimas a la justicia con trato 
humano, digno y con seguridad. Específicamente, a "una pronta e integral reparación de los daños 
sufridos, a cargo del autor o partícipe del injusto o de los terceros llamados a responder en los 
                                                 
37 Boletín 4513 del 18 de noviembre de 2013. Fiscalía General de la Nación firma convenios de cooperación penal 




términos de este código" (literal c). Así mismo, a facilitarles el aporte de pruebas y a ser escuchadas 
(literal c), "a que se consideren sus intereses al adoptar una decisión discrecional sobre el ejercicio 
de la persecución del injusto (literal f), así como también a ser asistidas durante el juicio y el IRI 
(literal h), entre otros derechos. En el punto 1.5.1, se mencionan las tareas asignadas a la Fiscalía 
y a los jueces mediante el Acto Legislativo 03 de 2003. 
Muchos sistemas judiciales en la Región, incluso el colombiano, acusan problemas que afectan 
el acceso a la justicia. Indicadores de gestión muestran baja productividad, congestión y mora 
judicial, lo que evidencia la poca capacidad de respuesta del poder judicial. El atraso judicial 
genera impactos negativos en la sociedad y percepción de impunidad.  
Estas realidades justifican la necesidad de superar las limitaciones y los obstáculos que tienen 
las jurisdicciones estatales y la cooperación judicial penal a través de enfoques 
multiinstitucionales, polivalentes y multifuncionales, en sintonía con la transformación digital de 
las organizaciones de la Rama Judicial y en vista de las competencias técnicas y jurisdiccionales 
que se necesitan para enfrentarlos. En palabras de la UNODC (2007): 
[…] para abordar los múltiples problemas complejos e interrelacionados que plantea la trata 
de personas se requieren enfoques multiinstitucionales. Este instrumento ofrece una lista 
de las principales medidas para el establecimiento de un marco de ese género. También 
recuerda que los protocolos y memorandos de entendimiento entre los organismos pueden 
proporcionar una sólida base sobre la que asentar la colaboración. (p.24) 
La plataforma Latinjust potenciará capacidades nacionales y construirá las necesarias 
integrando esfuerzos regionales. Será interesante capitalización de experiencias en cooperación 
judicial binacional que propicien procedimientos y prácticas judiciales novedosas en la Región. 
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4.3. Perfil del mecanismo propuesto 
Se propone la creación de la Agencia Latinoamericana Para la Cooperación Judicial Penal 
Contra la Trata de Personas-LATINJUST, con personalidad jurídica propia, adscrita al Sistema 
Andino de Integración por decisión del Consejo Presidencial Andino. Esto, con fundamento en los 
artículos 11 y 12 del Acuerdo de Cartagena (1969) o Pacto Andino, en los que se le faculta como:  
[…] máximo órgano del Sistema Andino de Integración y está conformado por los Jefes de 
Estado de los Países Miembros del Acuerdo de Cartagena. Emite directrices sobre los 
distintos ámbitos de la integración subregional andina, las cuales son instrumentadas por 
los órganos e instituciones del Sistema que éste determine, conforme a las competencias y 
mecanismos establecidos en sus respectivos Tratados o Instrumentos Constitutivos. (Art. 
11, Sección A, p.4). 
Efectivamente, esta facultad le otorga el poder de decisión para la creación de dicho mecanismo 
desde los más altos niveles de gobierno de los Estados parte. 
4.3.1. Alcances del mecanismo 
Los alcances previstos para el mecanismo propuesto se ajustan a las necesidades reales de la 
situación actual y perspectivas futuras tanto del flagelo social delictivo de la trata como de los 
derroteros planteados para profundizar la lucha y erradicación de las redes que operan en los países 
latinoamericanos. Por tanto, estos alcances se relacionan con el establecimiento y mantenimiento 
de fuertes compromisos de cooperación judicial penal jurisdiccional, cooperación policial y 
alianzas estratégicas contundentes entre múltiples actores, como sigue. 
4.3.1.1. Mantenimiento de relaciones de cooperación judicial penal 
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Este alcance se materializa mediante la asistencia judicial penal recíproca entre los Estados 
latinoamericanos y entre estos con otros países para “enfrentar, justamente, aquellas limitaciones 
espaciales que afectan los objetivos de la actividad procesal”, según Prado (2019).  
Igualmente, para superar las brechas jurisdiccionales estatales, entre otras barreras que 
dificultan capturar y enjuiciar a los responsables de delitos transnacionales de trata, desvertebrar 
organizaciones criminales, proceder a la extinción de dominio, así como proteger e indemnizar a 
las víctimas. Específicamente, los esfuerzos de cooperación regional para los procesos penales 
consisten en la agilización de trámites por los cuales los Estados solicitan y prestan asistencia en 
la reunión de pruebas para su uso en causas penales con el apoyo de las plataformas policiales y 
judiciales anteriormente mencionadas. Este alcance, entonces, solo es posible, como bien lo afirma 
la UNODC (2012), cuando: “la asistencia judicial recíproca en asuntos penales es un proceso por 
el cual los Estados procuran y prestan asistencia en la reunión de pruebas que se utilizarán en una 
causa penal” (p.19).  
Lo anterior, con base en el principio de reconocimiento recíproco de las decisiones judiciales y 
de los instrumentos facilitados en los tratados regionales, donde, por cierto, se tiende a compartir 
las mismas inquietudes geográficas respecto de ciertos tipos de delitos. Así mismo, con base en 
las convenciones multilaterales aplicables a delitos transnacionales como la trata, que son 
poderosos instrumentos de cooperación internacional. De hecho, en relación con los alcances de 
toda cooperación internacional basada en tratados la UNODC (2009), manifestó que: 
[…] los tratados han sido el fundamento de la cooperación internacional en todo el mundo 
desde hace muchísimos años. En el espectro de la cooperación internacional, son el más 
formal de los instrumentos que se pueden utilizar para la cooperación internacional, tanto 
en casos de asistencia como de extradición. Los tratados permiten centralizar esfuerzos y 
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cooperar respecto de ciertos tipos de delitos, o bien tienen en cuenta las inquietudes 
regionales y los ordenamientos jurídicos de una región geográfica concreta. (p.10)  
Al pensar en la lógica de la complejidad que supone la implementación del mecanismo Latinjust 
para el manejo de fenómenos complejos no lineales, como son los delitos de trata, tejidos en 
conjunto con otros delitos y aspectos de criminalidad, este alcance estará determinado en función 
de la relación que mantendrá el sistema Latinjust con los sistemas policiales y judiciales de todos 
los países latinoamericanos. 
Es, por tanto, necesaria la figura de una Autoridad Central en la estructura de funcionamiento 
de la agencia Latinjust que, como se dijo, tienda puentes y vasos comunicantes con la entidad 
administrativa designada por cada Estado, como punto de contacto central en los asuntos 
relacionados con la cooperación regional e internacional entre los países. 
Normalmente, los tratados obligan a los Estados a crear una autoridad central como parte del 
cumplimiento de lo establecido en ellos. En efecto, los Estados podrán depositar en Latinjust las 
funciones y responsabilidades de fungir como autoridad central para los efectos de las relaciones 
de cooperación en asuntos de trata externa donde se involucran al menos dos Estados de la región. 
Complementariamente, como punto de contacto con Latinjust, cada Estado podrá designar dentro 
su país una Autoridad Competente con responsabilidad jurídica de responder a las solicitudes de 
asistencia por parte de Latinjust y adoptar las medidas necesarias, con arreglo al derecho interno 
de los países para hacer lugar a dichas solicitudes.  
4.3.1.2. Mantenimiento de la cooperación policial y alianzas estratégicas 
Este segundo alcance se materializa con relaciones de cooperación policial y asistencia 
recíproca en materia técnico-científica que permita orientar acciones estratégicas y operacionales 
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contra las amenazas de trata y la captura de tratantes en los países de origen, tránsito y destino de 
víctimas.  
Igualmente, desde la lógica de la complejidad que supone la operatividad del mecanismo 
Latinjust, este alcance estará determinado en función de la relación con cuerpos de policías de 
todos los países latinoamericanos y organismos homólogos. Para ello, estructurará la Red 
Latinjust de Cooperación Técnico Científica Policial que funcionará en coordinación con cuatro 
unidades funcionales: (i) la Oficina de Magistrados de Enlace, (ii) la Oficina de Fiscales y Agentes 
de Policía, (iii) la Unidad de Enlace con Redes Judiciales y (iv) la Unidad de Apoyo a Víctimas de 
Trata.  
Concretamente, en las relaciones de cooperación policial y alianzas estratégicas, esta 
dependencia de Latinjust contará con personas altamente especializadas y con experiencia en trata 
de personas, en procesos de extinción de dominio y en procesos de reparación integral de víctimas 
de trata. Estas deberán estar sincronizadas mediante acuerdos de alianzas estratégicas con 
autoridades judiciales, redes y organismos a escala internacional. En ambos alcances, la asistencia 
policial y judicial se entiende como mecanismos de cooperación entre Estados, donde los límites 
de la asistencia mutua estarán enmarcados en el respeto a la protección de los derechos humanos 
de las personas involucradas y afectadas por los delitos de trata.  
Así que las relaciones de cooperación policial y judicial, entre múltiples organismos e 
instancias, estarán sujetas a que el hecho investigado sea un delito, por lo que es indispensable 
resaltar que las actuaciones de Latinjust en ningún caso afectarán las garantías constitucionales de 
los países y se sujetarán a los procedimientos y cautelas previstos en el derecho interno de los 
países, en el derecho comunitario andino y en el derecho penal internacional.  
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4.3.2.  Objetivos del mecanismo 
El objetivo superior al cual se contribuye con la creación de la agencia Latinjust es el 
fortalecimiento de la cooperación judicial penal internacional en la lucha contra todas las formas 
de trata de personas con fines de explotación y esclavitud. Para ello, el objetivo general es articular 
la cooperación judicial penal entre los Estados latinoamericanos en su lucha contra la trata de 
personas, apoyados en relaciones de cooperación policial regional y con otros países de la 
comunidad internacional. 
4.3.3. Funciones del mecanismo 
La función principal de este mecanismo es ayudar a las autoridades judiciales de los países 
latinoamericanos en su lucha contra todas las formas de trata y explotación de personas, 
fortaleciendo los mecanismos de cooperación con la justicia internacional y la defensa de los 
derechos humanos en la región y resto de la comunidad internacional. Como funciones específicas 
para cumplir con la tarea anterior, se le atribuyen cinco tareas generales para cumplir su misión:  
(i) Coordinar investigaciones y diligencias judiciales que afecten al menos dos países, donde 
uno de ellos sea de la Comunidad Andina o resto de Latinoamérica.  
(ii) Contribuir a la resolución de conflictos de competencia judicial relacionados con la 
jurisdicción internacional penal, civil y mercantil para la extinción de dominio a las redes de 
tratantes y la reparación integral de las víctimas. 
(iii) Facilitar la aplicación de los instrumentos jurídicos, las resoluciones y las decisiones sobre 
trata de personas en apoyo al Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina, a los tribunales de 
jurisdicciones estatales, a las defensorías del pueblo y a las fiscalías de los países miembros. 
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(iv) Organizar centros de coordinación para la operatividad de sus acciones de apoyo a los 
puntos de contacto de las autoridades judiciales de la región. 
(v) Coordinar acciones con las secretarías de la Red Judicial Andina, del Grupo de 
Investigaciones Judiciales Andinas Contra la Trata, de la Red Andina de Organizaciones de 
Víctimas de Trata, de la Unidad Judicial Andina para la Persecución y Extinción de Dominio, así 
como de las organizaciones de derechos humanos y otros organismos hemisféricos. 
La descripción detallada de cómo funcionará en concreto este mecanismo —en términos de 
normas y procedimientos— forma parte del desarrollo posterior de lo aquí propuesto. Al igual, un 
papel clave desempeña la consulta multiparticipativa sugerida (ver: Punto 4.1). Posteriormente, 
esto sería diseñado organizacionalmente por la CAN, según los dispositivos jurídicos e 
institucionales que se establezcan en las instancias correspondientes. 
Este alcance es un proceso que escapa a los objetivos de la presente investigación, ya que esto 
dependerá de las decisiones de la CAN. En todo caso, las bases para su funcionamiento concreto 
se exponen en el punto 4.4.1.2, de acuerdo a lo que se establezca en el reglamento respectivo, 
como se sugirió en el punto 4.4.3  
4.3.4. Delitos transnacionales de su competencia 
En consonancia con el principio de jurisdicción internacional, las formas de delincuencia sobre 
las cuales ha de tener competencia y actuará el organismo Latinjust, conforme a sus estatutos y 
reglamento, son: 
(a) Delincuencia organizada vinculada a la trata y explotación de personas. 
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(b) Blanqueo de capitales y lavado de activos con dinero proveniente de la trata de 
personas. 
(c) Adquisición de bienes y testaferrato con dinero proveniente de actividades ilícitas 
asociadas a la trata y al comercio sexual, incluso con su consentimiento. 
(d) Tráfico de migrantes con fines de trata y relaciones de crédito-sumisión. 
(e) Prácticas de reclutamiento y captación de personas con ofertas de empleo fraudulentas 
para su traslado fuera del país de origen con fines de trata. 
(f) Chantaje y extorsión con fines de trata y explotación de personas. 
(g) Sometimiento, secuestro, amenaza a víctimas de trata y sus familiares. 
(h) Retención, falsificación, tenencia y tráfico de documentos para el traslado y cautiverio 
de personas con fines de esclavitud o explotación. 
(i) Tráfico ilegal de migrantes con fines de explotación laboral o sexual. 
(j) Captación de personas en condición de asilo y refugio con fines de trata. 
(k) Captación de personas en situación migratoria irregular con fines de trata. 
(l) Tráfico de sustancias psicoactivas para consumo de las víctimas de trata. 
(m) Abusos, explotación y comercialización de actividades sexuales por webcam en 
condiciones de trata, aislamiento y sometimiento. 
(n) Captación de menores de edad para trabajo forzado y comercio sexual. 
(o) Cualquier otro delito asociado directa indirectamente a alguna forma de proxenetismo 
y esclavitud de personas. 
4.4. Concepto sistémico Latinjust 
El concepto sistémico o enfoque de sistema Latinjust significa que el modo de desarrollar la 
cooperación judicial penal internacional contra la trata de personas como fenómeno complejo no 
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puede ser aislado, sino parte de un todo. Solo así es dable conjugar un conjunto de elementos en 
permanente interacción que, de forma integral, generan nuevas cualidades alrededor de la 
cooperación policial y judicial para enfrentar las amenazas de estos delitos atroces y para la 
asistencia mutua en el tratamiento de este flagelo social mundial. 
Desde ese enfoque, las nuevas cualidades ofrecidas por la cooperación policial y judicial contra 
este fenómeno tienen características distintas, dependiendo de las capacidades organizativas que 
se construyan entre las comunidades de Estados. Un ejemplo es el Sistema Judicial de la Unión 
Europea. Los resultados de la cooperación son muy superiores al de otras comunidades, como la 
Comunidad Andina. Aun cuando existen en el marco del derecho comunitario andino varios 
organismos dentro del Sistema de Integración Andino, ninguno de ellos logra la efectividad de la 
administración de justicia penal contra delitos de trata, extinción de dominio e indemnización de 
víctimas.  
Reconocidos son los esfuerzos realizados por estos países para facilitar la migración y la 
movilidad humana mediante la Tarjeta Andina de Migración (TAM) como documento uniforme 
de control migratorio (Resolución 527 de 2011), así como el Pasaporte Andino (Decisión 504 de 
2001). No obstante, ni el Comité Andino de Autoridades de Migración (CAAM) ni el Tribunal de 
Justicia de la Comunidad Andina logran dirimir casos de explotación laboral, laboral-sexual y de 
servidumbre con ciudadanos andinos y de otros países que son sometidos a trabajo forzado u otras 
formas de esclavitud. Incluso en presencia de contratos de trabajo ni siquiera existe la posibilidad 
de facilitar el restablecimiento de los derechos de las víctimas en materia laboral. 
La otra referencia es al Sistema Interamericano de Protección de Derechos Humanos y al 
Sistema Andino de Defensores del Pueblo. Ambos tampoco tienen competencia para articular la 
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cooperación judicial penal latinoamericana con la cooperación policial internacional en su lucha 
contra la trata de personas. Este es justamente el objetivo general del sistema Latinjust, como sea 
mencionado. 
De modo que este concepto sistémico contiene los pilares o bases para la estructuración del 
sistema mediante el cual se podrá abordar el problema de la complejidad de la lucha contra la trata 
mediante una forma de pensamiento y acción democrática basada en la gobernabilidad de la 
totalidad del fenómeno y sus propiedades.  
Todo ello, con el firme propósito de superar el reduccionismo al cual están limitadas las 
jurisdicciones estatales para la administración de justicia transfronteriza entre países 
latinoamericanos. El reto también es entre estos con el resto del mundo, atados de pies y manos 
ante un fenómeno mundial en crecimiento exponencial. Latinoamérica es uno de los mayores 
“proveedores” de seres humanos para el mercado mundial de la explotación y esclavitud. 
Latinjust podría ser el mecanismo que aporte soluciones y nuevas cualidades a los 
procedimientos de lucha contra la trata y los procesos penales transfronterizos. Esto, a través de 
relaciones de cooperación judicial penal dinámicas y eficaces —recuérdese los alcances de este 
sistema— entre los operadores de justicia latinoamericanos e internacionales, con características 
que lo diferenciarán del actual proceder de la justicia que hasta ahora ha sido débil en asuntos de 
trata, extinción de dominio e indemnización de víctimas. 
Este enfoque sistémico está llamado a ampliar los alcances de los organismos interactuantes en 
función de la mayor eficacia de los procesos de extinción de dominio y reparación integral, cuyos 
resultados esperados serán superiores y de alto impacto en administración de justicia contra delitos 
transnacionales de trata, garantismo de derechos humanos de las víctimas, desmantelamiento de 
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organizaciones criminales y reducción al máximo de este flagelo social. Incluso, Latinjust podrá 
tener una incidencia determinante en la disminución de los factores que facilitan la trata, su 
impunidad por temas de corrupción y obstaculizan la aplicación de la justicia en los procesos 
penales transfronterizos.  
Esta incidencia se verá, muy probablemente, reflejada en indicadores de gestión e impacto del 
sistema Latinjust, desde el mediano plazo, para los casos de trata externa entre los países de la 
región. No así, con tanta rapidez, en casos donde los tratantes denunciados por una víctima se 
encuentren en otro continente puesto que requerirá acciones judiciales de mayor complejidad para 
su captura y enjuiciamiento.  
Desde la perspectiva organizacional y de funcionamiento, los elementos característicos del 
sistema son sus componentes, estructura, funciones e integración, definidos jurídica y 
organizacionalmente durante el proceso de consulta participativa, a partir de los siguientes criterios 
de base estructurales, sustantivos y procedimentales. 
4.4.1. Componentes estructurales del sistema Latinjust 
Los elementos que constituirán el sistema son los magistrados de enlace, fiscales y los enlaces 
con redes judiciales, policiales, de derechos humanos y de víctimas de trata.  
4.4.1.1. Estructura organizacional-funcional 
Las relaciones por establecerse entre los organismos interactuantes estarán basadas en un 
ordenamiento lógico, a través de las siguientes instancias funcionales de tres niveles, como son el 
nivel directivo, el nivel ejecutivo y las unidades de gestión horizontal. Todos ellos, interactuantes 
para la operatividad del sistema.  
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i) Consejo Directivo. 
ii) Consejo Consultivo. 
iii) Presidencia pro tempore de 1 año. 
iv) Secretaría Ejecutiva. 
v) Oficina de Magistrados de Enlace.  
vi) Oficina de Fiscales y Agentes de Policía.  
vii) Unidad de Enlace con Redes Judiciales y Policiales.  
viii) Unidad de Enlace con Redes de Víctimas de Trata. 
ix) Unidad de Estadística e Informática / Sistema de Información Latinjust. 
Las instancias de nivel directivo, consultivo y ejecutivo son requeridas para dirigir y 
operativizar las funciones del sistema Latinjust, cumpliendo su misión de intensificar la lucha 
contra la trata y otros delitos asociados, mediante la cooperación judicial penal y policial, 
interactuando con mecanismos análogos y homólogos.  
La estructura está pensada y basada en un algoritmo de selección de funciones, es decir, en un 
ordenamiento lógico de los elementos que constituirán el sistema y su operatividad. Por tanto, es 
desde el punto de vista organizacional, administrativo y presupuestal que se proyecta una 
plataforma de gestión institucional. 
4.4.1.2. Funciones según el principio de dirección, autoridad y mando  
Las acciones a desarrollar por Latinjust serán de subordinación vertical al sistema de justicia 
penal internacional y de coordinación horizontal, en cuanto mecanismo de articulación e 
interacción para el efectivo mantenimiento de las relaciones de cooperación y asistencia mutua 
con organismos, comités interinstitucionales, plataformas de acción y redes institucionales.  
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Lógicamente, las funciones específicas de las instancias que conforman la estructura 
organizativa representan una plataforma de acción desde la cual cumplirá su misión, una vez que 
Latinjust haya sido incorporada al Sistema Andino de Integración por decisión de los Jefes de 
Estado que conforman el Consejo Andino. De esa manera, las funciones básicas de gerencia del 
sistema Latinjust se agruparán en el nivel directivo o decisorio y el nivel operativo o de apoyo. 
 
Función directiva  
El Consejo Directivo será el órgano superior y de alta dirección en la toma de decisiones de 
Latinjust. Estará integrado por altos comisionados de los Jefes de Estado de los países 
latinoamericanos que se adhieren al organismo. A su vez, la dirección ejecutiva será ejercida por 
un presidente pro tempore durante un año, con carácter rotatorio por orden alfabético de los países 
miembros.  
Habitualmente las funciones organizativas bajo las directrices operacionales de la Presidencia 
las ejercerá un secretario ejecutivo responsable de dirigir, desde esta perspectiva, el organismo. En 
estas tres instancias de alta dirección se organiza el sistema. 
Desde una perspectiva más amplia del organismo visto como ecosistema, la función de 
dirección abarca la planificación estratégica, la toma de decisiones, la ejecución, el control, el 
seguimiento, la evaluación y retroalimentación de los procesos que determinan su ciclo vital. Se 
describe así: 
a) La toma de decisiones por consentimiento o sociocracia: Es la función clave de la acción 
directiva ya que delimita la hoja de ruta a seguir para alcanzar los objetivos que constituyen la 
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razón de ser de Latinjust. El éxito de la toma de decisiones por consentimiento en el sistema reside 
en mantener las relaciones de cooperación judicial penal, policial y no gubernamental, tras 
incorporar la mayor cantidad de actores a los procesos del sistema Latinjust. 
b) La planificación estratégica: Implica la delimitación de un plan estratégico de cooperación 
judicial penal contra los delitos de trata para el logro de los objetivos del sistema de cara al futuro. 
He aquí la importancia de prever qué será necesario para el desarrollo de los procesos de 
cooperación regional e internacional con la mayor precisión posible de las estrategias de mediano 
y largo plazo, los medios y recursos necesarios. Lo mismo hemos de decir de la firma de acuerdos 
y convenios bilaterales y multilaterales que garanticen el mantenimiento de las relaciones de 
cooperación judicial penal y policial con organismos análogos y homólogos. Esto último, en 
consonancia con los dos alcances del sistema ya mencionados. La planificación estratégica y la 
operativa deberán incorporar un grado de flexibilidad que permita la adaptación del sistema al 
entorno político y social latinoamericano y a las circunstancias cambiantes dentro de la 
problemática de los delitos transnacionales y el ordenamiento jurídico internacional. 
c) La ejecución de lo planificado: Implicará múltiples actuaciones que reclamarán la acción 
conjunta de los organismos cooperantes y observadores del sistema Latinjust. Una actividad es 
maximizar la operatividad del sistema. Es decir, mantener una estructura abierta y dinámica, 
delimitar las responsabilidades, crear grupos de trabajo reagrupando funciones y/o estructurando 
tareas con asignación de recursos suficientes para el mantenimiento de las relaciones de 
cooperación. Para tal fin, es vital prever la calidad de los procesos y la sostenibilidad del sistema 
en términos de coste organizativo. 
379 
 
d) Control, seguimiento y evaluación: Desde la fase de implementación y desarrollo del 
sistema Latinjust, es importante el control sistematizado de la información sobre el nivel de 
seguimiento de los procesos de cooperación judicial penal y policial, de la coordinación 
administrativa, de las diversas actuaciones, eventos, dificultades y resultados. El control permite 
rectificar, regular, prever y anticipar dificultades. La evaluación de la gestión, de los procesos y de 
los resultados es importante tanto para los aspectos previstos como para los imprevistos. Debe 
entenderse como un medio para mantener las bases de datos sobre las actividades del sistema y su 
retroalimentación permanente. 
Función operativa y de apoyo  
La dimensión ejecutiva para el funcionamiento del sistema se operativiza y materializa en las 
funciones de apoyo. Estas plantean el ejercicio directivo como una secuencia de actividades 
especializadas en cooperación judicial penal y policial inherentes a los delitos de trata 
transnacional, basadas en la lógica de los procesos establecidos en el ordenamiento jurídico estatal, 
comunitario, regional e internacional. Las funciones operativas se refieren al mantenimiento de 
las relaciones de cooperación regional e internacional necesarias. Las funciones de apoyo están 
referidas al desarrollo de los procesos técnicos y administrativos para el sostenimiento del sistema. 
Para que Latinjust pueda cumplir su misión y desarrollar todo su potencial en la lucha contra la 
trata de personas como forma grave de delincuencia transfronteriza, sus funciones operativas 
reducen la carga administrativa de los países miembro, preservando todos los elementos que 
aporten eficiencia a su funcionamiento. Como bien se expresa en el reglamento de Eurojust 
establecido por el parlamento de la UE,  
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[…] cuando Eurojust ejerza sus funciones operativas en relación con asuntos penales 
concretos, a petición de las autoridades competentes de los Estados miembros o por 
iniciativa propia, actuará, o bien a través de uno o más de los miembros nacionales, o bien 
como colegio. Al actuar por iniciativa propia, Eurojust puede adoptar una función más 
proactiva en la coordinación de casos, por ejemplo, apoyando a las autoridades nacionales 
en sus investigaciones y actuaciones judiciales. (Parlamento Europeo, 2018) 
Este tipo de intervención puede comprender recabar la participación de Estados miembro que 
no estuvieran incluidos desde un principio en el caso y establecer conexiones entre casos sobre la 
base de la información que Eurojust recibe de Europol, de la Oficina Europea de Lucha contra el 
Fraude (OLAF), de la Fiscalía Europea y de autoridades nacionales. También permite a Eurojust 
elaborar directrices, documentos programáticos y análisis de casos en el marco de su labor 
estratégica (Parlamento Europeo, 2018, p.2). 
En consecuencia, la función o tarea principal de la gestión operativa de Latinjust es el 
despliegue de recursos y capacidades para obtener resultados concretos de la cooperación judicial 
penal y policial en términos de administración de justicia, extinción de dominio y reparación de 
víctimas.  
La función principal de apoyo es el despliegue de recursos y capacidades para obtener 
resultados que garanticen la máxima eficiencia de los procesos del sistema Latinjust entre las 
autoridades judiciales competentes de los Estados miembros. 
4.4.1.3. Integración horizontal 
Para la sostenibilidad del mecanismo, se requerirá asegurar la estabilidad del sistema Latinjust, 
mediante flujos comunicacionales horizontales, apoyados en la cibernética y la dirección, así como 
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en el suministro de información policial y judicial entre los países latinoamericanos y entre estos 
con las bases de datos de Interpol, Europol, Interpol, Ameripol y Eurojust. 
En cuanto a las relaciones interinstitucionales a nivel sistémico, la integración a los siguientes 
sistemas es muy importante para el cumplimiento de su misión. Esto, por los retos y desafíos que 
están planteados en la lucha contra los delitos transfronterizos y desvertebramiento de 
organizaciones criminales: 
i. Sistema Andino de Integración. 
ii. Comunidad de Estados Latinoamericanos y del Caribe. 
iii. Sistema Andino de Defensores del Pueblo. 
iv. Sistema Judicial de la Unión Europea. 
v. Sistema Interamericano de Protección de Derechos Humanos. 
vi. Sistema de Aplicación del Derecho Internacional Penal del Estatuto de Roma. 
4.4.1.4. Organismos regionales que podrían integrarse al sistema Latinjust 
Fundamentados en el derecho comunitario andino consagrado en las disposiciones normativas 
que conforman el ordenamiento jurídico de la Comunidad Andina, particularmente, las normas de 
carácter vinculante para hacer cumplir la cooperación judicial contra la trata con base en la doctrina 
jurídica, así como en los principios y valores que orientan su accionar expuestos en la Carta Andina 
para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos, se desarrollará el concepto sistémico 
Latinjust como un sistema en el cual interactuarán al menos doce (12) organismos. Su confluencia, 
en un lapso de al menos cinco (5) años, y por acuerdo de los jefes de Estados Andinos, permitirá 
una mayor integración subregional de tipo horizontal y un mayor alcance jurisdiccional en la 
administración de justicia contra los delitos transnacionales de trata. [ver: Figura 1]. 
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4.4.1.5. Entes de apoyo investigativo y policial 
Al ser un mecanismo de interacción regional e internacional con múltiples organismos para 
fortalecer la coordinación y la cooperación judicial, requiere estrechar vínculos con las policías 
internacionales más allá de la subregión andina. Las funciones de apoyo recíproco con Ameripol, 
Europol e Interpol serán de carácter investigativo, búsqueda y validación de información, labores 
de inteligencia, operaciones de intervención, persecución, captura y protección de las víctimas en 
el respeto a sus derechos humanos. Se destacan las siguientes: 
a) Apoyo a organismos policiales de países andinos en identificación y protección en el 
extranjero de las víctimas procedentes de la región independientemente de su nacionalidad y/o 
condición migratoria fuera de su país de origen.  
b) Apoyo con despliegue táctico y operacional fuera de la región andina para la ubicación de 
tratantes, sus bienes y el desmantelamiento de las estructuras criminales de las redes delictivas que 
están detrás de la víctima identificada y protegida. 
c) Colaboración de servicios sociales, organizaciones gubernamentales y ONG con las 
actividades de policía internacional. 
d) Protocolos para asegurar que las víctimas sean protegidas, descriminalizadas y direccionadas 
hacia el debido proceso de incidente de reparación integral y reinserción social con profundo 
respeto a sus derechos como ciudadanos andinos.  
Un antecedente y referente importante en apoyo a los países de la subregión andina en esta 
dirección fue la Operación Spartacus realizada por Interpol en Latinoamérica. En junio de 2016, 
la operación se llevó a cabo en 25 países, incluyendo los países andinos. Este cuerpo de policía 
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internacional rescató al menos 134 personas y desarticuló unas 7 redes de delincuencia organizada 
dedicada a la trata de personas.  
Ya en el 2012 y 2014, habían adelantado operaciones similares de desmonte de redes. Este 
esfuerzo sigue siendo insuficiente para erradicar estos delitos transnacionales de trata y 
explotación en Suramérica, debido al auge y a la proliferación de tratantes con complejos e 
innovadores modus operandi nada fáciles de detectar y desmantelar por las grandes inversiones de 
dinero de las estructuras criminales para operar furtivamente, blanquear capitales y actuar 
globalmente desde diferentes países.  
4.4.2. Plataforma judicial del organismo Latinjust 
Concebida como una plataforma latinoamericana contra la trata de personas en apoyo a los 
países miembros, desde el punto de vista sistémico, la interrelación funcional y el flujo 
comunicacional, tanto bidireccional como multidireccional entre el mecanismo Latinjust y otros 
organismos análogos u homólogos, es la siguiente: 
a) El mantenimiento de las relaciones dentro del Sistema de Integración Andina al cual 
pertenecerá como mecanismo regional será con el Consejo Andino, la Secretaría General de la 
CAN, la Red Judicial Penal Andina y el Tribunal Andino de Justicia. 
b) El mantenimiento de las relaciones con el entorno policial, de derechos humanos y 
organizaciones de víctimas para identificar a los tratantes y sus bienes, así como para capturarlos 
y judicializarlos, será con Ameripol, Interpol, Europol, defensorías del pueblo, organizaciones de 
víctimas de trata y organizaciones de derechos humanos. 
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c) El mantenimiento de las relaciones con las autoridades judiciales regionales e internacionales 
para penalizar, extinguir el dominio de bienes a los tratantes e indemnizar a las víctimas de trata 
las instancias será con los tribunales penales, en sintonía con los códigos sustantivos y 
procedimentales de los Estados miembro de Latinjust. Esto, de forma tal que, fundamentados en 
el derecho interno, en el derecho comunitario y en la normativa del derecho internacional penal 
para delitos atroces, Latinjust dinamice las acciones de apoyo a los procesos penales cuando 
existen dos o más Estados miembro afectados por estos delitos. 
Concretamente, la plataforma Latinjust contaría con un reglamento para su funcionamiento, el 
cual solo sería sustituido y derogado por decisión de la máxima autoridad del Sistema Andino de 
Integración, como lo es el Consejo Presidencial Andino, de conformidad con el artículo 11 del 
Acuerdo de Cartagena. 
Efectivamente, el propósito del mantenimiento de estas relaciones es apoyar y reforzar la 
coordinación y la cooperación entre las autoridades nacionales encargadas de investigar y 
perseguir la delincuencia grave que afecte a dos o más Estados miembros o que deba perseguirse. 
Lo anterior, según criterios comunes, basándose en las operaciones efectuadas y en la información 
proporcionada por las autoridades de los Estados miembro y por los organismos de cooperación 
policial con pleno respeto mutuo. 
A los efectos de que Latinjust cumpla su misión y desarrolle todo su potencial en la lucha contra 
formas graves de delincuencia transfronteriza, como la trata de personas y delitos asociados, cabe 
reforzar sus funciones operativas mediante la reducción de la carga administrativa que soportan 
los Estados miembro. Igualmente es importante fortalecer su dimensión regional latinoamericana 
con la participación de los múltiples actores ya mencionados. 
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El reglamento de funcionamiento del sistema Latinjust deberá definirse claramente conforme a 
los estándares del Estatuto de Roma para atender los casos de trata como formas graves de 
delincuencia que afectan a dos o más Estados miembros y para las que esta plataforma será 
competente.  
Asimismo, deberá definir los casos de trata que no afectan a dos o más Estados miembro, pero 
que deban perseguirse, según criterios comunes. Tales casos pueden incluir investigaciones que 
afecten a un Estado miembro y a un tercer país no latinoamericano con el que se haya celebrado 
un acuerdo de cooperación. O bien, un tercer país fuera de la región con el cual puede existir una 
necesidad específica de intervención de Latinjust.  
Tales incoaciones de procesos penales también pueden referirse a casos que afecten a un Estado 
miembro y tengan repercusiones a escala de internacional. Esto es relevante porque la mayoría de 
los casos reportados de trata están relacionados con víctimas trasladadas a otros continentes en los 
cuales se hace difícil la captura de los tratantes, su penalización y extinción de dominio. 
El concepto sistémico Latinjust permitirá ordenar aspectos sustantivos y procedimentales del 
derecho internacional penal con los del ordenamiento jurídico de los Estados miembro. Esto, con 
el objetivo de sustentar y dinamizar sus actuaciones en apoyo al enfrentamiento de los delitos 
transfronterizos.  
Para garantizar que Latinjust pueda respaldar y coordinar correctamente las investigaciones 
transfronterizas, es necesario que todos los miembros tengan las competencias operativas 
necesarias para cooperar con mayor eficacia y coherencia entre sí, permitiendo a Latinjust cumplir 
su misión. Se reitera que Latinjust mantendrá las relaciones de cooperación con otras instituciones, 
órganos, organismos, agencias, fiscalías, autoridades competentes de terceros países y con 
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organizaciones internacionales en la medida en que resulte necesario para el cumplimiento de sus 
funciones. 
4.4.3. Reglamentación para su funcionamiento 
De conformidad con lo anterior y con el procedimiento legislativo que decida adoptar la 
Comunidad Andina con respecto a la creación y el funcionamiento del sistema Latinjust, se 
considera importante que el reglamento se acerque a estándares internacionales como Eurojust 
para este tipo de reglamentaciones. Por tanto, en la medida necesaria, el reglamento ha de ser 
amplio y flexible para que se puedan establecer y mantener relaciones permanentes de cooperación 
con instituciones, órganos, organismos y agencias con arreglo a sus objetivos respectivos. Esto 
también se ha de hacer extensivo a las autoridades competentes de terceros países y organizaciones 
internacionales para el logro de su misión. 
Las disposiciones reglamentarias sobre protección de datos son de extrema importancia en estos 
procesos de cooperación. Se entienden, sin perjuicio de las normas aplicables en materia de 
admisibilidad de los datos personales, como elementos de prueba en las actuaciones judiciales 
previas y en los procesos penales que apoye Latinjust para beneficio de sus Estados miembros y 
terceros países.  
En general, los alcances que deberá tener este reglamento se refieren a disposiciones que 
respetan plenamente los derechos fundamentales y las garantías, observando los principios 
reconocidos en el ordenamiento jurídico penal internacional, particularmente del derecho interno 
de los países y del derecho comunitario andino. Este último, por constituir el marco normativo 
sobre el que se propone sustentar la creación y el funcionamiento del sistema Latinjust. Sobre él, 
se puntualizan sus aspectos esenciales al final de este capítulo.  
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De este modo, se ha considerado aquí que el contenido del reglamento de Latinjust deberá 
contemplar las siguientes disposiciones para su entrada en vigor y pleno funcionamiento: 
(a) Creación, objetivos, funciones y competencias. 
(b) Estructura organizativa. 
(c) Miembros nacionales: estatuto, competencias, acceso a los registros nacionales. 
(d) Disposiciones sobre la colegiatura, designación de cargos y responsabilidades. 
(e) Disposiciones sobre cuestiones operativas: coordinación nacional de Latinjust, 
intercambios de información con los Estados miembros y entre los miembros 
nacionales, información facilitada por Latinjust a las autoridades nacionales 
competentes, sistema de gestión de casos (incluyendo índice y expedientes temporales 
de trabajo), funcionamiento de los expedientes temporales de trabajo y el índice, 
acceso al sistema de gestión de casos a escala nacional. 
(f) Tratamiento de la información: tratamiento de datos personales por Latinjust, 
tratamiento de datos personales operativos, tratamiento bajo la autoridad de Latinjust 
o del encargado del tratamiento, plazos de conservación de los datos personales 
operativos, seguridad de los datos personales operativos, derecho de acceso del titular 
de los datos, limitaciones al derecho de acceso, acceso autorizado a los datos 
personales operativos en Latinjust, registros de categorías de actividades de 
tratamiento, designación del responsable de la protección de datos, posición del 
responsable de la protección de datos, funciones del responsable de la protección de 
datos, notificación a las autoridades afectadas de una violación de la seguridad de datos 
personales, Supervisor Latinoamericano de Protección de Datos (SLPD), cooperación 
entre el SLPD y las autoridades nacionales de supervisión, derecho a presentar una 
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reclamación al SLPD relativa a datos personales operativos, derecho de recurso 
judicial contra el SLPD, responsabilidad en materia de protección de datos, 
responsabilidad por el tratamiento no autorizado o incorrecto de los datos. 
(g) Relaciones con los Estados miembro como socios: cooperación con la Red Judicial 
Andina y otras redes regionales que cooperen judicialmente en materia penal, 
relaciones con redes o sistemas de policía, relaciones con las fiscalías de los miembros 
nacionales, relaciones con otros organismos. 
(h) Relaciones de cooperación internacional: relaciones con las autoridades de terceros 
países y organizaciones internacionales, relaciones con magistrados de enlace 
enviados a terceros países, solicitudes de cooperación judicial dirigidas a terceros 
países y procedentes de estos. 
(i) Transferencias de datos personales: transmisión de datos personales operativos a las 
instituciones, órganos u organismos y agencias del Sistema Andino de Integración, 
transferencia de datos personales operativos a terceros países y a organizaciones 
internacionales. 
(j) Disposiciones financieras y presupuestales. 
4.4.4. Esquema sistémico Latinjust 
A continuación, en la figura 1, un esquema ilustrativo del enfoque sistémico Latinjust para fines 
de visualización como una primera aproximación para su diseño y desarrollo organizacional, con 
base en la fundamentación jurídica, viabilidad institucional y factibilidad técnico-operacional, 
como quedó señalado. 
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Este concepto sistémico se sustentará en el marco normativo que permitirá la creación y el 
funcionamiento del mecanismo Latinjust como organismo del Sistema Andino de Integración, 
conforme a los principales aspectos del derecho comunitario andino. 
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4.4.5. Marco normativo de Latinjust 
La fundamentación jurídica regional sobre la cual se sustenta este mecanismo está integrada, 
en principio, por las bases conceptuales y normativas del derecho andino y de su garantismo. Por 
tal razón, se sintetiza como sigue:  
4.4.5.1. En el marco del derecho andino 
Latinjust se enmarca en el conjunto de normas comunitarias que conforman el marco jurídico 
del proceso de integración subregional y, por tanto, forman parte del ordenamiento jurídico y 
bloque de constitucionalidad de los países del Acuerdo de Cartagena que serán los Estado miembro 
del sistema propuesto, como ha quedado expuesto en este capítulo.  
Conocidos como derechos andinos, forman parte del ordenamiento jurídico de la CAN. 
Comúnmente, son denominados como los derechos del ciudadano andino. 
i) Derechos fundamentales y de ciudadanía. 
ii) Derechos de los trabajadores andinos. 
iii) Derechos de los pueblos indígenas y comunidades afrodescendientes. 
iv) Derechos de salud pública. 
v) Derechos sobre medio ambiente, sanidad animal y vegetal. 
vi) Derechos de los consumidores y usuarios. 
vii) Derechos de los viajeros. 
viii) Derechos de los creadores intelectuales. 
ix) Derechos sobre la protección del patrimonio cultural. 
x) Derechos económicos y empresariales. 
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xi) Derechos sobre la libre prestación de servicios. 
Las disposiciones normativas del ordenamiento jurídico andino vinculantes para hacerse 
cumplir a través de Latinjust, como mecanismo regional para la cooperación judicial internacional 
contra la trata de personas, procederán de los siguientes instrumentos:  
i) Acuerdo de Integración Subregional Andino (Acuerdo de Cartagena). 
 [Artículos 1, 6, 7, 11 y 12]. 
ii) Tratado de Creación del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina (1996). 
iii) Decisiones del Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores y por la 
Comisión de la Comunidad Andina. 
iv) Decisión 397 de 1996: Tarjeta Andina de Migración (TAM). 
v) Decisión 501 de 2001: Zonas de integración fronteriza en la comunidad andina. 
vi) Decisión 502 de 2001: Centros binacionales de atención en frontera en la comunidad 
andina. 
vii) Decisión 504 de 2001: Creación del pasaporte andino. 
viii) Decisión 526 de 2002: Ventanillas de entrada en aeropuertos para nacionales y 
extranjeros residentes en los países miembros. 
ix) Decisión 545 de 2003: Instrumento andino de migración laboral. 
x) Decisión 546 de 2003: Instrumento andino de seguridad social. 
xi) Decisión 547 de 2003: Instrumento andino de seguridad y salud en el trabajo. 
xii) Decisión 548 de 2003: Mecanismo andino de cooperación en materia de asistencia y 
protección consular y asuntos migratorios. 
xiii) Decisión 550 de 2003: Creación del Comité Andino de Identificación y Estado Civil 
(CAIEC). 
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xiv) Decisión 755 de 2011: Sistema estadístico de la tarjeta andina de migración (SETAM) 
en la comunidad andina. 
xv) Resolución 527 de 2011: Modificación del Contenido y Formato de la Tarjeta Andina 
de Migración (TAM). 
xvi) Resolución 1546 de 2013: Reglamento de la Decisión 548 “Mecanismo andino de 
cooperación en materia de asistencia y protección consular y asuntos migratorios”. 
Las normas y los propósitos contenidos en estos instrumentos serán de obligatorio 
cumplimiento por parte de los Estados miembro y de los países no latinoamericanos no miembros 
de la CAN que integren el mecanismo Latinjust o establezcan acuerdo de cooperación judicial 
penal. Todo quedará establecido en el reglamento del sistema. Cuando exista contradicción entre 
una norma del derecho interno de alguno de los países andinos en relación con la trata de personas 
o de terceros países con otras formas delincuencia organizada contenidas en el ordenamiento 
jurídico andino, prevalecerá esta última, en virtud del principio de primacía del derecho 
comunitario andino. 
4.4.5.2. Dentro de las garantías del derecho andino 
Los derechos y las obligaciones normativas de la Comunidad Andina son para los Estados parte, 
los ciudadanos andinos y el sector empresarial público y privado. El derecho andino, a su vez, 
forma parte del ordenamiento jurídico de cada país. Los ciudadanos tienen derecho a exigir ante 
las autoridades nacionales e instituciones subregionales que se cumplan los derechos y las 
garantías conferidas en el ordenamiento jurídico andino. Específicamente, del cuerpo normativo 
de los derechos del ciudadano andino, relacionados con la misión de Latinjust, los cuales le serán 
de carácter vinculante, según la Comunidad Andina (2019, p.4 y ss.). 
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A. De los derechos fundamentales y de ciudadanía 
En cuanto a derechos humanos: 
[…] todos los ciudadanos andinos tenemos derecho a que las instituciones de la CAN 
respeten, protejan y promuevan los derechos humanos […]. A recurrir al Tribunal Andino 
de Justicia cuando las instituciones y autoridades de la CAN emitan actos que afecten un 
derecho humano. A recurrir a las instancias jurisdiccionales nacionales, a la Secretaría 
General de la CAN y al Tribunal Andino de Justicia cuando nuestros países al aplicar 
normas del ordenamiento jurídico regional no respeten un derecho humano. (p.4) 
En cuanto a la no discriminación por razón de la nacionalidad: 
[…] los ciudadanos andinos tienen derecho a no ser discriminados por motivo de su 
nacionalidad en todo el territorio. […] A que se nos reconozca la igualdad de trato y de 
oportunidades como trabajadores migrantes andinos dentro del territorio de la CAN. A 
recibir un trato no menos favorable que el otorgado a los nacionales del país en el cual 
prestamos nuestros servicios. A que como migrantes laborales andinos y a nuestras familias 
se nos reconozca igual trato que a los nacionales del País Miembro en el que trabajamos en 
todas las prestaciones de la seguridad social. (p.4) 
En cuanto a protección consular fuera del territorio andino: 
[…] los ciudadanos andinos que se encuentren en un territorio en el que su país de origen 
no tenga representación, tienen derecho a acogerse a la protección de las autoridades 
diplomáticas o consulares de cualquier otro País Miembro de la Comunidad Andina. A 
recibir asistencia a quienes somos víctimas de catástrofes naturales, estados de guerra, o de 
delitos internacionales, tales como la trata de personas. A que seamos ubicados a solicitud 
de nuestros familiares o de las autoridades pertinentes de nuestro país de origen. A obtener 
atención para velar por el bienestar y las condiciones adecuadas de detención de quienes 
nos encontremos encausados, procesados, detenidos o sentenciados. A ser representados 
ante los tribunales y otras autoridades del Estado en el que nos encontremos. A obtener 
salvoconducto para facilitar el retorno a nuestro país de origen o de residencia. (p.5) 
B. De los derechos de los trabajadores andinos 
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En cuanto a derechos de libre circulación laboral: 
[…] los ciudadanos nacionales de un país andino tienen derecho a circular libremente, a no 
ser discriminados y a permanecer en cualquier otro País Miembro de la CAN con fines 
laborales bajo relación de dependencia. Para el pleno ejercicio de este derecho, el trabajador 
migrante andino deberá presentarse en la oficina de migración laboral para efectos de 
registro y control subsiguiente. A nuestra libre movilidad como trabajadores, incluidos 
nuestras familias. A transferir libremente los ingresos provenientes de nuestro trabajo y las 
sumas que adeudamos por obligaciones alimentarias que las rentas provenientes de nuestro 
trabajo sólo sean gravadas en el país en el cual las obtuvimos. Al libre acceso a las 
instancias administrativas y judiciales competentes para ejercer y defender nuestros 
derechos. (p. 9) 
C. De los derechos de pueblos indígenas y comunidades afrodescendientes 
En cuanto a sus derechos fundamentales, 
[…] los pueblos indígenas y comunidades afrodescendientes, además de los derechos 
humanos que poseen sus miembros como ciudadanos a título individual, gozan como 
grupos humanos de raíz ancestral —conforme a las legislaciones nacionales y a los 
compromisos internacionales— de derechos colectivos, cuyo ejercicio en común promueve 
su continuidad histórica, la preservación de su identidad y su desarrollo futuro. La Carta 
Andina para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos reconoce y promueve 
los derechos humanos y colectivos de los Pueblos Indígenas y Comunidades 
Afrodescendientes, en especial […] a la propiedad y posesión de las tierras o territorios que 
tradicionalmente ocupamos y a no ser desplazados de ellos y a retornar en caso de serlo. A 
conservar nuestras propias formas de organización social, ejercicio de la autoridad y 
administración de justicia. (p.13) 
Más adelante, refiriéndose a este punto, la Comunidad Andina (2019) afirma que,  
[…] aun cuando la Carta Andina no establece nuevas obligaciones jurídicas para los Países 
miembro ni para los órganos e instituciones del Sistema Andino de Integración, sí 
constituye un marco de valores y principios comunes que deben guiar el desarrollo de las 
políticas y acciones en la región andina. En este sentido, el Tribunal de Justicia de la 
Comunidad Andina ha considerado que los derechos fundamentales del ser humano 
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constituyen principios del Derecho Comunitario Andino que rigen su desarrollo, aplicación 
e interpretación. (p.14) 
D. De los derechos de los viajeros 
En cuanto a los viajes fuera de la subregión andina: 
[…] todo ciudadano andino que viaje fuera de la Subregión y se encuentre en el territorio 
de un tercer Estado, o en una localidad en la que su país de origen no tenga Representación, 
tiene derecho a acogerse a la protección de las autoridades diplomáticas o consulares de 
cualquier otro país miembro de la CAN. (p.28) 
Finalmente, el documento Carta Andina para la Promoción y Protección de los Derechos 
Humanos no se incluye en el ordenamiento jurídico de la CAN. Sin embargo, a los efectos del 
mecanismo Latinjust, será un referente ético de principios y valores comunes a estos países. Una 
disposición legal interesante del derecho comunitario andino que fundamentará la creación de 
Latinjust, salvo que no desde la perspectiva de la lucha contra el flagelo de la trata desde la política 
criminal en el derecho comunitario andino, está prevista en el artículo 129 del Acuerdo de 
Cartagena (1969): 
[…] los países miembros emprenderán acciones de cooperación conjunta destinadas a 
contribuir al logro de los siguientes objetivos de desarrollo social de la población andina: 
a) Eliminación de la pobreza de las clases marginadas, para lograr la justicia social; b) 
Afirmación de la identidad cultural y de formación de valores ciudadanos para la 
integración del área andina; c) Participación plena del habitante de la subregión en el 
proceso de integración; y d) Atención de las necesidades de las áreas deprimidas 
predominantemente rurales. Para la consecución de tales objetivos se desarrollarán 
programas y proyectos en los campos de la salud, la seguridad social, la vivienda de interés 
social y la educación y cultura. La realización de las acciones que se desarrollen en el marco 
del presente artículo será coordinada con los distintos organismos del sistema andino. 
(p.34) 
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Esta disposición del Pacto Andino es de interés normativo para la Unidad de Apoyo a Víctimas 
de Trata sugerida dentro de la estructura organizativa de Latinjust en su interrelación con 
organizaciones no gubernamentales que desarrollan programas de atención, asistencia, protección, 
asesoramiento legal, acompañamiento psicosocial, apoyo socio-familiar y reinserción laboral.  
Gracias al enfoque de sistemas de Latinjust, serán los propios ciudadanos, tanto andinos como 
del resto de Latinoamérica, e incluso de El Caribe, quienes, viviendo alguna situación o condición 
de vulnerabilidad económica y social, estarán llamados a ser protegidos y rescatados de las mafias 
criminales internacionales. Se les garantizarán la justicia, la reparación de daños e 
indemnizaciones y su retorno o reasentamiento al lugar de origen.  
Toda forma de trata representa esclavitud, sometimiento y crueldad. Por tanto, el 
acompañamiento psicosocial y jurídico a las víctimas para su adecuada reinserción en la sociedad 
requiere mayor apoyo sin criminalización de sus actos pasados ni revictimización. Recuérdese que, 
tras haber sufrido alguna forma de trata, todo ser humano tiene el derecho a restablecer su 
equilibrio biopsicosocial y espiritual sin prejuicios ni estigmatizaciones de ninguna naturaleza. 
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5. Conclusiones y recomendaciones 
El propósito central de esta tesis doctoral fue determinar la eficacia de la aplicación del IRI 
frente a las víctimas del tipo penal de trata de personas en el Eje Cafetero. Se identificó, como 
primer objetivo, el alcance de esta figura jurídica prevista en la Ley 985 de 2005 y en el Decreto 
1069 de 2014 frente al procedimiento previsto en la Ley 906 de 2004 y Código de Procedimiento 
Penal. Como segundo objetivo, se analizó la pertinencia del proceso de reconocimiento de los 
daños y perjuicios materiales e inmateriales de las víctimas, por lo que se revisaron sentencias, 
consultaron expertos y conocieron las experiencias de organizaciones que atendieron víctimas 
entre 2015 y 2020. Como tercer objetivo, se relacionó la forma como debe repararse a las víctimas 
más allá de los topes indemnizatorios de daños, perjuicios y compensaciones establecidos por la 
Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado.  
A la vez, se relacionó el bloque de constitucionalidad frente a los convenios internacionales 
ratificados por Colombia que regulan los derechos humanos, la violencia contra la mujer, la 
violencia sexual y la trata de personas en sus múltiples modalidades, por ser componentes 
estructurales del comercio sexual internacional. El aporte de abogados expertos y organizaciones 
que atienden víctimas fue determinante para corroborar el desconocimiento y las falencias que 
explicarían la ineficacia del IRI, tras un recorrido por la problemática de la trata. Esto, entre otros 
asuntos de carácter intrateórico y extrateórico que generaron reflexiones resumidas en tres 
consideraciones finales, diez conclusiones y cuatro recomendaciones concretas.  
La hipótesis de que el IRI no es un instrumento eficaz si la cooperación judicial internacional 
no llega hasta el responsable del delito y se materializa la debida indemnización económica a las 
víctimas con extinción de dominio ha sido confirmada por los expertos y las organizaciones. Se 
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comprobó que esta particularidad es la principal debilidad del proceso IRI, lo cual anula toda 
posibilidad de que el Estado colombiano garantice el ejercicio de los derechos humanos de las 
víctimas en lo relativo a la debida indemnización económica.  
Paralelamente, se determinó cómo el bloque constitucional complementa los juicios de 
interpretación de los operadores de justicia en los procesos penales, quienes, por cierto, están 
obligados a seguir lineamientos específicos y tomar en cuenta la jurisprudencia internacional en 
todo lo relativo a la reparación integral de las víctimas, incluyendo el proceso de extinción de 
dominio.  
En esa dirección, los lineamientos normativos surtidos por el bloque de constitucionalidad en 
materia de DDHH y DIH inherentes al fenómeno de trata externa como delito transnacional 
orientan las funciones de los operadores de justicia. Esto, con el interés de que los brazos de la 
justicia colombiana puedan extender su jurisdicción con la finalidad de desvertebrar las redes 
criminales, desarticular sus modus operandi, embargar bienes de los tratantes y lograr la reparación 
integral de las víctimas.  
También se constató la ineficacia de tales acciones en el marco de los convenios internacionales, 
los cuales están inspirados más en criterios de ley fuerte o mano dura contra la criminalidad para 
nutrir la política criminal del Estado que en el garantismo de los derechos humanos de las víctimas. 
Este asunto no ha sido resuelto con los convenios internacionales ni con las instancias del sistema 
penal internacional, lo que acarrea el carácter inerme de la aplicación eficaz del IRI e imposibilita 
la extinción de dominio a las organizaciones criminales y tratantes que actúan por cuenta propia, 
sin formar parte de esas estructuras de mafias y redes delictivas. 
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Igualmente, se constató que, tras toda sentencia condenatoria de los criminales responsables de 
estos delitos transnacionales, un reto es superar los impedimentos para alcanzar la máxima 
eficiencia y eficacia del IRI, cumplir con lo dispuesto en los convenios internacionales ratificados 
por Colombia y lograr el garantismo de los derechos humanos de las víctimas. Esto, 
independientemente de los países donde se desarrolle tanto el delito como el proceso penal en 
búsqueda de la justicia plena para las víctimas.  
La justicia plena solo se alcanza con reparación integral en justa medida. Y esta no se concreta 
sin una sentencia de extinción de dominio y distribución de los bienes, las cargas y los costos de 
su administración, conforme a lo dispuesto en los instrumentos internacionales que sustenten la 
cooperación judicial internacional, en los términos a que se refieren los artículos 203 a 214 de la 
Ley 1708 de 2014.  
5.1. Consideraciones finales 
De acuerdo con los razonamientos presentados en el presente trabajo, dos consideraciones 
teórico-conceptuales, relativas al conocimiento de la trata como fenómeno social y como delito 
transnacional, destacan la necesidad de mejorar los alcances y la efectividad del proceso IRI en 
Colombia. He aquí la importancia de apoyarse en el bloque de constitucionalidad con el fin de 
superar falencias atribuibles al Estado colombiano y a las limitaciones jurisdiccionales de sus 
jueces penales para que se condene a los tratantes residenciados en otros países. Una tercera 
consideración está referida a la necesidad de extender los brazos de la justicia colombiana, e 
incluso latinoamericana, fortaleciendo acuerdos y tratados con los Estados cooperantes. Se sugiere 
como opción la creación de una estructura similar a Eurojust en América Latina.  
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A partir de esas tres consideraciones generales, se busca aportar elementos sustantivos que 
contribuyan a promover la eficacia del IRI de las víctimas de trata externa a través de un 
mecanismo u organismo de coordinación judicial regional que materialice la extinción de dominio 
solicitada ante la justicia internacional por los Estados que lo conformen. Todo ello debería estar 
amparado en un convenio de cooperación internacional que mejore y amplíe el papel jurisdiccional 
en la aplicación de las normas internacionales, ayude a sustanciar y diligenciar los procesos penales 
condenatorios en terceros países, apoye la extinción de dominio y coadyuve la oportuna reparación 
integral de las víctimas con el garantismo de los derechos humanos.  
De esa forma sería posible contrarrestar y ayudar a eliminar las barreras que atentan contra la 
eficacia de la justicia internacional en su lucha contra la trata desde los países de origen como 
Colombia. Una vía para emprender ese camino es iniciar un proceso de consulta previa y 
construcción de consenso alrededor de tres propuestas que podrían ser recomendadas ante las 
siguientes instancias: CAN, CIDH de la OEA, Red sobre Migrantes y Trata de Personas de la 
Federación Iberoamericana del Ombudsman (FIO) y el Consejo Andino de Defensores del Pueblo 
(CADP). 
Tal consulta participativa permitiría debatir, evaluar alternativas, aprovechar oportunidades de 
mejoramiento en un nivel propositivo y consensuar con múltiples actores regionales el diseño e 
implementación de esas propuestas desde una comisión, sala o instancia sugerida y designada a tal 
fin. Por la vía diplomática, posibilitaría que los Estados generen un memorándum de entendimiento 
para la creación del organismo especializado con autonomía funcional. Este sería responsable de 
una estructura organizativa reticular o en forma de red que operaría dentro del sistema judicial 
regional en interacción con sus homólogos europeos, como Eurojust. 
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Se trata de apostarle a un mecanismo regional con alcance internacional que tenga como 
referente la experiencia de la lógica jurídica, administrativa y judicial de Eurojust para su 
implementación, con la finalidad de extender los brazos de la justicia hemisférica e intrarregional, 
de modo que opere fluidamente el desmonte de las redes de trata y sus conexiones en los países de 
origen y tránsito que les proveen víctimas a las organizaciones criminales de trata. Así mismo, 
para que se materialicen los procesos de extinción de dominio de manera que los procesos IRI sean 
eficaces en todas las formas de trata, explotación y esclavitud de personas. 
Desde otra perspectiva, el Estado colombiano podría impulsar la creación del citado mecanismo 
regional como modelo de gestión para el mejoramiento y la profundización de la cooperación 
internacional actual. Esto permitiría a los gobiernos, por ejemplo de la región andina, intensificar 
su lucha contra estos delitos transnacionales articulando esfuerzos y recursos públicos desde un 
plano trasversal, que bien pudiese estar conformado por redes judiciales (penales, civiles y 
mercantiles), magistrados de enlace, fiscales y agentes de policía expertos en la lucha contra la 
trata de personas y otras formas graves de delincuencia organizada asociadas, como el narcotráfico 
y el tráfico de migrantes con fines ilícitos. 
Un argumento en la dirección de proponer la creación de un órgano similar a Eurojust en 
Latinoamérica lo deja entrever Ariadna Tovar Ramírez, responsable de la investigación realizada 
por Women’s Link Worldwide (2013) ya citada, quien, al ser entrevistada por el diario El Tiempo 
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(2014)1, sugiere trascender hacia un trabajo transversal en la lucha del gobierno colombiano contra 
la trata. Expresó:  
[…] aunque se ha avanzado para enfrentar la problemática con la expedición de normas 
como la ley 985 de 2005, aún mucho por hacer y no se puede actuar en favor de las víctimas 
solo por asistencialismo o generosidad, sino que se debe hacer un trabajo transversal para 
atacar el fenómeno y sobre todo garantizar los derechos de las víctimas. (p.1) 
Definitivamente, para atacar los delitos transnacionales de trata, es perentorio trascender el 
paradigma actual. Una opción es fomentar, mejorar y apoyar la cooperación judicial entre los 
países de América Latina y El Caribe. También robustecer su articulación funcional y operacional 
con Eurojust, Europol e Interpol, fiscalías, consejos de la judicatura, comisiones de derechos 
humanos y defensorías del pueblo u Ombudsman, entre otros actores claves. Lo anterior es una 
visualización de los organismos a integrarse alrededor de una estructura reticular de cooperación 
judicial regional que garantice una efectiva extensión de dominio, reparación integral y 
desmantelamiento de estructuras criminales en los países andinos proveedores de víctimas. 
Primera consideración 
De conformidad con los referentes teórico-conceptuales, las bases y perspectiva teóricas 
asumidas en la presente investigación, junto al marco jurídico referenciado, se consideró 
importante destacar que la trata de personas, en todas sus formas de pensamiento y acción, impacta 
profundamente la relación armónica que debe prevalecer entre ciencia-transformación-sociedad.  
                                                 
1 Entrevista a Ariadna Tovar “Eje cafetero, en el foco de las redes de trata de personas” (2014, 4 de mayo). El Tiempo. 
Recuperado de http://www.eltiempo.com/archivo/documento/ CMS-139 31256 
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Esta relación cobra gran significación en el actual mundo globalizado, donde la teoría del 
conocimiento y la teoría social son más inseparables que nunca para la comprensión de los 
problemas que afectan a la humanidad. Según la óptica habermasiana, de la relación ciencia-
transformación-sociedad debe emerger la solución de los problemas sociales que afectan al ser 
humano. Entre ellos, la trata de personas: fenómeno social de esclavitud moderna más indignante 
que enfrenta la humanidad actualmente.  
A lo largo del trabajo, se mencionó que la trata es el segundo negocio ilícito más rentable del 
mundo, con impactos nefastos para la población mundial, porque atenta dramáticamente contra el 
libre ejercicio de los derechos humanos en la sociedad global. Por tal motivo, aun cuando 
Habermas se inscribe en la corriente filosófica de la teoría crítica de la Escuela de Frankfurt, sus 
aportes continúan siendo significativos para estudios cuyos objetivos se relacionan con problemas 
sociales. Al respecto, esta tesis queda reforzada en el siguiente fragmento: 
[…] en Habermas queda claro que la idea de ‘teoría del conocimiento’ es inseparable de 
‘la teoría social’. En nuestro modo de entender es en la perspectiva habermasiana donde 
mejor se expresa y resume la categoría epistemológica de praxis cognitiva y praxis social. 
Sin dudas, es Habermas el que lleva la idea de la emancipación del sujeto más allá del 
marxismo clásico o tradicional que apoya su pertinencia de legalidad en la idea de una 
racionalidad humanizadora proveniente del mundo del trabajo y la producción. (Rattia, 
2012) 
No cabe la menor duda de que el conocimiento de la trata como fenómeno social en todas sus 
formas es inseparable de la teoría social. En la perspectiva habermasiana, se sintetiza como una 
praxis cognitiva y una praxis social que requiere un abordaje desde distintos ángulos. Todos 
estrechamente interrelacionados en lo político, jurídico, económico, societal, educativo, cultural, 
étnico y de género. Conscientes de la importancia del enfoque pragmático habermasiano en el 
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análisis de la eficacia del IRI frente a las víctimas, resulta pertinente apelar a la racionalidad 
humanizadora proveniente de la justicia universal para materializar la indemnización de las 
víctimas por daños y perjuicios.  
En este punto, comienza a visualizarse que la coercibilidad de la justicia en los Estados que 
ratificaron el Protocolo de Palermo es necesaria para que la racionalidad humanizadora se 
garantice —y con ella, los derechos humanos—, mientras desarrolla conjuntamente procesos de 
extinción de dominio eficaces entre los operadores de justicia: jueces, fiscales y policías…  
Frente a esta compleja realidad, la investigación arrojó suficientes elementos de juicio que 
explican la necesidad de mejorar los alcances del instrumento IRI, de acuerdo con los lineamientos 
habermasianos. En todo caso, habrá que profundizar en aquellos factores intrateóricos y 
extrateóricos que explican la ineficacia del IRI e impiden solucionar un problema de orden social 
que afecta a toda la comunidad internacional. 
Segunda consideración 
De los casos de trata seleccionados e información suministrada por expertos y organizaciones, 
emergió como hallazgo la débil concepción que tienen los operadores de justicia del Eje Cafetero 
sobre los alcances del Estatuto de Roma, el Protocolo de Palermo y los demás convenios 
internacionales que conforman el bloque de constitucionalidad en materia de delitos 
transnacionales, derechos humanos, violencia contra la mujer y trata de personas.  
También se constató que la ineficacia del IRI se debe a falencias atribuibles a las limitaciones 
jurisdiccionales de los tribunales penales y a las debilidades en la cooperación internacional, 
específicamente, para la condena de los tratantes ubicados en el extranjero y el embargo de sus 
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bienes, a través de los tribunales de otros países. Una opción es crear convenios innovadores 
apoyados en nuevas tecnologías para procesos de extinción de dominio ampliando las 
jurisdicciones penales para los delitos de trata transnacional.  
De hecho, la cooperación judicial a los jueces penales colombianos por parte de los operadores 
de justicia de otros países e instancias del sistema penal internacional es muy precaria por falta de 
recursos. Lo grave de esto es que dicha cooperación es extremadamente necesaria para alcanzar la 
reparación de las víctimas con fondos económicos provenientes de la extinción de dominio. Este 
tipo de medidas debe ser factible de aplicar a los tratantes que residen fuera del territorio 
colombiano, cuyas víctimas solicitan la apertura del proceso IRI en Colombia, aun cuando fueron 
sometidas a trata en el extranjero. 
Tercera consideración 
Toda propuesta dirigida a hacer eficaz el IRI representa un paso positivo para una verdadera 
reparación integral de las víctimas de trata externa porque la complejidad de los delitos 
transnacionales requiere medidas de corto, mediano y largo plazo. Recuérdese que los actos de 
investigación judicial por parte de policía, fiscalía y tribunales para la identificación, captura de 
información y extinción de dominio requieren la aplicación de diversas técnicas para sustanciar 
elementos probatorios que conduzcan a pruebas testimoniales, periciales, inspecciones judiciales 
y observancia de requisitos o procedimientos no contemplados en el ordenamiento jurídico 
colombiano. 
Sin duda, todo acto de investigación conjunta de los operadores de justicia colombianos con 
sus homólogos de otros países para hacer eficaz el IRI y los procesos de extinción de dominio no 
pueden estar en contravía de los derechos y garantías fundamentales ni con las excepciones 
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contempladas en los diferentes instrumentos y procedimientos de cooperación judicial 
internacional que sean invocados a tal efecto.  
En consecuencia, debe procurarse que en otros países tengan valor y fuerza de ley las sentencias 
de comiso, extinción de dominio, decisión equivalente u otras medidas afines proferidas por los 
tribunales penales colombianos sobre los bienes de los tratantes en esos países.  
Toda esta ejecutoria debe estar sujeta a lo establecido en los convenios internacionales, tratados 
y acuerdos suscritos por Colombia, incluyendo el principio de ofrecimiento de reciprocidad de 
buena fe que debe primar en los operadores de justicia de otros países con la justicia colombiana.  
Así, para darle aplicabilidad al Código de Extinción de Dominio colombiano, el Estado debe 
activar las salas de extinción de dominio en cada acuerdo y ejecutoria de distribución o repartición 
de bienes y costos administrativos de la cooperación recíproca. Esto, al unísono del artículo 215 
de la Ley 1708 (2014), por ser inherente a la creación de juzgados especializados por la Sala 
Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura para la eficacia y eficiencia en el 
cumplimiento de dicho código y despachos de fiscalías especializadas (Art. 2016).  
Aplicarían también memorándum de entendimiento que los Estados cooperantes puedan firmar 
para otorgar jurisdicción internacional a jueces penales, eliminando, así, las barreras que limitan y 
condicionan sus actuaciones en los países donde han permanecido las víctimas bajo alguna forma 
de esclavitud. 
5.2. Conclusiones 
En general, se pudo constatar que el fenómeno de trata tiene múltiples rostros, expresiones, 
modalidades y propósitos de esclavitud contrarios a la dignidad humana y a la libertad. También 
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se corroboró que la ineficacia del IRI está estrechamente correlacionada con factores 
interdependientes que inciden negativamente en la cooperación judicial, limitando o 
condicionando la aplicación de la justicia, la reparación de víctimas y la no repetición de los delitos 
de trata externa. Las diez conclusiones del estudio se refieren a:  
1ª - La percepción social y el crecimiento de la trata de personas a escala global. 
2ª - El aporte de las víctimas del Eje Cafetero sobre el proceso de trata externa vivido. 
3ª - La trata como proceso estructurado con arreglo a medios y fines ilícitos. 
4ª - Los avances del derecho interno en materia de delitos transnacionales. 
5ª - Los factores que inciden en la vulnerabilidad de las víctimas de trata. 
6ª - La necesidad de una verdadera eficacia en los procesos penales y procesos de IRI. 
7ª - La necesidad de construir capacidades para mejorar la cooperación judicial. 
8ª - La prevención, protección, atención a las víctimas y persecución de tratantes. 
9ª - La ineficacia del IRI en el Eje Cafetero y la falta de cooperación judicial. 
10ª - La extinción de dominio, coercibilidad de la justicia internacional y los DDHH. 
1ª Conclusión 
La percepción social y el crecimiento de la trata de personas 
La trata de personas es percibida socialmente y normada jurídicamente como tráfico ilegal de 
seres humanos. No debe confundirse con una sola forma de explotación, como la prostitución 
forzada, ni tampoco con el trabajo sexual como oficio, aunque guardan estrecha relación porque 
es la principal forma de explotación sexual. De hecho, la magnitud de este fenómeno mundial está 
evidenciada en datos oficiales publicados por organismos hemisféricos e internacionales, como la 
UNODC (2015), y por los graves impactos a escala global, cuyas secuelas dejan millones de 
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víctimas anualmente con daños irreversibles. Algunos datos e informaciones relevantes y 
concluyentes son los siguientes: 
i) La trata de personas es el segundo negocio ilícito más restable del mundo después del 
narcotráfico. Y le sigue el negocio ilegal de armas. 
ii) Para el año 2016, las ganancias de la trata mundial se estimaron en montos superiores a 
los 150 mil millones de dólares. De estos, al menos unos 99 mil millones de dólares (66.0 %) se le 
atribuyen a la explotación sexual de mujeres y menores de edad de ambos sexos, en todas sus 
formas y modalidades. 
iii) Para el año 2016, se calculó que 45,6 millones de personas fueron víctimas de trata a 
nivel mundial. Al asumir una tasa de crecimiento anual de la población mundial del 2.5 %2 en tan 
solo la década del 2006 al 2016, podría estimarse que alrededor de 1.14 millones de personas se 
sumaron anualmente a las estadísticas mundiales de trata. De acuerdo con este ejercicio, hubo un 
aumento de 34.2 millones de víctimas en el 2006 a 45.6 millones de seres humanos sometidos a 
trata en el 2016. Es decir, unos 11.4 millones de seres humanos fueron incorporados a las 
estadísticas de víctimas de trata y explotación en el mundo en tan solo diez años. Este cálculo deja 
entrever una proyección estadística del incremento potencial de víctimas para el 2030 si no se 
aceleran estrategias contundentes para el desmantelamiento de organizaciones criminales de trata 
externa en países de origen como Colombia y el resto de países andinos. He aquí la importancia 
de establecer una plataforma de acción con engranajes sólidos entre la región andina y los países 
de mayor destino. 
                                                 
2 Dato no oficial provisto por el investigador, según tasas promedio de crecimiento demográfico mundial. 
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iv) Para el año 2014, se habían identificado 510 rutas para el traslado de víctimas al 
interior de un mismo país, entre países y entre continentes (UNODC, 2015). 
v) Para el 2016, se proyectó que el 80 % de las víctimas a nivel mundial son mujeres, 
incluyendo niñas menores de edad (UNODC, 2015). 
vi) Al cierre del primer trimestre de 2019, se reportó una migración pendular de 1.260.594 
venezolanos en Colombia, determinándose unos 770.975 (61.2 %) en situación migratoria regular 
y 489.619 (38.8 %) en situación irregular. De estos, el 71 % (unos 346.944) ingresó al país por 
pasos no autorizados o traspasó los límites de movilidad permitida, según “cifras proyectadas, 
considerando un análisis de las verificaciones migratorias” (Migración Colombia, 2019, p.4).  
vii) La diáspora venezolana ha ocasionado impactos regionales sin precedentes como 
fenómeno sociodemográfico, con consecuencias visibles en las relaciones binacionales, desde el 
año 2014, con tendencia a profundizarse. Un impacto patente es el ejercicio de la prostitución de 
migrantes venezolanas ante las dificultades de empleabilidad formal, debido a su situación 
migratoria irregular. Esta tesis no ha sido confirmada con fuentes confiables. En todo caso, es un 
supuesto no negado que el ingreso de mujeres venezolanas, por trochas y sin control migratorio, 
ha facilitado la seducción, el reclutamiento y el posible traslado a otros países de la región, con 
fines de trata bajo engañosas ofertas de trabajo, porque: “[…] la principal causa de las migraciones 
son las disparidades económicas y el móvil económico predomina entre los motivos de las 
migraciones” (Castillo y Reguant, 2017, p. 138). 
viii) El supuesto anterior se sustenta en que los migrantes tienen una alta probabilidad de 
permanecer desempleados y en situación de pobreza mayor que la población colombiana como 
país receptor, según un estudio reciente sobre posibilidades de vinculación laboral de migrantes 
venezolanos realizado en las ciudades de Bogotá, Barranquilla y Cartagena (FUPAD, 2019, p.17). 
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Aún más, datos recientes muestran que la tasa de desempleo de la PEA inmigrante del vecino país 
—es decir, en edad económicamente activa— se ubicó en un 22 % de migrantes venezolanos frente 
a un 9% de desempleo estructural de la población colombiana (Banco Mundial, 2018). Esto no 
descarta el supuesto no negado de posibles casos de trata de mujeres migrantes venezolanas que, 
en manos de las redes criminales activas en el eje fronterizo, puedan haber sido trasladadas hacia 
otros países desde Colombia como país de tránsito. Una tesis nada desdeñable habida cuenta del 
flujo migratorio de tránsito hacia otros países andinos, incluido Chile, durante los últimos 2 años 
de diáspora venezolana. 
ix) En el presente, han sido identificados más de 200 pasos clandestinos o trochas en la 
frontera colombo-venezolana entre La Goajira, el Arauca y el Vichada, a través de los cuales la 
población migrante venezolana representa uno de los grupos más vulnerables actualmente. Por 
cierto, en esos territorios se ha reportado que “la población joven y en capacidad de trabajar está 
siendo explotada por guerrilleros y narcotraficantes”, según PARES (2020, p.74). 
x) Grupos delictivos fronterizos y transnacionales están utilizando a Colombia como país 
de tránsito con la mayoría de los migrantes del vecino país que, según PARES (2020), tienen: “un 
alto grado de vulnerabilidad y es la población migrante venezolana pero específicamente las 
mujeres, niños, niñas y adolescentes frente a delitos como la explotación laboral, la mendicidad, 
la esclavitud, el abuso y explotación sexual” (p.32). 
 
2ª Conclusión  
El aporte de las víctimas del Eje Cafetero sobre el proceso de trata externa vivido 
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Se pudo constatar en el Eje Cafetero la dolorosa dimensión inhumana del fenómeno de la trata 
como delito grave y extremo en casos reales de fractura psicológica y familiar por daños 
ocasionados en víctimas que fueron sometidas a esclavitud, por condiciones de trabajo forzado, 
por trato cruel e inhumano, por abuso sexual, por explotación y abusos laborales, por aislamiento 
e incomunicación con hacinamiento, por privación de relaciones interpersonales y sociales, así 
como por privación de libertades individuales, entre otras aberrantes violaciones de los derechos 
humanos fundamentales. 
Como quedo descrito anteriormente, el fenómeno de la trata consiste en la captura, el traslado, 
la acogida inicial, la amenaza, el maltrato, la violencia y la coacción. Esta última, con referencia 
al engaño, la intimidación, la amenaza, la alevosía, la premeditación y el sometimiento, con fines 
de esclavitud y explotación. Los casos de mujeres víctimas consultadas permitieron constatar que 
el proceso de la trata se surte de tres pasos generales. Se reconoce que existen variantes según 
diferentes modus operandi y rutas empleadas por las estructuras criminales.  
De la investigación realizada, se concluye que el trayecto y destino final de las víctimas de trata 
externa tiene dos direcciones. 
1) Una dirección lineal, en la que la víctima permanece indefinidamente en 
condiciones de esclavitud, con un futuro incierto y de desesperanza adquirida. 
2) Una dirección transversal, en la que consigue su libertad mediante alguna 
forma de escape, rescate familiar, producto de investigaciones privadas para su ubicación. 
Incluso, por detención de las autoridades policiales o migratorias, debido a su situación 
irregular en el país de destino.  
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En la figura 2, se presenta un esquema que ilustra los tres pasos o etapas de la trata como proceso 
de victimización de personas o entradas al flujo del proceso y las salidas, opciones o 
consecuencias, según las víctimas atendidas por las organizaciones del Eje Cafetero, en el período 
de estudio 2015-2020. Esto se corresponde con los algoritmos identificados por las oficinas 
centrales nacionales de Interpol en diferentes países, por la oficina de policía Europol, por la 
comunidad de policías Ameripol, por la Red sobre Migrantes y Trata de Personas, por la Red 
Andina de Organizaciones de Víctimas de Trata y Derechos Humanos, por los sistemas de 
información sobre trata de personas, por diferentes observatorios del delito de la trata de personas 
existentes en la sociedad global y por la OIM.  
En efecto, los casos atendidos por las 41 organizaciones del Eje Cafetero, entre 2015 y 2020, 
permitieron validar el esquema dibujado a la luz de los testimonios de mujeres víctimas. 
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17. Figura. Proceso de trata según testimonio de víctimas atendidas por organizaciones del Eje 





































Fuente: elaboración propia, 2020 
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Con este esquema quedan ilustrados los principales vectores de salida que testimoniaron las 
víctimas colombianas sometidas a trata externa en otros países, fundamentalmente, con fines 
laborales y de comercio sexual, e incluso de matrimonio servil, identificados en la consulta a 
expertos, organizaciones y sentencias de casos seleccionados. 
La dirección transversal es perpendicular al primer vector ya que corta la línea recta del devenir 
de esclavitud moderna, donde las opciones que se le presentan son múltiples variantes con 
asuntos de orden legal, económico, psicológico y familiar distintos. La vuelta a casa, 
independientemente de la forma de escape, rescate o deportación, suele tener normalmente el 
ingrediente de la criminalización y victimización, donde las condiciones de retorno al país de 
origen por parte de las autoridades policiales estigmatizan a la víctima ante la duda sobre su 
presunta inocencia.  
Tal estigmatización, aunada a las condiciones de retorno a su entorno familiar y social, puede 
generar que la víctima se convierta en reclutadora de oficio en su país por diversas motivaciones. 
Por ejemplo, sentimientos de rechazo familiar, la no reparación e indemnización de daños, 
dificultades para conseguir empleo digno o necesidad de ingresos rápidos. Incluso, expectativas 
de ingresos en moneda extranjera, tras unirse a otros reclutadores, habida cuenta de su 
conocimiento de los modus operandi, rutas y destinos. 
Visto desde esta óptica, la figura 2 sintetiza el proceso de trata identificado y/o vivido por las 
víctimas que fueron atendidas entre 2015 y 2020 en los tres departamentos del Eje Cafetero Caldas, 
Risaralda y Quindío por las organizaciones consultadas. Sin embargo, las víctimas captadas por 
esas estructuras criminales y de tratantes por cuenta propia —vinculados o no a las mafias 
416 
internacionales— tienen un futuro incierto mientras permanezcan bajo el yugo de explotadores, 
proxenetas o comerciantes de la industria de la trata.  
El primer destino mencionado es una suerte de esclavitud sostenida e indefinida, con muy 
bajas probabilidades de escapar de las condiciones inhumanas en la cual se encuentra inmersa 
contra su voluntad. Esa es la primera dirección identificada en este estudio respecto a casos de 
trata externa o transnacional que afecta, principalmente, a mujeres colombianas entre los 18 y 30 
años. Sin duda, en toda situación de esclavitud prima la coacción, el abuso y el control de los 
movimientos y actividades de la víctima, lo que impide que escoja otra forma de vida o trabajo 
distinto al impuesto por el tratante, victimario u organización delictiva.  
Tal afirmación se considera válida para todas las formas de trata con esclavitud sostenida sin 
posibilidades de liberación, a menos que se surtan dos vectores de salida a esa condición de 
esclavitud: la criminalización y la revictimización. Dicho de otro modo, que se presente la segunda 
dirección dibujada en el esquema como liberación y, con ello, la recuperación de la libertad 
individual, lo cual representa salir del laberíntico esquema de dominación al cual estuvo sometida 
la víctima.  
También se pudo constatar que, en sentido literal, una víctima es todo individuo receptor de 
violencia y de abuso. Ello no implica que esté en un estado permanente de explotación o de 
victimización. La víctima puede gozar de una autonomía relativa y tomar algunas decisiones 
personales, sobre todo, cuando se habla de explotación sexual libre o forzada.  
Sin embargo, tal autonomía está condicionada a las circunstancias, y la víctima no tiene 
posibilidad de usar sus capacidades con libertad plena. En consecuencia, no puede elegir 
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libremente oportunidades que se le presenten en la vida ni decidir su salida del laberinto impuesto 
por los tratantes. 
Cuando se hizo referencia a la segunda dirección o liberación, el esquema presenta otros 
destinos como salidas. Una de ellas está representada por el momento en el que la víctima logra 
escapar del tratante individual u organización criminal y busca protección en las delegaciones 
diplomáticas de Colombia en el extranjero, como embajadas y consulados.  
La otra salida o el vector del esquema de dominación-explotación-esclavitud se presenta 
cuando la víctima es detenida por las autoridades policiales debido a su situación migratoria 
irregular. Normalmente, esto sucede cuando las autoridades realizan operativos policiales o de 
profilaxia social en sitios de tolerancia (prostíbulos y establecimientos con fines similares 
enmarcados dentro del comercio sexual). También en las vías públicas, porque ello sucede no solo 
en los casos de detención de víctimas obligadas a ejercer la prostitución forzada. Aplica también 
para víctimas explotadas laboralmente. 
3ª Conclusión  
La trata como proceso estructurado con arreglo a medios y fines ilícitos 
La trata de personas es un proceso estructurado en arreglo a medios delictivos y fines ilícitos 
que se inicia con la seducción para el reclutamiento y la captación de víctimas potenciales 
previamente seleccionadas por los reclutadores en Colombia. El paso siguiente es el transporte, el 
traslado, la acogida y la recepción de estas personas.  
En todos los casos se recurre a la amenaza, al uso de la fuerza u otras formas de coacción, rapto, 
fraude, engaño, abuso de poder o aprovechamiento de una situación vulnerable de la víctima 
418 
trasladada, concesión o recepción de pagos, e incluso beneficios para obtener el consentimiento de 
una persona que tenga autoridad sobre otra con fines de explotación. Por ejemplo, el padrote, como 
figura de autoridad en capacidad de negociar a una persona con fines de prostitución. Este último 
caso incluye, como mínimo, la explotación de la prostitución ajena u otras formas de explotación 
sexual.  
En otros casos, se refiere a la recepción de pagos o beneficios que recibe un tratante para que 
su víctima realice trabajos o servicios forzados, mantenga relaciones de esclavitud o prácticas 
análogas a la misma y servidumbre a la persona que paga. El matrimonio servil es una de estas 
modalidades, que incluye una suerte de compra-venta de personas con fines de explotación, aun 
cuando el consentimiento dado por una víctima a cualquier forma de explotación no descalifica el 
acto como delito de trata.  
Como se ha dicho, la trata de personas es un conjunto de conductas que conforman patrones de 
comportamiento criminal a través del cual se captan individuos con la finalidad de convertirlos en 
mercancía por medio de las más variadas y aberrantes formas de explotación que adopta el 
comercio sexual. En el caso de víctimas menores de edad, su captación, traslado, acogida y 
recepción es igualmente un delito de trata, aun cuando no se empleen todos los medios señalados 
en el esquema anterior.  
Los principales medios y fines de la trata de personas, según la investigación realizada, se 
resumen en la figura 3. 
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 Violencia y Amenaza. 
 Coacción. 
 Privación de libertad. 
 Fraude o engaño. 
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situación vulnerable de 
las víctimas. 
 Concesión o recepción 













 Venta de órganos y 
tejidos humanos. 
Fuente: elaboración propia, 2020 
4ª Conclusión  
Los avances del derecho interno en materia de delitos transnacionales 
Colombia es uno de los países más evolucionado en estudios sobre trata de personas. Sin 
embargo, al igual que en otras naciones, ha sido sumamente complejo dimensionar este fenómeno 
social. Es decir, cuantificar y determinar la cantidad de víctimas en situación de trata, según las 
diferentes modalidades y fines. No obstante, para una cabal comprensión de las dimensiones del 
fenómeno de trata y la importancia del IRI, se reconoce el valioso aporte del primer estudio 
exploratorio-descriptivo a escala nacional sobre este fenómeno. Se trata de un análisis sin 
precedentes en el país, el cual fue realizado por un equipo de investigadores de la Escuela de 
Estudios de Género de la Universidad Nacional de Colombia en el 2008, cuyos resultados se 
publicaron con el apoyo de la Oficina de las Naciones Unidas Contra la Droga y el Delito y del 
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Comité Interinstitucional de Lucha Contra la Trata de Personas del Ministerio de Interior y de 
Justicia (UNODC, 2009). 
Bajo un enfoque cualitativo, dicho estudio determinó que, en virtud de las características y 
especificidades propias del fenómeno, el delito de la trata de personas presenta una variedad de 
rostros, fachadas y modus operandi. Por estas razones, se considera que:  
[…] no solo es cometido a través del crimen organizado, situación que hace que las víctimas 
permanezcan ocultas, sino que genera una gran dificultad para consolidar bases de datos o 
muestreos que abran la posibilidad de cuantificar como primera instancia a las víctimas, y 
como segundo lugar a los actores activos y su modo de operar junto con las redes. 
(Universidad Nacional de Colombia, 2009, p.23) 
Desde entonces y hasta el presente, Colombia se considerada en el ámbito internacional como 
país de origen proveedor de víctimas fundamentalmente hacia países europeos y asiáticos en dos 
rubros, como son la explotación sexual y la explotación laboral. Dentro de ambas modalidades, se 
tipifican como delito de trata la explotación sexual de adultos, la explotación sexual comercial de 
menores de edad y adolescentes, el trabajo infantil forzado, incluyendo la mendicidad, entre otros.  
Adicionalmente, debe admitirse que la situación de violencia prolongada en Colombia durante 
las últimas décadas representa un factor que generó otras manifestaciones de la trata, como por 
ejemplo el reclutamiento forzado de niños, niñas y adolescentes para los grupos armados ilegales. 
Si bien en esta investigación se apartó la trata interna, no por menos relevante, sino porque se aleja 
del objeto de estudio, en todo caso puede afirmarse que el país ha realizado esfuerzos significativos 
para combatir la trata externa. Es decir, aquella que supone la captación de víctimas para 
trasladarlas a otros países. 
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A este respecto, se reconoce el avance del derecho interno en materia penal, no solo por los 
instrumentos internacionales ratificados e incorporados a los bloques de constitucionalidad y de 
convencionalidad, sino también por la legislación y la jurisprudencia desarrollada para sancionar 
la criminalidad e implementar medidas de prevención y protección a las víctimas de la trata, 
aunque la indemnización económica de las victimas sigue siendo un tema sin resolver. Justamente, 
este es el punto crítico central abordado en esta investigación que generó una propuesta de solución 
como aporte, en consonancia con las recomendaciones del Grupo de Expertos de ECOSOC. 
5ª Conclusión  
Los factores que inciden en la vulnerabilidad de las víctimas de trata 
Las estrategias desarrolladas en el país, con el apoyo de la OIM-Misión Colombia (2018), han 
contribuido a reprimir los delitos de trata relacionados con el tráfico ilegal de migrantes hacia el 
extranjero. Estos crímenes son complejos y difíciles de detectar, así como estigmatizantes en 
demasía para las víctimas; sobre todo, cuando se refieren a explotación sexual en todas sus 
variantes presentes en el comercio sexual internacional.  
No hay duda de que todos los delitos de trata constituyen una grave y extrema violación a los 
derechos humanos de las personas. Por su diversidad de rostros y fachadas, la trata existe como 
fenómeno social y se reproduce por múltiples factores, causas y situaciones que la potencian y 
sostienen. Por ejemplo, la precariedad económica familiar, el bajo nivel educativo, la carencia de 
certificación profesional, los entornos socialmente difíciles, la ausencia de oportunidades 
educativas y laborales, la pertenencia a familias desestructuradas y multiproblemáticas o 
vulnerables y las situaciones de violencia intrafamiliar. Estas son las causas más frecuentes en los 
422 
países de origen que influyen en la decisión de buscar oportunidades de empleabilidad fuera de 
Colombia para enviar remesas a sus familiares.  
Cabe señalar que la motivación personal por trabajar en otros países con fines de enviar remesas 
en apoyo a la situación económica familiar ha sido uno de los factores económicos más 
testimoniados que impulsan a las víctimas a confiar y caer en las ofertas engañosas de los 
reclutadores. A tal efecto, las personas en situación de vulnerabilidad económica y social son más 
susceptibles a la seducción de los reclutadores; en consecuencia, aceptan propuestas tentadoras a 
las cuales no se pueden negar porque representan la mejor opción para solucionar su situación. La 
seducción lleva a que muchas personas se transformen en víctimas de las redes de trata.  
En este escenario, las redes de trata han desarrollado una gran capacidad de adaptar sus 
estructuras a las estrategias de las autoridades migratorias y policiales para evadir la justicia. Sus 
modus operandi cambian según el entorno institucional, los controles migratorios y los operativos 
policiales de cada país para capturar tratantes de personas. Además, las diferentes formas de 
crueldad y de sometimiento de las víctimas sin respeto a su dignidad humana dificultan la 
posibilidad de escapar de las redes criminales.  
Es muy difícil librarse de la trata ante una presión psicológica tenaz y el estigma social de 
ejercer determinadas actividades, lo que lleva a que la víctima se culpabilice y presente problemas 
asociados a una baja autoestima. Este elemento dificulta salir del esquema anteriormente ilustrado, 




6ª Conclusión  
La necesidad de una verdadera eficacia en los procesos penales y procesos de IRI 
Quedó evidenciado que las víctimas no denuncian a los tratantes porque aceptan su condición 
de esclavitud, lo que dificulta la ubicación, persecución, captura y judicialización de los tratantes 
y de las estructuras criminales de trata. Por tanto, el rescate de las víctimas y su posterior 
reinserción social resulta un proceso complicado. Ante la complejidad de este delito, la respuesta 
del Estado debe ser contundente, tal y como se ha dispuesto en el Protocolo de Palermo para 
prevenir y reprimir o sancionar la trata con énfasis en las mujeres y niños, complementado por la 
Convención de las Naciones Unidas Contra la Delincuencia Organizada Trasnacional, así como 
por lo dispuesto por la Corte IDH.  
Las consideraciones anteriores ratifican que las acciones, las estrategias y los programas 
desarrollados por la sede de la OIM en Colombia, entre otras iniciativas, tienen una enorme 
relevancia y ayudan a elevar el llamado a buscar la mayor eficacia posible en los procesos penales 
y procesos de IRI.  
Es a partir de los resultados e impactos de las acciones emprendidas por las organizaciones que 
atienden víctimas que se puede delinear proyectos eficaces, de acuerdo con las características 
geográficas, económicas, políticas y sociales del país, de su gente, de su institucionalidad y de las 
diferentes modalidades y fines que la trata asume.  
7ª Conclusión 
La necesidad de construir capacidades para mejorar la cooperación judicial 
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Es necesario construir capacidades orientadas al mejoramiento de los mecanismos de 
cooperación judicial. En relación con la capacidad operacional de las autoridades judiciales, cabe 
concluir que la capacitación de funcionarios fronterizos, policías nacionales, jueces, fiscales 
públicos y demás operadores de justicia es de vital importancia para la eficacia de las actuaciones 
del Estado en la prevención y persecución de los delitos de trata.  
Es sabido que la capacidad de percibir actitudes, observar conductas, el lenguaje gestual, el 
vocabulario, las afirmaciones dudosas ante las preguntas de los funcionarios de migración en 
aduanas internacionales y otras señales de nerviosismo e inseguridad o contradicciones son 
fundamentales para que las autoridades detecten e identifiquen a una víctima de trata que está 
siendo trasladada de un país a otro con fines de explotación. Esto, independientemente de su buena 
voluntad y de los argumentos que justifiquen su disposición a viajar.  
El comportamiento de una víctima, la conducta de los supuestos empleadores formales que 
retienen los pasaportes de las víctimas, por ejemplo, son señales a las cuales deben estar atentos 
los funcionarios en las aduanas. Por otro lado, la capacitación es igualmente importante para 
fomentar el intercambio de experiencias, respetar las identidades culturales, observar cuándo una 
víctima está atemorizada por la suerte que correrán sus familiares en el país o lugar de origen, las 
inequidades de género que todavía se perpetúan en Sudamérica, las señales de temor y sufrimiento 
de niños, niñas y adolescentes en condiciones de alta vulnerabilidad. Todas estas son señales que 
los funcionarios y las unidades u oficinas de migración deben tener presente en la prevención de 
este delito contra las personas. 
8ª Conclusión 
Proteger a las víctimas y perseguir a los tratantes de personas 
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Los programas de sensibilización son fundamentales para la prevención y persecución del 
delito. Campañas dirigidas a potenciales víctimas, pero también a la sociedad en general pueden 
evitar situaciones de trata. Este tipo de campañas son útiles en la generación de denuncias por parte 
de víctimas. La evaluación diagnóstica de localidades colombianas con más casos de mujeres 
migrantes hacia Europa entre 18 y 30 años es muy importante para abordar con campañas de este 
tipo.  
Un esfuerzo en esta dirección fue desarrollado por Women’s Link Worldwide (2012, 2013 y 
2017) en diferentes estudios, documentando y visibilizando, desde el año 2006, la realidad de 
mujeres migrantes a Europa y las violaciones de derechos humanos a que se enfrentan, incluyendo 
la trata de personas. Ellos identificaron el Eje Cafetero y el Norte del Valle del Cauca como las 
dos regiones con más casos de víctimas. España es el principal país de destino. 
Paradójicamente, España se arraigó en muchas familias y en el imaginario colectivo de la 
población cafetera colombiana como el país ideal durante las últimas décadas para migrar por las 
bondades idiomáticas y oportunidades de trabajo e ingresos rápidos para enviar remesas a 
familiares. Incluso, para reunir dinero y de vuelta adquirir bienes en Colombia. Tal ha sido la 
experiencia de miles de colombianos. A pesar de ello, ese flujo migratorio ha servido de eslabón 
para el desarrollo de actividades de reclutamiento de mujeres entre 18 y 30 años, con fines de 
explotación sexual y matrimonio servil bajo engaño de vinculación laboral y bienestar económico. 
Al continuar con el informe Mujeres en los Centros de Internamiento de Extranjeros-CIE, 
realidades entre rejas, publicado en 2012, esta ONG mostró la situación de las mujeres migrantes 
recluidas en los CIE españoles, incluyendo mujeres identificadas como víctimas o presuntas 
víctimas de trata. En todo caso, las acciones de protección y asistencia a las víctimas cumplen una 
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función muy importante en la prevención de estos delitos al rescatar a las víctimas de una 
experiencia traumática y extrema, lo que contribuye a su recuperación y reinserción en la sociedad 
como sujetos de plenos derechos.  
Las víctimas son la cara visible del delito. Por ello, es imprescindible el trabajo conjunto, con 
apoyo judicial y psicológico, para obtener información sobre las redes, las rutas y los modus 
operandi. Esto debe ir desde los reclutadores hasta los tratantes que encargan víctimas. Por ese 
motivo, la protección de víctimas y testigos es clave en la solución de casos de trata, 
fundamentalmente, para los actos de investigación en los procesos de extinción de dominio. 
9ª Conclusión 
La ineficacia del IRI en el Eje Cafetero y la falta de cooperación judicial 
Los casos de trata externa entre 2015 y 2020 en el Eje Cafetero indican que los procesos de IRI 
solicitados por las víctimas resultaron procedimientos fallidos. En estos procesos no se logró 
reparar e indemnizar los daños y perjuicios a las víctimas de trata externa. Factores negativos 
fueron la complejidad de la cooperación internacional, la ausencia de jurisdicción transnacional de 
los tribunales penales y la imposibilidad de llegar a la extinción de dominio contra los bienes y 
activos de los tratantes. Sin ello, no es posible resarcir los perjuicios morales y daños materiales e 
inmateriales ocasionados a las víctimas por parte del crimen organizado.  
En consecuencia, se requiere otro mecanismo procesal que garantice el derecho de las víctimas 
a restablecer su vida con dignidad y solvencia moral para su reintegración social e inserción laboral 
plena. Adicionalmente, la víctima debe sentir que fue adecuadamente reparada e indemnizada, y 
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no criminalizada, gracias a la eficaz actuación de la justicia colombiana en forma conjunta con una 
efectiva y diligente cooperación judicial internacional.  
Este reto para el Estado debe ser planteado desde un nivel propositivo viable y jurídicamente 
factible. Se concluye que debe crearse un mecanismo latinoamericano para la cooperación judicial 
regional homólogo al esquema administrativo, organizativo y de funcionamiento de Eurojust, en 
arreglo a las disposiciones del derecho doméstico de los países que lo integren, al derecho 
internacional y a los principios de subsidiaridad.  
Este modelo organizacional reglamentado por los países que lo conformen sería una alternativa 
para que los juzgados especializados cuenten con la necesaria jurisdicción transnacional. Esto, en 
pos de que puedan ejecutar las condenas y sanciones, a través de las redes judiciales penales, civiles 
y mercantiles que se constituyan con el respaldo de magistrados de enlace y fiscales expertos en 
delitos de trata con competencias regionales. 
10ª Conclusión 
Extinción de dominio, coercibilidad de la justicia internacional y derechos humanos 
Para la defensa judicial de las víctimas de trata, se cuenta con el mecanismo de extinción de 
dominio, definido en la Ley 1849 de 2017 como una acción dirigida a pretender la titularización 
de bienes patrimoniales en manos de una persona a favor del Estado, sin que necesariamente exista 
alguna contraprestación o tipo de compensación para el afectado por la medida de extinción. En 
los artículos 17 a 19 de la Ley 1708 de 2014 (p.5) se puede ver lo relativo a la naturaleza, autonomía 
e independencia de esta acción. 
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Cuando se refiere a responsables de delitos transnacionales como la trata externa, el solo hecho 
de poseer bienes en su poder —sin importar cómo fueron adquiridos— implica considerar que 
estos activos provienen directa e indirectamente de actividades ilícitas, como, por ejemplo, el 
comercio sexual y la explotación laboral. Con el agravante de que la trata de personas, tipificada 
en diversas formas o modalidades de esclavitud moderna, atenta contra la dignidad de los seres 
humanos y deteriora tanto la moral individual como social.  
Este argumento debe reforzar los procesos penales ante la pretensión de las víctimas de exigir 
su reparación integral con medidas atinentes al decomiso y la sentencia de extinción de dominio o 
decisiones equivalentes proferidas por autoridades judiciales de otros países. La Ley 1849 de 2017, 
por la cual se modifica el Código de Extinción de Dominio en Colombia, establece que esta acción 
es similar a la de una jurisdicción especial de carácter sui generis, pública y de estricto carácter 
patrimonial, que surge de manera independiente y autónoma del ius puniendi.  
Si bien no forma parte de la pena impuesta al tratante condenado, existe una obligación de 
proteger intereses supremos del Estado colombiano, como el patrimonio público. También de 
salvaguardar intereses de la sociedad, como la moral social. Se aclara que no fue sino hasta la 
promulgación de la Ley 1849, en el 2017, que se avanzó de modo sustantivo en estos asuntos. 
Antes, la extinción de dominio solo era aplicable sobre los bienes adquiridos por el afectado con 
el dinero producto del delito por el cual había sido condenado. 
Dicho de otro modo, anteriormente, cuando el acusado era declarado culpable, la medida de 
extinción solo recaía sobre los bienes materiales y activos provenientes del delito cometido e 
inserto en el proceso penal. Quedaban excluidos de la extinción de dominio sus demás bienes, 
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incluso en manos de testaferros. En los artículos 15 y 16 se pueden ver el concepto y las causales 
de la extinción de dominio (Ley 1708 de 2014, p.4). 
Gracias al avance en esta materia, como consecuencia de la entrada en vigor del Código de 
Extinción de 2017, es aplicable a los delitos de trata el secuestro y embargo de bienes y activos de 
los tratantes no necesariamente obtenidos con el delito por el cual fueron condenados (Art. 88). 
Por supuesto, aplicable cuando la persona ha sido condenada y se comprueba la posesión de bienes 
muebles e inmuebles objetos de decomiso por parte del Estado, junto a los activos bancarios que 
posea. Estos deben ser dispuestos a la orden de las autoridades competentes.  
Uno de los problemas actuales para la aplicación de la justicia y la eficacia del proceso de IRI 
es que los procedimientos de extinción de dominio no se pueden activar en el extranjero porque 
los jueces colombianos carecen de jurisdicción internacional y no existe una efectiva cooperación 
entre los tribunales penales, civiles y mercantiles de otros países hacia los magistrados 
colombianos. Entonces, como se ha insistido en párrafos anteriores, es necesario perfeccionar la 
cooperación judicial internacional entre los jueces para que se extinga el dominio a los tratantes 
por el solo hecho de haber sido adquiridos ilícitamente, tras explotar ciudadanos colombianos 
sometiéndolos a trato cruel, daños psicológicos y esclavitud forzada.  
Se concluye que el Estado debe procurar la aplicación de un mecanismo para la coercibilidad 
de la justicia internacional que garantice el proceso de extinción de dominio a tratantes, 
independientemente del país donde residan. Ello se facilitaría si se creara un mecanismo a través 
del cual el Estado colombiano pudiera ejercer dicha coercibilidad ante terceros países para que se 
aplicara eficazmente y con apremio la justicia internacional en favor de los derechos de las 
víctimas. 
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Por tratarse de un asunto que combina la lucha contra el crimen organizado con el garantismo 
de los derechos humanos, es obligante para todos los países del Protocolo de Palermo enfrentar el 
enriquecimiento ilícito, producto del delito de trata. También los testaferratos alrededor de las 
estructuras criminales, ya que los tratantes depositan bienes y activos financieros en personas 
directa e indirectamente involucradas en el tráfico ilegal de migrantes, el lavado de dinero, el 
tráfico de influencias, la sedición, la extorsión, el secuestro, la sevicia, la tortura, el maltrato, las 
amenazas, el engaño y la seducción con fines de explotación. Así pues, el proceso de extinción de 
dominio debe aplicarse con eficacia sobre todo tipo de bienes que posean los tratantes, bajo la 
premisa de que son provenientes directa e indirectamente de actividades delictivas.  
Los casos de trata externa, por el carácter transnacional del delito, necesitan cooperación de 
juzgados especializados, coordinación entre cuerpos de policía, apoyo de las defensorías del 
pueblo y fiscalías de otros países. Lo anterior, puesto que los actos de investigación y recaudación 
de elementos probatorios requieren, entre otras, las acciones señaladas a continuación: 
i) Allanamiento de inmuebles y propiedades como embarcaciones marítimas deportivas, 
naves aéreas y bienes raíces con instalaciones e infraestructura.  
ii) Interceptación de comunicaciones telefónicas y rastreo de navegación por internet y 
comunicaciones internas por redes sociales, vía chats, entre otras.  
iii) Seguimiento a los movimientos y desplazamientos de los tratantes. 
iv) Infiltración de funcionarios policiales en las organizaciones criminales como 
informantes encubiertos. 
Estas acciones solo pueden ejecutarse cuando el juez y el fiscal consideren que hay motivos 
bien fundados para presumir o inferir, con base en la información suministrada por la víctima que 
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denuncia, la existencia de información útil al proceso de extinción de dominio. Por ejemplo, la 
identificación del tratante y la ubicación física de sus bienes, tanto bajo su posesión legal como en 
manos de testaferros o empresas fantasmas con fines de lavado de activos. 
Solo de esta forma la extinción de dominio, tras los actos de investigación previstos en la 
legislación, podrá alcanzar los bienes muebles e inmuebles, títulos valores, acciones, intereses 
bancarios, rendimientos financieros, ingresos provenientes de operaciones de compraventa, e 
incluso derechos sobre hipotecas de los tratantes y las redes criminales. Los bienes se deberán 
perseguir de modo exhaustivo, por lo que se ha de ejercer la acción de extinción sobre bienes a 
nombre de testaferros o sobre los que han pasado a manos de herederos.  
Cuando los bienes están en posesión de terceros civilmente responsables de buena fe, pero cuyo 
origen radica en dinero producto del delito de trata, el Estado no podrá ejercer la extinción de 
dominio, a menos que se obtengan elementos probatorios y de juicio que permitan obtener las 
sentencias respectivas. Verificado el origen ilícito del bien, la extinción de dominio se podrá 
aplicar a bienes adquiridos legalmente por una persona cuando se le prueba que adquirió 
ilegítimamente otro bien y no es posible ubicarlo.  
En este caso, la extinción a los bienes legítimos procederá por un valor equivalente al de los 
ilícitos. La extinción de dominio se podrá aplicar a partir de la vigencia de la ley, sin importar 
cuándo fue adquirido el bien, pero siempre que la adquisición de este haya sido realizada con 
posterioridad a la existencia de los delitos que dan lugar a la extinción.  
Ya en relación con los objetivos específicos de la investigación, debe puntualizarse lo siguiente: 
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i) El alcance de la reparación integral de víctimas previsto en la Ley 985 de 2005 y en el 
Decreto 1069 de 2014, frente al procedimiento del incidente de reparación integral 
previsto en la Ley 906 de 2004 y en el Código de Procedimiento Penal colombiano, no 
es un instrumento eficaz para los delitos transnacionales, como es el caso de los delitos 
de trata externa. 
ii) Tras analizar la pertinencia del proceso de reconocimiento de daños y perjuicios 
materiales e inmateriales de víctimas, directas e indirectas, del delito de trata de personas 
en los casos seleccionados del Eje Cafetero, se concluye que el proceso de IRI no es el 
más adecuado, puesto que no se logra la reparación integral de las víctimas en los casos 
de trata externa. 
iii) Al relacionar la figura jurídica bloque de constitucionalidad frente a los convenios 
internacionales ratificados por el Estado colombiano, por los cuales se regulan los 
derechos humanos de las víctimas y establecen las formas en que deben repararse estas 
conductas con incidencia en el derecho interno, la conclusión es que debe aplicarse 
eficazmente la Ley 1708 de 2014 o Código de Extinción de Dominio. También que los 
fondos obtenidos deben direccionarse hacia programas de sensibilización, prevención y 
promoción de los derechos humanos de las víctimas, así como a la indemnización de la 
víctima, según los topes fijados por la legislación, dependiendo de la gravedad de los 





5.3.1. La integración de los mecanismos de cooperación 
De cara al derecho interno y al derecho público internacional, se recomienda promover un 
proyecto de Ley para la Cooperación Judicial Internacional en Materia de Delitos de Trata, 
por medio de la cual se integren los mecanismos de cooperación internacional, establecidos en 
convenios, acuerdos y tratados internacionales, con los mecanismos fijados en el sistema penal 
colombiano, los cuales formarían parte de un organismo homólogo a Eurojust en América Latina, 
el cual se propuso denominar Latinjust.  
Con esta ley, se busca que los operadores de justicia colombianos internalicen y utilicen los 
mecanismos de cooperación ratificados por Colombia, que tengan competencias compartidas y 
estén facultados para actuar conjuntamente en el máximo aprovechamiento posible de todos los 
medios y recursos disponibles con que cuentan las policías internacionales. Por ejemplo, Interpol 
y Europol, así como las instancias judiciales de Eurojust en la Comunidad Europea y similares de 
otros países, con experiencia en actos investigativos relativos a procesos de extinción de dominio 
contra las redes de trata y demás grupos criminales de esta naturaleza.  
Esta recomendación se fundamenta en la importancia de resguardar los intereses superiores del 
Estado colombiano, de la sociedad y de las víctimas en cuanto al fondo de destinación para la 
reparación integral de daños y perjuicios. Ya en el capítulo 3 (punto 4, párrafo 9), relativo al bloque 
de constitucionalidad, se explicó que el óptimo aprovechamiento de los derechos de las víctimas 
solo es posible aplicando la extinción de dominio a tratantes para cubrir daños y perjuicios más 
allá de lo establecido en las tablas de indemnización, desde la perspectiva del derecho colombiano 
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fijada por la Sección Tercera de la Sala Contencioso Administrativo (Consejo de Estado, 2014, 
pp.6-13). 
5.3.2. La interacción estado-sociedad-individuo  
Desarrollar diferentes mecanismos de interacción entre estado-sociedad-individuo que 
enfrenten con rigor la trata interna y externa, directa e indirecta, desde los operadores de justicia, 
las entidades del poder público, los individuos, los núcleos familiares, los grupos de interés, los 
gremios, los sindicatos, las academias, las instituciones educativas, las organizaciones de base y 
las comunidades organizadas, mediante el desarrollo de programas de concientización, prevención 
e intervención psicosocial con enfoque de género y derechos humanos.  
Al respecto, se destaca la importante iniciativa que representa el conjunto de medidas 
desarrolladas en el marco de la Estrategia Regional Defensorial Andina para la Protección Integral 
de las Víctimas Sobrevivientes de Trata de Personas 2015-2020, a través de la plataforma de acción 
creada por las defensorías del pueblo de Bolivia, Colombia, Ecuador, Perú y Venezuela, con el 
apoyo de la FIO, como respuesta institucional de los Estados contra la trata de personas en la 
región andina3. Según la FIO (2016), 
[…] en cumplimiento del mandato que tienen las defensorías del pueblo como instituciones 
que velan por el respeto, promoción y protección de los derechos humanos, individuales y 
colectivos, el estudio es un estado del arte que a la vez servirá de línea de base para la 
                                                 
3 En el marco del Congreso Iberoamericano de la Federación Iberoamericana de Ombudsman (FIO), realizado en 
noviembre de 2015, los defensores andinos aprobaron la Estrategia Regional Defensorial Andina para la Protección 
Integral de las Victimas Sobrevivientes de la Trata de Personas. Tanto el diagnóstico como las estrategias son dos 
productos de la cooperación alemana brindada a través del Proyecto Fortalecimiento de los Miembros de la Federación 
Iberoamericana del Ombudsman (PROFIO-GIZ) y del Proyecto PRODEM-Migración y Asilo de la Deutsche 
Gesellschaft für Internationale Zusammenarbeit (GIZ) Gmb. 
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definición del actuar de las defensorías del pueblo en cada país y a nivel regional andino, 
mediante la aprobada Estrategia Regional Andina construida por las Defensorías del Pueblo 
de los cincos países participantes en este proyecto. (p.15) 
En lo relativo a los instrumentos de cooperación andina, se mencionó la cooperación regional 
contra la trata desde las defensorías del pueblo de los países andinos a través de los proyectos 
PROFIO-GIZ y PRODEM-GIZ de la cooperación alemana en relación con “acciones estratégicas 
enmarcadas dentro de las competencias institucionales de los Ombudsman que tiene por objeto 
dotar de un mecanismo de seguimiento que facilite además la mutua coordinación de los mismos” 
(FIO, 2016, p.79). Por otra parte, desde una perspectiva más social de las respuestas 
institucionales, existen interesantes mecanismos de interacción estado-sociedad-individuo 
conocidos como alianzas estratégicas público-privadas.  
Estas estrategias de alianzas público-privadas-APP son modalidades de cooperación nacional, 
sectorial e intergremial que representan interesantes mecanismos para promover acciones 
colectivas frente a la trata de personas. Entre otras, 
a) Prevención, intervención psicosocial y gestión social4. 
b) Educación en valores y formación para el trabajo.  
c) Apoyo a emprendimientos familiares con énfasis en la mujer cabeza de hogar. 
d) Apoyo a jóvenes potenciales víctimas de trata externa y comercio sexual. 
e) Vinculación laboral de mujeres jóvenes en empresas privadas.  
                                                 
4 De acuerdo con Cuesta et al. (2015), se requiere sensibilizar a la población vulnerable con campañas de prevención 
a través de los medios de comunicación "para que ellos sean parte en la prevención y delación del problema" (p.267). 
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Son vías para generar empleabilidad, impulsar autoempleo sostenido, fortalecer la economía 
social, apoyar a mujeres cabeza de hogar y disminuir los factores de vulnerabilidad que tanto 
preocupan a los organismos defensoriales del pueblo andino, ONG, gobiernos y sociedad civil en 
general. Dentro de las APP, es factible plantear programas de Responsabilidad Social Empresarial 
(RSE) y de Responsabilidad Social Corporativa (RSC), dirigidos a grupos de población 
susceptibles de ser atraídos por ofertas engañosas de reclutadores.  
Más allá de la falta de cooperación judicial, hay que forjar alianzas estratégicas que estrangulen, 
cerquen, quiebren y desvertebren la demanda creciente de personas vulnerables para el mercado 
internacional de la trata y el comercio sexual. 
Una vía para disminuir los factores de riesgo de caer en las redes de trata son los programas 
dirigidos a la población de mujeres entre 18 y 30 años, pertenecientes a los estratos 1 a 3 de la 
sociedad colombiana. Por un lado, con resultados esperados en concienciación desde la 
prevención. Por otro lado, con resultados esperados desde la formación ética, la capacitación y el 
apoyo a la generación de empleo e ingresos familiares para que la población supere situaciones de 
vulnerabilidad económica. El objetivo superior contra la trata y la explotación hacia el cual deben 
orientarse los mecanismos de interacción estado-sociedad-individuo es la disminución de los 
factores y condiciones de vulnerabilidad en las personas potencialmente víctimas de trata.  
De hecho, en los imaginarios y representaciones del ciudadano colombiano, se tiende a 
reconocer la presencia de factores intrafamiliares, psicosociales, culturales y socioeconómicos que 
influyen en la aceptación de ofertas fraudulentas de trabajo u oportunidades de dinero rápido en el 
extranjero, sin verificar la veracidad de la información.  
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Por su parte, las 41 organizaciones consultadas que atendieron casos de mujeres víctimas de 
trata entre 2015 y 2020 identificaron actividades de los sectores comercio y servicios que les 
facilitan a los reclutadores seducir y convencer a sus víctimas para que acepten supuestos empleos 
en otros países asegurándoles que tienen el perfil de empleabilidad idóneo e ingresos rápidos. 
Oficios frecuentes ofertados por los seductores-reclutadores se relacionan con salones de belleza, 
gimnasios, comercios al detal, restaurantes y centros de estética corporal, entre otros, donde no es 
necesaria una certificación profesional apostillada o convalidada para desempeñar el oficio. 
Motivo suficiente para que una persona en estado de necesidad o ambición económica familiar 
acepte propuestas engañosas que lo conducen a alguna forma de esclavitud moderna. 
Una acción preventiva es que todo ciudadano colombiano pueda validar la información de la 
empresa o persona que le ofrece el traslado con fines de trabajo. Esto, de paso, les facilitaría a las 
autoridades migratorias del país de destino validar el motivo del viaje, el tiempo de estadía y los 
datos de la persona-contacto.  
Un caso concreto, no asociado a la trata, sino al control migratorio de entrada y salida de 
extranjeros —como en el caso de turistas, familiares invitados o personas contratadas para 
trabajar— es Aruba, en las Antillas neerlandesas. Es muy poco probable la estadía en esta pequeña 
isla del Caribe sin la supervisión y el control permanente de las autoridades migratorias sobre los 
visitantes y migrantes no residentes.  
Como en otros destinos, Aruba exige, para permitir la entrada de un extranjero, suministrar 
dirección física, motivo de viaje y una persona responsable de su estadía. El seguimiento y 
monitoreo físico del visitante durante su estadía es una de las actividades migratorias más severas 
entre los países de la región.  
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5.3.3. Acercamiento a las redes judiciales y defensoriales para la factibilidad del 
modelo Latinjust  
Se recomienda al Estado colombiano fortalecer lazos con organismos judiciales internacionales, 
fundamentalmente con las redes judiciales europeas y con Eurojust, para la aplicación conjunta de 
procesos y sentencias de extinción de dominio y reparación integral de víctimas con nacionalidad 
colombiana. Imprescindible es que se haga uso de los mecanismos de cooperación establecidos en 
el artículo 102 del CPP colombiano, así como también de los mecanismos de coordinación 
dispuestos por las defensorías del pueblo de los países andinos integrantes de la FIO, cuyas 
estrategias están dirigidas a enfrentar el riesgo de personas en migración, trata de personas y tráfico 
ilegal de personas. 
Esta red de defensorías del pueblo asumió una serie de compromisos plasmados en la 
Declaración de Bogotá5, generada durante la 1ª Cumbre Iberoamericana Sobre Derechos 
Humanos, Migrantes y Trata de Personas para “una mejor protección de los derechos de las 
víctimas de la trata de personas y particularmente de las y los migrantes de nuestra región, así 
como la participación de las víctimas en tanto son sujetos de derecho” (FIO, 2016, p.101). 
En síntesis, se recomienda estudiar la factibilidad de articular estas instituciones defensoriales 
a una estructura reticular con el apoyo de la CAN y la OEA, inspirada en el modelo Eurojust. Esto, 
de modo que las defensorías andinas formen parte como miembro de apoyo del organismo 
Latinjust propuesto, el cual contará con redes judiciales penales andinas por constituirse. En 
                                                 
5 Ver Anexo 2: Declaración de Bogotá, del 13 de mayo de 2015. Primera Cumbre Iberoamericana Sobre Derechos 
Humanos, Migrantes y Trata de Personas de la Federación Iberoamericana del Ombudsman (FIO), 2015. 
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consonancia, con propósitos comunes de carácter nacional y transnacional ante el aumento 
desmedido de estos delitos que están afectando severamente, “de manera sistemática, profunda e 
irreversible, los derechos de las y los habitantes de los Estados, y que para su erradicación es 
necesario definir e implementar estrategias globales eficaces” (FIO, 2016, p.101). 
5.3.4. Nuevos convenios de cooperación regional 
Impulsar la firma de convenios bilaterales con los países miembros de la CAN para viabilizar 
y reglamentar —con base en los principios de complementariedad y ayuda mutua en consonancia 
con el derecho interno y el derecho comunitario— distintos instrumentos que permitan el embargo 
y la extinción de dominio a los tratantes, fundamentados en el principio de jurisdicción universal 
en cuanto a extraterritorialidad, como se señaló al final del punto 3.4 del capítulo 1, puesto que, 
para el momento histórico que vive Colombia, la CPI se convierte en una herramienta de capital 
importancia. Por su parte, los convenios bilaterales con países andinos representan una estrategia 
clave. 
Ello, porque los autores materiales e intelectuales no son sancionados, o lo han sido levemente, 
en virtud de múltiples excusas, como la congestión judicial, las trabas para la obtención de 
elementos probatorios, las dificultades en la captura, la falta de recursos para investigación de 
casos, las amenazas contra la vida de funcionarios judiciales y testigos. 
Dicha iniciativa tiene su fundamento en la Ley de Enriquecimiento Ilícito, Lavado de Activos, 
Testaferros y Extinción de Dominio, vigente en Colombia. Con base en el artículo 2° de la Ley 
1708 de 2014 sobre la dignidad de las víctimas de trata, se precisa que, en el marco de lo antes 
mencionado, debe reforzarse la aplicación del principio según el cual “la extinción de dominio 
tendrá como límite y fundamento el respeto a la dignidad humana” (p.1). 
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Igualmente, se debe hacer lo propio con base en el artículo 88 de la Ley 1718 de 2014, relativo 
a lo razonable y necesario del embargo como medida cautelar, sin olvidar que el interés primario 
tiene una doble dimensión: la lucha contra el crimen organizado y la reparación de las 
víctimas. Es decir, aplicar la justicia y garantizar los derechos humanos de las víctimas. De lo 
contrario, seguirá la retórica política e institucional en el desarrollo de la diplomacia y las 
actuaciones aisladas que perpetúan la no reparación. Aspecto que, en último caso, posiciona los 
delitos transnacionales de trata como uno de los grandes desafíos mundiales de la justicia universal 
para erradicar o, al menos, minimizar, en cuanto gigante de los flagelos sociales que esclaviza a 
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ANEXO A. Declaración de Santa Cruz de La Sierra (2013) 
Asamblea Anual Ordinaria del Consejo Andino de Defensores del Pueblo (CADP) del 17 de 
septiembre de 2013 
Los Defensores del Pueblo del Estado Plurinacional de Bolivia, Rolando Villena Villegas; de 
la República del Ecuador, Ramiro Rivadeneira Silva; de la República Bolivariana de Venezuela, 
Gabriela del Mar Ramírez Pérez y de la República del Perú, Eduardo Vega Luna, miembros 
presentes del Consejo Andino de Defensores del Pueblo, y contando con la aprobación plena del 
Defensor del Pueblo de la República de Colombia, Jorge Otálora, representado en este acto por el 
Defensor Delegado, Juan Manuel Osorio; reunidos en Santa Cruz de la Sierra -Bolivia, el 17 de 
Septiembre de 2013, en ocasión de celebrar su encuentro ordinario anual, acuerdan emitir la 
siguiente declaración:  
Primero: Reafirmamos nuestra convicción que solamente la vigencia, el respeto y el ejercicio 
pleno de los derechos humanos individuales y colectivos pueden garantizar a nuestros pueblos la 
convivencia en sociedades con libertad, democracia, desarrollo, justicia, paz y equidad.  
Segundo: Valoramos y apoyamos los profundos cambios que están implementando los Estados 
de nuestros países, que han generado instrumentos jurídicos y políticas públicas que favorecen la 
participación ciudadana, la protección y el ejercicio de los derechos humanos de las poblaciones 
más vulnerables, el cumplimiento de los derechos económicos, sociales y culturales y la vigencia 
plena de los derechos civiles y políticos.  
Tercero: Alentamos a los gobiernos de nuestros países, a las instituciones internacionales de 
derechos humanos y a los organismos de integración regional a afianzar la promoción y defensa 
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de los derechos sociales y derechos colectivos de los pueblos indígenas y afrodescendientes. 
Instamos de manera especial a la protección de los derechos a la educación, salud, seguridad, 
alimentación, agua y otros; fundamentalmente cuando se trata de personas y poblaciones de 
atención prioritaria.  
Cuarto: Expresamos nuestra preocupación sobre el crecimiento en nuestra región de la trata y 
tráfico de personas, la violencia hacia las niñas, niños, adolescentes y mujeres, la inseguridad 
ciudadana y la persistencia de patrones culturales discriminatorios hacia migrantes y desplazados, 
que afectan especialmente a las poblaciones menos favorecidas y más vulnerables. Exhortamos a 
las instituciones nacionales e internacionales de protección y defensa de los derechos humanos, a 
intensificar sus esfuerzos para enfrentarlos estructuralmente con mayor disposición y eficiencia.  
Quinto: Saludamos y apoyamos los avances logrados por los organismos multilaterales de 
integración regional como el Parlamento Andino, la Unión de Naciones Suramericanas, La 
Comunidad de Estados Latinoamericanos y del Caribe y la Comunidad Andina de Naciones para 
promover, fortalecer y defender los derechos humanos. Instamos a estas instituciones a generar 
mecanismos de articulación y trabajo conjunto que hagan más efectivos y eficientes estos esfuerzos 
y que les permita orientar todas sus iniciativas hacia el cumplimiento y vigencia de los derechos 
humanos de los habitantes de los países del área andina.  
Sexto: Expresamos nuestra decisión de fortalecerla agenda común en temas de derechos 
humanos, destinada a afianzar los mecanismos de integración, coordinación y apoyo mutuo entre 
las instituciones miembros del Consejo Andino de Defensores del Pueblo, a fin de viabilizar el 
logro de nuestros objetivos que se expresan en la defensa de los derechos humanos, la autonomía 
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e independencia, el fortalecimiento institucional, la solidaridad, el intercambio de experiencias e 
información y el debate de temas de interés común.  
Séptimo: Asumimos como prioritaria para la gestión del Consejo Andino de Defensores del 
Pueblo, la implementación de iniciativas y proyectos comunes referidos a la trata y tráfico de 
personas; derechos de las personas migrantes; derechos de las personas adultas mayores; el 
intercambio de información y gestión del conocimiento y el fortalecimiento las acciones de 
educación en derechos humanos.   
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ANEXO B. Declaración de Bogotá (2015) 
Primera Cumbre Iberoamericana Sobre Derechos Humanos, Migrantes y Trata de Personas 
de la Federación Iberoamericana del Ombudsman (FIO), 2015. 
Las instituciones que constituimos la Federación Iberoamericana del Ombudsman (FIO), 
reunidas en Bogotá, República de Colombia, con motivo de la Primera Cumbre Iberoamericana 
sobre Derechos Humanos, Migrantes y Trata de Personas, a fin de enfrentar el riesgo de personas 
en migración, trata y tráfico ilegal de personas, Declaran: 
La trata de personas constituye un grave delito de carácter nacional y transnacional, que en su 
aumento desmedido afecta de manera sistemática, profunda e irreversible los derechos de las y los 
habitantes de los Estados, y que para su erradicación es necesario definir e implementar estrategias 
globales eficaces; 
Existe una gran preocupación de los Estados por el flujo interno y externo de las personas, que 
ha generado el establecimiento de diversas políticas de inmigración, que no resultan armónicas en 
materia de flujo migratorio. 
La trata y tráfico ilegal de personas afectan la integridad, dignidad y libertad de las personas, 
especialmente de aquellas que se encuentran en situaciones de mayor vulnerabilidad como 
mujeres, niños y niñas, personas migrantes, indígenas, etc. 
Somos conscientes de la importancia que como Ombudsman tenemos para promover políticas 
públicas que privilegien a las y los titulares de derechos y víctimas de su violación reivindicando 
sus derechos a través de asistencia inmediata y reparación integral. 
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Por tales razones, nos comprometemos a: 
(1) Incrementar nuestros esfuerzos para conseguir que las políticas públicas de erradicación del 
tráfico ilegal de personas y la trata de seres humanos, pongan siempre en el centro a la persona, 
evitando aquellas actuaciones que, en su lucha contra estos delitos, olviden la protección y el 
derecho a la reparación de cada víctima. 
(2) Instar a que los Estados cumplan los contenidos del Protocolo de Palermo, por medio de la 
implementación de políticas públicas con enfoque en Derechos Humanos, teniendo en cuenta la 
dimensión transnacional del delito y con una perspectiva de género. 
(3) Visibilizar que la migración no es una dinámica que atañe de manera exclusiva a la 
jurisdicción interna de los Estados sino que es una problemática que requiere de un abordaje 
holístico de derechos humanos. 
(4) Adelantar las acciones que sean necesarias para que dentro del ordenamiento jurídico se 
incorporen los principios internacionales de derechos humanos, que no criminalicen la migración 
y reconozcan la trata de personas como crimen de lesa humanidad en los términos del Estatuto de 
Roma. 
(5) Tener en cuenta, asimismo, la especificidad del fenómeno migratorio de personas de los 
pueblos originarios como así también la niñez migrante sin acompañamiento y de su situación de 
vulnerabilidad. 
(6) Impulsar la consagración por los Estados de los instrumentos que permitan la efectiva 
persecución de la trata de personas bajo el principio de jurisdicción universal, cuando este delito 
se estructure como de lesa humanidad en los términos del Estatuto de Roma. 
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(7) Intensificar los esfuerzos para unificar estrategias de intervención, promoción, 
concienciación, sensibilización y defensa ante la sociedad y los poderes del Estado, articulando 
iniciativas de nuestras instituciones para incidir sobre la disminución de la trata y tráfico ilegal de 
personas. 
La FIO tiene la seguridad de que el cumplimiento de estos compromisos traerá consigo una 
mejor protección de los derechos de las víctimas de la trata de personas y particularmente de las y 
los migrantes de nuestra región, así como la participación de las víctimas en tanto son sujetos de 
derecho. 
Dada en Bogotá, República de Colombia, a los 13 días del mes de mayo de 2015. 
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ANEXO C Encuesta flash de opinión sobre el IRI 
Estimado amigo(a): 
Con la finalidad de culminar mi tesis doctoral sobre el alcance de la figura de reparación integral 
de víctimas, prevista en la Ley 985 de 2005 y en el Decreto 1069 de 2014, frente al proceso de 
incidente de reparación integral, previsto en la Ley 906 de 2004, Código de Procedimiento Penal 
colombiano, requiero su valiosa opinión sobre el tema. La información por usted suministrada es 
confidencial y con fines académicos. En ningún caso le compromete a usted ni a la institución que 
representa. 
 
A. Información general 
 
1. Nombres y Apellidos:  
 
2. Edad: Menos de 30 años  ____ 
 
Entre 30 y 39 años  ____ 
Entre 40 a 49 años  ____ 
Entre 50 y 59 años  ____ 
60 años y más ____ 
 
3. Sexo: Femenino  ____ Masculino ____ 
 
4. Profesión: Abogado ____ Otra ____ 
 
5. Años de experiencia: 0 a 5 ____ 6 a 10 ____ 11 a 15 ____ > 15 ____ 
 
6. Nivel Académico: Profesional universitario ____ 
Especialización ____ Maestría ____ Doctorado ____ Otro ____ 
 
7. Ocupación: Abogado Litigante ______ 
 
Abogado No Litigante ______ 
Funcionario del Sector Gobierno ______ 




Miembro de la Academia ______ 
Miembro de ONG-Nacional ______ 
Miembro de ONG-Internacional ______ 
 
B. Segunda Parte.  
 
Con la finalidad de conocer su opinión sobre el alcance de la reparación integral de víctimas colombianas 
de trata de personas frente a la eficacia del proceso IRI, en el contexto específico de los delitos de trata 
transnacional, le agradecemos responder las siguientes preguntas 
 
8.  ¿Conoce usted el incidente de reparación integral (IRI) del artículo 102 de la ley 906 de 2004? 
  
SI ____          NO ____ 
 
9.  ¿Ha participado usted en algún proceso judicial donde se haya aplicado el IRI con alguna víctima de 
trata de personas?  
SI ____          NO ____ 
 
10.  En su opinión, ¿un juez colombiano, habiendo condenado al reclutador de una víctima dentro del 
territorio nacional, tiene la posibilidad de capturar y procesar penalmente al tratante en el extranjero 
para lograr la reparación integral de la víctima retornada a Colombia? 
 
SI ____          NO ____ 
 
11. ¿Considera que el procedimiento IRI es eficaz para la indemnización de la víctima de trata de 
personas?  
SI ____          NO ____ 
 
12. ¿Conoce usted algún caso de trata de personas en el cual se haya indemnizado a la víctima a través del 
IRI, con el apoyo de la cooperación judicial internacional a los jueces colombianos? 
 
SI ____          NO ____ 
 
13.  Desde su experiencia, ¿considera necesario un mecanismo de cooperación judicial internacional para 
extender la jurisdicción de los jueces colombianos y hacer más eficaz la indemnización a través del 
IRI?  
SI ____          NO ____ 
 
14. ¿Con relación a la figura incidente de reparación integral, como instrumento para reparar a las víctimas 
de trata de personas, en el marco del proceso penal cumple su objetivo? 
 
SI ____          NO ____ 
 
15. ¿Considera que la cooperación judicial internacional existente es la adecuada para judicializar a las 
redes de trata de personas que operan en Colombia?  
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SI ____          NO ____ 
 
16. ¿Considera que debería implementarse un medio exclusivo para reparar a las víctimas de trata externa, 
adicional al incidente de reparación integral?  
 





ANEXO D. Resultados encuesta flash de opinión 
Se presenta la lista de personas que respondieron esta encuesta vía internet como evidencia y la 
tabulación de los datos por cada ítem en el mismo orden del formato (Anexo C). 
Ítem 1.  Identificación de los encuestados 
 
N° Nombres y Apellidos Organización que representa 
1 Gerardo Bernal  Colectivo GBM  
2 Ramiro Borja Ávila  Independiente  
3 Anny Lizeth Zemanate Aguirre Independiente 
4 Ivonne Herrera Hernández Independiente 
5 María Teresa Beltrán Cardona Alcaldía de Dosquebradas 
6 James Orejuela Independiente  
7 Andrés Castaño Independiente 
8 Héctor Hincapié Escobar  Independiente  
9 Bernardo Enrique Lucas Nieto Colegio de Juristas del Quindío 
10 Maria del Pilar Martínez Gutiérrez Derecho y conciliación  
11 Nancy González Cárdenas González Cárdenas & Abogados Asociados 
12 Mauricio Parra Carrero  Representante de víctimas. Unidad Justicia y Paz. Defensoría 
13 Miguel Ángel Urrea Respaldo Legal 
14 Rafael Humberto Villamizar Ríos Presidente FEDEACOL 
15 Paola Valencia Posos Independiente 
16 Nicolás Guillermo Aldana Zapata Independiente 
17 Gerardo Duque Gómez Orden de la Abogacía Colombiana - OAC 
18 Enrique Ochoa González Fiscal Nacional CONALBOS 
19 Andrés Felipe López Osorio  Independiente 
20 Amparo Castaño Betancourt Independiente 
21 Perches Giraldo Independiente 
22 Natalí Eliana Durán López Rama Judicial 
23 Jairo Alberto Martínez Defensoría del Pueblo 
24 Paulo César Lizcano Durán Independiente 
25 Carlos Uriel Naranjo Velez Independiente 
26 Jorge Gaviria Asesor Juridico 
27 Luis Fernando Patiño Marín Patiño Abogados SAS 
28 Ruth Yadira Bustamante Mora Independiente 
29 Iraida Romero  CIIDER  
30 Vannessa Rodríguez Mosquera UTP 
31 Naxary Hayanira Triana Olaya Independiente 
32 César Conto Abogado litigante 
33 Juan Alberto Salazar Cardona Servidor público 
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34 Luis Fernando Valderrama Guzmán Universidad Libre 
35 Luis Ernesto Mejía Independiente 
36 John Heyder Castro Martínez Independiente 
37 Martha Isabel Duque Arias Pensionada 
38 Richard Arévalo Independiente 
39 Gloria Eugenia Álvarez Londoño Defensoría pública  
40 Viviana Díaz Izquierdo Independiente 
41 Fernando Torres  Independiente 
42 César Enrique Guzmán Lython Colegio Antioqueño de Abogados 
43 Jorge Ángel Cortés  ALIADO SAS 
44 Fabián Martínez Arango Independiente 
45 Felipe Duque Duque Palacio Abogados 
46 Carlos Tobón Independiente 
48 Vivian Álvarez Jiménez Independiente 
49 Marlon Javier Mañosca Hernández Independiente 
50 Rafael Ortiz  Independiente  
51 Maria Alejandra Ramírez Independiente 
52 Martha Andrea Obando Montenegro Independiente 
53 Juan Diego González Ríos Independiente 
54 Jorge Herrera Independiente 
55 Mario Díaz Góngora  Colegio Nacional de Defensores Públicos de Bogotá  
56 Everildis Martínez  Independiente 
57 Beatriz Eliana Cedeño Durango SEDEQ Abogados 
58 Toro Raga Luz Elena Independiente 
59 Fabio Serrano Independiente 
60 Carlos Villegas  Independiente  
61 Yuri Milena Echeverry Pérez Independiente 
62 Elkin Betancur NAFA - INBET FLC 
63 Mauricio Freydell Independiente 
64 Martha Nelly Rodas García  Independiente 
65 Sandra Mogollón Independiente 
66 Anónimo Independiente 
67 Andrés Felipe López Acevedo Independiente 
68 Nancy Yepes  Independiente 
69 José Gilberto López Herrera Independiente 
70 Abdul Mustafá Iza  Independiente 
71 Jesús Andrés Herrera  ICBF 
72 Juan Carlos Araque López Sindicato 
73 Martha Sepúlveda Rama judicial 
74 Osvaldo Orejuela Independiente 
75 Hernán Garzón MAAT Abogados Consultores 
76 Alberto Villegas González Independiente litigante 
77 Orlando Bohórquez  Independiente  
78 María Oliva Tovar Moncada  Independiente 
79 Andrés Felipe Cárdenas Olano  Nexo Jurídico  
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80 Luz Amanda Reyes Independiente 
81 Fabio Nelson Jaramillo Herrera  Independiente 
82 Lina María Ramos Oquendo Independiente 
83 Guillermo Pérez Ospina  Independiente  
84 Javier Pombo Legal Education Asociados S.A.S. 
85 Yesid Aleixer Valencia SERVIVIDA  
86 Juan Euder Quiceno Rodríguez  Quiceno Abogados & Asociados  
87 Camilo Esteban Villalba  Lex Imperium Asesores y Consultores  
88 Sirley Andrea García Martínez Asesoría Pila 
89 Carlos Díaz García  Independiente 
90 Dube Erney Estrada Álvarez  Policía Nacional 
91 Julio López  Independiente 
92 Gloria Mary Vélez Agudelo Independiente 
93 Thaylin Margarita Ramos Secretaria Distrital de Integración Social 
94 Roberto Domingo Hernández Puente Independiente 
95 Fermín Antonio Rambal Herrera  Gobernación de Bolívar  
96 Kristhian Enrique Orozco Suárez Corporación Universitaria Regional del Caribe CURC-IAFIC 
97 Mauricio Vanegas Quintero Independiente 
98 Ceyler Claros Universidad Sur Colombiana - USCO 
99 Claudia Johanna Serrano Independiente 
100 Ricardo Martínez Quintero  Colegio de Abogados Casacionistas 
101 Carlos Arturo López Botero  Independiente 
102 Eliseo Gómez Bautista Independiente 
103 Mario Ernesto Guzmán Independiente 
104 Manuela González Jaramillo  Independiente  
105 Rafael Alfonso Abuabara Casas  Independiente  
106 Miguel Ángel Chaves García  Foro Permanente Mundial 
107 Ana Sara García Toro Procuraduría 
108 Hernando Barreto Ardila Universidad Externado 
109 Julio Rivero Independiente  
110 María Lucy Ramírez Marín Independiente 
111 Mercedes Bermúdez Latorre Independiente    
112 Ernesto Barrios Losada Independiente 
113 German Buritica Rocha Independiente 
114 Guillermo Rocha Melo Independiente 
115 Maria Doralba López Oficina de Abogados 
116 Olbar Andrade Rincón  Colegio de Abogados Casacionistas  
117 Isabel Álvarez Independiente 
118 Marcial Alejandro Argoty García Independiente 
119 Francisco Antonio Castaño Londoño  Independiente 
120 Juan Carlos Araque López Independiente 
121 Manuel Guillermo Flórez Martínez  UNAB 
122 Roger Ospina Ruiz Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca-CVC 
123 Leonor Ríos Lozano Independiente 
124 Ana Restrepo 6D S.A.S 
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125 Marco Antonio Jaramillo Daza Soy Tu Abogado Hoy 
126 Oscar David Sanmiguel López Independiente 
127 Carolina Longas L&M Asesorías Legales 
128 Carlos Ordoñez Independiente  
129 Gulbis Darío De Armas Mendoza Defensoría del Pueblo 
130 Angelina Yáñez M COABOCOL 
131 Heidi Ángel Independiente 
132 Maria Alejandra Rosero Independiente 
133 Conrado Bedoya Álvarez  Independiente 
134 Carlos Roberto Solórzano Garavito Carlos Roberto Solórzano Abogados SAS 
135 Andrea Mejía  UNILIBRE 
136 Julio Cesar Arroyave Londoño Estudiante de Derecho 
137 Jonatan Soto Agudelo Independiente 
138 Luzney Mercado Amaris  Independiente  
139 Dilber Leandro Vargas Díaz Independiente 
140 José Alfonso Mendoza Independiente 
141 Patricia Martínez  Independiente  
142 Edwin Acuña Independiente 
143 Sandra Yanet Hernández  Independiente  
144 Mildrey Jiménez Estudiante 
145 Tatiana Leal  Independiente 
146 Alexander Marín  Independiente  
147 Luz Stella Granada Osorio Independiente 
148 Selene Trejos Vivas López Trejos Abogados Asociados S. A. S. 
149 Andrés Pardo  BCP Asociados 
150 Cindy Caterine Díaz Areiza Independiente 
151 Luis H. Ayala Torres CONALBOS 
152 Kevin Henao Independiente 
153 Juan Fernando López Corzo  Organismo del Estado 
154 Jesús Alberto Betancur Restrepo Independiente 
155 Ángela Gómez  Independiente 
156 Antonio José Valdelamar Alvarado Independiente 
157 Julián Andrés López Arciniegas Julián López - Abogado 
158 Cynthia Ortiz Ortiz & Sánchez Consultores Jurídicos Especializados 
159 Carlos Francisco Ramírez Guerrero FEDEACOL 
160 Noemí Esther Urango Cervera Independiente 
161 Gloria Milena Cárdenas Independiente 
162 Paula Jiménez  Independiente  
163 Adriana García Independiente 
164 Richard Barrios Independiente 
165 Aldemar Rodríguez Lizarazo Independiente 
166 Fabio Araque Vargas JEP 
167 Pilar Cepeda  Col Legal 
168 Victoria Eugenia Neira Independiente 
169 Fabio Araque Vargas JEP 
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170 Héctor Fabio García González  Independiente 
171 Juan Carlos Araque López Independiente 
172 Rosario Duarte Independiente 
173 Pilar Sepúlveda  Orden de la Abogacía  
174 Ernesto Amezquita Colegio de Juristas del Quindío 
175 Luz Mary Quiceno  Independiente  
176 Gloria Inés López Londoño Contratista 
177 Diana Briceño Independiente 
178 Luz Gil MINTIC 
179 Alfredo Patiño Independiente 
180 Ana Maria Vanegas Cortes Independiente 
181 Nancy Yépez  Litigio  
182 Edgar Gutiérrez DADEP 
183 Martín Basto P Independiente 
184 Andrés Poveda Reparación Integral 
185 Juan Carlos Salcedo Morales Policía Nacional 
186 Daniela Llano Herrera Alcaldía de Pereira  
187 Fabio Araque Vargas JEP 
188 Nubia Jiménez  Independiente 
189 Wilson Ernesto Moya Segura Universidad Santo Tomás 
190 German Franco Alarcón  Defensoría del Pueblo 
191 Felipe Duque Duque Palacio Abogados 
192 María Jeannette Restrepo Independiente 
193 Jovana Andrea Hernández Marín Independiente  
194 Octavio Arcila Colegio de Juristas del Quindío 
195 Leidy Gómez Independiente 
196 José Armando Orozco Cárdenas INPEC 
197 Fernando Arias Cardona Unión Patriótica - UP 
198 Andrés Rodríguez Largo  Independiente  
199 Hugo Fernando Garcés Guzmán Independiente 
200 Fermín Lora Colegio de abogados del caribe 
201 Henry Rodríguez Valencia  Independiente  
202 Aldemar Ortiz Riascos  LEGALCARE 
203 Rodrigo Hoyos Loaiza ALIAR S.A. 
204 César Agudelo Independiente  
205 Javier Barrera Independiente 
206 Margarita Rosa Cortes Velasco  Independiente 
207 Gloria Stella Suárez Tovar  Colegio de Abogados Tomistas. Coldesocial 
208 Diego Gabriel Quintero Castaño Litigante  
209 José Luis Barceló Camacho Independiente 
210 Anyelo Roca Independiente 
 
Ítem 2.  Edades 
 
 Frecuencia Distribución relativa (%) 
Menos de 30 14 7 
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Entre 30 y 39 42 20 
Entre 40 y 49 48 23 
Entre 50 y 59 59 28 
60 y más 47 22 
Total 210 100 
 
Ítem 3.  Sexo 
 
 Frecuencia Distribución relativa (%) 
Femenino 77 37.0 
Masculino 133 63.0 
Total 210 100.0 
 
Ítem 4.  Profesión 
 
 Frecuencia Distribución relativa (%) 
Abogado 193 91,9 
Abogado y Contador 1 0,5 
Psicólogo 1 0,5 
Educador 1 0,5 
Criminalista 1 0,5 
Ingeniero 2 1,0 
Comerciante 1 0,5 
Estudiante de Derecho 8 3,8 
Otro (no especificado) 2 1,0 
Total 210 100,0 
 
Ítem 5.  Años de experiencia 
 
 Frecuencia Distribución relativa (%) 
0 a 5 64 30,5 
6 a 10 32 15,2 
11 a 15 17 8,1 
Mayor de 15 97 46,2 
Total 210 100,0 
 
Ítem 6.  Nivel académico 
 
 Frecuencia Distribución relativa (%) 
Profesional 44 21,0 
Diplomado 4 1,9 
Especialización 115 54,8 
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Maestría 30 14,3 
Doctorado 16 7,6 
Otro (Técnico Profesional) 1 0,5 
Total 210 100,0 
 
Ítem 7.  Ocupación 
 
  Frecuencia Distribución relativa (%) 
Abogado Litigante 148 70,5 
Abogado No Litigante 13 6,2 
Funcionario del Sector Gobierno 22 10,5 
Funcionario de la Rama Judicial 7 3,3 
Fiscal 2 1,0 
Juez 1 0,5 
Miembro de la Academia 12 5,7 
Miembro de ONG-Nacional 5 2,4 
Total 210 100,0 
 
Ítem 8.  ¿Conoce usted el incidente de reparación integral (IRI) del artículo 102 de la ley 906 de 2004? 
 
 Frecuencia Fr (%) 
Sí 178 84,8 
No 32 15,2 
Total 210 100,0 
  
 
Ítem 9.  ¿Ha participado usted en algún proceso judicial donde se haya aplicado el IRI con alguna víctima de 
trata de personas? 
 
 Frecuencia Fr (%) 
Sí 34 16,2 
No 176 83,8 




Ítem 10. ¿Un juez colombiano, habiendo condenado al reclutador de una víctima dentro del territorio nacional, 
tiene la posibilidad de capturar y procesar penalmente al tratante en el extranjero para lograr la 
reparación integral de la víctima retornada a Colombia? 
 
 Frecuencia Fr (%) 
Sí 115 54,8 
No 95 45,2 
Total 210 100,0 
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Ítem 11. ¿Considera que el procedimiento IRI es eficaz para la indemnización de la víctima de trata de 
personas? 
 
 Frecuencia Fr (%) 
Sí 82 39,0 
No 128 61,0 
Total 210 100,0 
 
Ítem 12.  ¿Conoce usted algún caso de trata de personas en el cual se haya indemnizado a la víctima a través 
del IRI, con el apoyo de la cooperación judicial internacional a los jueces colombianos? 
 
 Frecuencia Fr (%) 
Sí 12 5,7 
No 198 94,3 
Total 210 100,0 
 
Ítem 13. ¿Considera necesario un mecanismo de cooperación judicial internacional para extender la 
jurisdicción de los jueces colombianos y hacer más eficaz la indemnización a través del IRI? 
 
 Frecuencia Fr (%) 
Sí 198 94,3 
No 12 5,7 
Total 210 100,0 
 
Ítem 14.  ¿Con relación a la figura Incidente de Reparación Integral, como instrumento para reparar a las 
víctimas de trata de personas, en el marco del proceso penal cumple su objetivo? 
 
 Frecuencia Fr (%) 
Sí 60 28,6 
No 150 71,4 
Total 210 100,0 
 
Ítem 15.  ¿Considera que la cooperación judicial internacional existente es la adecuada para judicializar a las 
redes de trata de personas que operan en Colombia? 
 
 Frecuencia Fr (%) 
Sí 46 21,9 
No 164 78,1 









Ítem 16. ¿Considera que debería implementarse un medio exclusivo para reparar a las víctimas de trata 
externa, adicional al incidente de reparación integral?  
 
 
 Frecuencia Fr (%) 
Sí 185 88,1 
No 25 11,9 
Total 210 100,0 
 
